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ANTECEDENTES. 




El art. 133 déla Constitución política de 1828, disponía que ei 
año de 1836 se convocara por el Congreso una gran Convención 
«on el único y esclusivo objeto de reformar o adicionar dicha 
Constitución, la cual debia disolverse inmediatamente que lo hu- 
biera desempeñado. Una lei particular debia determinar el modo 
de proceder, número de que se compondría y demás circunstancias. 

Aquel término designado por la Constitución fué anticipado 
por el Congreso de 1831. Por lei de Ifi de octubre de ese año (1) 
se declaró que la Constitución de 28 necesitaba reformarse y adi' 
donarse ; que conforme al modelo del articulo mencionado, se 
reuniera una Convención con el esclusivo objeto indicado de re- 
formar o adicionar^ que a ella se convocaran diez y seis de los di- 
putados elejidos por el pueblo para la Cámara de Diputados exis- 
tente, y veinte ciudadanos de conocida probidad e ilustración, 
los cuales debian tener las calidades necesarías para ser diputa- 
dos ; que el Congreso nacional, reunidas ambas Cámaras en no 
menor número que las dos terceras partes de los miembros de 
cada una, elejiria, a pluralidad absoluta de sufrajios, los individuos 
que debian convocarse y formar la Convención ; y que hecha la 
elección, se comunicaría al S. Gobierno a fin de que convocara a 

ín Bol, t. 2, f. 84, ed. de Valparai^. 
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los electos para el dia en que el Congreso fijase la instalación de 
la Convención. Jurado el cargo por los miembros, quedaría ins- 
talado y procederían a nombrar un presidente, un v ice-presidente 
y un secretario, rijiéndose en sus debates por el reglamento que 
adoptare. El Poder Ejecutivo y la Comisión permanente podrían 
nombrar los oradores que tuvieran a bien, para que asistieran sin 
voto a las sesiones de la Convención a representar y discutir sobre 
las reformas o modificaciones que hallaren por conveniente pro- 
poner ; pudiendo todos los cuerpos públicos y ciudadanos parti- 
culares dirijir peticiones por escrito relativas al mismo objeto. 
Durante las sesiones de la Convención, podrían reunirse las Cá- 
maras estraordinariamente en los casos que prevenía la Constitu- 
ción. Por último, concluidos los trabajos, el Poder Ejecutivo debia 
reunir el Congreso : éste debia jurar la observancia del Código 
reformado y ante él también debia prestar el mismo juramento el 
Poder Ejecutivo. 

instalada la gran Convención en virtud de la lei precedente, en 
el año de 1832, nombró una comisión compuesta de los señores 
don Gabriel José Tocornal, don Santiago de Echeverz, don Juan 
Francisco Meneses, don Fernando Antonio Elizalde, don Agustín 
de Vial, y don Mariano Egaña, para que le presentasen un pro- 
yecto sobre reforma de la Constitución política de 1828. Este 
últinio. propuso a la comisión de que era miembro, un proyecto 
titulada: Voto particular, en 12 de mayo de 832. El resto de la 
Comisión formuló otro proyecto sobre la misma base del Voto, el 
cual fué presentado a la Convención en 25 de agosto de aquel 
año. Este último sirvió de base a la discusión. 
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OAPITULO I. 



DEL TKRRITOmO^ 



Art. 1.0 El territorio de Chile se estiende desde el de- 
sierto de Atacama hasta el Cabo de Hornos, y desde la 
Cordillera de los Andes hasta el Mar Pacífico, compren- 
diendo el Archipiélago de Chiloé, todas las Islas adyacen- 
tes y la de Juan Fernandez, • 

La demarcación que «e espresa en el presente artículo, es la 
ímisma que comprendía la audiencia y chancillería real de Santia- 
go de Chile que contiene la lei 12, tit. 15, lib. 2 de la Recopila- 
ción de Indias, con las reformas introducidas por reales cédulas 
posteriores. En 1810 nuestro territorio se estendia, fuera de los 
límites indicados en el artículo, a la Patagonia, las tierras maga- 
llánicas y la Tierra del Fuego. 

Las repúblicas en que se dividió la América española al des- 
prenderse de la Metrópoli reconocieron por límites entre unas y 
otras los mismos que correspondían a las demarcaciones colonia- 
les de que se formaron, salvo las modificaciones introducidas por 
tratados especiales o hechos posteriores a la Revolución (1). Al 
-promulgar sus primeras Constituciones políticas, tuvieron cuidado 

(1) Amnnátegui. Títulos de la República de Chile a la parte austral del 
<;ontineiite americano. 
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de consignar en ellas aquel principio, que por otra parte había 
sido adoptado por la República norte-americana, y que lo filé mas 
tarde por él Imperio del Brasil. Dos objetos se propusieron: de 
un lado juzgaron necesario, al incorporarse a la República de la» 
Naciones independientes, manifestarles la estension de territorio 
en que ejercian su soberanía, y del otro quisieron fijar una regla 
clara y precisa para la determinación de sus mutuos deslindes. 
La razón política que les guió al constituirse en esa forma no fué 
sino la división de intereses y de jerarquía que la administración 
española babia introducido entre ellas. 

Sin embargo, la mancomunidad de ideas, de relijion, de lejisla- 
cion y de miras les hizo concebir desde temprano, aunque de un 
modo informe y como un presentimiento de su destino futuro, la 
necesidad de reunirse- en una confederación que abarcara todo el 
continente americano, o por lo menos las antiguas posesiones do 
España en América. Tal era el pensamiento de Bolívar al convo- 
car el Congreso de Panamá en 1822. 

Empero ninguna de las nuevas naciones sintió mas hondamente, 
ni espresó de un modo mas esplícito que Chile, el pensamiento 
y la necesidad de constituir la nacionalidad americana. En el 
«proyecto de una declaración de los derechos del pueblo de Chi- 
le,» consultado en 1810 por el Supremo Gobierno, y modificado 
según el dictamen que, por orden del mismo, se pidió a su autor 
en 1811, se decía; «Art. 2. ® El pueblo de Chile retiene en si el 
derecho y ejercicio de todas sus relaciones esteriores, hasta que 
formándose un Congreso jeneral de la nación, o la mayor parte 
de ella, o a lo menos de la América del Sud (si no es posible el 
de la nación), se establezca el sistema jeneral de unión y mutua 
seguridad; en cuyo caso trasmite al Congreso todos los derechos 
que se reservan en este artículo. Art. 4. ® Chile forma una na- 
ción con los pueblos españoles que se reúnan o declaren solem- 
nemente querer reunirse al Congreso Jeneral, constituido de un 
modo igual y libre. Art. 5. ^ Inmediatamente dará parte el Go- 
bierno de Chile a todos los gobiernos de la nación, de las presen- 
tes declaraciones, para que por medio de sus respectivos comisio- 
nados puedan (si se conforman) acordar el lugar, forma, día y 
demás circunstancias preliminares a la reunión del Congreso Je- 
neral, y su libertad e independencia, y absoluta igualdad de re- 
presentación conforme a la población libre de cada uno.» 
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Fundados en e»a esperanza, fué talvez que nuestros hombre» 
públicos del primer período de nuestra Independencia omitieron 
apuntar, en nuestros ensayos constitucionales de aquella época, la 
demarcación del territorio chileno, como si desecharan la idea de 
formar una mezquina y reducida nacionalidad provincial. Pero, 
sea como se quiera, aquella disposición aparece por primera vez 
en Chile en la Constitución política do 1822, cuatro años después 
de la declaración solemne de la Independencia. Solo entonces se 
organiza el pensamiento nacional, que tantos esfuerzos y tantas 
batíillas dadas por los habitantes de esta apartada sección de 
América habían desarrollado. — El artículo decía : El territo- 
rio de Chile conoce por límites naturales: al Sur, el Cabo de 
Hornos: al Norte, el despoblado de Atacama: al Oriente, los An- 
des: al Occidente, el Mar Pacífico. Le pertenecen \a&. Islaa del 
Archipiélago de Chiloé, la de la Mocha, las de Juan Fernandez, 
la de Santa María y demás adyacentes. 

Las Constituciones posteriores han incluido todas el mismo ar- 
ticulo, con insignificantes modificaciones. Es de notarse también 
que en la discusión de la Gran Convención fué suprimido como 
innecesario el art. 1. ® de la Constitución de 28, que establecia el 
principio de la Independencia de Chile de todo poder estranjero. 

Espuestos los antecedentes , históricos del presente artículo, se 
ofrece una cuestión. ¿La demarcación del territorio viene bien en 
la Constitución política de una Nación? ¿Es una condición indis- 
pensable de la Carta Constitucional, o conveniente por lo menos, 
la determinación de la división jeográfica sobre que ha de rejir? 
Hé aquí una cuestión que resolvería afirmativamente en tesis 
abstracta, pero a la cual daría una solución contraria en la nues- 
tra, atendiendo las circunstancias peculiares de la topografía po- 
lítica de las nacionalidades sud-americanas. Es sabido que cada 
una de nuestras Repúblicas tiene cuestiones pendientes con sus 
vecinas sobre deslindes, pues que no siendo por lojeneralsinolas 
mismas secciones administrativas de las provincias coloniales de 
la España, constituidas después en naciones independientes, y no 
habiéndose marcado durante la dominación de la metrópoli con 
toda la precisión y fijeza que deben observarse en los límites de 
naciones e innecesarias en los de provincias, aquellos han queda- 
do con la misma vaguedad e incertidurabre en que estaban du- 
rante el coloniaje. Siendo asi, no puede ser prudente ni útil de- 
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marcar en las Constituciones de las secciones hispan o-anaericanas 
territorios que todavia no se han deslindado, antes que por tra- 
tados con las naciones circunvecinas hayan venido a determinar- 
los y resolver las dudas, porque obrar de otro modo es definir de 
propia autoridad cuestiones que afectan a estraños, constituirnos 
en suma en jueces de nuestra propia causa. Es por otra parte su- 
ministrar armas a nuestro contrario, si por error o ignorancia 
restrínjimos nuestros limites a una línea imajinaria y falsa, si re- 
nunciamos a tierras a que tenemos derechos ciertos, anticipándo- 
nos a los tratados o a la decisión arbitral, que solo deben poner 
término a nuestras contiendas sobre ese punto. Es el caso cabal- 
mente de Chile con las Provincias Arjentinas y tal vez con Boli- 
via. Sabido es que están por decidirse las cuestiones sobre el do- 
minio de la Patagonia y parte austral del continente americano: 
los gobiernos arjentin© y chileno y los publicistas de ambos pai- 
res lo han debatido en sus comunicaciones diplomáticas y sus fo- 
lletos sin arribarse a ningún resultado. gA qué fin, pues, zanjar- 
las anticipadamente, por medio de un articulo constitucional, y en 
un sentido contrario a nuestros intereses y a nuestros derechos! 
Pero prescindiendo de esta cuestión, averiguaremos otra de im- 
portancia mas práctica y positiva, g El artículo de que se trata 
-envuelve una cesión graciosa hecha por los constituyentes de la 
parte de territorio no comprendido en los límites que indica, y 
siendo así, esa renuncia es obligatoria a la nación chilena ? De 
ninguna manera, porque en primer lugar tal cesión no ha existi- 
do ni podido existir. Al redactar este artículo, los constituyentes 
solo quisieron designar los límites conocidos, el territorio que ac- 
tualmente se hallaba bajo la jurisdicción inmediata de las autori- 
dades chilenas, y cuyos «oíos habitantes representaban. Ademas, 
los Convencionales no estaban autorizados por la nación para ce- 
der parte de su territorio sino simplemente para darle su organi- 
zación política, ni es tampoco un código constitucional un tratado 
internacional de límites. Estos principios forman ya parte de nues- 
tro derecho internacional americano. Sabido es que en la cuestión 
^obre propiedad de las islas de Lobos, a pesar de no hallarse 
•comprendidas éstas dentro de los límites designados en la Cons- 
titución política del Perú, los Gobiernos de Estados Unidos e In- 
glaterra declararon pertenecerle a aquel Estado. A mayor abun- 
damiento, desde la época de la actual Constitución, Chile ha ocu- 
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pado territorios no comprendidos en el sentido literal del presente 
articulo, como cj del Estrecho de Magallanes y el Desierto de 
Atacama, sin que haya habido oposición seria de parte de las na- 
ciones colindantes. 

Otro de los inconvenientes del artículo en cuestión seria talves 
el de impedir la adquisición de territorios, no comprendidos en su 
declaración, por cualquiera de los medios reconocidos por el de- 
recho internacional, sea por compra o por voluntarias anexiones, 



CAPITULO 11. 

DB LA FORMA DE GOBIERNO. 

Art. 2.® El Gobierno de Chile es popular representativo. 

No se conoce tal clasificación en el derecho constitucional teó- 
rico. ¿Qué se ha querido espresar con la palabra popjular? ¿Acaso 
que es el pueblo el que tiene la soberanía, o que se le admite su 
injerencia, o que su opinión debe respetarse? Pero, ¿quién es el 
pueblo? ¿Es el conjunto de la nación toda o lo es solamente aque- 
lla parte a que se dá comunmente aquel nombre? 

Otro tanto digo del epíteto de representativo. Como el anterior, 
puede adaptarse a muchas clases de gobierno, por su vaguedad y 
jeneralidad. Tan bien puede aplicarse a una monarquía como a 
una república, y en esta última forma, tanto a la república unita* 
lia como a la federal. No determina, pues, de un modo preciso 
nuestra forma de gobierno. 

Estas observaciones fueron también alegadas en la Convención, 
al discutirse este articulo. Sin embargo, el señor Vial Santelices 
que lo sostuvo, espuso que la palabra popular importaba tanto y 
aun mas que republicaria, que en la palabra República puede com- 
prenderse muchas formas de gobierno en que el pueblo tenga muí 
poca o ninguna participación, mientras que la voz popular solo 
designaba la república en que el pueblo tiene una parte mui prin- 
cipal, /;omo la elección de sus representantes (1). Estas razones 

(1) Los estractos que hacemos aquí y mas adelante de las seeioneft de la 
G. CoavencioD, han sido tomados de La Lucemcij periódico de la época, ná^ 
meros 22 y siguientes. 
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']iarece que indujeron a los Convencionales a suprimir la palabm 
republicana que cojitenia el proyecto de la Comisión y la Consti- 
tución de 28. Aquellas palabras no han menester comentarios. 

Art. 3.'' La Eepública de Chile es una e indivisible. 

Parece que el sentido algo oscuro del presente articulo es la 
■adopción del sistema unitario de gobierno. Tomadas sus palabras 
en un sentido estricto son un contrasentido. Qué es una Repübli- 
<ia una ? Toda nación lo es, sea República o bien monarquía, 
representativa o absoluta. La unidad es el carácter constituyente 
de todo cuerpo civil; asi es que tal denominación, si algo significa, 
es inútil. Indivisible: hé ahí otro epíteto por demás erróneo apli- 
cado a una nación, organismo tan solidario y unido, que, como el 
del cuerpo humano, no podría; subdividirse sin perder su persona- 
lidad misma. 

Razones semejantes a las espuestas fueron también las que 
cspuso el Sr. Gandarillas al impugnar en la Convención el pre- 
sente artículo, agregando que en la Constitución no debía admi- 
tirse definiciones sino las bases y lo meramente dispositivo, que si 
la unidad e indivisibilidad eran, relativas al territorio, el artículo 
era inoportuno, porque aquí so trataba de Gobierno, y si se referia 
a éste era innecesario, porque no puede conservarse unido ni di- 
divirse por meras declaraciones; que si una parte de Chile llegare 
a entrar en poder de alguna potencia estranjera, de nada serviría 
la declaración del artículo, y si no llegaba el caso, el Gobierno 
siempre permanecería unido. A esto se contestó por los miembros 
de la Comisión, que tratando este capítulo de la forma de gobier- 
no, era necesario establecer su unidad conforme a la voluntad 
manifiesta de la nación; que esta declaración se hacia tanto mas 
precisa cuanto que la Constitución de 28 bajo las apariencias de 
«n sistema unitario había establecido uno lederal, y que el objeto 
<le la Comisión había sido adoptar aquel jen ero de gobierno; que 
«n cuanto a la indivisibilidad, se referia tanto a ésta como al te- 
rritorio, porque son inseparables y que no solo se quería precaver 
la federación sino el fraccionamiento del país en dos o mas gt)bier- 
iM)s independientes. La Convención adofító esta opinión. Tal vez 
habria sido mas propio y mas claro agregar la palabra unitario al 
articulo anterior, como lo propuso el Sr. Bustillos. 
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I Cuál ha sido la jencracion de esta idea, la idea unitaria en 
nuestra historia? ¿Hemos sido, como decía el H. Convencional, 
tan apegados al sistema unitario, que no haya habido un esfuerzo, 
una aspiración siquiera a la federación? ¿Esa lucha sangrienta de 
principios entre el sistema unitario español f el sistema federal 
norte-americano o jermánico, que ha ajitado sucesivamente a 
Méjico, Centro-América, Colombia, Confederación Aijentina y 
aun el Perú y Bolivia ha pasado desapercibida entre nosotros? ¿Es 
solo Chile, con el Paraguay y el Brasil, que en Sud- América ha- 
ya temido el self-government sajón y haya sido tan unánime en 
la necesidad de un tutor, llámese Emperador, Dictador o Presi- 
dente? Permítasenos, para resolver esta cuestión, hacer una pe- 
queña escursion en el terreno histórico. 

La revolución do la Independencia de la América inglesa se 
habia iniciado con estas grandiosas palabras: <E pluribus unama: 
la revolución de la América española llevaba un bien distinto 
lema: «Ex uno plures.» La primera, dividida en trece estados in- 
dependientes, diversos en leyes, en creencias, en costumbres, en 
ideas, acabó por asociarse en una sola República federal: la segun- 
da, compuesta de secciones administrativas de un mismo imperio,, 
sujetas a un mismo monarca, idénticas en su lejislacion, én su 
vida activa, política y relijiosa, hablando el mismo idioma, unidas 
bajo la mancomunidad de la miseria y abyección, se subdividió en 
catorce pequeñas Repúblicas independientes, sin el menor lazo 
político común. Los Estados que forman aquella, han coBservado 
Ift dirección de sus propios negocios internes, las instituciones de 
independencia municipal, la autonomía local, sin la menor lucha, 
sin la mas lijera resistencia del gobierno central. Sn ésta, cada 
República comenzó por asumir en el Ejecutivo o en las Cámaras 
nacioDales, en el poder central, toda la suma de facultades, la di- 
rección de todos los intereses, la absorción de toda la vitalidad 
dé la nación; luego el jérmen de disolución, la división indefinida, 
arrastró a cada provincia a constituirse en un Estado. La lucha, 
la guerra a muerte se pronunció entre estos dos elementos: el 
sistema unitario y el sistema federal han desgarrado a Sudr-Amé- 
rica. Esos dos principios han dominado alternativamente los di- 
versos Estados, según las influenciab esteriores, Ja estension de 
territorio o las tendencias peculiares de cada uno. 

Cuál es la causa! Amba» secciones de la América lucharon por 



— u — 

el mismo objeto y lo consiguieron — la independencia de un podei* 
estranjero: ambas se proponían el mismo fin, la libertad. ¿Qué di- 
versos móviles han impulsado a cada una? ¿Por qué la una obtie^ 
ne la unión, el orden y \k libertad? ¿Por qué la otra se arrastra 
en la anarquía, la división y la tiranía misma? Hé ahí grandes 
cuestiones, susceptibles de soluciones diversas, según el punto de 
partida que se tome. 

Empero, toda la cuestión es una cuestión de razas. ¿Qué consti- 
tuye a la raza sajona? ¿Qué ideas, qué costumbres, qué tradición 
trajo a la América? ¿La nación española, miembro de la raza lati-^ 
na, trajo a nuestro continente las mismas ideas y hábitos, cimentó 
jas mismas instituciones, tenia la misma tradición? Por lo que 
toca a la primera, dejemos hablar a un ciudadano de los Estados 
Unidos, orgulloso sajón que creo providencial el predominio de 
su raza en América, pero que sabe bien caracterizarla. 

«¿Qué elemento, dice, hubo en el carácter y en las institucio- 
nes anglo-sajonas , que siendo trasplantado a esta comarca, y 
siendo dejado a una acción mas libre y menos restrinjida, facilitó 
la formación de un gobierno federal, de una Union? Tal elemento 
debe hallarse en la tendencia a la autonomía localj que es carac- 
terístico a la raza, y es conspicuo en la historia de sus institucio* 
nes. Es una tendencia enteramente opuesta a la que se llama 
centralización o consolidación. La libertad sajona se ha mantenido 
bajo el amparo de este principio; que el poder central del Estado 
ha reconocido siempre una gran variedad de poderes locales. Aun 
con respecto a las influencias metropolitanas, cuan obvio es que 
Londres jamás ha sido para la Inglaterra lo qué París ha áído y 
es para la Francia real, imperial o republicana..... AÍ través de 
toda la historia dé nuestra raza — la raz^ qué había el ídionia in- 
gles aquí y en Inglaterra, durante los sesenta años de nuestra 
Constitución, durante la breve existencia de nuestra Conftdera- 
cion, durante el período de lucha colonial entre lV68 y iVYe, y 
durante los primeros tiempos coloniales, o bien en la madre pa- 
tria, durante las varias eras de la historia de la raza, ha sido la com- 
binación de estos dos principios — el principio de centraligabion y 
el principio de independencia local — lo que ha distinguido la raza, 

io que ha hecho su poder, su salvación y su libertad Cuales* 

quiera variaciones que haya habido de tiempo en tiempo en el 
«istema político de los sajones, su sello característico, ha sido, a 
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fiíi juicio, eí hábito del gobierno local, ejercido en cierta subordi- 
nación o relación con un gobierno central. (Lectura del profesor 
Enrique Read, de la Universidad de Pensylvania, sobre la Union ^ 
Nintb annual Report of the Board of Regen ts of the Smithsonian 
Institution 1855). 

La raza latina tiene un carácter enteramente distinto. La ciu- 
dad (Urbs) la constituye. Entre ios romanos la capital es todo: 
dá su nombre a un inmenso imperio. Las piovincias están sujetaB 
al réjimen de fierro de los procónsules. Todo está organizado, re- 
glamentado. La regla y el nivel están pasadas por sus institucio- 
nes. Nada de libertades provinciales, de independencia local. El 
mismo sistema se trasplanta a los diversos reinos en que se frac- 
ciona el imperio, o por 1q menos es el molde a que tratan de 
adaptarse los monarcas en su lucha con el feudalismo, esa federa- 
ción de la aristocracia. Ese pistema es el que ha llevado a sus ül- 
* túpoiF limites la Francia, sobre todo desde Luis XIV, y la España 
desde (fueros. La centralización^ la consolidación, tales son sus 
caracteres. Lord Campbell contrastando los dos sistemas en Fran- 
cia j la Gran Bretafia, nos dice : «Es curioso observar que a pesar 
del cjambio radical de leyes e instituciones introducidas en la 
conquista (de la Inglaterra por los Normandos), la diferencia ca- 
racterística entre los franceses y los ingleses en el manejo de los 
negocios locales, se conserva todavia después del lapso de tantos 
siglos; y que mientras que entre nosotros las juntas parroquiales 
(parish vestries), los consejos de aldea (town councils), y las jan- 
tas de cpn/dados (county sessions), son los órganos de las peqnefias 
Repúblicas confederadas en que está fraccionada la Inglaterra, en 
Francia, sea la forma de gobierno monárquica o republicana, na- 
die puede alterar la dirección de un camino, construir up pu^ite 
o abrir nna mina, sif la autoridad del '« Ministre des Ponte et 
Chaus3ées.o En Irlanda en que hai mucha mas sangre céltica que 
anglo-sajona, no se siento la confianza e^ si mismos (self reliante) 
y prevalece la disposición a echarlo todo sobre los hombros del 
gobierno. 9 

La raza sajona y la raza hispano-latina tarajeron, pues, cada uxia 
a la América una lejislacion, un espíritu diversos. También se re- 
producen en sus colonias sus mismas fases, su idéntica físoiiomía.^ 
Las colonias inglesas, establecidas durante la monarquía parla- 
mentaria de los Estuardos, obtuvieron sus Cartas pacticulare» j 
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su Icjislacion interior que las rejia como soberanías distintas^ 
Algunas tenían constituciones tan libres, que continuaron ñjién¿ 
dose por ellas, largo tiempo después de su separación de la Metró- 
poli. Se les garantía en ellas sus derechos individuales, y lo que 
es mas, la independencia y la libertad do su gobierno local. En 
las colonias españolas sucedia todo lo contrario. «El poder admi- 
nistrativo de las colonias chilenas, dice Lastarria, estaba reducido 
a una rigorosa unidad, imperaba de un modo absoluto y dependía 
únicamente del rei, que no solo se consideraba soberano, sino tam- 
bién dueño de sus vasallos americanos y de todas las tierras que 
habia^conquistado en el Nuevo Mundo, y cuyo dominio habia sido 
santificado por una bula del Papa» (1). 

¿Qué deducción fluye natural, necesariamente de estos antece- 
dentes históricos? En primer lugar el gobierno de las colonias 
anglo-americanas debia ser federal, como el de las colonias his- 
pano-amerícanas debia ser unitario. La aspiración a una forma 
distinta de gobierno debia traer la lucha, la guerra. Esto nos 
esplica las revoluciones de los países sud-americanos, que preten- 
diendo la federación luchaban contra los antecedentes de su raza, 
de su nación, de su pasado de miles de anos. De aquí se deduce 
también que aquellos Estados de entre ellos que han adoptado la 
forma unitaria, han debido llevar una vida mas tranquila y conso- 
lidado mas el orden. — Chile, el Brasil y aun el Paraguay nos dan 
un ejemplo. 

Fué, pues, una disposición altamente política la del autor del 
Proyecto de Constitución del año 11, y de la Constitución del 
afio 23, al establecer el sistema unitario de gobierno. No se halla 
semejante articulo en las Constituciones posteriores hasta la del 
afio 33; sino que al contrarío se proclama la federación en algunas 
como en los Proyectos de Constitución de 1826 y 1826. La de 28 
planteó un sistema medio, que, conservando la unidad del gobierno, 
daba un ensanche a las libertades provinciales. El pais chocado 
en su tradición, habituado al tutelaje del gobierno en el coloniaje, 
rechazó esas libertades, y como los Lazzaroni de Ñapóles, clamó a 
voces: Viva il re absoluto! Toca al tiempo, a la civilizaeion y a la 
acción liberal de los gobiernos, ilustrar y habituar a las provincias, 
a la dirección de sus propios negocios, inyectarles gradualmente 

(l) Memoria sobre el coloniaje. 
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«1 elemento sajón, la autonomia local, única garantía de la Hbor- 
tad, fuente del patriotifimo, realización de la República. 

Art 4.* La soberanía reside esencialmente en la naoioit 
que delega su ejercicio en las autoridades que establece 
esta Constitución. 

Al discutirse en la Gran Convención el presente artículo, ftió 
pedida su supresión por ser considerada inútil y poderse quebran- 
tar impunemente. Empero el Sr. Vial Santelices, apoyando el 
articulo, espuso: que era de necesidad en una Constitución desig- 
nar el orí jen de los poderes, cuanto mas para asentar la máxima 
de que los pueblos no pueden enajenar su soberanía, como se faa 
creído largo tiempo; que la parte segunda es una garantía de ese 
mismo derecho de la nación, cuyas prerogativas nadie puede 
atribuirse, siendo necesaria una declaración espresa para enritar 
que invocando el nombre de los pueblos se procediese talvezeon- 
-tra su voluntad, que no debía dejarse campo abierto a las asonad»» 
y al arbitrio de los mal contentos el perturbar la tranquüidad 
pública, aparentando la voluntad jeneral. £1 Sr. Oamdarillas agf e- 
gó, que la esperí encía de los tumultos pasados, en qud ii< ncwboe 
del pueblo, se habían obrado tantas revolueionesy hacíaolecelsaria 
xista declaración; que el argumento de que podía ser quebrantada 
nada valía, pues, según ese principio debían abolirse los i manda- 
mientos de la leí de Dios que sé quebrantaban con tantas líecuen* 
cía. A indicación del Sr. Vial Formas se • sustituyóla paUbra 
NcLcion a la áñ pueblo que había en el proyecto^t ' j\^í ■ 

{Qué cosa es la soberanía? ¿Quién es el sujeto en qaien reside, 
o lo que es lo mismo, quién es. el soberano? ¿Cómo debe ejercea;8e 
la soberanía? , ' . :.'j 

Para responder a estas cuestiones en la sociedad civil, propjiia- 
gámonos una sociedad cualquiera, una reunión de hombres que 
se proponen un fin dado: una sociedad industrial, una sociedad 
literaria, una sociedad de beneficencia; ¿Qué hace esa sociedad 
para constituirse? Esa sociedad necesita una dirección, esa socie- 
dad tiene que emplear ciertos medios, tiene que aplicar tales re- 
cursos para obtener el objeto que se propone. ¿Quién debe hacer 
todo eso? ¿Es uno solo o alguno de sus miembros? ¿Podría cual- 
quiera de ellos pretender imponer su voluntad a los otros, djspo- 

COMENTARIOS. 2 
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ncr del albedrio, de los recursos, de los arbitrios de los demás? 
Es claro que no. Al reunirse, cada uno se hallaba UbrCy podia^ 
aplicar sus esfuerzos individuales al fin que se proponían al aso- 
ciarse. Hallándose cada uno de ellos con los núsmos derechos,, 
son naturalnoente iguales, tienen el naismo derecho a dirijir la^ 
sociedad, a organizaría, a. encaminarla a su ñn. Siendo, pu«Sy. 
iguales y libres, |qué voluntad será la que impere, qué poder debe 
ser obedecido^ quién debe estar sobre cada- uno de ellos! Es evi- 
dente que todos, desde que todos son libres e iguales en derechos. 
Usa voluntad de todo», esa voluntad dominadora, ese poder supe- 
rior es lo que se llama ia 9oberania social. 

Apli<;ando estas ideas a la sociedad civil, diremos con Hobbes, 
que «es neceearío qüe^bay» una voluntad de todos que domine la 
Yi^untad de eada uno, ufi poebr supetior y jeneral que pueda forzar 
A todos ioseiudadiiDt« a respetar sus' dereclví» reciproco» y a vivir 
en p9a los unos con los otrM. Esto no puede hacerse, sino en cuan- 
to cada ¡Miiticn>ar someta su voluntad propia a la. de un poder su- 
perior, cuyo dsctAtnen s^^e todas las cosas sea absolutamente Be- 
bido y teniéó p^ el de tbdos los que íbrifian la sociedad.» Ese 
pD^r fttipl^ino, tfle üb pñ^ú^ ser anulado ni paralizado por nin- 
guna volmitad liiimim% y csuyos actos Bi&a independientes de 
íoé^ tAfo ^podier ftis!p«mr,es lo qite se Itilfia Wsoberania naeimuU. 

Beyo en lel Esti^, %Yi la sociedad tivil, ¿quién es el soberano? 
€c>tfkefitftremos lo m«»mo que luites. «Si los heisbros que compo- 
nen una misma nacvtm, dice Housel, {1) s<m todos iguales y 
libres, eviéñitemeftte 'Su v<!^ntad debe ser analmente fuerte;, 
porque si su volni^ad no faena igualmente fuei^le, si üo tuvieran 
todos un derecho soberano igual, el ^oMe prinoipio futHlametatal 
de toda justicia social, la igualdad y la libertad, seria violado. i> 
Nadie puede arrogarse sobre sus coasociados otros deredhoe ée 
les que él les concede s^^ré 'Si tiiisn»o: ningún hombre trae al 
nacer un derecho de pf^éMólIneneia e<A>re los demás. Todos tienen 
la misma facultad favA ^dftíjlfté á si -mismos individualmenle y 
para prosegitír el fin scíciai iá oígWfiSls&rse en sociedad. Todos «on, 
pues, igualmente aobermm. Es cíntonces evidente ^tre la soberania 
eonresponde al conjunto de 4os «ocios, a todos y a cada uno, en 
una palabra, a U nación. 

\1) OoDfltltQC^ioxk 'BoeíaL 
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Aliora bieti, es menester distinguir entre el derecho y el ejercí- 

•cío de la soberanía £3 <lerecho y el ejercicio son cosas que 

pueden separarse. El gobierno de los Estados se asemeja al del 
raando, en que Dios, el primer motor, deja obrar ordinariamente 
3as causas segundas (1)« En efecto la nación, aunque soberana, 
ño puede ejercer personalmente la soberanía: su derecho está 
limitado por la ocultad natural de ejercerlo. El ejercicio inme- 
diato de ese derecho es una utopia. Los miembros todos de la 
sociedad no tendrían ni el tiempo ni la voluntad de hacerlo. La 
delegación es entonces necesaria. ^ . 

«£^ una nación, por poco numerosa que se le suponga, dice «1 
«utor arriba citado (2), k sobeirania no podría ser ejercida simioi* 
táneamente por todos; porque admitiendo que todos puedan deli- 
berar y hacer las leyes en común, todos no pueden oiertamcsate 
-e^utar las deliberaciones tomadas.... La fuerza ptKbKea ba 
menester ajentes; es decir majístrados, jueces, funcionanos pilbli* 
oos^ TÍjilantes, etc.^ que, cada uno en un limite trazado, hagan 
«íeentar las deliberaciones tomadas y velen constant^nente -pam 
que no sean violadas. • . • En una palabra 'es necesario que ^todos 
se concierten y se entiendan para delegar en cierta medidtt el 
ejercicio de su* derecho de soberanía». S6,<pnes, necesario fkorlfei 
^erza misma de las cosas, qno toda saciedad al €<m&iitmrg$ ésb^t* 
mine los poderes^ los mandatarios que han de c^reer su 8cfl)erf - 
nía, fije su organización y detalle sus atribuciones. > 

Tales son los principios en que tibe apoya el presente ar>ticttló> 
Olaros, evidentes como son^ ¡cuánta sangre y xsuántas lágrimas ha 
costado su reconocimiento en algunas naciones del vi^Q conii^ 
fíente! ¡Con euántas preocupaciones arraígad|is en el curso de 
siglos, encamadas en las costumbres y en las instituciones, -ha «te- 
nido y tiene que luchar allá, para asentar su trono en ¡boda, su bri- 
llantez! Era su destino, como el de los peregrinos de Inglaterra, ba- 
ilar un asilo de este lado de los marea^ en naciones nuevas en que 
pudiera desarrollarse con la libertad y la fecundidad d« sus tierras.^ 

(1) Housel, lib. 8. *=», cap. 4. ® 

(2) Hobbes, «leí ciudadano^ cap. 16, p. 1. * 
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CAPITULO IIL 



DE LA RELIJION. 
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Art. 6.° La relijioii de la República de Chile es la Cató 
llca, Apostólica Bomana con esclusiott del ejercicio póblica 
de cualquiera otra. 

Casi todas las Constituciones políticas de Chile han reproduci- 
do este articulo. Todas han creido que el Estado debe reconocer 
un «nlto, y que ese culto debe ser el único existente, el catolicis- 
mo. La Constitución del año 12 espresaba que la relijion det Es- 
tado era la católica apostólica; pero la omisión del tercer atributo 
del catolicismo, romana^ no fué talver sino un olvido* o una igno*- 
-rancia. Sus autores, los Carrera, empapados^ en sus ideas de la 
revoluciona de 89, no eran mni teólogos; no comprendieron pro- 
Mblemente el akance de la declaración constitucional. Tan cierto 
es eáto que en la Declaración de los derechod del pueblo Chileno 
del afio 10, se establecía también por el art. 6*. ® ,«que la relijion de 
Chile era la Católica romana^ omitiéndose su otro atributo de la 
apostolicidad, Pero^ como quiera que sea, aquella declaración no 
puede ser nugatoria: ella envuelve para el Estado una obligación, 
o mas bien, ella no importa sino el reconocimiento de la antigua 
nnioñ de la Iglesia y el Estado, según la cual éste está obligado 
a proporcionar a aquella todas las condiciones de su existencia 
social, reservándose las prerogativas del patronato^ nacional. £1 
Estado recauda por su cuenta la contribución eclesiástica del 
Diezmo, y se obliga a sufragar con su producto los gastos de 
dotación de los ministros del culto, los de fábrica y conservación 
de las Iglesias, etc. 

La disposición contenida en el presente articulo ha sufrido al- 
gunas variaciones en las distintas Cartas Constitucionales que no& 
han rejido desdo 810. Así en la «Declaración de los derechos del 
pueblo chileno» de aquel año, se espresa simplemente en el art. 
6. ® , que la Kelijion de Chile es la Católica Apostólica. Del 
mismo modo en el Reglamento provisional del año 12, art. 1. *^, 
se dice solo que la relijion católica apostólica es y seria siempre 
la de Chile. Por consiguiente, en virtud de esos artículos,. quedó 
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'de liccho establecida la libertad de caitos, desde qué uo se escliím 
e\ ejercicio de ninguno. Ellos no hacian mas que declarar un he>- 
-cho e imponer al Estado la obligación 4e protejer y dotar el culto 
a*econocido. 

En el Proyecto de Constitución del^Bo 11, no se reconoce de 
^m modo «splícito el catolicismo como relijion del Estado. Si» 
«mbargo, en la sección primera del tít. 12, que trata del Estada 
-eclesiástico de la República, se introducen algunas reformas en la 
•disciplina eclesiástica. Se establece para los Obispos una Junta o 
Sínodo de Consultores o examinadores eclesiásticos, que igual- 
.mente lo serian del patronato que 'Corresponde a las soberanías 
católicas, nombrados por el Diocesano y aprobados por el Go- 
bierno. No se admite órdenes relijiosas que no estén bajo la 
ijurisdiccion ordinaria de los obispos o sus vicarios, y que no se 
•ocupe en los ministerios jenerales y pastorales del sacerdocio. Se 
reduce el número de eclesiásticos seculares o regulares al número 
•de los que puedan obtener cómoda subsistencia. El Estado debida 
-informar sobre el carácter, idoneidad y costumbres dehque solici- 
taba el saperdoeio. Los eclesiásticos seculares debian estar desti- 
^nados>y ocupados en el servicio de una Iglesia y subordinados al 
.párroco o prelado de ella. El Estado renunciaba la distribución 
ñscaX del diezmo y lo destinaba al sacerdocio activo y pastoral. 
Se declaraba abolidos los derechos parroquiales, sea directos o 
indirectos, sobre los matrimonios, óleos, bautismos, los sufrajios 
ordinarios y sin distinción .de cada difunto. Reglamentaba la pre- 
«entacion de beneficios, que deberían hacerse por las Juntas Jene- 
rales electoras^ Mientras se obtenía de la Sede Romana la reforma 
de los Regulares, establecía una modificación en la elección do 
ias prelaturas. El voto de relijion perpetua no se permitía hasta 
Ja edad do cincuenta años. Se prohibía toda donación en bienes 
raices, perpetua o por mucho tiempo, a favor del Estado y minis- 
terio eclesiástico y monacal, bajo cualquier titulo, sin consentí- 
,miento de la Censura y aprobación del Gobierno. 

Como se vé por estos artículos, se hacia dar al Estado un pa^o 
mas allá en el gobierno y administración de la Iglesia que en las 
Constituciones anteriores. No solo reconocía implícitamente el 
derecho de los ciudadanos y demás habitantes de la República a 
ejercer libremente su culto, sino que no se imponía al Estado h 
^obligación de sostener un culto determinado, le desprendía en fa- 
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▼or de la Iglesia de los diezmos eclesiásticos y estendía las strí- 
bucioneft del patronato nacional. Las cosas continuaron en el 
mismo estado hasta la Reconquista española, pues que en el re- 
glamento provisorio del año 14 no se halla tan^poco disposición 
alguna relativa a la relijion. La libertad de cultos fué, pues, un 
derecho reconocido durante el primer periodo denuesta indepen- 
dencia : si no hubo un estatuto constitucional que lo garantiera,, 
no hubo tampoco riestriccion alguna a su ejercicio. 

Con e\ réjimen español volvió el sistema esclusivo deí colonia- 
je. Empero, después de nuestra independencia, continuó rijienda 
el mismo esclusivismo. Asi en la Constitución provisoria del año 
18, tít^ 2.^, se dispuso: que la Relijion Católica, Apostólica^ 
Romana era la única y esclusiva del Estado de Chile. Su protec- 
ción, conservación^ pureza e inviolabilidad, debia ser uno de lo& 
primeros deberes de los Jefes de la Sociedad, que no permitirían 
jamás otro culto público ni doctrina contraría a la de Jesucrísto, 

Sin embargo, el Supremo Director O'Higgins vaciló mucho en 
aceptar este articulo, y aun filé abiertamente contrarío a su inser- 
eion, por cuanto alejaría la inmigración estranjera que tanto ne- 
cesitaba el pais (1). Fué talvez el motivo porque solo se eecluye 
en el articulo los coilto» y doctrínas contrarias a las de Jesucristo^ 
eomo para indicar que la prohibición no se estcndia a ios denuia 
cultos cristianos. 

En las Constituciones siguientes de 22 y 23 se fué mas esplicí 
to. En la prímera se declaraba el catolicismo, relijion del Estado,, 
eon esclusion de cualquiera otra; y en la segunda se escluia el 
enlto y ejercicio, de toda otra relijion; por manera que se resta- 
bleció de hecho el sistema inquisitoríal, prohibiendo hasta el cul- 
to prívado en el hogar doméstico! Sin embargo, el Reglamento 
orgánico del año 23 ni el Proyecto provisorio del año 25 contie- 
nen disposición ninguna sobre la Relijion del Estado. El Proyecto 
de Constitución Federal del año 26 estatuye ^simplemente en su 
artículo 6. ^ que «la Relijion del Estado es la Católica, Apostó- 
lica, Romana, reconociendo la Nación un deber en protejerla por 
leyes sabias»: lo que isEiportaba restablecer la primera práctica 

(1) '* Importarla tanto, decía, proclamar en Chile una relijion escluyente, 
como prohibir la emigración hacia nosotros de multitud de talentos y bra- 
zos útiles de que abunda el otro continente. Documento recién deacubiert(^ 
^Tie se rejistra en el Ferro-carril, nám. ¿38. 
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de la tolerancia de los cultos disidentes. Por último la Coustitn- 
'«ion de 28 en -su art 3.^, que es el misino 5.^ de la de 33^ 
^esclujó solo el ejercicio público de cualquiera otra relijion distin- 
ta del catolicismo, y agregaba en -su art. 4. ^ que « nadie podia 
«er perseguido ni molestado por sus opiniones privadas». 

£n la gran Convención no liubo discusión sobr* el presente ar- 
ticulo: solo si se debatió sobre la subsistencia del art. 4. ^ citado 
-de la Constitución de 28, que le sirve de corolario. Daremos cuen- 
ta de Ja discusión, porque servirá de esplicacion al art. 5. ® y 
manifestará el espíritu que guió a los convencionales al redactarlo. 

El Sr, Vial Formas, que sostenía el art 4. *^ , se fundó en que 
«ra conveniente para los chilenos y estranjeros, porque sin él 
cualquiera se creería con derecho para erijirse en juez de las opi- 
niones ajenas; que no bastaba el prohibir solo el culto público, 
porque él no deja suficiente garantía al >modo de opinar de cada 
uno;, y si a ninguno puede obligai'se a seguir tal o cual relijion, 
tampoco puede ser molestado por las opiniones que tenga a este 
respecto. Sin éi no «e daría seguridad a los estranjeros que vi- 
nieren a vivir entre nosotros. El Sr. Vial Santelices contestó que 
las garantías se dan sobre derechos, que la Constitución, desig- 
nando el catolicismo como la velijion del Estado, conforme al 
voto unánime de la nación, con prohibición del cnho público de 
toda otra, a nadie da derecho para tener otra relijion^ y nada tiene 
que garmtir^ que la contenida en el articulo era suñciente garan- 
tía para que pudieran estar libres en el país los que profesaran 
oualquíera otra relijion. — El Sr. Yíal Formas repuso: que estan- 
do garantidos otros derechos por la Constitución, no debía care- 
cer de ellos el mas sagrado de todoa, el de la opinión privada; 
'que j»anifestándose las opiniones no solo por las palabras sino 
por los hechos, admitiendo el .priticipio de que a nadie puede 
obligarse a seguir una relijion contra su voluntad, no podia dejar- 
le a los hombres espuestos a que se les obligase, como ya se había 
visto, a pertenecer a otra creencia de la que tienen, como seria 
-si un párroco le obligase a presentar su cédula de confesión anual; 
que esto conduciría a inferir ii\|usti^ y^j^^iones y a tener entro 
nosotroa hojubres corrompidos que simulando un culto no lo 
confesasen. Que oonvendría en que el articulo no se estendiese a 
las opiniones políticas, pero que en pro de la tranquilidad de los 
hombres lo creía necesario en orden a las relijiosas^ — El Sr. Gan- 
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daríllAs refutó la opiniotí, que el articulo autorizaria a aconsejar 
la sedición u otros crímenes a protesto de opinión privada; que 
esta no era otra cosa que la creencia que el hombre tiene para si 
o el dictamen de la propia conciencia, sea recto o errado; que el 
artículo no tiene otro objeto que evitar las persecuciones por 
esta creencia o dictamen; que seria superfluo si se tratase de una 
Constitución para Estados Unidos, Inglaterra o Francia, donde 
se halla establecida la tolerancia, pero no, siendo para un Estado 
que habia sido dependiente de España, de quieií- habia tomado 
las preocupaciones. — El Sr. Vial Santelices, contestó que en Chi- 
le DO había libertad de relijion, que siempre se habia recibido 
como hermanos a los extranjeros de distintas comuniones, que se 
veia frecuentes dispensas para matrimonios con católicas, que el 
artículo aprobado era suficiente para esta racional tolerancia, 
pues, prohibiendo solo el culto público, no dejaba arbitrio para 
juzgar de las opiniones privadas, que el artículo propuesto oriji- 
naria grandes perjuicios^ pues, la manifestación de las opinio^ie» 
y su apoyo importaba un conato punible^ según las circunstancia». 
' — El Sr. Vial del Rio espuso que el artículo propuesto debía 
conservarse en cuanto a las opiniones políticas, no a las relijiosas, 
pues, de otro modo consideraba muí coartada la libertad de los 
ciudadanos"; que siendo privado lo que uno espresa delante de 
pocas personas y en el recinto de la casa, nada seria mas terrible 
que se impusiese castigo a los desahogos contra el gobierno. — El 
Sr. Irarrázabal finalizó la discusión esponiendo, que bastaba no 
prohibir para permitir, como lo hacia el art. 6. *^ , pero no auto- 
Tizar como se quería, y pidió en consecuencia la supresión del 
artículo en cuestión. Esta fué. acordada por una mayoría de 1*7 
votos contra 4. (1) 

Permítaseme entrar en una cuestión, llena quizá de espinas, 
pero que no arredra a la entereza del libre pensamiento y a la 
sincera investigación de la verdad. Mis ideas pueden parecer 
nuevas, exaj erada' s; pero al menos servirán para llamarla aten- 
ción de otros que las profundicen con mas detención y se den la 
•«elución que exijen la verdad, la justicia y los intereses vitales 
que en ella se ventilan. Quiero hablar de las relaciones entre la 

\\) La Llicerntí, 
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Iglesia y el Estado, tales como se hallan establecidas por el pre- 
sente articulo. 

Entrando en el análisis de la primera parte del articulo, seria- 
mos de opinión que el Estado no debe reconocer un culto, y que 
la actual declaración de que el catolicismo es la relijion de la 
Reptiblica, no debe ser objeto de una disposición constitucional. 
En efecto, ^qué parte tiene la relijion en la organización política 
do un Estado, ni cuál tampoco debe tener si como prescriben los 
principios mas sáPnos en las relaciones de la Iglesia y el Estado, 
estas son sociedades distintas que se arreglan por diversos princi- 
pios, que jiran en una esfera separada, que so^ entre si absoluta- 
mente independientes? Supóngase que en una constitución de la 
Iglesia católica hubiera un semejante artículo declarando que el 
gobierno de Chile era republicano. gNo se miraría tal disposición 
como un avance de la autoridad eclesiástica, como una injerencia 
indebida en los negocios del Estado, como una declaración, sino 
usurpativa, por lo menos ociosa y de ningún resultado? Porque, 
en efecto, así como el Estado no respetaría tal declaración, si tra- 
tara de organizarse de una manera distinta, asi la nación chilena 
podría constituirse en una Iglesia diferente, sin que el poder polí- 
tico tuviera derecho a impedírselo. Es preciso no olvidar que la 
relijion es una cosa del fuero interno, que no reconoce mas sa- 
grario que la conciencia, ni mas leí que la propia voluntad, que, 
como los principios de la moral, no es del resorte del Estado ni 
objeto de leyes positivas. El artículo presente no puede, pues, ser 
el objeto de la Constitución política, como no debía serlo el pre- 
cepto de amar a nuestros padres o de ejercer la caridad con el 
prójimo. 

Por otra parte, la entidad política llamada República no tiene 
-ni puede tener creencias. Una forma de gobierno no puede de- 
cirse que es católica o hereje. La Constitución de un estado, o 
mas bien la organización política que ella dispone, no podría 
propiamente llamarse de tal o cual relijion, como tampoco se 
diría del organismo humano. Si se toma por República, la nación 
constituida bajo esa forma de gobierno, no puede tenor tampoco 
relijion porque esta no es mas que la sociedad del hombre indivi- 
dual con Dios; la constituyen las relaciones de ese ber indivisible 
llamado alma con el Ser Supremo, relaciones intimas de la per$o- 
-na hombre con Dio». 
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Ademas, es preciso observar y desvanecer el error qae lia mo- 
tivado la práctica adoptada por las Constituciones de di^oner la 
relijion de los ciudadanos de una nación. La rel^ion, se dice, es la 
base de los Estados ¿y cómo no consignar la qxie una nación pro- 
fesa, cómo no darle lugar en el código fundamental en que ae 
espresan todos los principios, en que se detalli^n todas las ñierzas 
que le dan vigor y subsistencia? Pero se padece una equivocación 
>de principios, se alteran las ideas teóricas del derecho público. 
Según éste, el Estado no es sino la organización del principio del 
derecbo, la nación tomada bajo su aspecto político: tal es su ca- 
rácter único, su esfera de acción, su individualidad propia. Y la 
Iglesia í qué es sino la sociedad relijiosa, e) QQñyvkniQ de Heles 
bajo una cabeza distinta regularmente de. la del Estado , reuni- 
dos para proseguir el ñn relijioso, la unión del hoi!tib?e con Dios! 
De la diversidad de sus cara/^teres y de sus fines, se deduce la 
betereojeneidad, la separación de esas dos socied^di^B llamadas la 
Iglesia y el Estado. Ahora bien, si la Oon&tituciaiat política es d 
Código reglamentario, organizador del Estado, de la sociedad 
política, ¿para qué mezclarse en la clasifíeacion, aun m»^ por qué 
prescribir la fé, el modo de ser de otra sociedad de carácter eu:- 
teramente distinto y de fin tan opuesto? 

Empero no es una idea aventurada la que aquí sostengo: no es 
un apego irreflexivo a la Constitución norte-americana lo que me 
hace apoyarla. No, és un estudio detenido de la historia de la 
humanidad en que han hecho un papel tan principad esas dos 
ins^tuciones del Estado y la Iglesia: es sobre todo una concien- 
zuda meditación sobre nuestro pasado cristiano, sobre nuastra 
lejislacion del coloniaje y del período de la Independencia, es por 
último la conciencia de que la ind^endencia completa entre 
«mbshs sociedades fué uno de los fecundos principios sociales pro- 
pagados por el cristianismo, lo que nae ha arrastrado a 4a d^uc- 
tiion 4e que el oonsoreio de la Iglesia y el Es^o ha sido y debe 
«er fime^Lo a uno y otro.. 

En e^scto, ú contemplamos W historim vemos que, desde el na- 
ciimffflifeo del cristianismo, todo lo que le ha he^cl^o progresar ha 
fiidb su separaeion del Estado, asi como sus retrocesos han sido 
diarbidoa a la unión de las dos sociedades. El cristianismo mismo 
no fué, sodafanente hablando, sino una protesta contra la teocracia 
pagana o judaica. El luchó por la libertad y- solo pedia esa libe»- 
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tad para desarrollarse y triunfar. El Cristo habla dado a sus dis- 
cípulos ese sistema de eonducta^ los había encaminado por esa 
via: él les había dicho: «dad al César lo que es del César, a Dios 
lo que es de Dios.» Fué el mismo Maestro el que los divorció del 
Bstado. «Jesucristo, dice un canonista, lejos de llamar a los em- 
peradores al gobierno de la Iglesia, predice que serán sus perse* 
guidores; exhorta a sus discípulos a armarse de valor para sufrir la 
persecución, y a regocijarse de ser maltratados por su amor» (1). 
< Mi reino no es de este mundo», dijo en otra ocasión, j Sao 
Agustín parafraseando estas palabras, esclama: «Escuchad judíos 
y jentiles; escuchad incircuncisos; escuchad todas las poteBcias 
de la tierra, no rengo a impedir que dominéis en este mundo, mi 
reino, es de este mundo. No os dejéis llevar de esos terrores pá- 
nicos, de que Heredes, aquel Herodes el grande, fué sobrecojido 
cuando se le anunció la venida del Mesías. ... mi reino no. es de 
eete mundo, ¿qué mas queréis? Venid a un reino que no es de este 
mundo, venid creyendo y que el temor no os lleve a hacer 
crueldades.» 

Someteos, pues, a todo poder humano, dice el Apóstol San 
Pedro, y San Pablo escribiendo a Tito: «Diles que estén sometí- 
dos a los principados y potencias.» 

«San Pablo, agrega el autor arriba citado (2), en la enumera* 
cien que hace de los ministros destinados a la edificación del 
cuerpo místico de Jesucristo, cuenta a los apóstoles, profetas, 
evanjelistas, pastores y doctores, mas en ninguna parte menciona 
las potestades del siglo. Hace recordar a los obispos reunidos en 
Mileto, que han sido llamados, no por la autoridad de loa princi-. 
pes, sino por la misión del Espíritu Santo, para gobernar la Igle* 
8Ía de Dios.... Es incontestable, agrega en otra parto, que 
Jesacrísto por su inefÍEible providencia separó la autoridad de la. 
Iglesia de la del Estado, proveyendo a cada una de todo lo que let 
era necesario para su independencia y para ayudarse por mfútuoa 
socorros : toda tentativa para oscurecer esta verdad y tener a la 
Iglesia en tutela, debe ser considerada como una usurpación atre- 
vida, como el trastorno del orden establecido por el miamo Dios.» 

Y es esa independencia misma la que mas contribuyó al des<r 
arrollo social del cristianismo. Aun mas, y se cree, siempre sociaU 

(1) Diccionario de Derecho Canónico, París, 1864. 
' (2) C. A. Hoiwel, 3. « parte, lib. 4. ® 
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mente hablando, que esa inmensa efusión de amor, esa esponta^ 
Jieidad del sacrificio y ese entusiasmo de propaganda que earac- 
tcrizaba a sus adeptos, habrian tenido lugar si «I cristianismo 
hubiera nacido cobijado bajo la tutela del poder civil, <ie lo que 
ioi se llama el Gobierno? gSu espíritu de libertad, de atrevida 
«mpresa, y digámoslo de una vez, su ardor revolucionario (porque 
<j1 cristianismo fué una revolución y la mas radical, la" mas pro- 
funda de todas las revoluciones) su espíritu, digo, no habria sido 
sofocado bajo el letal aliento d«l Estado? gY sus mas bellos días, 
esa época de sus apóstoles y de sus mártires, no fueron también 
los de su libre infancia? Y libre, digo, porque a pesar de sus 
cadenas, en ¿nedio de sus persecuciones, bajo la bóveda de sus ca- 
tacumbres, su espíritu no reconocía lazos, era libre, independiente. 
No fué ese espíritu el que inspiró la primera república, la verda- 
-dera república democrática? 

Sigamos adelante. Constantino subió al trono, y el Estado dié 
el abrazo dé Judas a la Iglesia. Entonces, es verdad, comenzaron 
sus privilejios: desde entonces data el fuero eclesiástico, la reduc- 
ción del sacramento de matrimonio a institución civil, el recono- 
eimiento de la jerarquía relijiosa, las penas contra los herejes y 
los judíos, la destrucción de los antiguos templos, la persecución 
de los sectarios de una creencia distinta. La Iglesia gaúó aparen- 
temente. Empero es también desde entonces cuando llegó a ser es- 
clava del Estado. Los concilios fueron presididos por el emperador 
y los cismas comenzaron, los grandes cismas como el arrianismo, 
pFotejidos por esos mismos emperadores que se arrogaban la tute- 
la de la Iglesia, y tanto mas temibles cuando dueña ésta del po- 
der civil, el Estado para sostenerla usaba de sus propias armas, 
las de la fuerza, al paso que los peí seguidos pasaban al rango de 
mártires. ¿Será necesario referir la degradación de la Iglesia 
Onega durante el Bajo Imperio, sus disputas teolójicas dejen e- 
rando en guerras civiles a tiempo que golpeaban a la puerta los 
Bárbaros, sus luchas posteriores contra el papado romano, luchas 
que concluyeron por un cisma? . . Los Patriarcas griegos no fue- 
ron los satélites de los emperadores? 

Pero Boma prosperaba, Roma civilizaba a los bárbaros, Roma 
ha conquistado ^ mundo, se nos dirá. Pero, ¿por qué? Porque el 
papado romano era independiente, porque tenia un pedazo de 
tierra donde podia desplegar su acción libremente, porque él ne 
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atiaba bajo el- dominio o el tutelaje del Estado! Es su poder 
temporal el que ha elevado a los papas. 

Obsérvese sino la marcha del catolicismo en los deHtas paise» 
europeos durante la edad media y moderna. La Iglesia no es eñ 
ellos libre en todas partes; los reyes ponen cortapisa», restriccio- 
nes al libre uso de los derechos de toda sociedad organizada, el 
nombramiento de sus funcionarios. Las libertades galicanas en 
Francia, el patronato de los reyes de España y de otros paise» 
europeos on aquella época, no eran sino la tirania disfrazada de! 
Estado sobre la Iglesia hsjo el pretesto de protejerla. Ec^ también 
necesario tener presente que si la Iglesia conservó algim grado de 
libertad respecto al. poder civil en. los tiempos niedioRf' fes* porque 
éste era débil, y que, a medida que éste se fué concentrando y 
vigorizando, se volvió mas exijente- con la Corte loraana. EU patro- 
nato de Carlos V y de Felipe II fué tanto mas vasto y tirante 
qne el de sus predecesores. 

Llegamos a la época moderna. ¿Cómo se inició la Reforma? Es 
un principe de Alemania el que protejo a Lutero. Es el rei Enri- 
que VIII el que declara el protestantismo, la relij.ion del Estado 
en Inglaterra. Son los reyes de Suecia, Dinamarca y )os principen 
feudales alemanes los que lo afianzan en sus Estados. ¿Qué fué el 
protestantismo en su orijen sino un esfuerzo a la independencia 
del centro católico, sostenida por los Gobiernos que mas inmedia- 
tamente iban a aprovechar esa independencia? .... Pero no ne- 
cesitamos buscar ejemplos en la historia de la Iglesia y el Estado 
en las Naciones europeas. Interroguemos nuestro pasado de 300 
años de coloniaje, jrejistremos nuestro Código de entonces, el 
Código de Indias, consultemos ese documento viviente de nuestra 
tradición política relijiosa: él nos dará la historia de la unión del 
Estado y la Iglesia entre nosotros. 

No entraré a hacer el análisis de los 23 largos títulos que com- 
ponen el libro primero de aquella Recopilación, esclusivamente 
consagrados al gobierno y administración de la Iglesia. Me basta- 
rá para mi propósito sacar a la ventura algunas de esas leyes. Las 
leyes 25, 26, 21 y 28 del tít. I.*', imponen penas corporales y pe- 
cuniarias a los que juraren el nombre de Dios en vano, a los que 
no se arrodillaren al pasar el Santísimo Sacramento y no le 
acompañasen hasta la iglesia de donde salió, al que hiciera figura 
de la Santa Cruz en lugar donde se pudiese pisar y ai que no se 
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confesase y comulgase estando en peligra de muerte, bajo pena 
de confiscación de la mitad de los bienes! — No se podia dar ni 
vender capillas en las iglesias catedrales sin licencia del Eei» 
como patrón, ni ponerse otras armas que las reales. L. 46, tit. QP. 
Debia decirse por el alma de los Reyes españoles en todas las 
iglesias catedrales tres misas cantadas en todos los viernes de 
cada mes. L. 2, tit. 2.^. Las erecciones de iglesias y lagares pios 
no podían hacerse sin consentimiento real. L. 2, tít. 6P» Las dudas 
y esplicacionet qae ocurrieren sobre ellas debian ser resueltas por 
«1 Conse^fo, o por los Vi-reyes, Audiencias y Presidente. L. 14, 
id. No se podia ñmdar monasterios de 'relfjiosos o relijiosas sin 
licencia dekRei. L. 1.*, tít. 3,o. — En la lei 1.*, tít. 6.®, se prescribe 
el comportamiento que debe guardarse en las iglesias, que no se 
debe arrimar a los altares, que los hombres no estén entre las 
mujeres ni conversen con ellas. — £n virtud del patronazgo se 
prohibía a toda persona secular o eclesiástica, orden o convento, 
proveer Iglesia, beneficio, ni oficio eclesiástico, ni recibirlo «zn la 
presentación real, bajo severas penas. L. 1.% tit. ñ,^, 

Eí tit. 6.0 reglamenta la provisión de dignidades y prebendas, 
las oposiciones que debian preceder, las calidades de los candidar- 
tos, etc. — La lei -31 de «se titulo prohibe sea admitido a beneficio 
eclesiástico estranjero sin carta de naturaleza, a orden del Kei. — 
Los clérigos y relijiosos que vinieran a las Indias sin licencia 
real no debian rBcibirla de los obispos para administrar los sacra- 
metUos, decir misa, stc; y se prohibía a éstos el consentir en sus 
diócesis clérigos.sin dimisorias. L. L. 8.^ y 10. Los obispos debian 
informarse de los españoles casados que tuvieren sus mujeres en 
España y avisarles & ios vi-reyes y demás autoridades para que 
ios hicieran embarcar e ir a hacer vida maridable con sus muje- 
res. L. 14. — Los prelados y jueces eclesiásticos debian conceder 
.ikenamente Jas absoluciones a los jueces seculares, y no podían 
iobügarlos & ir personalmente a recibirlas, eximiéndolos de las 
ceremonias prescritas por los cánones. L. 18. Los arzobispos y 
4bbispos no podían ir a la España sin licencia del Kei. L. 36. La 
47 pnoJiibe excomtdgar por causas leves. 

£1 tit. 8,® reglamenta los concilios provinciales, dispone que 
ddtken asistir los vi-reyes, presidentes o gobernadores en nombre 
ide Reí .... 

No Beguiré h«l|lando de lo que disponen los demás títulos,soibrfí 
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ta admisión de las bulas y breves pontifícios, lajurísdicciou de los 
jueces eclesiásticos, sobre los prebendados y. clérigos, los cura», 
relijiosos,. los diezmos^ seminarios, en una palabra, sobre toda la 
economía eclesiástica. Tampoco «titraré a hablar de la orga- 
nización de ese horrible tdbunal llamado el Santo Oficio, la» 
preeminencias do sus miembros ni la tenebrosidad de sus proce- 
dimientos, .las disposiciones sobre la üirctilacion de los libros pro- 
hibidos, . . » 

Empero nos basta esta iijera ojeada sobre la Recopilación de 
Indias para ealifibalr lo qne era la nnktn de la Iglesia y el Estado 
en el coloniaje. Esa wnion era la itdarpacion miitua, la confusión 

<k las dos sociedadeSi era la teocracia la teocracia, el ma« 

divino de los gobiernos si gobernara Dios, el mas infame y tirá- 
nico cttatodo gobiernan los hombtes a su nombre!.... De un 
lado, el Esta^ invadiendi» el terr^^o tle la conciencia, de la moral 
y de la relijion, constituyéndose en concilio o en papa, imp*onien- 
do pot k fuerza las oMígaciones puramente morales, meramente 
¥ol«BiÉariaB del hombre relijioso : del otro, estrechando la Iglesia 
en el oironlo de hierro de &vl patronato, injiriéndose en sus conci- 
IÍO89 tinu^tando la Aodon ^e sus ministros, reglamentándolos, reji- 
,meiit&tidoI«B como un enerpo de milicias, exijiéndoles su real 
üeencÍA para erijir sus iglesias, para venir a América o volver a 
£^aS«, para decir misa, para coercer los sacramentos, a ellos a 
quienes Jesucristo iiábia dicho: «Id y predicad el Evanjelio a. 
todas las naciones!» Mé ahí lo que era el Código de Indias: hé ahí 
el resultado lógico de la unión de la Iglesia y el Estado. . . . 

Esa «nion debe cesar para ei bien do una y otra saciedad. La 
alianza del Estado debe ser siempre sospechosa para ia Iglesia, 
porque ella es el poder mas débil. Esa protección le «b humillan- 
te «salado otros quitos le disputan la victoria en el iterreno de la 
rasos, y es un prctesto para la tiranía cuando un gobierno que k 
es contrario quiere avasallarla. Sobre todo, en un país rejido por 
las formas republicanas, en que los gobiernos varían tan frecuen- 
temente, en que kfs partidos mas opuestos se suceden en el man- 
dt), en qne tan prcrnto pueden reinar los buentrs principios como 
Tos malos, la Iglesia no debe descender hasta pender de su arbi- 
trio para la subsistencia do sus ministros, hasta implorar su fuerza 
en apoyo de su poder eminentemente moral .... Que, de esa po- 
lítica para aquellos tiempos en qne loi monarcas de derecha 
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divino ofre'ciau siquiera a la relijion la garantía de la estabilidad 
de su gobierno .... 

Estas ideas que podrían parecer nuevas, estrañas, van ganando 
sin embargo terreno en Sur América. A ejemplo de todos los Es- 
tados de la Union americana, la Constitución de Nueva Granada 
no admite testo alguno relijioso ni paga ningún culto; y es el 
catolicismo, antes tiranizado, el que canta victoria con su liber- 
tad. En el Estado de Buenos Aires y en Venezuela (1) es el partido 
católico el que pide también la secularización del Estado. Entre 
nosotros mismos, ¿no hemos visto suijir sociedades para mante- 
ner la independencia de la Iglesia en la prosecución de sus jui- 
cios? Un paso está ya dado. Se quiere que el Estado no se injiera 
en la Iglesia. Pues bien. Seamos lójicos: que la Iglesia no sfe in- 
jiera en el Estado, que aquella se despoje de sus privilejios, que 
entre en la via del gran principio constitucional : Igualdad ante 
lalei.... 

¿Qué perdería la causa del catolicismo? ¿Qué le da el Estado? 
Paga sus ministros con la contribución decimal, de orijen ecle- 
siástico. . . Pero la Iglesia por si misma sabría recaudarla, admi- 
nistrar sus fondos y darles la aplicación mas conveniente. Donde 
el Estado levanta un templo o erije un curato, la Iglesia libre, la 
piedad espontánea de los fieles erijiria y dotaría ciento. ¿ Qué 
otra cosa les dá el fuero eclesiástico en lo civil? Pero ese es un 
privilejio que los aleja de los demás ciudadanos, que los constitu- 
ye en una casta, despierta el rencor o la envidia y les enajena el 
corazón de sus compatriotas, estableciendo entre unos y otros 
una barrera odiosa. ¿Qué mas? la esclusion de los demás cultos: 
entremos, pues, a hablar de ella. 

La libertad de cultos es una necesidad del pais y una conve- 
niencia para la Iglesia misma. Chile necesítala inmigración, y 
sobre todo la inmigración protestante. Las naciones europeas que 
nos han de proveer de una masa de colonos industriosos, morales 

(1) Ya en Venezuela Be ajitaba la cuestión de la eeparacion de la Iglesia 
y el Estado, y no es imposible qnc el próximo Congreso dé un paso tras- 
cendental en ese sentido. Ya se reconoce por los hombres ilustrados de 
Venezuela que todo poder injertado en la Constitución social que no tenga 
8u orijen en el pueblo debe ser relegado a su esfera respectiva para no 
desnaturalizar las instituciones sencillas que exije la teoría democrática. 
Neo-Qranadino del 16 de diciembre d« 56 y Ferro^carril núm. ií50. . . 
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t emprendedorcf? san la Alemania, los países escandinavos ie íit 
Suecia, ^Noruega y Dinamarca, la Suiza, la Gran Bretafia. Los 
habitantes de los países católicos como la España, la Italia y aun 
la Francia son malos colonos, porque no' nos traerían sino nues- 
tros mismos hábitos que deseamos reformar, la misma inercia, la 
misma ignorancia, la misma corrupción, la misma carencia de 
industria y de amor al trabajo. Por otra parte la asimilación de la 
raza jermánica a la nuestra es una necesidad social, el único me- 
dio de salvación contra la prepotencia de la ram» de esa misma 
raza que ocupa el norte de nuestro continente. Es en esa mezcla en 
la que está el porvenir de Chile y de los demás paises americanos. 

Ahora bien, esos colonos no nos vendrán en gran nüníero, en 
la proporción que necesitamos si no les damos ante todo él libre 
ejercicio de su culto. Háblese con cualquier estranj«ro protestante 
de los residentes entre nosotros, y dígasenos si no es ese d primer 
deseo que espresan, la prímera condición que manifiestan para la 
realización de la inmigración y la colonización. Leamos los períó- 
dicos de la Union Americana, de Inglaterra y Alemania: rejistre- 
mos las relaciones de los viajeros de esos países, y veremos si no 
hablan todos en ese mismo sentido, y no declaran que el país no 
puede marchar de un modo rápido en su progreso sin la procla- 
mación del principio de la libertad de cultos (1). Y no puede ser 
lie otro modo. Consultemos nuestra conciencia de católicos, y 
preguntémonos si colocados en un país estraño, a millares de le- 
guas de nuestra patria, hallaríamos dulce, tolerable, humano que 
se nos impidiera construir las iglesias de nuestro culto, reunimos 
para cumplir con los deberes que nos impone, entonar a Dios 
nuestras alabanzas y que se escluyera de los panteones nuestros 
cadáveres? ¿Hallaríamos justo, civilizado, a ese pueblo? 

Que la Iglesia ganaría también con la admisión de otros cul- 
tos en el terrítorio, me parece indudable por dos razones. Éh 
primer lugar la competencia los empeñaría ea ilustrarse en depu- 
rar sus costumbres, en luchar en caridad, en obras piadosas y en 
su empeño para satisfacer las necesidades de los fieles. Tenemos 
un ejemplo manifiesto de esta verdad en la superioridad de coi- 

(1) Véase las juiciosas consideraciones delSr. D. Estevan Williamson so- 
bre la materia en su Lectura sobre Chile y las Repúblicas Sud- Americanas 
en la Sociedad Científia<i y literaria de Valparaíso. Mercurio núra. 8,889. — 
Oilliss, eta 

CX>HENTABI0A. 3 
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€umt)rt&^ de laces y de exactitud en el cumplimiento de ías ohíi- 
paciones espirituales de los católicos de Estado» Unidos, Alema- 
nia, Suiza y Gran Bretaña, comparados con el indiferentismo 
práctico de los paises en que el catolicisnao es escluwvo. Tan evi- 
dente es esto que los ii^as ardientes apóstoles de la libertad de 
cultos en Estados Unidos, como el eminente Arzobispo Hughes 
de Nueva York, y el doctor Newman en Inglaterra son los mis- 
ólos católicos que acá la combaten» En segundo lugar la admisión 
de una gran masa de estraigeros protestante» abrirla un campo* 
a la evanjelizacion a conversión al catolicismo de esos disidentes^, 
en que nuestra clero podria empeñarse con gran ventaja de los^ 
intereses relijiosos* Su eneijía se despertarúi y daria un gran 
vuelo al espíritu apostólico*. 

Ahora, si examinamos la cuestión en tetcH*ía y según las princi- 
pios del derecho púWico y del derecho natural, parece innegable 
que todo hombre tiene derecho y obligación de adorar a Diofr 
conforme a las luces de su razón y rendirle el culto que le pare- 
ciere mas racional, sea dentro- o fuera del Estado de sociedad ci- 
vil. «Ningún hombre o sociedad de hombres, dice Locke, tiene 
autoridad para imponer sus opiniones o interpretaciones a ningún 
otro, al mas ínfimo cristiano; desde que en materias de relijiou 
todo hombre debe **aber y creer y dar cuenta de sí mismo.» - 

Antes que los hombres se reunieran en tribu o en nación, en 
el estado de familia, es evidente, por la razón y por la historia, 
que cada uno era tan libre en su relijion, como lo era en sus pen- 
samientos y como lo era en sus palabras y en sus acciones, esas 
manifestaciones del pensamiento y de la voluntad* AI reunirse 
en sociedad, ¿^los hombres renunciaron ese precioso derecho! |pu- 
dieron ni debieron renunciarlo^ |Ei sacrificio de ese derecho era 
una condición tan indispeasable al orden de la sociedad civil, que 
fuera necesario dejar en manos del Estado o de la nación entera 
la elección del homenaje que debiera rendir a Dios, de la relijion,^ 
en una palabra? No, el hombre social m> ha podido, no ha debido 
abdicar su personalidad de hombre, no ha podido ofrecer en ho- 
locausto a la tiranía civil el primero de sus deberes, el primero 
de sus derechos. El alma, ese soplo de Dios, ha quedado libre, in- 
dependiente de toda fuerza, de toda coacción esterna: en cuanto 
a la manifestación esterior del pensamiento, la acción, el único 
límite qiie el Estado puede ponerla, el único en que el hpmbre 



— 55 — 

'natural puede haber consentido es el respeto de los derechos aje- 
nos, la conveniencia y el orden social. Por consiguiente «1 cnitov 
^ue es la encarnación visible de la idea relijiosa, debe haber que- 
«dado tan libre en su ejercicio cobio la palabra, como la asocia- 
ción, como todos los demás derechos, con la única limitación de 
ia inviolabilidad del derecho ajeno. 

La libertad de cultos es, pues, un derecho inalienable, impres- 
criptible de los hombres asociados. 

Concluyamos. La Constitución establece una diferencia odiosa 
entre los ciudadanos católicos y ios ciudc^anos o estranjeros difi- 
dentes. Seamos justos, estendamos el principio constit ación al, y 
agreguemos; que, como no hai clase, no debe haber culto pritf- 
lejiado! 



CAPITULO rv. 

DE LOS CHltÉSNOft. 

« Art. 6,'* Son chilenos: 
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h^ Los nacidos en el territorio de Chile. 
2;** Los hijos de padre o madre chilenos, ' naóídofe 'éñ te- 
'rritorio estranjero^ por él soló hecho de avéciiidarse én 
Chile. — ^Los hijos de chilenos nacidos en territorio estran- 
jero, hallándose el padre en actual servicio de la Eepubli- 
ca, son chilenos aun para los efectos en que las leyes fun- 
damentales, o cualesquiera otras, requieran nacimiento en 
el territorio. chileno. 

3.° Los estranjeros que, profesando- alguna, ciencia^ ^te 
o industria, o poseyendo alguna propiedad raíz, o.capital 
en jiro, declaren, ante la Municipalidad del territorio en 
. que residan, su intención de avecindarse: en Ghile,:y hayan 
. cumplido diez añoá de residencia, en el territorio de la Re- 
pública. — Bastarán seis años de. residencia, si son casados 
y tienen familia en Chilej y. tres años si son Cacados con 
. chilena* * 

4.0 Los que tengan especial gracia de naturalización poí 
el Congreso, 
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jS&le artleulo hizo alguna innovación en lo dispuesto por íwsr 
Constituciones de 28 y de 23. Aquella hacia una división de chile- 
nos naturales y legales^ siendo aquellos los nacidos en el terrítoriev 
y los segundos los que adquieren la ciudadanía por el arbitrio- 
de la lei, como por estraccion, domicilio- y gracia. La- conserva- 
ción de esa división fué defend-ida en la gran Convención; pero* 
quedó el articulo en su forma actual, que era la redacción de la 
Constitución de 23 y del proyecta de la Comisión^ 

Empero la modificación mas sustancial es la relativa a lanatu- 
lalizacion de estranjeros^ £1 proyecto de la Constitución del añO' 
11 admitía a la ciudadanía a todo estraojero, sin exijirseles pam 
su ejereicio otras condiciones que a los nacionales. La Constitu- 
ción de 23, (art. 6. ^ ) no exijia mas que el domicilio legal y el 
ejercicio de alguna profesión a los estranjeros casados con chile- 
na,, y a los casados con estranjera solo un año de residencia, ade- 
mas de la profesión y el domicilio. El proyecto de Constndon del 
año 26 no exije ningún requisito a los casados con diilena^ sola 
una residencia de un año a los casados con estranjera y de euatra 
a loB solteros. Por ultimo, por la Constitución dé 28 (art. 6. ® )y 
eran chilenos legales los estranjeros casados con chilena que ta- 
▼ieren dos años de residencia y ejercieran alguna profesión o po- 
seyeran un capital mueble o raiz^ los casados can estranjera que 
a inas hubieren residido seis años y los solteros que tuvieran ocha 
años de residencia. 

Como se vé la Constitución de 33 es mucho mas restrictiva 
que Ifts anteriores, solo comparable con la Carta reaccionaria de 
1822, de la cual parece haberse tomado casi testualmente el pre- 
sente artículo. También halló alguna oposición de algunos délos 
miembros de la Convención, según se colije del siguiente debate - 
que tomamos de un diario de la época (1). 

El señor Vial Formas fué de opinión que eí término de diez 
años de residencia que se exijia a los estranjeros era demasiado 
largo, que según él debia reducirse a seis, pues que debia tenerse 
presente que mientras mayores fueren las dificultades que se pu- 
siese a los estranjeros, mayores eran las ventajas de que nos pri- 
vábamos; que se impedia el aumento de la población y el que las 
eoptribuciones se repartiesen entre mayor número de individuos. 

^1) Xa Zucevnéh 
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El señor Vial Saiitelices contestó que lo anterior era cierto; pero 
también que lo que se prodiga se desprecia, como se habla visto 
■entre nosotros mismos, pues que no pasaban de veinte y cinco loa 
x^nS se han naturalizado. Que el ejercicio de la ciudadanía era bas- 
tante importante, por cuanto influye directamente sobre las per- 
iconas que han de hacer la felicidad del pais y habilita para ejercer 
empleos en que puede hacerse mucho bien y mucho mal, para 
:abTÍr mucha franqueza, y que ésta haría que se naturalizasen acaso 
tos que menos convinieran al pais» El Sr. Vial Formas espuso que 
^convendría abrir la puerta a las naturalizaciones, sin temor d^ re- 
bultados funestos, por cuanto aun suponiendo que se naturalizasen 
individuos que tuviesen miras contrarías al pais, siempre sería 
mayor el cariño de los hijos al suelo natal qne a la pattia de sus 
padres y que el esceso de cuatro años no consultaba las ventajas 
de uñ período breve. Por último el Sr. Vial Santelioes replic6j-qtte 
los estranjeros eran atraídos al pais por su propia «conveniencia, 
y que regularmente la hallan mejor en el estado en que vinieron, 
pues sin tener limitaciones a su industria no están sujetos alas 
pensiones que gravan a los naturales. Agr^ó que el minorar el 
tiempo iK> aumentaría la convenieTicia «1 paso que podría oodisio- 
Bar perjuicio. 

Entrando al análisis del articulo, notamos que, según él^ las 
causas que producen la calidad de chilenos son el nacimiento, la 
■procedencia, el domicilio y especial gracia del Congreso, 

£1 oríjen es la patria mas lejitima, la patria oríjisaría, es el pri- 
mero de tos títulos a la ciudadanía. 

• La procedencia es otro titulo natural. A cualquier punto de Im 
tierra que las circunstancias lleven al hombre, éi no olvida jamás 
•el pais de sü nacimiento, a que le ligan tantos recuerdos, tan 
¿agrados lazos; y esos recuerdos, esos lazos, ésa atmósfera moral 
"de la patria ausente, de que él es una personificación, arrastran 
hacia ella el corazón, la imajinación y el amor de sus hijos. Ese es 
el fundamento ractonal de la conceísion de la ciudadanía a los hijos 
de nuestros compatriotas nacidos en suelo estraño; pero, por otra 
parte, la influebciá local, las nuevas relaciones contraidas, las nue- 
vas afecciones, los negocios pueden disminuir o contrabalancear 
«u prímitivo afecto y hacerle considerar el pais de su nacimiento 
«u verdadera patría. 

Es preciso, pues, que eso« hilos de chilenos nacidos en el es> 
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tranjero den una prueba de amor patrio: es preciso qíie ireaníffes- 
ten m intención de adoptar la patria de sus padres por un hecbo' 
cualquiera: hé aquí porq,ue nuestra Constitución exije la vecindad^ 
la residencia para tenerlos por chilenos. * 

Por otr^ partey los. chilenos que se hallan en el esterior, desem- 
peñando algún cargo o sirviendo de algún modo a la Eepública, 
no pueden ser castigados por una ausencia útil ad pais, privando a 
sus. hijos de -alguno de los privilejio» otorgados a los demás ciuda- 
danos. Por eso es que la Constitución estiende el fuero de extra- 
territorialidad respecto de aquellos^ habilitando a sus hijos aun 
para los efectos en que las leyes requieren nacimiento en el terri- 
torio chilesio. 

7d^z:TK>:hai una razron poderosa para negar el mismo prívi- 
lejio-a los hjjos de chilenos que no han servido al país en el es- 
tranjerp. Eii pueblos como el nuestro que, por su situación topo- 
gráfica 7: por siu natural tendencia^ sienten esa espansion que lo» 
lanza ai: esterior, en que la emigracian y los viajes son continuos^ 
no parece justo detener esa corriente con semejantes restric- 
cipne^, 

SexQQ^.vd^to poco mas arriba la disposición poco jenerosay, 
humanitaria respecto a la naturalización de estranjeros. En el 
presente párrafo se ve la inmensidad de trabas y condiciones que 
sejes^oponen» Justo es que no se les conceda la eiiidadanía sino a 
los que ofrezca» alguna» garantíase de trabajo' y conocimientos 
quepuedají hacerlos útiles para el país y que se. escluya a lp& 
vagos; pero que se les exija copulativamente la intención mani-? 
feíltddft de avecindarse, y los diez, seis o* tres años de residencia,^ 
segji^n los casps, es dificultar grandemente la naturalización. Bas^ 
tariík quizá una.de esa^ condiciones, o la. intención de avecindaíse 
deqlikrada; a la Municipalidad, o la presunción legal de esa inten-; 
cíon por la residencia durante un término eorto,^ cosu) lo dispor- 
niau algunas Constituciones an^teriores. 

La naturalización por gracia, especial es un medio que se deja 
al Congreso para recompensar y aprovechar para la nación los: 
grandes méritos y los grandes servidos hechos al pais. 

Aj?t, 7.° Al Senado cprre&ponde declarar respecto de los 
que no hayan nacido en el territorio chileno, si están o nó, 
eu el caipo de obteíier ntJ,tu?alÍ2acion con arreglo al artículo 
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anterior, y el Presidente de la República espedirá a ccmse- 
■cnencia la correspondiente carta de oataraleza. 

Este articulo que fué aprobado unánimemente, «in discusión 
alguna, en la gran Convención, no se Lalla en la Oonstitucioa de 
"23, la que admitía de heclio a la ciudadanía a los estranjeros que 
<;umplian con los requisitos en ella prescritos, ni en la de 28 que 
dejaba a ivna lei particular la designación de la autoridad de quG 
liabia de solicitarse la declaración. TJna j otra facilitaba grande- 
mente la natumlizacion de estranjeros, que «egun -elks, se operaba 
meramente por el ministerio de la lei. 

Nuestra Constitución para llenar el vacio que dejaba la de 28, 
procedió a designar esa autoridad, en lo que talvez obró doble- 
mente mal, asi porque el Senado, uno de los miembros del poder 
central, se reúne solo tres meses en el ano y se baila a tan larga 
distancia de las diversas localidades en que un eatranjero residen- 
te quisiera solicitar la naturalización, como porque dando a esa 
disposición la inmovilidad de un estatuto constitucional, cerró e> 
camino a las lejislaturas posteriores para adaptarse a las neccsi- 
-dades de la colonización por la elección de otras autoridadea mas 
immediatas al centro en que deseara fomentarla. * 

El presente^ artículo viene, pues, ^ aumentar los requisitos del 
tinterior, estableciendo que, respecto a los nacidos en Chile, el 
Senado debe declarar si están en caso de obtener naturalización y 
que el Presidente de la Eepüblica en consecuencia espedirá la 
correspondiente carta de naturaleza. Por manera que, en rigor de 
derecho y por un último resultado, los únicos ciudadanos chileno» 
son los nacidos en Chile; los otros enumerados en el artícttlo- 
•anterior solo pueden llegar a serlo poseyendo conjuntamente todos 
los r<Qquisitos en él exijidos, armando un espediente en que se 
justifiquen ante la Municipalidad respectiva, elevándolo después al 
Senado para que lo examine y ponga su visto bueno, y por último, 
tocando el muelle máximo de nuestra administración unitaria, el 
Fresidonte de la República, que ha de espedir la carta de natura- 
leza. iQué de trámites y j)asos para otorgar la pequeña gracia de 
la ciudadanía ehilena! . . . • Cuando debíamos tender los brazos y 
agasajar' sd emigrado para incorporarlo en nuestra familia, les 
hacemos sufrir antesalas y rendir informaciones de vita et moribmt 
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No& cuesta decirlo; pero es palpable a la vista de los dos artí- 
culos anteriores que liemos comentado. Nuestra Constitución se 
muestra poco liberal en conceder la naturalización, y manifiesta 
participar mas del espíritu de esclusiou y estrecho nacionalismo 
de los pueblos antiguos que de esa espansion de la idea etistiana 
y moderna, que tiende a derribar las barreras de nación a nación 
e iguala al estranjero con los nacionales. ¿Temieron acaso los 
miembros de la Convención que un camino demasiado abierto a 
la inundación de pueblos poderosos viniera a comprometer nues- 
tra nacionalidad y a entorpecer la consolidación de nuestras dé- 
biles y mal cimentadas instituciones? O fueron arrastrados por la 
corriente de la reacción contra la injerencia de estraujeros en 
nuestras cuestiones domésticas? . . , . Comió quiera que sea, es 
preciso recordar que desde los primeros años de nuestra indepen- 
dencia, aun mas, mientras trabajábamos por conquistarla, hubo 
jenerosos estranjeros, que prestaron el apoyo de sus brazos, de sus 
conocimientos y de su sangre a nuestra causa nacional; que nues- 
tro joven pasado nos ofrece la alianzí^, ya en acción, ya de deseos 
y simpatías de las naciones estrañas durante nuestra guerra con 
la metrópoli; que habitantes de todas las naciones vinieron a 
Ivecindarse en nuestro territorio tan pronto <;omo nos proclanaar 
mos libres a la faz de las naciones; que sus costumbres y sus 
ideas se introdujeron con ellas; que así nuestros mas gloriosos 
recuerdos, nuestros progresos en la industria y el comercio, nues- 
tra civilizaeioB, en suma, nos hacen sagrado y respetable al es- 
tranjero. 

Con tales antecedentes sobre el papel representado por los 
estranjeros en Chile, se comprende que dificultar su naturaliza- 
ción es obrar contra el tributo de agradecimiento que les debemos, 
contra los antecedentes de nuestro pasado republicano, contra las 
necesidades de nuestro pais despoblado que ha menester inmi- 
gración, y por último, contra el porvenir manifiesto de nuestro 
continente, llamado a ser la nueva patria de la humanidad rejene- 
rada. En la movilidad, en la ubicuidad del hombre, en la civiliza- 
ción moderna, en ese flujo y reflujo de los pueblos continuamente 
emigrando, cada nación no es mas qu§ un caravan-serrallo, la 
estación de un dia para marchar al siguiente. La patria se movi- 
liza, se fracciona, se pierde en el horizonte de la humanidad. Ne 
híá ya mas patria que el mundo entero; la humanidad no ^ mas 
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que una familia. Tales soü los principios que la civilización mo- 
derna proclama: tal debe ser la política de Sud-América, como 
lo ha sido la de la América del Norte. Tal es también la política 
que han adoptado el Imperio del Brasil y el reciente Estado 
de Buenos- Aires; y por eso es que la emigración acude en masas 
a sus puertos, que la industria y el comercio vivifican sus ciudades 
y que su nombre es considerado en Europa. Venezuela y la Confe- 
deración Aij entina marchan también por -ese sendero y fomentan 
decididamente la emigración. ^Seremos nosotros los que quedemos 
a la retaguardia de la civilización en Sud-América? 

Art. 8." Son ciudadanos activos con derecho de sufra- 
jio — Los chilenos que habiendo cumplido veinte y cinco 
años, si son solteros, y veinte y uno, si son casados, y sa- 
biendo leer y escribir tengan alguno dé los siguientes re- 
quisitos: 

1,^ Una propiedad inmoble, o un capital invertido en 
alguna «specie de jiro o de industria. El valor de la pro- 
piedad inmoble, o del capital, se fijará para cada provincia 
de diez en diez aSos por una lei especial. 

2.° El ejercicio de una industria o arte, el goce de un 
empleo, renta o usufructo, cuyos emolumentos o productos 
guarden proporción con la propiedad inmoble o capital de 
de que se habla en el número anterior. 

La ciudadanía es pasiva o activa con derecho a sufrajio. La pri- 
mera que poseen los nacidos en el territorio de Chile, y los que 
habiendo obtenido carta de naturalización no tuvieren los requi- 
sitos que exije el presente artículo, no trae otra utilidad que la de 
poder reclamar la protección de nuestros cónsules en territorio 
estranjero, e impone el deber de sobrellevar todas las cargas pú- 
blicas. Para optar a los destinos honoríficos de Diputados, Sena- 
dores, Presidentes de la Eepública, Ministros de Estado, (arta. 
21, 32, 60 y 85) Intendentes, Gobernadores, Subdelegados o Ins- 
pectores, (arts. 11 y 12 de la lei del Réjimen interior) de Muni- 
cipales, (art. 5. ^ lei>de Municipalidades) y Jurados, es necesario 
tener la ciudadanía en ejercicio con derecho de sufrajio. Por 
juanera que los ciudadanos pasivos solo tienen los derechos de 
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\o^ cstranjeros residentes o tracseiintcs, y de los ciudadanos no 
poseen mas que el nombre. 

La calidad de saber leer y escribir fué considerada desde loa 
primeros dias de nuestra independencia como un requisito indis- 
pensable al ejercicio de la ciudadanía. Asi el Proyecto de Consti- 
tución del año 11 lo exijia en su art. 66, como igualmente las de 
22 y 23. Es verdad, se han relegado de una a otra, la ejecución, 
de esta disposición. Asi la Constitución de 22 (art 14) solo 1& 
exijiuS para el año 33: la de 23 (art. 11) para el año 40; la de 33 
también para este año; y par üJtinto la lei de 12 de noviembre de 
1842 la relegó indefinidamente disponiendo qnelos que bubiesen 
sido calificados hasta entonces continuaran con derecho de sufra- 
jio hasta su muerte, aunque no tuviesen la calidad de saber leer y 
escribir. 

El proyecto de Constitución del año 26 y la de 28 no exijieróu 
tal requisito. 

Respecto a la edad, las Constituciones de 23 y 28 daban el de- 
recho de sufrajio a todos los casados y a los solteros que hubiesen 
cumplido 21 años. En cuanto a la propiedad, capital ettíC, lo exi- 
}ieron ambas. 

En la Gran Convención se discutió mucho sobre el requisito de 
la edad y sobre la determinación de la propiedad. Sobre la prime- 
ra se observó que la edad de 25 años era escesiva, que para actoa 
de mas importancia como el matrimonio se exijia menos edad, y 
parecia repugnante que el que se hallaba habilitado para todos 
los negocios de la vida social, como un padre de familia, que es 
sui juris, no tuviera representación en las elecciones públicas, 
que el minorar la edad respecto de los casados tenia la ventaja 
de estimular al matrimonio. Por la otra parta se argüyó que el acto 
de elejir es el mas grande que ejerce el ciudadano y el que debe 
mirarse con mas circunspección, porque de él pende el acierto 
^n la elección de las personas que habian de presidir los destinos 
de la República^ influir en la formación de las leyes y cuidar de 
su cumplimiento; y que si, para los actos puramente privados, las 
leyes no habian juzgado hábiles a los menores de 25 años, con 
mucha mas razón no debia habilitarse sin esa edad para poner en 
«jorcicáo el derecho de sufrajio; que si por el matrimonio se habi- 
litaba para el jiro de sus negocios, era que esos aotos no son de 
la importancia de aquellos, cuya naturaleza es puramente pública, 
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y cuyos resultados teiiinn una influencia tan manifiesta sobre Id 
felicidad común; que la Constitución de 28 llamaba a los casados 
y militares, como si esos estados acjelantáran el juicio, y que por 
eso sé vieron resultados tan sensibles que hicieron llamar la aten- 
ción sobre este artículo. Que podia contraerse matrimonio a lo» 
14 años. Se adoptó en consecueucia un término medio, exijiéndo- 
se solo la edad de 21 años para los casados y 25 para los Solteros* 

El presente artículo rcstrinje el sufrajio universal, por la exi- 
jencia de tres'requisitos — la edad, la calidad de saber leer y escri- 
bir, y la posesión de una propiedad o capital en jiro, una industria, 
empleo, renta, o usufructo. Permítasenos esponer libremente 
nuestras ideas sobre cada uno* de ellos. 

El primer requisito es de derecho natural. El ejercicio de lo» 
derechos políticos, como el de los derechos civiles, exije el com- 
pleto desarrollo de nuestra personalidad, y es una garantía de 
su fiel uso y de nuestra capacidad para comprenderlos. En la. 
infancia y en la pubertad, la naturaleza nos pone bajo la tutela 
, de un padre: la lei, imitando a aquella, nos sujeta a isAt& de éste^ 
al gobierno de un tutor o a la protección de un curador» El niño y 
el púber solo tienen derechos y deberes en la familia: fuera de ella^ 
no existe. La familia, compuesta del padre, la. madre, los hijos no. 
emancipados, foraia un solo ser, una sola personalidad social, 
cuyo representante es el padre. Por consiguiente la sociedad no 
puede reconocer derechos políticos sino a éste ultimo y a loa que 
han sido emancipados de ese poder o han obtenido el desarrollo 
necesario para la intelijencia de las cuestiones sociales. 

Sentada ya esta base, sabiendo quienes son- personas sociales^ 
nos. propondremos la gran cuestión de la libertad o limitación del 
sufrajio. ¿Todo» los ciudadanos, todas las personas sociales deben 
ejercer los derechos políticos, deben votar indistintauíente parA la 
elección de los poderes o de las autoridades nacionales? ¿O es mer 
Qjester que posean otros requisitos de educación y de propiedad 
mueble o inmueble? Tal es la cuestión. 

Sji las elecciones son la manifestación de la voluntad de la pa- 
ción, si esta se compone de propietarios y no propietaríp8,,]et;2ado» 
y no letrados, si por consiguiente I014 unos como los otros tienft» : 
igualdad de derechos sociales, si poseen la misma parte de sobera- 
nía, parece indudable que el sufrajio debe ser universaL cSi» eso. 
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liice un célebre publicista, la voluntad emitida no podría ser cou- 
«iderada como la de todo el cuerpo, sino solamente como la de una 
fracción mas o menos numerosa; perdería, pues, su carácter de jéne- 
ralidad, y por tanto, de nacionalidad». (1) Y nosotros agregaremos 
^ue sin eso vendría por tierra la base del derecho público, el prín- 
cipio de la soberanía nacional; pues, que no seria ya la masa de la 
Nación o de las personas sociales que la constituyen la que ejerce- 
ría la soberanía, sino el número mayor o menor que se arrogaran 
aqpel dereclio. Sin eso el principio de igualdad de derechos, de 
igualdad ante la lei caería abajo, porque en la Nación habría unos 
eon derechos y otros sin ellos; unos serían personas y los otros es- 
clavos, o algo sin nombre, sin existencia propia; unos privilejiados 
y los otros parías. 

Y en efecto, ¿con qué derecho se arrogarían unos ciudadanos la 
tutela do los otros? gCon qué derecho el que debe al azar de la 
fortura su calidad de propietario, diría al proletario: Tú no eres 
ciudadano, tú no haces parte de la Nación, yo solo soi soberano? 
iCon qué derecho el que debe a las comodid:ades y al cuidado de 
«US padres o al del Estado el haber aprendido a leer y escríbir, 
diría al ignorante: Tú no tienes derechos, yo los he adquirido en 
la cartilla, o si los tienes yo los ejerceré por tí? {Acaso el derecho 
está vinculado a un pedazo de tierra o a las letras del alfabeto? 
lAcaso el derecho no pertenece a todo hombre que viene a este 
mundo y es miemboro de una pociedad civil? ¿Acaso el desheredado 
por Dios de los bienes de fortuna debe serlo también por los hom- 
bres de la patria? 

No, digamos con un cindadaop americano (R, W. Russel, Ame- 
rica and Etigland): «Todos Ips hombres, no algunos, cada hom- 
bre tiene derechx> a votar, porque tiene intereses que deben ser 
r^r^sentados .y protejádos. Lps ^que llevaí? l^s ,eargas y cumplen 
los deberes de los ciudadanos deben ser representados. Seria, tan 
cuerdo <ie<^ir que un ignorante no dcbeclejirsu médico o su apo- 
derado,: como el quejto deba tener yo?, en la elección. ¡de los que 
van a hacer las leye^ qup afectan, au YÍ<3a, su* libertad y su pro- 
piedad. £1 ignorante puede escojer m)ii bien su, médico sin. co- 
nocimiento de la medicina; es guiado en su elección por la repu- 
tación jeneral y 5)or la opinión, de otro» mejor informados qne éU 

<I) Hosuel, obra citud». 
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Lo nrísmo sucede con el ignorante en política que es llamado » 
votar por un representante.» 

Pero se dice: «en el orden político la participación de todos no 
puede ser igual, sino en cuanto sean iguales en la posesión de la& 
calidades que prueben que los hombres que han de participar del 
poder deben tener intehjencia de las cuestiones sociales y la vo- 
luntad de resolverlas en el sentido del interés jeneral (1). 

Empero, ¿esas calidades, cuya posesión se exije para la partici- 
pación en los derechos políticos, inducen necesariamente la pre- 
sunción de capacidad política, de la intelijencia de las cnestiones so- 
ciales en los que las poseen? ¿Son una segura garantía del buen uso 
de los derechos políticos? De ninguna manera* £1 que entre nos- 
otros sabe leer y escribir y posee una propiedad del valor que la 
lei designa, está lejos de comprender la diñcil ciencia del derecho- 
público, siquiera los principios fundamentales de la soberanía na- 
cional, de la delegación de esa soberanía, de los poderes públicos: 
no sabrá talvez el papel que van a hacer esos representantes que 
él mismo elije ni el objeto de su elección misma. Si se quiere un 
signo seguro de la comprensión de los principios políticos, &er& 
preciso hacer que solo sean electores los que estén instruidos de 
la Constitución política, como lo disponía la Constitución, de 28, 
o enijir qne tengan instrucción en un compendio de las leyes mas 
necesarias a la vida social, que haya servido a su patria, que pro- 
fese la relijion católica y dé razón de su catecismo, como lo jMres- 
cribia el proyecto de Constitución del afio 11. Seria preciso 
desterrar de la arena políti^ra y del ejercicio de la soberanía na- 
cional al que no llevase a la mesa calificadora un certificado de 
haber asistido a la clase de Derecho constitucional y de haber 
rendido un examen satisfactorio..... 

(No veis a dónde 08 arrastra la lójicaf Y no se diga que siem- 
pre será afgnna garantía la posesioBrtlelos requisitos constitucio- 
nales. Convengo; pero desde que se abandona la base do la igual- 
dad de derecho y de igoaldad de soberanía para adopüir la de laa 
calidades que supongan la capacidad en 1a ciencia política» el 
derecho de sufrajio no debe concederse eino a los que tengan ver- 
daderamente esa capacidad. 

Mas aun; siguiendo el sistema constitucional actual, |a cuántos 

(1) Xagtanria. Xa Constitución polítioa com^ntikda. 
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so estiende el privilejio del sufrajio, el privilejio de la soberanía? 
El censo de 1854 nos ha manifestado que de 1.489,120 habitan- 
tes hai solo 185,898 que saben leer, solo 158,294 que saben escri- 
bir y 1.286,826 que no saben. Como se exij en copulativamente 
uno y otro requisito para ejercer el derecho de sufrajio, tendre- 
mos, sin deducir las mujeres y niños, que los que gozan el privi- 
lejio son una fracción de 9-^^^^ , o una novena parte de la masa 
total de la nación. 

Por otra parte calculándose en 30,000 (1) individuos los pTO- 
pietaries de Chile, tenemos por resultado que solo una quincna- 
jésima parte de la nación es la llamada al ejercicio de la sobera- 
nía, los que gozan del privilejio de la ciudadanía. Por manéis 
-que la gran mayoría de la nación está sujeta al tuteiaje dé la 
minoría, ¿qué digo? queda reducida, como hemos visto, a la con- 
dición de los estranjeros. ¡La masa del pueblo chileno estranjero 
en su patria;..... 

«¿Entonces quereié, se nos dirá, llamar al- roto de nuestras citi- 
dades, al hiiaso dé nuestros campos y aun al salvaje de nuestro 
territorio no civilizado' al «jetcicío de la mas delicada atribfi6io& 
del ciudadano?» No serem<>s nosotros quienes contestemos: deje- 
mos hablar a los hombres de la ciencia y de la práctica. «El 
'pueblo, dice Montesquieü, es admirable para elejir a aqueüoé a 
qiúenes debe confiar alguna parte de sü autoridad». «Lóá que 
•Imajinan, dice Russell, (America compared vrith Englánd. — ^The 
'respective social effects of the American and English systétíis of 
'■Government and Legislation), que bajo una democracia, los re- 
presentantes del pueblo serian cohk) algunos dé los miembros de 
la última convencíin cartista de Londres deben ser total- 
mente ignorantes de la teoría de las elecciones; la historia del 
pasado debe ser para ellos un libro cerrado y no pueden saber 
nada áobre la esperiencia de lá República norte-americana,'d6ndé el 
• sufrajio universal ha estado por muchos años ^n plena ejecución. 
' Bsa esperiencia ha establecido plenamente que el sufrajio univer- 
sal ekva el carácter de lá nación, coloca el sfobiérño sobre una 
t>ase inconmovible, hace al pueblo osado (high-spirited) y patrió- 
tico, y asegura una lejislacion y un gobierno mas sabio y mas 

(1) Este cálculo no es sino aproxima tivo. La Estadística no nos da re 
saltados positivos. 
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jüiBto que ningún otro sistema. Las elecciones son pacíficas y or- 
denadas, y los candidatos son los mas vigorosos que pueden elejir 
los partidos para aumentar las probabilidades de la victoria. En 
(Norte) América los abogados mas buscados o los hombres que 
lian tenido una educación legal y están acostumbrados a hablar 
en público, son los can'didatos mas comunes y forman una gran 
•parte de las lejislaturas jencrales y de los Estados.» 

El sufrajio universal seria la anarquía, el reino de la demagojia, 
se nos repone. No; la demagojia, como la oligarquía, es el gobier- 
no de los pocos sobre los muchos, es la tiranía de una minoría 
que pretende imponer áu voluntad a la mayoría. Con el sufrajio 
universal no habría demagojia, porque gobernaría la masa de la 
nación: habrá cuando mas golpes de estado, esos motines del 
f)oder, pero la Nación sabe sofocarlos. La historia contemporánea 
nos señala dos ejemplos, el golpe de Bstado del 2 de diciembre de 
52 en Francia y la conjuración de Obando en Nueva Granada: 
ambos gobernantes habían sido elevados por el sufrajio universal; 
pero en esta última la naciop se levantó y castigó al culpable, y 
si eh la otra el usurpador no cayó, es porque el ejército fué mas 
fuerte que la Nación o que la Nación misma lo apoyó. «La forma 
democrática de gobierno es la mas fuerte del mundo, observaba el 
Presidente Jefferson, porque es el único gobierno, por la cual el 
pueblo espondria voluntariamente sus vidas». Y en efecto, ¿para 
qué se revolucionaria el pueblo? ¿Seria para cambiarlas institu- 
ciones, para derribar ciertos hombres? pero por el sufrajio univer- 
sal su voluntad seria obedecida. 

No importa que nuestro pueblo no^sté preparado para ejercer 
el derecho de sufrajio, ni tenga el hábito y la práctíca de las ins- 
tituciones republicanas. Esos hábitos los creará desde que se* dejo 
en sus manos el ejercicio de sus derechos. Los que han poseído el 
derecho de sufrajio desde el año Diez tampoco estaban preparados, 
para ejercerlo: la nación no estaba madura para la República; y 
sin embargo, esa institución se ha arraigado y ha impregnado 
nuestras costumbres. Lo mismo seria con la masa del pneblo> 
actualmente. 

El niño a quien se enseña a andar con andadores es siempre 
tardío en sus movimientos: le cuesta mas aprender a hacerlo que 
a aquel a quien se deja sus miembros libres y hacer solo sus en- 
sayos: da sus tropezones a veces, recibe sus golpes; pero luego 
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toma su equilibrio, sus miembros se afirman y al fin anda y corre 
sin peligro. Así sucede con el pueblo: sujétesele con amarras, há- 
gasele marcar el paso, quítesele la libertad de sus movimientos y 
el gobierno de si mismo: siempre será débil y enfermizo, siempre 
necesitará de los andadores, y cuando necesite de su .actividad, 
no podrá ejercerla y pedirá el ausilio del Gobierno como el niño 
el del aya. Déjesele al contrario entregado a sus propias fuerzas, 
acostúmbresele a suplir él mismo a sus necesidades, a dirijirse 
por si propio: dígasele como al carretero de la fábula: «ayúdate a 
tí mismo, que Dios te ayudará» (1). Y ese pueblo será enéijico, 
activo, emprendedor, marchará siempre ^(ha-head en la industria, 
en las ciencias, en el comercio, en la agricultura, en todos los 
ramos de la actividad social: ese pueblo será un pueblo yankee. 
Hé ahí el secreto de la raza zajona: es la autonomía local y na- 
cional lo que la ha hecho grande y prepotente. 

Por otra parte, el requisito de saber leer y escribir para ejercer 
la ciudadanía jamás ha sido un estimulo para la educación: nin- 
gún padre basta aquí ha mandado su hijo a la escuela para qiie 
paeda votar. El verdadero, el grande estímulo para la difusión de 
Ja instrmjcion primaria en el pueblo seria el sufrajio universal: la 
masa de los grandes propietarios y de los hombres ilustrados, de 
un lado, se gravaría gustosamente para instruir y civilizar ese pa&- 
blo ignorante que iba a gobernar, a dictar leyes, a disponer de su 
vida y de sus intereses; y del otro lado, los pequeños propietarios, 
el gran número de los industriales y de los proletarios se sacrifi- 
carían, los unos para elevarse al nivel de la clase educada, y vota- 
rían los otros por las coutribuciones que ellos no iban a pagar 
directamente, y cuya inversión seria el pan, el trabajo, el bienestar 
y la instrucción para sus hijoSé Es exactamente lo que ha pasado 
en los Estados Unidos: no hai pueblo mas dadivoso para el fo- 
mento de la instrucción y donde esté mas difundida, porque es él 
mismo quien vota las* contribuciones, quien gobierna por el su- 
frajio universal. 

Hagamos como en Nueva Granada. Se trataba de la abolición 
de la pena de muerte: es imposible, decían los conservadores, no 
hai cárceles! Pues bien, replicaron los liberales; razón de mas: 
para que se hagan, y la pena fué abolida! No hai escuelas, se nos 

(1) ií charretier embourbé. Lafontaine. 
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clice a nosotros, el pueblo es ignorante: pues para que se cre^n, 
para que se vote la contribución de instrucción jeneral y cona- 
pleta, es menester llamar a ese pueblo ignorante al ejercicio de 
sus derechos políticos! 

Art 9,0 Nadie podrá gozar del derecho de sufrajio sin 
estar inscrito en el rejistro de electores de la Municipalidad 
a que pertenezca, y sin tener en su poder el boleto Je cali- 
ficación tres meses antes de las elecciones.. 

£n la Constitución de 28 7 en las anteriores no-se en<^aentra la 
disposi^on contenida en este articulo, que fué tonáadó del Pro^ 
yecto de la Comisión. Varios Diputados pidieron en la Conven* 
don su supresión por cuanto correspondía como reglasnentarioa 
la Lei de elecciones. Sin embargo, fué conservado como un medio 
par» evitar los abusos notados en las elecciones anteriores y come 
una base esencial en que debia apoyarse la lei eleccionaria. Se 
creyó, en consecuencia, que debia ser objeto de una disposición 
constitucional, y no reservarse a una lei en que talvez podía ser 
omitido, quedando subsistentes los mismos males. 

Las . leyes que han reglamentado el présente artículo son ei 
Beglamento de elecciones de 2 de diciembre de 1833 y la lei que 
lo reformó dé 12 de noviembre de 842 (1). La forma establedda 
por ellas para la calificación de los que deben gozar del derecho 
de.sulrajio es la siguiente: — El día 28 de noviembre a las 10 de 
la mañana se instalan juntas calificadoras en cada parroquia de la 
Bepüblica, las cuales son elejidas por las Municipalidades corres* 
pendientes. Estas, en vista de las razones que deben pasarles los 
Gobernadores de los ' deliuQuentes procesados, o condenadi:>s h 
peinas aflictivas q infamantes, de los fallidos y deudores- morosos 
4el fisco, proejen a calificar p*fíi electores a tedos los chilenos 
que» concurien a BoUí^itarlo, y que euMapJan con los reqnisftos dé 
la* lei. ,Para hacer esta j(5aiificaci<>n, pvieden servirse del conocí* 
xniento' propio* qaeteiDg«i los voeaJee dcfl <jue. octírra a ser califii 
cado .yfdo los datos o pruebas que suministren, teniéndose ooiho 
calificativos bastantes la xnanifestlicion de tin titulo Vio propiedad 
de. un inmueble del • valoc que determina la lei, ün cbrtificaid<> 
auténtico de qjercer» una- profesión que sufrague la renta éxij ida 

(1) Bol. tom. 2, páj. 280 y tom. 8, páj. 449. Edición de Valparaiso, 
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por ésta^ o del pago de una contribución pública que corrcspond's 
a la renta o capital en jiro en la forma legal. Una vez calificado 
el ciudadano, se inscribe su nombre en un rejistro por orden 
alfabético que las juntas deben llevar, y se le dá un certificado o 
boleto de calificación, en que se espresa el nombre del departa- 
mento j do la parroquia, el del individuo calificado, la foja j 
número de] rejistro en que se baile inscripto, j por último, la 
fecha 7 firma de los vocales de la junta. Estos boletos sirven para 
todas las elecciones ordinarias y estraordinarías que se practiquen 
tn el siguiente trienio. 

La ineficacia de los medios adoptados por el articulo constitu- 
cional y las leyes reglamentarias para evitar los abusos* en las 
calificaciones en el sistema del sufrajio restrínjido, y de los arbi* 
tríos adoptados en otros paises rejidos por el mismo sistema, es 
otro de los poderosos argumentos que arguyen en favor del sufra* 
jio universal. En efecto, cuanto mas se aumenten los requisitos 
para el ejercicio de la ciudadanía, mas difícil se hará su califica- 
ción y mas ancha puerta se abrirá a los abusos de los comisiona- 
dos para verificarlo; al paso que, dando el voto a todo ciudadano, 
sin distinción de fortuna o educación, aquella operación quedaría 
solo reducida a la esclnsion de los que no son ciudadanos y de los 
que tienen suspendido ese derecho. Asi ateniéndonos al testo de 
nuestras leyes reglamentarias y sin tomar en cuenta otro jénero 
de abusos, po es verdad que queda en manos de los vocales de las 
mesas calificadoras un poder demasiado lato y absoluto? que 
dejándo/se al conocimiento privado que cada uno tuviere del que 
se presentare como votante la calificación de la posesión de los 
requisitos constitucionales, pueden reconocSr el derecho de sufra- 
gio a quien la Constitución lo niega, admitir a sus inquilinos y 
sirvientes y rechazar a los que fueren de opinión opuesta? |No es 
verdad que, en la mayor parte de los casos, será su conocimiento 
privado el único medio que poseen los vocales para hacer la 
calificación? que será siempre difícil la manifestación de los títu- 
los de propiedad y de los certificados de que habla la lei, que 
cuando no se han perdido, rara vez se tienen a la mano? que la 
verificación de la calidad de saber leer y escribir, la operación de 
rejistrar los documentos, comprobar su autenticidad seria siempre 
epibarazosa, si no imposible, en las pocas horas que las mesas 
luncionant 
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El señor Lastarria^ha propuesto la cíeacion de Tin Rejístroco-^ 
munal, qne deberin. estar constantemente abierto en todas las 
Municipalidades, como nn medio de evitar los abnsos a que dá lu« 
gar el sistema actual de hacer la calificación por medio de comt^ 
«ionados accidentales, haciendo de aqnel actonn asunto ordíiiftHo 
de la vida civil. Empero ese remedio seria demasiado lijero para 
evitar el mal: es difícil que alguien se acordara de calificarse en 
el tiempo intermedio de las elecciones, porque no se sentiría mo*- 
vido por el eficaz estimulo de los partidos, qne solo se animan en 
la época eleccionaria. Pasada ésta, ia vida política se adormece, 
se aletaiga, y uno echa fácilmente en olvido los actos que le son 
relativos. Por otra parte, ¿cómo obligar a los jefes de ese Rejistixs 
<)ue no serían sino los municipales, a estarse permanentemente en 
sesión para esperar la ocasional visita de los politiquistas entu^ 
tiastasi 

Conveníámonos: el sufrajio universal no solo es un derecho 
indubitable en teoría, sino una conveniencia en la práctica, y hace 
que las elecciones sean pacíficas, simplificando el sistema electo»- 
ral y evitando los choques de los partidos y los abasos de tas att* 
toridades. 

Permítasenos concluir este comentarío con las siguientes ob^ 
servaciones del ciudadano amerícano que otra« vecé» hem^s.. 
citadp. tgi el sufrajio es l^n^itado la influencia moral de la asam- 
blea representativa es deficiente; la minoría de la asamblea ase>< 
gura, y talyex cree^ qu¡e los no electores, están de su parte, y 
apoyándose en los derechos natur^Jes. ^ inhe^nt^. del pueblo, ^ 
resisten las leyes hechas por la mayoría de los electores en cuan* 
to está en su poder.. SI fraiidd y la f^e^za:aQn emplea4<>8 para 
trastornar al Gobierno.y, lleyar a efipi^to los aup^aestos id^^o^'d^l.: 
pueblo. Las Conmociones, y la guerra civil spu ,lo9 resulti^o&.Ba* 
tárales e inevitables' de tal sisteni^. Guando todps^son represen- 
tados, no suceden tales disturbios; los representantes de unamir. 
noría de los electores no pueden pretender representáis los< sentir 
mientos y los deseos de la nación, sino que tienen que .esperar 
la elecdou próxima. Por eso es que jambas ha habido, un partida» 
que haya prensado trastornar él Gobierno americano (norte) por 
la fuerza. Y es de notarse que en los tres cantones suizos de 
Schwitz, TJri y ün-terwalden, donde ha prevalecido el sufrajio 
aniversal, las Constituciones han permanecido sin variarse du- 
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nmte siglos enterofi, Ikl paBo que loa otros diez y nueve cantoiies 
Imn süírido^ revoluciones. En el Estado de Rhode Mand (Estados 
Unidos) en que el privilejio era limitado^ el pueblo se levantó 
hace trece o catorce años para destruir la Constitución por la 
ifoegsa, no habiéndose provinto en la Carta de Carlos II ningún 
medio regular de obtener reforma.» 

cLas coi^secuencias de un privilejio limitado, agrega en otr» 
pmrte. el mismo autor^ han sido últimamente df. amostrados en 
Francia (durante la monarquía.) La Cámara de Diputados no te- 
nia poder moral: no se la trataba como a representante de la 
Jbrancia, sino solo como el eco de una pequeña sección del pueblo^ 
queconstituia los electores. Fot consiguiente sojuzgaba patrióti- 
fto combatir y destruir el Gobierno apoyado en tal base. Los elee^ 
tiores de Francia siendo pocos eran vianejahles. La regla jeneral 
era que el elector atendia a sacar alguna ventaja personal para 
si; sufi parientes y amigos del ejercicio del privilejio^ y todo el siste- 
maera de un egoismo y una corrupción los mas^r^Hignaates» (1). 

"-Asci, 10. Sé sii4)ende la eaJidad de ciudadano activo coii 
derecho de sufrajio. 

1 ló o; .p^^inépiáttid física o moral que impida obrar libre 
y í^iívafnéi^. :- 

'"2"^^Pbr!át5bñdimtm dé sirviente doméstico. 
^'S.^ Por lá' ¿álidad de deudor al fisco constituido en 
ín¿fá. = 

4. ^ Por hallarse procesado como reo de delito que me- 
re;^a pena aflictiva o infamante. 

Sfegun éste artículo, el ejercicio de los áerechos políticos debe 
suspenderse por ciertas causas fisicas que impliquen la falta de 
capacidad, por ciertos estados que impidan la necesaria indepen- 
dencia para la emisión de! sufrajio, como el de sirviente domésti- 
co, por ciertos delitos o presunciones que acarreen infamia o pena 
afiictiva, como las contenidas en los últimos párrafos. Nada mas 
racional a primera vista que tales limitaciones al derecho de ciu- 
dadanía. Bi ésta debe ser un majisterio, una dignidad, no pued^ 
ejercerse cuando falta una de las condiciones de capacidad, hon- 

(1) Rotee!). Amerí<ia ecnnpareci 'wHh Engl&nd. 
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radez o de independencia que deben acompañar a todo fanciona-* 
rio. Tales parecen haber sido las razones qae se tuvo presente por 
la Convención al redactar este articulo. También se Imlla igual 
en las Constituciones de 23 y 28. 

Sin embargo, ¿la condición do sirviente doméstico es una cau- 
sa bastante poderosa para privar al que ejerce ese oficio del 
derecho de ciudadanía? El sirviente, es verdud, en nuestro estado 
social, ha heredado en parte de la sujeción de sus predecesores, 
el siervo y el esclavo: como asalariado, está sujeto hasta cierto 
punto a la voluntad del amo. Pero su actual condicloa no es tak 
vez la misma que cuando» se promulgó esta Constitución, y sobreí 
todo puede variar cada dia mas. Un sirviente es tan independien- 
te como cualquier asalariado: su servicio es libre y puede dejarla 
cuando le dé la gana. Puede, ademas, tener propiedad, saber leer 
y escribir, cumplir, en fin, con todos los requisitos de la ciudada- 
nia: ¿por qué, pues, escluirle?..... Ademas, como he dicho, la con- 
dición del sirviente mejora de dia en dia con la difusión de la 
civilización, y si la Constitución debe rejir para el porvenir, ¿por 
qué cerrar la puerta de la ciudadanía al que ejerce una profesión 
honrada y tan libre o mas que la de un empleado cualquiera? 

Por otra parte, ¿hai razón para suspender la ciudadaoia al 
deudor fiscal constituido en mora? ¿Se dirá acaso que pendiendo 
do la exactitud en el pago de las oontribiicionea el arreglo econ4* 
mico de la nación, puede bien ésta suspender del goce de loe- 
derechos políticos al que en cierto modo atenta contra su exis- 
tencia? .... Nó: tal disposición es contraria al principio do la. 
igualdad ante la leí que la misma Constitución proclama* Un* 
acreedor, porque se llama fisco, no debe ser preferido a cualquier 
ra otro ciudadano; y en caso de serlo alguna vez, sería en circuns^ 
tancias aflictiva3 y anormales. Pero privar de la ciadadani|^ 
espulsar de la patria política, al deudor que cae en mora por 
^nerjencias casuales, por accidentes imprevistos en que la volun* 
tad a veces no tiene parte, es castigar la desgracia e infaniar la^ 
inocencia. La puntualidad en el pago.de los impuestos nacion^des 
no alcanza a mi juicio a justificar tamaño privilejio. t 

Por último, si la falta de independencia debe ser un motivo: 
suficiente para suspender la ciudadanía, la Constitución ha olvi- 
dado a otros individuos que no ofrecen esas garantías. En tid 
«atado se hallarían los. soldados del Ejército permanente y los 
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relijiosos profesos que por su voto de obediencia absoluta y 
separación de la sociedad, no pueden sino mirar con indiferencia 
las cosas del mundo y sus derechos de ciudadanos. 

Art. 11. Se pierde la ciudadanía: 

1. ^ Por condena a pena aflictiva o infamante. 

2. ^ Por quiebra fraudulenta, 

3. ^ Por naturalización en pais estranjero. 

4. ^ Por admitir empleos, funciones, distinciones o pen- 
siones de un Gobierno estranjero sin especial permiso del 
Congreso. 

5. ^ Por haber residido en pais estranjero mas de diez 
años sin permiso del Presidente de la República. 

Los que por una de las causas mencionadas en este artí- 
culo hubieren perdido la calidad de ciudadanos, podrán 
impetrar rehabilitación del Senado. 

Sobre este articulo no hubo discusión en la Gran Convención. 
Por lo demás son las mismas causales para la pérdida de la ciu- 
dadanía que en la Constitución de 28, con esclusion de la conte- 
nida en el párrafo 5.% la cual no se halla tampoco en la del año 
23. Es de notarse también que por esta última la condenación a 
pena aflictiva o infamante solo producia la suspensión de la 
ciudadanía. 

Siendo justa, como hemos visto anteriormente, la suspensión de 
la ciudadanía por solo la formación de proceso por algún delito 
que merezca pena aflictiva o infamante, debe serlo también la 
pérdida absoluta de aquel derecho por la condenación efectiva 
que imprime una nota permanente de infamia. Lo mismo decimos 
de la causal tercera: la naturalización en pais estranjero envuelve 
la renuncia del pais nativo o adoptivo. El hombre ^o puede tener 
dos patrias: es justo que la nación deseche por su hijo al que la ha 
abjurado. Tales parecen ser los fundamentos de dichas esclusiones. 

En cuanto a las dos últimas causales no se divisan talvez moti- 
vos poderosos para su adopción. La admisión de un empleo con- 
ferido por un gobierno estranjero no tiene a mi juicio nada de 
irregular, si el cargo es compatible con los deberes de la ciudada- 
üla, como un Consulado o una comisión científica. Semejante» 
condecoraciones, lejos de abatir el pais a que pertenece el indivi- 
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4uo a quieu se confieren, lo realzan; j solo habría razón para 
impedir la aceptación de títulos nobiliarios o de empleos cuya 
naturalexa fuere inconciliable con la ciudadanía. 

Tanto mas difícil parece descubrir la razón que se tuvo presen- 
te para privar de la ciudadanía por la residencia en pais estran- 
jera ¿Se quiso con esa medida contener la emigración? O se 
creyó que una larga residencia en el estranjero borraba el senti- 
miento de la patria? Lo primero seria adoptar la política de la 
China o del Japón, política opuesta a los principios de la civiliza- 
ción, cuyo menor defecto seria su ineficacia. Lo segundo contraria 
los sentimientos d-el corazón humano. Por lo demás, tal disposición ' 
no tiene mas ejemplo en nuestra historia constitucional que en la 
Constitución política de 822, según la cual perdían la ciudadanía 
los que residiesen cinco años continuos fuera de Chile, sin licencia 
del Gobierno (art. 15, § 4.'»). 

La rehabilitación es necesaria en los casos mencionados. Es 
como la carta de reconciliación con el antiguo pais cuando hayan 
pasado los motivos que causaron la pérdida de la ciudadania. 



CAPITULO V. 

DERECHO PÚBUCO DE CHILE* 

Art. 12. La Constitución asegura a todos los habitantes 
6e la Eepública : 

1. ^ La igualdad ante la lei. En Chile no hai clase pri- 
vilejiada. 

2. ^ La admisión a todos los empleos y funciones pábli- 
cas, sin otras condiciones que las que impongan las leyes. 

8. ^ La igual repartición de los impuestos y contribu- 
ciones a proporción de los haberes, y la igual repartición 
de las domas cargas públicas. Una lei particular determi- 
nará el método de reclutas y reemplazos para las fuerzas 
de mar y tierra. * 

4. ® La libertad de permanecer en cualquier punto de 
la Eeptíblica, trasladarse de uno a otro, o salir de su terri- 
torio, guardándose los reglamentos de policía y salvo siem- 
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pre el perjuicio del tercero; sin que nadie pueda ser preso, 
detenido o desterrado, sino en la forma determinada por 
las leyes. 

5. ^ La inviolabilidad de todas las propiedades, sin dis- 
tinción de las que pertenezcan a particulares o comunida- 
díes, y. sin que nadie pueda ser privado de la de su dominio. 
ni de una parte de ella, por pequeña que sea, o del derecho 
que a ella tuviere, sino en virtud de sentencia judicial; sal- 
vo el caso en que la utilidad del Estado calificada por una 
lei, exija el uso o enajenación de alguna; lo que tendrá 
lugar dándose previamente al dueño la indemnización que 
se ajustare con él, o se avaluare ajuicio de hombres buenos. 

6. ^ El derecho de presentar peticiones a todas las au- 
toridades constituidas, ya sea por motivo de interés jeneral 
del Estado, o de interés individual, procediendo legal y 
respetuosamente. 

7. ^ La libertad de publicar sus opiniones por la im- 
prenta, sin censura previa, y el derecho . de no ser conde- 
nado por el abuso de esta libertad, sino en virtud de un 
juicio en que se califique previamente el abuso por jura- 
dos, y se siga y sentencie la causa con arreglo a la lei. 

En la Convención se hizo notar por el Sr. Vial Santelices la 
impropiedad del epígrafe que encabeza este capítulo, que, según 
él, debía ser de los derechos individuales. En efecto, llamándose 
«público el derecho en cuanto sus principios se refieren al des- 
envolvimiento y realización del fin racional de la sociedad huma- 
na» (1), es claro que aquella denominación seria mas bien adapta- 
ble a todo el cuerpo de la Constitución que a los derechos indivi- 
duales o privados, sea civiles o políticos, que este capitulo garan*- 
tiza a todos los habitantes de la Eepüblica. 

IGUALDAD ANTE LA LEI. 

iQué significan estas palabras: — Igualdad ante la lei, etc.? ¿Son 
el reconocimiento de esa igualdad quimérica y absoluta, de las 
fuerzas como de los bienes, de los goces sociales como de la» 

(1) Lastarría, Derecho público Oon^itucional. 
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capacidades? De DÍuguna manera: tal igualdad do se Italia en la 
naturaleza ni existe ante la razón. «Es de la igualdad ante la lei 
dp lo que se trata, dice M. Dupin, y no de esa igualdad de hecho 
que no existe jamás entre el rico y el mendigo, el hombre labo- 
rioso y el haragán, el hombre industrioso y el desavisado, el ple^ 
beyo de jénio y el necio mejor titulado» (I). La igualdad que 
proclama este articulo es solo la igualdad civil o ante la lei< «Ksta 
igualdad consiste, según la deünia la Constitacion del ano III de 
la República Francesa, en que la lei es la misma para todos, sea 
que proteja o que castigue. — La igualdad no admite ninguna 
distinción de nacimiento, ninguna herencia de poderes.-— Cada 
ciudadano tiene un derecho igual a concurrir inmediata o media- 
tfunente a la formación de la leí, al nombramiento de Jos repre- 
sentantes del pueblo y funcionarios públicos» (Art. 3 y 20). Tal 
es el único significado de la garantía que analizamos, esto es, la 
misma para todos; no hai distinciones de nacimiento, no hai 
herencia del poder. Esta igualdad se estiende a todos los habitan- 
teS| sea nacionales o estranjeros. «La leí no jeconoce diferencia 
entre el chileno y el estranjero en cuanto a la adquisición y goce 
de los derechos civiles» (Cód. civ. art. 57). 

La igualdad ante la lei y la abolición de las clases privilegiadas 
son una de las mas preciosas conquistas hechas por la razón huma- 
na contra las injustas esonciones introducidas por las preocupa- 
ciones sociales y consagradas por el tiempo y ia ignorancia. Estos 
principios que no son sino la aplicación social de la idea cristia- 
na .de la igualdad ante Dios, que han luchado diez y ocho eiglos 
contra la. institución pagana de la esclavitud, la servidumbre, 1q& 
fueros,, los. privilej ios y la anarquía de los tiempos feudales, con- 
tra el despotismo, las instituciones nobiliarias y las eaenciomea 
^lesiáeSticas de la época moderna, solo vinieron a encarnarse eni 
la sociedad civil en las revoluciones norte-americana y francesa. 
Hasta entonces la justicia era doble, desigual en la .tierra y solo, 
igual en el cielo: los privilejios de las clases iban solo a morir mas 
allá de la tumba, a los pies del Eterno^ Pero aquellas grandes re^ 



1 



(1) Cit. Rogron, Code politique, que recuerda también a propósito de la 
igualdad absoluta, aquel apólogo de Anthístenes discípulo de Sócrate: Las 
Hebree decretaron un dia la igualdad absoluta de derecho entre lots anima- 
les. Los leones no respondieron nada, pero mostraron ens garras y sus 
dientes. 
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voluciones asentaron en su verdadera base la justicia humana, e 
hicieron bajar la igualdad aquí abajo. Según sus principios, la lei, 
espresion de la razón de la humanidad, manifestación de la idea 
«terna, viene a ser la balanza inmutable en que se pesan, sin con- 
sideración a personas, a respetos humanos, las faltas, los delitos, 
los crímenes de los hombres. La lei es imparcial, severa, impasi- 
ble, como la justicia de Dios que realiza aquí abajo: castiga el de- 
lito sin atender al hombre, es el verbo humano de la lei infinita 
6 inmutable. 

Estos principios eran absolutamente negados por nuestra anti- 
gua lejislacion. La desigualdad tenia principalmente las siguien- 
tes causas: 1.^ La esclavitud, o la esplotacion del hombre por el 
hombre: el esclavo estaba bajo el dominio absoluto del amo, 
quien podia hacer de él lo que quisiere. Cuanto adquiría el siervo 
era para su señor (Véase el tit. 21 de la part. 4.»). 2.'' La nobleza, 
que, según la definición de un autor español, era «una calidad de 
distinción, que por razón de su estado eleva al hombre a una clase 
superior a la regular u ordinaria de los otros hombres '» (1), Según 
las leyes españolas, los nobles, caballeros, e hijosdalgo gozaban do 
varios privilejios, como el estar ^sentos de los pechos y tributos 
plebeyos, cuya esencion se estendia a las viudas de los nobles, no 
poder ser encarcelados por deudas, salvo si no fuesen arrendado- 
res o cojedores de pechos reales, no ser embargados por el mismo 
motivo, las casas de sus moradas ni los caballos, las muías ni las 
armas de su cuerpo, cuya preeminencia no podían renunciar. Aun 
siendo encarcelados por deudas procedentes de delitos, debian ser 
HUintenidos en cárcel a parte de la de los pecheros. No podian 
ser puestos a tormento, ni condenados a desdecirse, y se les per- 
mitía usar de pistolas de arzón, d.*' Los privilegios de la Iglesia. 
Los eclesiásticos y sus iglesias, monasterios y prelados son francos 
de pagar el derecho de alcabala por razón de sus ventas (L. 8, 
tit. 9, lib. 1.% N. R.): son escntos de las cargas personales (L. 51, 
tit. 6, § l.<*), como también de todo tributo, aunque por el con- 
cordato celebrado en 1737 fueron imponibles las iglesias y demás 
manos muertas eclesiásticas, conservando la esencion los de los 
eclesiásticos particulares. 4.^ Las divisiones de castas^ consignadas 
en el Código de Indias. Los indios j los negros, los mulatos, los 

(1) D. Joan Sala, Derecho eepafiol. 
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za?nboSy los mestizos^ los simples colonos y los españoles nativo» 
formaban una escala gradual de clases en que la desigualdad de 
la sangre constituía una desigualdad de derechos. Habia sobre 
todo para los primeros una lejislacion aparte, una organización 
distinta. La esclusion de los estranjeros de los dominios de Espa- 
ña en América acababa de completar ese sistema de desigualdad 
y privilejios, quebrantando las leyes eternas del derecho natural, 
que dan al hombre el mundo entero por campo de su actividad y 
su trabajo.* 

Pero ahora mismo, durante nuestro réiimen republicano, ;qué 
de desviaciones, qué de paliativos, cuántas infracciones sufre ese 
gran principio de la igualdad y tiene aun que sufrir, debiendo 
pasar por el defectuoso crisol del egoísmo y las pasiones humanas! 
La Constitución misma que lo consigna pone algunas escopciones, 
injustas transacciones con las preocupaciones sociales. Los fueros 
privativos de algunos Cuerpos, como el del Ejército^ no están abo- 
lidos. Resto de un poder y de una edad pasada, se conserva toda- 
vía el fuero eclesiástico, por el cual las causas civiles y criminales 
de los miembros de la Iglesia son arrancadas a su jurisdicción 
natural, a los jueces comunes para todos los ciudadanos: si los 
sacerdotes no han renunciado a su patria antes de incorporarse 
en la Iglesia, deben sujetarse a las leyes, a las autoridades, a los 
jueces que mandan a los demás ciudadanos. Consérveseles su 
jurisdicción en las causas meramente eclesiásticas; pero cese, en lo 
demás, un fuero que contraria el principio de igualdad ante la lei. 

Una de las consecuencias de la igualdad legal, es de que los 
mismos delitos sean castigados con las mismas penas, sin distin- 
ción de personas. Ahora bien, ¿no se conserva entre nosotros la 
pena de azotas tantas veces abolida y tantas veces establecida, 
que no se aplica sino a una clase de la sociedad? Hé ahí otra 
contravención al principio jeneral. 

|Las penas civiles que impoiiia nuestra lejislacion tan reciente- 
mente reformada contra los judios y los herejes como, no poder 
servir de testigos, carecer de testamentifacion activa y pasiva y 
otras muchas, no eran también contrarias a esas garantías de 
igualdad ante la lei que la Constitución asegura a todos los habi- 
tantes de la República, sin atender a nacionalidad ni a creencia? 

Hai otras escepciones, otros privilejios establecidos por las 
leyes comerciales a favor de los nacionales y en beneficio de su 
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industria. Tal es ]a navegación de cabotaje reservada únicamente 
a los buques cliilenoSf medida tomada para fomentar la marina 
nacional. Tal es la contribución municipal de patentes, que esta- 
blece una diferencia onerosa en contra de los comerciantes es- 
tranjeros. 

Sin contar con estas y otras escepciones consagradas por la 
misma lei, cuántas violaciones y dificultades ha hallado y hallará 
éso principio en su aplicación, mientras esa igualdad escrita en 
nuestro código se encarne en nuestras costumbres, mientras haya 
diversidad en los estados sociales, mientras el hombre sea hombre! 
Entre tanto, foméntese la instrucción y esperemos de ella, que 
nivelando las intelijencias, nivele hasta cierto punto las condicio- 
nes, estableciendo solo la aristocracia del talento. 

IGUALDAD DE KLSJIBILIDAD. 

La desigualdad en la admisión a los empleos tenia en el coló* 
r niaje varias causas: 1. ^ La venalidad de ciertos destinos, como 
los municipales: sabido es que las varas de rejidor y alcalde se 
rtmataban y adjudicaban al mayor postor; 2. ® La ejecutoria de 
nobleza. Los artesanos que ejercian algún arte mecánico, llamados 
por una lei de Part. jente menuda,, que desempeñaban los oficios 
de curtidor, sastre, zapatero, carpintero, estaban inhabilitados para 
ejercer cargos municipales hasta la cédula de 18 de marzo de 
1783 de Carlos III, como tampoco los judíos, moros y morkcos, 
y aun después de aquella lei quedaron i^capaces para ciertos 
altos destinos o empleos superiores, como condecorarse. con algii^. 
oa orden militar, según la Eeal Orden de 4 de setiembre de' 
1803 (1); Y 8. ^ la esdusion de los colonos de la mayor parte de 
loa empleos. 

«Los americanos, dice Lastarria, estaban rigoroeamente esclui*; 
dos de todo^ cargo público, a no ser los consejiles, que por no 
tener honores^ renta ni atribuciones eran mirados p<»r los penin^ 
salares como gravámenes que &olo debían soportar los colonos. 
Tan ciegamente se observaba esta práctica insultante que llegaroa 
a borrarse lo8 escrúpulos que la corte podía tener para erijirla en 
principio legal, y se avanzó a discutir en pleno consejo de indiae^ 

(1) Yéime KBariche^ Biceionario ^ LejislfMion Y«rb. Nob3^sa. 
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si bien quedó indecisa, la* cuestión de sí se eftcluiría de derecho a 
los americanos de los empleos públicos, declarándolos incapaces 
de desempeñar oficios honrosos en las colonias. La historia praeba 
ademas con millares de hechos que la España fué siempre conse- 
cuente a este propósito: de ciento sesenta vireyes que hubo en 
América, solo cuatro se enumeran que no fueron españoles, y 
entre mas de seis cientos presidentes y capitanes jenerales, solo 
«e contaban catorce en la misma escepcion» (1). 

No es estraño, pues, que en la revolución de la independencia 
fuesen los empleados públicos los mas fieles secuaces de la mo- 
narquía y no perdonasen, según decia don José Miguel Infante, 
sacrificios ni crueldades para sofocar el primer grito de libertad 
santa tanto en su oríjen como durante la guerra (2). Así el pri- 
mer derecho individual consignado en la Declaración de los dere- 
chos del pueblo chileno en 1810 fué la igualdad eñ la admisión 
de los drapleos sin mas requisito que cumplir con los deberes de 
cindadaud. Ei art. 1. ^ de la Constitución de 23 y el 126 de la 
lei dé 28 contienen igual diisposicion. 

El presente artículo como los correlativos de las anteriores 
«oastituci^Y^a introdujeron, pues, una reforma radical en nuestro 
ftisiema político y ha contribuido en gran parte a la consolidación 
del espíritu independiente y democrático en nuestra República. 

Sin emlMirgo la admisibilidad de todos los ciudadanos a los 
empleos públicos queda reducida a mni poca cosa con el párr. 9. ^ 
art. d^ que atribuye al Presidente de ía República la facultad de 
provee? tx)do8 lo» empleos civiles y militares. Se comprende que 
el'méritoy la capacidad eo serán siempre llamados a los empleos, 
que los talentos que yacen en la oscuridad y en el aislamiento de 
las relaciones serán pospuestos á los que el parentezco, los empe- 
fioft y otras ilejítimae influencias colocan en mejor pié. Por otra 
parte aquella atribución centralisadora produce el efecto inevita- 
ble de monopolizar los cargos públicos en beneficio esclnsivo dé 
los habitantes de la capital, dando lugar a que las provincias sos» 
tengan, con cierto color de verdad, que con la revolución de la in- 
dependencia no han hecho mas que cambiar de amos. Es induda- 
ble que si aflojara un tanto nuestro sistema de centralización, si 

(1) Influencia eocial del coloniaje. 
1(2) Valdiviano Federal. 



— 62 — 

se ampliara las facultades de las autoridades locales, al menos 
para la provisión de los destinos también locales, aquellas esta- 
rían en mejor proporción para conocer j elejir, para el desempe- 
ño de los destinos públicos, a los talentos y capacidades de todo 
j enero, que el poder central mas sabio y bien organizado. 
Igualdad en la repartición de los impuestos y demás cargas publi¿tL9* 

¿Cuál es el fundamento del principio de la igualdad en la re- 
partición de las contribuciones? ¿Se observa ésta en los impuestos 
existentes? Hé ahí las cuestiones que me propongo desarrollar. 

£s un principio fundamental en la economía social que todo 
ájente que contribuye a la formación de la riqueza debe participar 
de ella, o lo que es lo mismo, todo ájente que concurre a la pro- 
ducción de las rentas debe tomar parte en su distribución (1). Asi 
en un fundo raiz, el propietario del suelo, el locatario cultivador^ 
y el trabajador o el peón se dividen proporcionalmente los pro- 
ductos: el primero tiene el producto neto, y el segundo la renta 
territorial, o el escódente de los gastos de producción, y el teroe<> 
ro obtiene el salario de su trabajo. Lo mismo sucede en cualquie- 
ra otra industria. 

Ahora bien, en el caso anteriormente propi^esto, por ejemplo, 
\iai un cuarto vproductor, cuya influencia aunque mediata, Qad^a ; 
de ser eficaz e indispensable parí^ la producción. £s indudaUe ; 
que los tres ajentes enumerado^ no: podrian oUener sB,|Mu:te 
completa en la distribución de la renta, si no hubiera un «ppder < 
que mantuviese el orden. y la seguridad individual, . que, abries|5í y 
arreglase los caminos por donde son conducidos los frutos y trai-. 
dos Io& instrumentos de labranza, que {aclUtase el xambio dojesos 
frutos por ua medio circúlai^te, que asegoirase el cumplimiento <d« 
las transacciones y contratas, que mantuviese la inviolabilidad d^ 
la propiedad y garantiese los efectos de au trasnaósion voliinti^ria ; 
o necesaria.^ Ese cuarto .^aje^te de la producción e%íú.po^ si^jáif^, . 

el gobierno, ..: . . . I . ", , " i , ,•.:»' 

..Siendo, pues,, el JEstado uno de los ajentes. de Ja riqueza- ©íléio- 
nal, es consiguiente que, según, el principio arriba sentado, dehe 
también participar de su distribucjon. Tales el oríjen, la razón 
económica de las contribuciones fiscales, que no impuestos* «I^ 
contribución, dice Rogron, difiere del impuesto en qíie aquella 

i 

(1) Laferriére, Droit pu'í)lic et administra tif, 1854. ' 
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«upone el conseutimiento del que paga: los pueblos libres dan suíi 
contribuciones; los pueblos esclavos pagan impuestos». 

Siendo que las contribuciones son la parte que corresponde al 
gobierno en la distribución de 1» riqueza de la nación, se deduce 
naturalmente que todos los que producen, to<lo8 los que tienen, 
todos los que necesitan dé la protección del Estado deben contri- 
buir, como asimismo que el que mas posee y el que produce mas 
debe contribuir en mayor cantidad, porque necesitan también 
mas de la protección y la acción de aquel ájente» De aquí el prin- 
cipio de la igualdad proporcional en el reparto de las contribu- 
ciones. £s también la única igualdad posible, la única lejítima. 

Manifestados los fundamentos de la garantía constitucional, pa- 
samos a examinar cómo ha sido consultada la igualdad en la 
práctica, si existe o no la proporcionalidad en los impuestos 
eif-istentes, que son los de Aduana, de especies estancadas, de 
diezmos, catastro, alcabalas de ventas e imposiciones, patentes de 
casas de comercio, papel sellado, correos y derechos de peaje. 

Rigorosamente hablando, ninguna de esas contribuciones satis- 
face plenamente la proporcionalidad que exije la disposición 
constitucional. La contribución de Aduanas consiste en los dere- 
chos que se impone a los productos estranjeros que se importa 
en el pais y a la esportacion de los productos nacientes. Este 
impuesto afectando el consumo, no puede ser igual, porque no 
siempre consume mas el que mas tiene, pues que la necesidad na 
es siempre la norma del consumo, sobre todo tratándose de los 
artículos de primera necesidad. Sin embargo, la tarifa de los dere- 
chos puede hacer desaparecer un tanto esa desigualdad^ eximien* 
do o rebajando los derechos a la importaeioB de las materias &ñ 
primera necesidad y gravando los de lujo, como lo hace nuestra 
actud Ordenanza de Aduanas. 

La contribución de especies estancadas, que es mas bien el mo- 
nopolio de Is venta de los tabacos y de los naipes en favor del 
Estado, tiene los inconvenientes de las contribuciones indirectas 
que antes hemos apuntado. Este impuesto se ha hecho odios# 
roas bien como monopolio que como contribución, a tal punto 
que desde los primeros años de la independencia los gobiernos 
sucesivos han pensado en su abolición. En el primer carácter es 
odioso por cuanto ataca el principio de libertad industrial procla^ 
mado por nuestra Constitución; pero, bajo el segundo aspecto, está 
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apoyado de un lado en las necesidades del erario y del otro en la 
equidad, porque el tabaco no es un producto de primera necesi- 
dad y los naipes son un instrumento de juego desmoralizador. 

El impuesto del diezmo, tan gravoso al pequeño propietario en 
8U forma primitiva, fué convertido por la lei de 16 de octubre de 
1853 (1) en un impuesto transitorio de repartición, cuya soma 
fija y total es la cantidad de 526,813 ps. 2 cts. que habia corres- 
pondido por diezmó al año de 52, y grava los predios rústicos a 
proporción de su renta o canon calculado. Pero para sus efectos 
permanentes y cuando se levante la carta catastral parcelaria de 
la República, aquella lei adopta por base de la contribución el 
valor de los terrenos mismos. 

La contribución del catastro, creada por lei do 18 de octubre 
do 1831 y reformada por leyes posteriores, grava con un derecho 
de 8 por ciento la renta anual de los fundos rústicos (Lei de 23 
de octubre de 834) (2). Como se vé, esta contribución, como la 
transitoria anterior, se alejan un tanto de la base de los haberes 
que adopta la Constitución, bien que son entre los demás impues- 
tos los que mas se acercan a aquella base. La establecida perma- 
nentemente se adapta en un todo al precepto constitucional. 

El impuesto de alcabala consiste en un derecho de 4 por ciento 

sobre la venta de los ñmdos rústicos y urbanos, de 3 por ciento, 

en la dé los sitios eriales, el 2 por ciento, en las minas y buqüéé, 

y'e*I 5 por ciento en las imposiciones a censo. Esta contnbucion, 

á*mas dé gravar transacciones en ^ue tío hai aumento de valores 

f embarazar la movilización de los bienes raices, tiene el defecto de 
*'■■••' . ' 

ser grandemente desigual porque afecta principalnáente los fundos 

pequeños, qué son los que inas circulan y exime las manos muer- - 
tas qué no cambian dé propiedad. No obstante, los impuestos áh 
mutación, dice un autor notable, sobre los capitales camoiados 
en^'é^persoñas o- trasinitidbs dé una jéiiQfacion a dtra son el pre- 
tttio de la protección social Sue há concurrido a la formación,' a la 
circulación del capital y que garantiza su fránsmision; fes en el 
inomepto en qué el capital aparece y se manifiesta por una trans- 
formación territorial, cuando se hace la imposicionsóbre eí capí- 
tal, en provecho de la sociedad que protejo el capital [$), . ' *' 

,. (1). Bol. tom. 1. ? , páj. 325, edición de Valparaíso. 
(2) Bol. tom. 2, páj. ISO. id. id,, páj. 326 id. ' 
(8)" Laferrüre. Droit pubíic «t administratif! 
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La contribución de papel sellado es un impuesto de cuotidad> 
^ue grava el papel usado en los documentos de comercio, en los 
negocios litijiosos, en los despachos de empleos y en otras tran- 
sacciones de fe pública. La lei vijente de juHo 16 de 182 Y (1) 
tiene el inconveniente de no guardar una exacta proporcionalidad 
«:>n los haberes. £1 litigante, no declarado pobre, paga kt misma 
contribución, teniendo mil pesos o menos de renta que el que tic'^* 
ne millones; al paso que las informaciones d^ declaratoria de po- 
breza se prestan a mil abusos. El testador que dispone de cien 
pesos paga el mismo derecho que el mínonario. Lo mismo dire- 
mos de los poderes especiales y generales, de los rejisti^s para los 
puertos de América etc» 

Por último, las contóbuciones de coíreo y de peaje que n<o son 
muchas veces sino la indemnización de ios gasto« que ocasiot^ &l 
Estado la facilidad de las comunicaciones, la a^ertum y consér^- 
vacion de los caminos, la construocioa de puentes, etc, no* des* 
cansan tampoco en una base exací» de proporcionalidad A lo* ha^ 
beres, porque es imposible adaptar los derechos al monto do las 
fortunas. 

Sin embargo de las observaciones espuestas, la igualdad en el 
repartimiento existe aproximativamente en la major parte de 
las contribuciones enumeradas. Estando aun tan atrasada entre 
nosotros la ciencia de la estadística, es difícil averigíiar el monto 
de los capitales, aun inmuebles. Respecto a los valores moviliar 
ríos, siendo imposible las mas veces indagar su existencia, las na- 
ciones mas avanzadas en su sistema rentístico han tenido que 
recurrir a los medios indirectos, a los impuestos de mutación y a 
las presunciones demostrativas del valor de las ¿drtunas, para 
;gravar el capital donde se le halla, aun cuando haya de infnnjir- 
se un tanto el principio de la igualdad p]x>porcionaL Si hubiera 
un medio seguro de averiguar el capital de cada individuo, no 
debería existir mas que un solo impuesto jeneral y directo sobre la 
base de la proporcionalidad; pero en la imposibilidad de obtener 
aquel resultado, la multiplicación de las contríbuciones y aún sú 
desigualdad relativa es a veces fatal y necesaria. 

La igualdad de la repartición en las demás cargas públicas, que 
garantiza también este artículo no ha sido todavía reglamentada 

(1) Bol. tom. 1. ® , páj. 46, edición de Valparaisa- , 

COMENTARIOS. 5 
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por una lei especial, relativamente a la conscripción del ejército» 
de linea y de la Guardia Nacional. Mientras tanto, la fuerza del 
ejército se compone de hombres destinados por la autoridad 
competente y de recluta de jente voluntaria (art, 1.®, tít. 5.®^ 
Ord. militar). La actual organización de la Guardia Nacional está 
bien lejos de adaptarse a la base de igualdad. Todo el peso de la 
carga recae sobre cierta clase y es en e&tremo desigual en la otra* 
Por punto jeneral, los que ocupan cierto rango social y llegan a 
cierta edad de madurez e»tán exentos de ella. En cuanto a las 
demás cargas concejiles^ como los empleos de Subdelegados e 
Inspectores^ Jurados, etc. (1)^ no recsien sino sobre los individuos 
que tienen las calidades que se requieren para ser ciudadanos con 
derecho de sufrajio (art. 12, tít» K®, L. del R. Int.); lo que im- 
porta una infracción de la presente garantía que se asegura a 
todos los habitantes de la Eepública. Según elkt, deberían estar 
Bujetos a aquellas cargas tanto los ciudadanos activos como los 
ciudadanos pasivos y los estranjeros residentes^ 

LIBERTAD DE PERMANECER, ETC. 

El art. 10 de la Constitución de 28 aseguraba a todo hombre, 
como derechos imprescriptibles e inviolables, la libertad, la segu- 
ridad, la propiedad, el derecho de petición, y la facultad de pu- 
blicar sus opiniones. Pero entre los derechos asegurados por el 
presente artículo no se halla incluido el de la libertad, o el uso de 
todos los derechos. El párrafo que examinamos nos asegura única- 
mente la libertad individual, o según la espresion de Mr. Dupin, 
la libertad del cuerpo: preciosa garantía, es verdad, que no sabe- 
mos apreciar sino cuando está suspendida en los estados de sitio, 
como no apreciamos la salud sino cuando estamos enfermos. 

El derecho de libertad individual, que es otro de los triunfos 
obtenidos en nuestra gran Revolución sobre el sistema inquisitorial 
del coloniaje es actualmente absoluta desde la abolición de los 
pasaportes. Esceptúase solamente el caso de arraigo judicial, que 
conceden las leyes comunes al demandante o demandado, cuya 
fuga se teme, y que se alza rindiendo fianza o constituyendo pro- 
curador que lo represente. Tal es el sentido de las palabras, «salva 
el perjuicio de tercero». 

(1) Leí sobre abusos en la libertad de impronta de 46. 
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INVIOLABILIDAD DE LA PROPIEDAD. 

La garantía contenida en este articulo sobre la inviolabilidad 
ée la propiedad es una de las condiciones fundamentales de toda 
sociedad civil y no ha hecbo ninguna innovación «n las disposi- 
ciones de la antigua lejislacion espafiola. Siempre fué un principio 
de derecbo común que la propiedad es sagrada, cualesquiera qué 
por otra parte fueran los gravámenes y las injustas gabelas que pe* 
saban sobre ellav 

Su inclusión entre las garantías de derecbo público tiene mas 
bien su importancia relativamente a las propiedades de las comu^ 
nidadeS) que el articulo contrapone a las de los particulares. 

Con esa especificación se ba querido impedir la confiscación de 
las propiedades eclesiásticas o pertenecientes a relijiosos qu^ 
desde el siglo XVI ban sido víctimas de la reacción contra las 
riquezas y el fausto de las órdenes relijiosas. La Inglaterra, U 
Francia, la Alemania, la España, el Piamonte y algunas de las 
Bepáblicas americanas sucesivamente ban adoptado la misma 
medida en diversas épocas, sea como una venganxa, sea como una 
cólera, bien como un recurso a los apuros del erario nacional 
exbausto, bien como una medida económica para volver a la cir- 
culación y aumentar la riqueza nacional con los inmensos bienes 
acumulados en sus manos* 

En Chile la reacción contra las propiedades dé los regulares se 
hizo sentir también. Por decreto de 6 de setiembre de 1824 (Bbl. 
tom. 1. ® , foj. 238) se reglamentó dichas órdenes y se dispuso que 
todo convento menor que de prelado a lego tuviere menos de ocho 
individuos profesos debia cerrarse, que en ningún pueblo de la 
Eepública podía haber dos conventos de la misma órden^ que pa^ 
ra que los regulares se entregasen esclusivamente a su ministerio, 
el Grobierno Ips exoneraba de la administración de sus bienes y 
•que éste tomaba posesión de todos olios y suministraría una pen- 
sión a cada regular. En consecuencia fueron confiscados los bienes 
de los convente» cerrados, y los subsistentes fueron privados de la 
administración de sus bienes, quedando solo en posesión de los 
vasos sagrados, alhajas, paramentos y demás útiles adyacentes al 
culto. 

Este decreto fué derogado posteriormente por la leí de 14 de 
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setiembre de 1830, (1) en que se mandó devolver a los regulares 
las temporalidades qne aun no hablan sido enajenadas, obligando- 
se a indemnizarles del resto cuando cesaren los apuros del erario 
y 86 hubiera cubierto la deuda interior y esterior. £1 fisco quedó 
eOQsiguientemente exento de pagar ninguna renta, capital ni 
censo a los conventos^ j de dar congrua a los secularizados. Las 
t6mpo1*alidades fueron sujetas al pago de las contribuciones na* 
cionales, y se impuso a cada convento la obligación de sostener 
una escuela gratuita de primeras letras. 

Estos antecedentes nos manifiestan el sentido y la ostensión de 
la presente garantía. Por ella, pues, no sola se reconoce la invio- 
labilidad de la propiedad de cada ciudadano, como lo hacia sim- 
plemente la Constitución de 28, sino también consagra la de la» 
corporaciones y de las comunidades relijiosas. Las temporalidades 
de los conventos no pueden ser ya confiscadas. 

Li^ única eseepcion legal al principio de la inviolabilidad de la 
propiedad que consigna este articulo es la utilidad del Estado, 
calificada por una lei. Es indudable el derecho que tiene la na^ 
cion, eomo suprema dueña del territorio, de poner las condicio- 
nes y ]iH>difieaciones que quiera al derecho que ella misma ha 
establecido, porque la utilidad de todos debe sobreponerse a la 
individual, principio fundamental del pacto social. La caHfícaeion 
de esa utilidad, que puede ser verdaderamente nacional o mera^ 
mente municipal, debe ser objeto de una lei y queda al arbitrio 
del Congreso como representante de la nación. 

«El derecho de exijir el sacrificio de una propiedad que la lei re- 
conoce al Estado, dice Rogros, no es una esoepcioa al principio 
de la inviolabilidad de la propiedad; porque en el caso del interés 
público que reclama el sacrificio, o mas bien, la venta de la cosa, 
cada miembro del Cuerpo social es considerado como tácitamente 
empeñado a hacer posible, por el sacrificio personal de lo que le 
pertenece, lo que es necesario o útil a todos.... La indemnización 
previa es la eoBsefeocucía del principio de la igualad en la repar- 
tición de los impuestos y cargos; es evidente que esa igualdaé se 
destruida si uno solo o algunos pudieran ser sottetidos a hacer 
sacrificioig a que no contribuyeran los demás ciudadanos» (2). 

(1) Bol. tom. 2, páj. 52, edición de Valparaieo. 

(2) Code,Politique, eto. 
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£1 derecho de presentar peticiones a, las autoridades constituid 
^as es una derivación del principio de la soberanía nacional j de 
la forma democirática de nuestro gobierno. En efecto, siendo los 
funcionarios simples mandatarios o encalados de la Nación, y 
liabiéndose establecido en beneficio y por k utilidad de los ciu- 
dadanos, cada ciudadano asumiendo en «i una parte de la sobera- 
nía, 7 debiendo ser protejido por las autoridades creadas para su 
propio bien, debe gozar necesariamente del derecho de advertir 
sus necesidades a los que ^eben satisfacérselas y de hacerles re- 
clamos por motivos de interés jencral* 

LIBERTAD DE IMPRENTA, 

La lei que ha reglamentado los abusos en la libertad de impren- 
ta es la de 16 de setiembre de 1846 (Bol. tom. 4.**, páj. 486). 

Según esta lei, los abusos pueden consistir: 1,^, en la provoca- 
ción a la rebelión o sedición, a la desobediencia de las leyes o au- 
toridades constituidas, o al trastorno del orden público: 2.®, en la 
provocación a cometer cualquiera otra acción calificada de delito 
|)or las leyes; 3.®, en la apolojia de esos actos o la incitación de 
odios entre las diversas clases del Estado: 4.®, en ultrajar o poner 
en ridiculo la relijiondel Estado, o atacar sus dogmas: 6.®, en 
todo ultraje hecho a la moral y a las buenas costumbres; y 6.®, 
en las injurias calificadas por la lei. Todos estos abusos son casti- 
gados, según su gravedad, con ks penas de destierro, presidio, 
prisión y multa por un tiempo y una cantidad, cuyo máiximum y 
mínimum son determinados por la inisma lei. La injuria es penada 
aun cuando se pruebe la verdad del hecho en que eonsi^tev a no 
ser que se tratare de la imputación hocha a un funcionario pübli- 
eo de haber cometido un crimen en el desempeño de sus funcione^. 

H^ un funcionario público a quien corresponde hacer la acu- 
sación de los impresos, que es el Fiscal de la Oórte de Apeflacio- 
nes, donde lo hubiere, y en donde no el ájente fiscal, y en defecto 
de este el procurador de ciudad. Las injurias contra particulares, 
o que no se refieran al desempeño de las funcioneí( dé .un emplea- 
do público, solo son acusadas por la parte. 
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LOS abusos de imprenta son calificados por un Tribunal com- 
puesto del Juez de 1.* instancia en negocios de mayor cuantía y 
de jurados. Estos últimos son nombrados anualmente en número 
de cuarenta por el cuerpo municipal el 1.® de diciembre de cada 
año y deben tener las calidades de ciudadanía activa y de residir 
en el territorio de la Municipalidad. El cargo es irrenunciable: 
solo la mitad del número de jurados puede ser reelecto. 

La acusación se tramita por escrito ante el Juez de derecho. 
Cuatro jurados, sorteados por éste a presencia del acusador e im- 
presor que publicó el impreso, juramentados en forma y unidos 
al Jaez, declaran previamente si ha o no lugar a formación de 
causa. Pronunciada la afirmativa, la circulación del impreso es 
prohibida y se procede a la prisión del autor o editor responsa- 
ble. Tin nuevo juri compuesto de siete jurados, sorteados por las 
partes, y presididos por el Juez de derecho quien los juramenta, 
pronuncian su veredicto, después de haber oido la relación del 
Escribano de fó, los alegatos de las partes y un breve resumen 
hecho por el Juez de la acusación y la defensa; declarando, o que 
el articulo no es culpable, o que lo es por infracción de tal artícu- 
lo de la lei de imprenta, y en consecuencia el juez le aplica la pena 
correspondiente. Este fallo es inapelable y no admite otro recur- 
so que el de nulidad para ante el tribunal de apelación en las 
causas criminales, por falta de citación de las partes o por haber 
fallado sin el número suficiente de jueces, o por manifiesta y evi- 
dente injusticia. Declarada la nulidad, conoce de la causa un nue- 
vo jurado en la misma forma que el primero. 

Toda persona que quiera establecer una imprenta debe, bajo la 
multa de doscientos pesos, avisarlo previamente al Gobernador 
departamental, o autoridad gubernativa, espresando el punto en 
que va a situarse. Si no tuviere bienes propios, debe rendir una 
fianza de abono a satisfacción del Rejidor decano de la Municipa- 
lidad por la cantidad de 500 pesos. Todo impresor que quiera 
publicar diarios u otros periódicos, debe rendir y tener vijente, 
mientras duren estas publicaciones, una fianza a satisfacción de 
aquel funcionario, por una cantidad igual a la mayor multa pe- 
cuniaria que la lei señala a los abusos de imprenta, es decir, mil 
pesos. 

Es respoiisable de todo impreso el dueño de la imprenta de su 
orijen, quien solo puede exonerarse de esta responsabilidad ma- 
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uifestando la firma del autor, siempre que pueda ser babid^sa 
persona. 

¿Cuál es el fundamento de la libertad de imprenta? ¿En qué 
consiste ese derecho? Cuál es su historia en nuestra lejislacion 
constitucional? Son* los puntos que nos proponemos dilucidar. 

El pensamiento es libre. El inmenso campo do Dios, de la na- 
turaleza y del hombre le ha sido entregado por patrimonio. En 
la estension de ese horizonte sus alas se despliegan sin una remo- 
ja: la creación y su Autor son su vasto nido. Y Dios !« ha dado 
«sa libertad como una condición de su desarrollo, de su vida per- 
sonal y de su perfección indefinida. Sin ella el hombre se confun- 
diría entre los seres cu3ra lei es la fatalidad. Sin ella, «1 alma, 
«ujeta a una evolución necesaria en la elaboración de la idea, 
tirrastrada por móviles fatales, no seria moral. El hombre no ten- 
dría ni la conciencia ni la responsabilidad de sus actos. El hombre 
no seria hombre. La libertad dePpensamiento es, pues, un dere- 
cho natural, una condición de la personalidad humana. 

Si el pensamiento es libre, lo es también la palabra, que es su 
encarnación. El pensamiento y la palabra son indivisibles : hai 
entre ellos una relación tan necesaria como entre el cuei^o y la 
imájen, la luz y la reflexión. 

Si la palabra es libre, debe serlo también la imprenta que no 
es mas que la palabra escrita, la palabra reducida a caracteres 
estables. 

«La facultad de pensar, dice M. Raynonard, es el mas noble 
atributo de que haya sido dotado el hombre por el Creador; pero 
esta preciosa facultad quedaría imperfecta si el hombre no tuviera 
el poder y el derecho de enunciar su pensamiento, engrandecerlo 
y perfeccionarlo, comunicándolo. Lo comunica o por los sonidos 
fujitivos que constituyen la palabra, o por los signos permanentes 
que constituyen la escritura; asi hablar y escribir no son mas que 
el ejercicio y el desarrollo de una misma facultad, el uso de un 
don natural. Una Carta puede recmiocer y respetar el derecl;io que 
tienen todos los ciudadanos a comunicar por la escritura sus opi- 
niones y sus sentimientos, como los comunican por la palabra; 
pero una Carta no confiere ese derecho: viene de mas arriba y de 
mas lejos, como el derecho de pensar, de hablar y de obrar»^ 

La imprenta, pues, debe ser libre. Ella es el mas sólido baluarte 
de las libertades republicanas: es ella la que ilustra a los ciudada- 
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nos en aus derechos y sus deberes; la que lleva la luz de la 
intelijencía a la gran masa: ella es la que funda la libertad sobro 
bases sólidas dando un eco a sus defensores y fulminando a sus 
tiranos: ell{| es la condición indispensable de la igualdad, porque 
con ella la ciencia, la civilización, todo lo que eleva al hombre es 
puesto en manos de todos indistintamente,, porque ella no i»econo- 
ee privilejios ni aristocracias* Gutemberg es el fundador de la 
Bepública democrática. 

Pero |en qué consiste esa libertad? Cuál es su esfera de desarro- 
llo? — La libertad de la prensa es la libre emisión del pensamiento, 
de las opiniones sobre toda materia. Tiene por limitación, como 
todo derecho, la inviolabilidad del derecho ajeno. Cada hombre 
tiene derecho a ser respetado en su reputación, en su vida priva- 
da, en sus bienes; como también toda sociedad organizada tiene 
derecho a su conservación y a su tranquilidad. La imprenta no 
puede convertirse en un lodazal de todos los crímenes y de todos 
los odios ni en el ariete contra todo orden y toda institución. La 
libertad de la imprenta tiene, pues, restricciones: en las relacio- 
nes de hombre ^ hombre como en las relaciones del hombre con 
la sociedad, la inviolabilidad del derecho ajeno, 

«Sostener que la libertad de imprenta garantiza a todo ciuda- 
dano, dice Story, el derecho absoluto de decir, de escribir o im^ 
primir lo que le agrada, sin ninguna responsabilidad pública o 
privada, es una pretensión tan estraña, que no puede discutirse 
seriamente. Tanto valdria decir que cada ciudadano tiene el de-» 
recho de difamar el Congreso, y comprometer la reputación, la 
tranquilidad y la seguridad de los ciudadanos. Un hombre podría 
así, por malicia o por venganza, acusar a otro hombre de los cri-* 
menes mas odiosos; sublevar la indignación de todos los ciudada-* 
nos derramando las mas viles calumnias; turbar y destruir la paz 
de las familias; escitar las rebeliones, los disturbios y las traiciones 
contra el gobierno. Con semejante eetado de cosas, una sociedad 
civil no podría existir largo tiempo. Pronto se vería a los hombres 
obligados a recurrir a las venganzas personales, para obtener las 
reparaciones que no hallarían en la léi» (1). 

Por otra parte es una condición indispensable de )a libertad 
de imprenta el que los abusos solo sean castigados después de la 

(1) Gommfintíiríes on tbe Constltution of the United State^. 
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publicación. La censura previa establecida en algunos paises para 
impedir esos abusos mata en su fuente aquel derecho, sujetando 
al juicio caprichoso o falible de un individuo o de una junta la 
calificación de todas las manifestaciones del pensamiento huma- 
do. Esos medios inquisitoriales están por fortuna desterrados de 
)a mayor parte de los paises rejidos por el sistema representativo. 

Otra condición de aquel derecho es la libre circulación de los 
libros e impresos de todo j enero. Por nuestra lejislacion de Indias 
no podian introducirse a América sino las obras aprobadas por el 
Consejo de Indias. £n el día ose mismo sistema, si bien un tanto 
moderado, creó la Junta revisora de libros, que tiene por objeto 
calificar las obras cuya internación no conviene al pais, lo que 
importa una verdadera censura y una infracción del principio 
constitucional. 

Habiendo visto lo que es la libertad de imprenta y los límites 
en que debe contenerse, pasamos a examinar su jeneracion en 
nuestra historia política. 

La imprenta no nos fué conocida en el coloniaje: su introduc- 
ción en Chile inauguró, como su descubrimiento en Europa, el 
principio de la época moderna y la cesación de la edad media. 
Nada se sabia por consiguiente sobre el derecho a la libertad de 
un arte desconocido. Ademas estaba prohibido bajo severas pe? 
ñas imprimir cualquiera clase de libros. Este sistema, como he- 
mos dicho, varió con la Independencia. Asi hallamos en la Con- 
vención celebrada el 12 de Enero de 1812 entre los Delegados 
de la Juntar de Gobierno de Santiago y la de Concepción reco^ 
nocido el principio de la libertad de Imprenta, «bajo las reglas y 
principios que han adoptado las naciones libres y cultas, donde 
lío reina el azote del despotismo, del misterio y de la tirania^f 
(art. 18.) 

El proyecto de Constitución del afío 11 confesó iguahnente el 
derecho de todo hombre para examinar todos los objetos que es* 
tan a su alcance, esoepto para controvertir los misterios y la mo-» 
ral aprobada por la Iglesia Católica, (art. 26) Las Constituciones 
del afio 18, 22 y 23 reconocen los mismos principios; pero es de 
notar que en esta liltima se establecía una especie de censura 
previa en sus arts. 266 y 266. Todo escrito, antes de imprimirse, 
debia sujetarse a un Consejo de hombres buenos, para que advir- 
tieran a su autor las proposiciones censurables: hecha la adver 
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tencia, el autor podía vindicarlas en el tribunal de libertad de 
Imprenta o correjirlás. No queriendo uno u otro, solo se pernxitia 
la impresión, si el autor era persona de abono o afianzaba lajres- 
ponsabilidad civil. Por el proyecto de Constitución del año 26, se 
prohibía, como en la Constitución norte-americana, al Congreso, 
Asambleas y demás autoridades coartar, en ningún caso ni por 
pretesto alguno, la libertad del pensamiento y de la Imprenta. La 
Constitución de 28, como la vijente, garantizó la libertad de Im- 
prenta, dejando la calificación de sus abusos a un Tríbunal de 
Jurados, con la diferencia de que al parecer quedaba a la juris^ 
dicción de éstos el pronunciamiento de la sentencia. Por lo de- 
mas la creación de un Tribunal lego para condenar los abusos de 
Imprenta había sido dispuesto por algunas constituciones ante- 
riores como las de 22 y 23, aunque la organización que le daban 
éstas 8>e alejaba bastante de la institución democrática del Jurado. 

No pasaremos adelante sin hacer notar un vicio capital de 
nuestra actual leí de imprenta. Si bien guarda consonancia con un 
principio constitucional, hace en cierto modo y hasta cierto punto 
ilusoria la libertad de la prensa. Nos referimos a la prohibición 
de tocar las cuestiones relíjiosas y de atacar la relíjíon del Estado. 

Si el pensamiento es libre, si la libertad en su emisión por la 
palabra o por la imprenta, en cuanto se respete la libertad de los 
otros, es un derecho de todo hombre, si esa libertad es una con- 
dición de la existencia y del desarrollo del ser moral, como lo es 
el aire para el ser físico, es claro que no se puede poner ninguna 
restricción a su ejercicio en el campo de las ciencias, sobre todo, la 
ciencia que mas de cerca nos interesa. La relíjíon es, sin duda, 
una ciencia, y la primera de todas: ella es vasta, ella es inmeuisa, 
ella es infinita como su Autor. Como Él, ella es el centro y la 
circunferencia juntamente de todas las ciencias. La primera pa- 
labra del saber humano, como la ultima, es Dios. 

Y bien, nuestra leí de imprenta, y la Constitución en que se 
apoya, oponen una valla relijiosa al pensamiento humano, y. le 
dicen: «De aquí no pasarás». Le permiten examinar por fuera el 
templo de la ciencia, pero le proWben penetrar en su interior. 
En vano quiere sacudir el polvo de sus alas y remontarse a las 
alturas; hai allí una atmósfera de fuego que las quema, hai una 
mano de fierro que las aprieta y las reduce a polvo. Esa mano es 
la del Estado, según nuestra lejislacion constitucional. 
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£1 Estado ha elejido tal credo relijíoso, tales dogmas, y le inti- 
ma a todo espirita indagador, independiente, que no les examine 
ni los critique. El Estado, como la Inquisición española, dice al 
libre pensador: cree o vas a la cárcel o al destierro Y si mi dé- 
bil pensamiento humano duda o deja de creer en esos dogmas que 
me impones, si en medio de sus vagas elucubraciones, si en los 
tormentos de mi espíritu que lucha, si en una noche de vijilia, un 
pliegue del eterno velo se descorre para mí, y los misterios que 
descubro, no son, [oh Estado! tus misterios, si siento en mí una 
voz que me incita, si una fuerza interna que no puedo dominar, 
me impele a comunicar a mis hermanos esos misterios que no son 
los tuyos y otras verdades que tú no reconoces, ¿castigarás mi po- 
bre pensamiento y arrojarás a la hoguera las hojas en que ese 
pensamiento está estampado? 

A fines del siglo XV, un sabio, un célebre lengüista, el español 
Antonio de Lebrija, que contribuyó tanto al renacimiento de las 
letras en su pais en aquella época, y cuyos esfuerzos por difundir 
el cultivo del saber bíblico solo pararon en el embargo de sus 
papeles y la sentencia de herejía que fulminó contra él el inquisi- 
dor jeneral Deza, sucesor del célebre Torquemada, por las correc- 
ciones que aquel sabio habia hecho al testo de la Vulgata, decía 
estas notables palabras: «Qué tiranía! Impedir a un hombre, bajo 
las mas crueles penas, decir lo que piensa, aunque se esprese con 
el mayor respeto por la relijion, prohibirle escribir en su gabine- 
te o en la soledad de una prisión, hablarse a sí mismo o aun pen- 
sar! ¿En qué asunto emplearemos nuestros pensamientos, si se nos 
prohibe dirij irlos a esos sagrados oráculos que han sido el deleite 
de los hombres piadosos en todos los siglos, y sobre los cuales han 
meditado de día y de noche?» (1) Esas palabras, que permanecerán 
siempre como una protesta viviente contra los horrores de aquel 
bárbaro tribunal, bastan también para reivindicar la libertad en la 
emisión del pensamiento sobre las cuestiones relijiosas. Ai! ¡Cuán- 
tos podrian decir, como Lebrija: En qué emplearemos mejor 
nuestros pensamientos que en esos eternos misterios de Dios y 
del hombre que nos preocupan de la cuna hasta al sepulcro! 
¡Cuántos juzgan, como Lebrija, que es cruel y tirano impedirles 
decir lo que piensan sobre esas graves cuestiones, sobre los varios 

(1) Citado por Mac-Crie, JSistory of Reformation in Spain. 
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ramos de esa ciencia que ¿a sido el deltite de los hombres pensa- 
dores en todos tiempos, y qne se llama Belijioa! 

La libertad en la emisión de las opiniones relijiosas está en 
práctica en todos los paises civilizados en que está establecida la 
libertad de cultos. En la Alemania sobre todo, esa libertad ha 
echado profundas raices, y suple casi, si es dable, la libertad poli- 
tica de que esos paises se hallan privados. En la prensa, como en 
las cátedras de las universidades, que son el foco de ese espirita 
indagador é independiente, se diseca fríamente, con el escalpelo 
de la ciencia, miembro por miembro, arteiía por arteria, vena por 
vena, el cuerpo viviente del cristianismo, sin que haya hogueras 
ni cárceles para esos sepultureros de las creencias. La exéjesis 
bíblica ha ido, día a día, cercenando, ya un salmo, ya un himno, 
ya un libro, ya el edificio entero de la tradición sagrada. 

Un dia un teólogo, Strauss, anunció il mundo cristiano que el 
Cristo en que creía no era mas que un mito!.».... 

Pues hien, en ese movimiento abusivo, si se quiere, de intelijen- 
cías que piensan y que dicen lo que piensan^ cada uno elije a sa- 
bien das su creencia y cada uno profesa lo que cree. Ningún temor, 
pues, de guerras relijiosas, nada de victimas inocentes inmoladas 
a las creencias de la mayoría, nada de violencia, nada de hipo- 
crecía. La libertad está radicada en las almas y en las costumbrea 

Tocaríamos otros defectos de la leí de libertad do imprenta, 
defectos que alteran, que casi anulan la garantía que nos asegura 
el párrafo que examinamos, si ya otras plumas mas eierciti^afi np 
los hubieran hecho notar antes. 



CAPITULO VI. 

DEL CONOBESO NAOIONAU 

Art. 13. El Poder lejislativo reside en el Congreso Na- 
<?ianal compuesto de dos Cámaras, una de IHpuiadoB y otra 
áe Senadores. 

Al discutirse este artículo en la Gran Convención, elSr. Ega- 
ña hizo indicación para que se espresase que el Poder lejislativo 
residía en el Congreso Nacional, compuesta del Fresidemte de la 



— 11 — 

República^ el Senado y la Cámara de Diputados. Después de un 
largo debate, fué desechada. 

Este capitulo establece, pues, la formación y atribuciones del 
Congreso Nacional, es decir, del poder en que la nación delega 
su soberanía lejislativa, y la facultad de dictar leyes jenerales pa^ 
ra todos los asociados. Examináremos cada uno de sus artículos^ 
ya interpretando los de sentido dudoso, ya analizándolos con arre- 
glo a los principios jenerales del derecho público. 

Comenzando por este articuló, obserramos que establece la di- 
visión del Poder Lejislatiro en dos Cámaras, obrando asi de con- 
formidad con la práctica comuí) de los paises representativos y de 
la mayor parte de las Repúblicas, incluso Estados Unidos. Las ra- 
zones que justifican tal disposición, casi incontrovertibles en teo- 
ría, han recibido la sanción del tiempo, de la esperiencia y de la 
práctica de otros paises mas avanzados en civilización que nos- 
otros. 

Desde luego, es innegable que hai mas garantías de acierto y 
maduréft en la. constitución del Poder Lejidativo en dos cuerpos 
que se revisan, se limitan y zooderan uno a otro. Una corpora- 
ción, por numerosa que sea, por competentes que sean sus miem- 
bros, está espuesta al entusiasmo, a la alucinación de un partido 
y a la influencia moral de algunos de sus miembros. Puede lle- 
varse de la precipitación, del calor, y aun de las sujestiones dé 
privados intereses, y no prestar la meditación, el reposo, la con- 
tracción que han menester las gravísimas cuestiones que son ma- 
teria de una leí. Un sofisma oportuno, una sorpresa, un ai^umen- 
to capcioso hábilmente manejado puede arrastrar al asentimiento 
y la voluntad de una asamblea. 

Estas razones, bien poderosas en las corporaciones comunes, 
son todavía de tanto mas peso en un Congreso Lejislativo. La 
naturaleza y el objeta del Congreso, la gravedad de loft asuntos 
en que eonoee^^ el carácter de j^ieraüdad de sus decisiones, la 
inmensa influencia de cada uno de sus pasos hacen tanto mas te*- 
mible cualquier yerro y nunca bastante ponderada la cautela y la 
detención eonvenientes. Una decisión de un momento puede gra- 
var la universalidad de los ciudadanos con las contribuciones 
mas onerosas, con los privilejios mas inicuos, con las leyes mas 
injustas. Con una plumada se puede echar abajo las mas útiles 
instituciones y trastornar las bases mismas del edificio social* 
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Por otra parte, un Congreso es el cuerpo político por esceleti- 
cía, donde se reconcentran y se chocan todas las pasiones, todos 
los odios, todos los partidos. ¿Seria conveniente librar al azar de 
una de esas influencias el destino y efectos de una lei? Cómo con^ 
sultar mejor los fines del Poder Lejislativo que dividiendo el Con- 
greso en dos miembros, de ios «Viales el uno pese , examine de 
nuevo y revise las decisiones del otro.... En el poder judicial, o lo 
que es lo mismo, en la administración de justicia, se ha conside> 
rado una preciosa garantía de los derechos de los contendientes el 
derecho de la alzada^ la apelación a un tribunal superior, jpor 
qué, pues, no establecer el mismo sistema en la constitución del 
Toder Lejislativo? 

Ademas, todo poder político necesita un contrapeso, porque en 
todo poder hai la tendencia a la usurpación, a la invasión, a la 
concentración en si de toda la soberanía. — Llámese ese cuerpo 
asamblea, roi o presidente: sus miras son las mismas. Es, pu^ 
menester que el Poder Lejislativo, el primero de todos, tenga su 
moderación, su contrapeso y su límite en si mismo, si se quiere 
impedir que se convierta en tiránico. Los ensayos hechos en 
Francia durante sus épocas de república son una comprol>aeim 
de este aserto. — t Donde quiera que el poder central se ha cons- 
tituido asi, dice Mr. Guizot (1), se ha establecido una lucha que, 
según los tiempos, ha tenido por resultado la anulación del Poder 
ejecutivo por la asamblea lejislativa, o la de la asamblea lejislati* 
va por el Poder ejecutivo. No hai igualdad de poderes complc* 
tamente desemejantes, sea en su naturaleza, sea en sus medios de 
fuerza y de crédito. Su coexistencia es imposible.» 

La división del Poder lejislativo en dos Cámaras, como lo 
establece la Constitución, es, pues, conforme a la naturaleza del 
sistema representativo, impidiendo sea la soberanía de derecho 
que pretendiere usurpar cualquiera de los poderes, el Ejecutivo 
o el Lejislativo, sea la precipitación y los demás escollos del espí- 
ritu de cuerpo. 

Art. 14. Los Diputados y Senadores son inviolables pox 
las opiniones que manifiesten y votos que emitan en el 
desempeño de sus cargos. 

(1) Des Origines du Gouvenunent repréaentatlf. . 
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Hé aquí uno de los importantes y vitales privilegios de los 
miembros del Congreso, sin cuyo goce no podrian llenar <3umpli- 
damente los deberes de su cargo. Sin la libertad de la palabra y 
del debate serian ineficaces todos los otros, y se harian ilusorias 
todas las garantías y fueros que corresponden a un representante 
de la nación. La inviolabilidad personal es absolutamente indis- 
pensable, considerada la naturaleza del cargo, pues que sin ella 
la Nación seria defraudada de uno de sus representantes, y se 
abriiria una puerta a las mayorías para deshacerse de una minoría 
adversa; ¿pero esta inviolabilidad debe llevarse hasta el punto 
de consagrar la impunidad del que deshonra el banco que ocupa, 
insultando o denigrando a un individuo particular? Un ciudadano 
tiene tan buen derecho a ser protejido por las leyes contra la 
diétmacion como cualquier miembro del Congreso. «De otro modo, 
dice Story, el carácter de un hombre podría ser despedazado sin 
posibilidad de reparación, por la malicia, la indiscreción, o los 
presuntuosos conceptos de un miembro del Congreso», Sin em- 
bargo, es tan delicado el cargo de representante y tan sagitado su 
carácter, que no seria prudente ninguna otra limitación, por 
plausible que sea que la que impone la educación. Asi lo juzgaron 
los convencionales de Estados Unidos y tal es también la práctica 
del Parlamento ingles. 

Art. 15. Ningún Senador o Diputado, desde el dia de su 
elección, podrá ser acusado, perseguido o arrestado, salvo 
en el caso de delito infraganti, si la Cámara a que pertene- 
ce no autoriza previamente la acusación, declarando haber 
lagar a formación de causa. 

Este privilejio, que existe con algunas diferencias en la Consti- 
tución de Estados Unidos y en el Parlamento ingles, parece ab- 
solutamente indispensable para el justo ejercicio del Poder Lejis- 
lativo en toda nación que pretende poseer una libre Constitución 
de gobierno; y no puede ser renunciado sin poner en peligro las 
libertades públicas, como también la independencia privada de los 
miembros (1). No es el mismo que en la Constitución de Estados 
Unidos donde es absoluto: «Serán, dice, exentos de arresto en to- 

(1) S(ory*s, Coramentariee on the Constitutiou. 
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dos casos, escepto en los de traición, felonia y-quebrantamiento de 
la paz, dorante su asistencia a la sesión de sus Cámaras respecti- 
vas, al ir y al volver de ellas». Nuestra Constitución ha restrinjido, 
pues, el privilejio, ha creido suficientemente respetadas las garan- 
tías individuales y los derechos de los comitentes mediante una 
autorización de la respectiva Cámara. Pero por otro lado se es- 
tiende a mas, pues que mientras las Constituciones norte-ameri- 
cana e inglesa solo prívilejian del arresto, la nuestra exime de 
toda acusación y persecución. 

Comparando las dos disposiciones, se nota indudablemente tan- 
to mas liberal, clara y estensa la de nuestro código. Según éste, 
desde que un ciudadano inviste el elevado carácter de Represen- 
tante, ya es sustriúdo a las acusaciones malévolas de los enemigos 
políticos y a los vejámenes del Poder ejecutivo, hasta que sus 
compañeros, sus pares declaren si ha o no lugar a formación de 
causa: es por consiguiente una preciosa prerogativa en un cargo 
de tanta responsabilidad. Se esceptúa el caso de sorpresa infra- 
ganti delito^ porque ya cesa la presunción de inocencia, y no seria 
justo ni honroso abrigar bajo la capa del privilejio al reconocido 
criminal. Las Constituciones americana e inglesa, sancionando el 
privilejio de no arresto, que es, según ellas, un derecho común de 
habeos corpus^ no establecen en último resultado ninguna prefe- 
rencia a favor del representante. 

Art. 16. Ningún Diputado o Senador será acusado desde 
el dia de su elección, sino ante su respectiva Cámara, o an- 
te la Comisión Conservadora, si aquella estuviere en receso. 
Si se declara haber lugar a formación de causa, queda el 
acusado suspendido de sus funciones lejislativas y sujeto al 
juez competente. 

Este articulo es una derivación o un corolario esplicativo del 
anterior. En efecto, una vez que por éste se establece que no pue- 
de acusarse, sin que la Cámara autorizo la acusación, e^ consi- 
guiente que solo ella conozca, hasta que se declara la formación 
de causa. Pero como pudiera suceder que la Cámara no estuvie- 
ra reunida cuando se entablase la acusación, se comete esta 
atribución al cuerpo que subroga al Congreso en su receso, a la 
Comisión conservadora. Una vez tomada la información necesaria 
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para producir convicción si es o no culpable el acusado y que la 
Cámara ha hecho su declaración de haber lugar a formación de 
causa, con el privilejio se suspenden sus atribuciones lejislativasí 
convencido t> sospechado de delito, no es ya considerado digno de 
ocupar un asiento en el Congreso, se le entrega a la jurisdicción 
de los tribunales ordinarios y se le suspende su representación de 
la Nación, como el procesado por delito que merece pena aflicti- 
va o infamante, es suspendido de la ciudadanÍA activa. Empero^ 
ee podría preguntar: ¿si una Cámara tiene derecho para suspender 
un carácter y atribuciones que ella no ha conferido, para alejar 
de su seno, aun interinamente, un representante directo de la na- 
ción? sino se satisfaria suficientemente la vindicta pública, casti* 
^ando a un individuo, que solo carga con una presunción de de- , 
lincuente, con despojarle del privilejio? 

Art. 17. En caso de ser arrestado algún Diputado o Se- 
nador por delito infraganti^ será puesto inmediatamente a 
disposición de la Cámara respectiva o de la Comisión con- 
servadora, con la información sumaria. La Cámara, o la 
Comisión, procederá entonces conforme a lo dispuesto en 
el artículo precedente. 

En el caso de delito infraganti, el privilejio del articulo 15 se 
modifica, pero no perece/ Siempre la Cámara tiene que autorizar 
la acusación con su declaración previa; y la razón es que el reo, 
aunque convicto o presunto, es todavía miembro de ella, y por con- 
siguiente debe gozar de las inmunidades que le corresponden 
como tal: todavia no se le ha degradado, no se le considera sus- 
pendido de sus funciones lejislativas. Por eso es que se le debe po-^ 
ner a la disposición de la Cámara, con la información sumariar 
para que en vista de ella haga la declaración necesaria. 

DE LA CÁMARA DK DIPUTADOS. 

Art. 18. La Cámara de Diputados se compone de miem- 
bros clejidos por los departamentos en votación directa y 
en la forma que determinare la lei de elecciones. 

La Cámara de Diputados debe emanar directamente del pue^ 
blo y ser responsable a él; debe tener un ínteres coniun con ^u« 

COMENTABIOS. 6 
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representados y defender sus derechos, guardar sus intereses, ccf- 
rresponder a sus simpatías. £s a ella a la ^ue toca introducir el 
elemento popular en el Gobierno, dar a conocer las necesidades 
del pueblo, satisfacer sus agravios, espresar sui^ opiniones. Para 
obtener esos ñnes, es indispensable que la elección de Diputados, 
sea directa: si hai un ájente intermediario entre el pueblo y sus 
representantes, la responsabilidad y la dependencia pasarán de 
aquel al colejio electoral que los elija, pudiéndose aplicar aquí, 
como en otros casos, la máxima legal: causa próxima non remota 
spectatur (1). Si se quiere, pues, que los Diputados del pueblo re- 
presenten sus intereses y aun los de un ájente estraño, que el 
espíritu público tenga un eco lejítimo y verdadero en el Gobier- 
no nacional, que las necesidades, las opiniones, los votos de la 
nación gocen de un fiel intérprete, que les esté subordinado y les 
sea inmediatamente responsable, es menester que la elección de 
la Cámara de Diputados sea directa, como lo dispone el presente 
artículo. 

Antes de pasar adelante, llamaremos la atención sobre una mo- 
.difícacion, insignificante a primera vista, pero bastante sustancial 
en el fondo, que se introdujo en el Proyecto de la Comisión, al 
tratarse de este artículo en la Gran Convención. En aquel Proyec- 
to se espresaba que los Diputados serian elejidos por los pueblos 
en votación directa; pero a indicación del Sr. Egaña, aquella pa- 
labra fué sustituida por la de departamentos. 

Desde luego se observa, que habiendo quedado el artículo, como 
estaba orijinalmente, el Congreso habría quedado en libertad, al 
promulgar el Reglamento de Elecciones, de conciliar y consultar 
mas exactamente la voluntad popular, aceptando, por ejemplo, la 
división de distritos para la elección. Así, los abusos cometidos en 
una de las varias mesas electorales del Departamento no se harían 
trascendentales a las otras mesas, hasta el punto de inñuir decisi- 
vamente en la elección, como se ha visto frecuentemente: ha 
habido ocasión en que la mesa electoral de Renca decidió la elec- 
ción de Diputados en el Departamento de Santiago.... 

Según el actual Reglamento de elecciones, las de Diputados se 
hacen en el último domingo de marzo del año correspondiente en 
la siguiente forma. 

(1) Story. 
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El elector se presenta personalmente a entregar su sufrajio a 
la mesa receptora de la parroquia, (la cual es elejida por la Muni- 
<;ipalidad) y aquella, confrontando el boleto de calificación con el 
rejistro, deposita el voto en una caja, a presencia del que lo 
emite, y devuelve el boleto al elector, después de hacer la corres- 
pondiente anotación de haber votado en aquella elección. La Mu- 
nicipalidad verifica el escrutinio, y se estiende una acta del 
resultado de la.eleccion, de la cual se remite una copia al Presi- 
dente de la llepública, archivándose el orijinal. Observaremos 
que por decreto de febrero 13 de 1840, se resolvió que aun estando 
una provincia en estado de sitio, subsisten los procedimientos elec- 
torales determinados por las leyes; teniéndose, sin duda, presente 
que los estados de sitio dejan la libertad suficiente a los electores 
para el nombramiento de sus representantes.... 

Art. 19. Se elejirá un Diputado por cada veinte mil al- 
mas, y por una fracción que no baje de diez mil. 

La base adoptada por este articulo para el numero de habitan*- 
tes que deben nombrar un Diputado, se aleja de la prescrita por 
otras Constituciones, como la francesa y la de Estados Unidos, 
que exijen treinta mil almas. Sin embargo, consulta nuestras cir- 
cunstancias peculiares de escasa población, que adoptando aquel 
sistema, nos darían uñ número mui exiguo de miembros no corres- 
pondientes a la dignidad de tal corporación. Por la lei do octubre 
16 de 1864 se fijó el número de Diputados que debe elejir cada 
departamento de conformidad con el resultado del censo practi- 
cado en el mismo año; según ella, el número de Diputados pro- 
pietarios sube a 72 y a 52 el de los suplentes, y son: 



Provincias. 
Atacama .... 
Coquimbo . . . 



Departamentosi 



Diputados. 8aplentea 



Copiapó y Caldera. . . , , 2 

Vallenar y Freirina. 1 

Serena 1 

Elqui 1 

Ovalle 2 

lUapel 1 

Combarbalá 1 



1 
1 
1 
1 
1 
1 
1 



ProviiícUfc. 
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Departattcentos. 



Diputados. 



Aconcagua . . Petorca 1 

Ligua 1 

Andes , . 1 

San Felipe 1 

Putaendo 1 

Yalparaiso ► . Quillota. 2 

Valparaíso 3 ' 

Casa-Blanca.. * 1 

Santiago .... Santiago 6 

Victoria 2 

Melipilla 4 

Rancagua 1 

CoLCHAGüA . . Caüpolican . 3 

San Fernando 3 

Caricó 4 

Talca Lontiié 1 

Talca 3 

Maule Cauquenes y Constitución.. . 3 

Linaies 2 

Parral. . • 1 

Itata 2 

Chillan 4 

San Carlos, 1 

Concepción y Talcahuano. . . 1 

Coelemu 1 

Puchacai 1 

Rere 1 

Lautaro 1 

Laja I 

Nacimiento y Arauco 1 

Valdivia y Union 1 

psorno y Colonia. . , 1 

Ancud, Chacao, Delcahue y 

Achao I 

Castro, Chonclii y Lemui ... 1 

Calbuco, Carelmapu y Quenac I 



J^ USLG .... r f 

CONCBPCION.,, 



Arauco 

Valdivia .... 
Chiloé 



Suplentes* 

1 
1 
1 
1 
1 
I 
2 
1 

1 

1 
2 
2 
2 
1 
2 
2 
1 
1 
1 
2 
1 
1 
1 
1 
1 

1 
1 
1 
I 

I 
1 
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Art. 20. La Cámara de Diputados se renovará en su b> 
talidad cada tres años. 

La Constitución de Estados Unidos establece un periodo bie- 
iml para la duración de la C^ara de Representantes: tal es tam* 
bien la práctica de otras Repúblicas americanas, como la Nueva 
Oranada, las Provincias Arj entinas, Perü, etc. Los motivos que 
han decidido a aquella a adoptar ese sistema son los que justifi- 
can la frecuencia de las elecciones como una salvaguardia de 
las libertades públicas. En efecto, si los Diputados fueran ele- 
jidos de por vida, o por un largo tiempo, el pueblo que es- 
tán llamados a representar "ejercería mui poca influencia sobre 
ellos: su interés personal se sustituiría al interés público: su indi- 
vidualidad, su personalidad se pondría de relieve, j constituiría 
mi verdadero poder, dejando su carácter de representación. Toda 
^corporación, toda sociedad política tiene una constante aspiración 
a asumir en si la mayor suma de poder, y como uno de los carac- 
teres mas marcados de este es la perpetuidad, podria ir a parar 
^n un absolutismo, tanto mas temible por el espíritu de cuerpo, 
la magnitud, las atribuciones y la fuerza moral del número. 

Por otra parte, la larga o vitalicia duración de la lejislatura 
imposibilitaría al pueblo a enmendar su error, si ese cuerpo lle- 
gara a ser corrompido: ya el mal seria irremediable, y tanto mas 
grave cuanto mas vitales son los intereses que le están confiados. 
Mientras que si el cuerpo lejislativo es elejido por cortos interva- 
los, sus miembros sienten que si no desempeñan plenamente su 
comisión, volverán para siempre a la vida privada, sin esperanza de 
reelección: se miran atados y responsables al pueblo y solo atien- 
den a la satisfacción de sus necesidades e intereses. 
• La frecuencia en las elecciones de la lejislatura es, pues, conve- 
niente; peiK> es necesario que se contenga dentro de ciertos lími- 
tes. Las repetidas elecciones producen la inquietud, despiertan 
las animosidades de los partidos, distraen el espíritu público de 
otros grandes intereses morales y materíales para consagrarse 
esclusivamente a los políticos, producen violentas innova<?ione« 
en la lejislacion y dan un carácter de instabilidad e incertidumbre 
a la administración de los negocios públicos, produciendo el desy 
crédito en el estranjero. 
. Estas razones que son de mayor o menor peso, según las cir- 
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cijnstancías del país de que se trata, parecen haber prevalecido en 
el espíritu de nuestros convencionales que querían echar una base 
sólida al orden constitucional y poner un dique a la anarquía y 
desgobierno que aquejaban al pais y lo habían envuelto en san- 
grientas revoluciones. El término de tres años que designa este 
artículo parece conciliar los principios teóricos antes sentados con 
las circunstancias especiales del pais sobre que se lejislaba. 

Art. 21. Para ser elejido Diputado se necesita: 
1. ^ Estar en posesión de los derechos de ciudadano 
elector; .;> . 

§ 2. '^ Una renta de quinientos pesos, a lo menos. 

Se ha suscitado la duda de si por éste artículo se exije, como 
requisito indispensable para ser elejido Diputado, el tener en su 
poder el boleto de calificación, o si basta solo poseer las calidades 
necesarias para ser ciudadano elector. Desde luego me decido por 
la primera alternativa. 

La cláusula dice espresamente: «estar en posesión de los dere- 
chos»; pero poseer un derecho en el sentido legal, es estar inves- 
tido del título que lo confiere. A nadie considera la lei dueño, 
usufructuario, donatario, sin que exhiba el título legal que le ha 
transferido ese dominio, ese usufructo o esa donación. Cuando la 
•Constitución exije para el uso de la ciudadanía activa la ins- 
cripción en el rejistro de electores, es para la constancia, para 
la comprobación de que el individuo cumple con los requisitos 
establecidos por ella. Ahora bien, si no se juzga necesario el 
boleto ÚQ calificación o la inscripción en el rejistro para ser 
Diputado, ga qué quedaría reducido el requisito prescrito por 
este párrafo? ¿Quién, qué autoridad seria encargada de averiguar 
si el candidato estaba o no en posesión de los derechos de elector, 
para cumplir con la disposición constitucional? ¿Seria la Cámara 
respectiva, encargada de calificar las elecciones de sus miembros? 
Pero*eso ocasionaría dificultades harto mayores que la no de con- 
temporizar con la indolencia cívica del Diputado: supóngase 
anulada una elección por ese motivo; habria, pues, que proceder 
a nueva elección, con todos los entorpecimientos consiguientes. 
Cuánto mas sencillo y racional no es la interpretación literal que 
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«xije la posesión, es decir, el titulo, la caliñcacion de hallarse 
investido de los derechos de ciudadano elector..., 

A las razones alegadas anteriormente, se agrega la de que la 
intelijencia de la Convención a este respecto puede deducirse del 
siguiente hecho. En el Proyecto orijinal de la Comisión, que sir- 
vió de base a la discusión, se espresaba simplemente: «Ciudadanía 
en ejercicio»; y por. indicación de uno de los Convencionistas, se 
reformó el párrafo en la forma en que se halla actualmente» 

Sin embargo, parece que se ha dado en la práctica una inter- 
pretación distinta al presente artículo, premiándose asi la desidia 
«n el cumplimiento de los deberes de ciudadano, dando oríjen a 
las discusiones odiosas sobre esclusion de miembros, e introdu- 
ciendo la alarma de las elecciones estraordin arias. 

2.^ iQué se ha propuesto con la exijencia de este requisito? 
¿Se ha querido alejar de la Representación nacional al pobre, al 
hombre del pueblo, al desprovisto de los medios de fortuna» 
aunque capaz y mereciendo la confianza de sus conciudadanos? 
Eso seria injusto, anti-democrático; pero aun sin esta prescrip- 
ción se lograba ese objeto, pues que para ser ciudadano elector, 
cualidad que hemos visto, debe acompañar al Diputado, se nece- 
sita ser propietario de cierto capital o ejercer cierto arte o indus- 
tria, con lo que el pobre es alejado. Talvez no ha sido este el 
único objeto de este párrafo. Quizás se tuvo presente que se 
constituia gratuito el cargo de miembro del Congreso; y que no 
seria propio imponer tan grave carga a personas que no contaran 
pov lo menos con una renta de 600 pesos. 

Pero, suponiendo quo asi fuera, ¿es justo, es conveniente hacer 
gratuito aquel cargo? Parece que nó. Todo trabajador merece su 
salario, es un principio de buen sentido, como de derecho admi- 
nistrativo. Es indudable que un empleado bien dotado trabaja con 
mas empeño, es mas independiente y ofrece mas sólidas garantías 
de laboriosidad, honradez y buena administración que aquel que 
tiene que luchar con los azares del ressangustce domi. Nada hai 
mas espuesto a las tentaciones de la corrupción o de la ilejitima 
influencia del poderoso que la escasa remuneración de un emplea- 
do: su integridad está en peligro o por lo menos dá lugar a la 
sospecha de los malvados. «Ademas, la compensación gratificaría, 
en un grado proporcionado, el sentimiento popular, ensanchando 
el circulo de los candidatos de que pudieran elejirse los miembros, 
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y poniendo el empleo al alcance de personas que ocupan los ran- 
gos medios de la sociedad, aunque no poseyeran brillantes talen- 
tos; temperamento conforme con la igualdad encontrada y pro- 
mulgada en una República» (1). 

Pero épara qué buscar razones teóricas en favor de la remune- 
ración, cuando tenemos la práctica dolorosa de nuestras lejislatu- 
ras? ¿No ha llegado a ser un proverbio \2i, falta de sesión por falta 
de número en nuestras dos Cámaras? .... En vano se han apura- 
do los arbitrios para impedir esas inasistencias: todos han resulta- 
do inútiles, porque no se ha curado el mal en su raiz^ la calidad 
de honorario de ese servicio. Se ha acusado a nuestros Congresos 
de poco espíritu público, de falta de patriotismo; mas, a mi ver, 
sin razón. Nadie está obligado, salvo los casos estremos y recono- 
cida la necesidad de nuestros servicios a la patria, sacrificar sus 
intereses pecuniarios, las atenciones de su profesión y las necesi^ 
dades de su familia por cumplir con deberes hipotéticos y abs- 
tractos. La patria! se dice, exije^ vuestros servicios; pero con patria 
no se llenan mis bolsillos ni doi de comer a mi familia. Hé ahí lo 
que dice el buen sentido, lo que esclamaria el Poor Eichardman 
de Franklin. 

No hai nada mas perjudicial a un gobierno republicano que 
esos sistemas vaporosos, esaí> palabras huecas que envuelven laa 
mas veces la intriga o la corrupción. Si, digámoslo de una vez; 
una de las causas de la debilidad de nuestres Congresos ha sido 
la omnipotente influencia del Ejecutivo, con sus doradas prome- 
sas, con sus empleos y sus ascensos. Y bien; la mejor garantía 
contra esos manejos sería una dotación competente, que diera a 
los Diputados la independencia y la integridad. ¿Quiénes han 
compuesto en su mayor parte nuestras Cámaras? A mas de los 
empleados, han sido los grandes propietarios, y de éstos solo los 
avecindados en Santiago. De aquí muchos males, la falta de 
independencia, la constitución de la aristocracia terrítoríal en 
un sistema republicano,, y por otro lado, la desatención de los 
intereses provinciales o locales. El medio de remediar esos males 
sería la dotación, porque con ella los departamentos podrían ele- 
jir sus representantes de entre sus mismos vecinos, único medio 
de que sus intereses tengan un eco en el Congreso y de impedir 

(1) Stori/Sf Commentaries, etc. 
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\sL formación de esa aristocracia en el seno de esta corporación. 
r En esto, como en las demás prácticas del sistema representati- 
vo, no tenemos mas que imitar ese sentido práctico del pueblo 
norte-americano, . que en uno de los artículos de su Constitución 
establece qué: «Los Senadores y Representantes deben recibir 
una compensación por sus servicios, que será determinada por 
una lei, y pagada por el tesoro de los Estados Unidos». Es verdad 
que la práctica de Inglaterra es no pagar a los miembros del 
Parlamento; pero es bien sabido que en esa nación la Cámara de 
los Pares se compone de los individuos de la nobleza y la Cámara 
de los Comunes de los grandes propietarios y cpmerciantes, que 
ni unos ni otros han menester mezquinos salarios. Pero en Chile^ 
republicanos como somos, no debemos imitar los usos de esa mo- 
narquía en que impera solo la aristocracia de la sangre y de la 
riqueza. Si queremos llevar a la vida pública los mejores talentos 
y no las mayores fortunas de la nación, si queremos que los inte- 
reses locales tengan su representación en el Congreso nacional y 
alejar los temores de las ilejitimas influencias y las inasistencias pe- 
riódicas, recompensemos competentemente a nuestros lejisladores. 

Otro requisito mucho mas importante que los indicados en 
nuestra Constitución contiene la de los Estados Unidos: tal es el 
de que los Representantes sean habitantes del Estado en que sean 
elejidos>. ¿Seria conveniente adoptar entre nosotros esa disposición, 
exijiendo que los Diputados sean vecinos de las provincias en que 
fáeren elejidos? «Nó, contestará abruptamente nuestro espíritu de 
centralización: los Diputados y Senadores son representantes de 
la Nación, y no de tal o cual provincia: no queremos la lucha de 
intereses locales en el seno de la República Nacional: esa dispo- 
sición es buena para estados federales donde hai que contempori- 
zar con los intereses de cada Estado confederado, pero no para 
repúblicas que han adoptado el sistema unitario de gobierno». 

No deseonozcó la fuerza de esos argumentos; pero comprendo 

también que, aun en este último sistema, y en éste más que en 

ninguno otro, las necesidades, los intereses, las exijencias de cada 

localidad deben satisfacerse por el Congreso Nacional, y que 

el mejor medio de obtener ese fin es darles un representante en 

su seno. Con^prendo que para que las provincias vivan contentas 

con esa forma de gobierno que las relega a un papel subalterno, es 
necesario que sus diputados tengan todas sus simpatías y merez- 
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can su confianza, que tengan seguridad de que ellos conocen sus 
necesidades j comprenden sus intereses, que vean en ellos un 
hijo de su suelo, un relacionado y un amigo; y que esa adhesión, 
esa confianza difícilmente pueden hallarse en un forastero. Pero, 
se dirá que es preciso no ser absoluto en los piincipios; que es 
menester atender a las circunstancias particulares de nuestro pais; 
que todas las ilustraciones, todas las capacidades se hallan en la 
Capital; que merced a la falta de esa preocupación hemos tenido 
a veces los mas brillantes talentos por representantes de lugarejos 
oscuros e ignotos. En contestación solo observaré que la vecindad 
que se exijiria po es propiamente del lugar o pueblo que elije, 
sino de la provincia; con lo cual .varían las cosas de aspecto. En 
efecto, no seria difícil hallar en nuestras trece provincias hombres 
bastante capaces para desempeñar las funciones de Diputados. 

Y por último, ¿de qué se compone la Nación sino de la reunión 
de los ciudadanos de todas las provincias? Luego los intereses 
nacionales no pueden ser debidamente representados, mientras no 
sean conocidos, ilustrados, y satisfechos los intereses do las varias 
provincias que forman la Nación. 

Art. 22. Los Diputados son reelejidos indefinidamete. 

Este artículo es mui conforme con los principios de la sana 
política. Hai en favor de la reelección de los Diputados todas las 
ventajas de ésta sin sus inconvenientes. Por ella se abre un cami- 
no a la gratitud de la Nación, manifestando su confianza hacia 
aquellos que la han representado dignamente, confiriéndoles el 
premio de la reelección. Merced a ella, se evitan los tropiezos de 
la inesperiencia en la táctica de los procedimientos lejislativos y 
los inconvenientes de las transiciones de sistema político y de las 
variaciones intempestivas de lejislacion. Es siempre conveniente 
que queden en el nuevo período lejislativo algunos de los miem- 
bros del anterior, para que espliquen a aquellos los motivos que 
tuvieron presentes para hacer tal lei, para adoptar tal medida. Por 
otra parte, la reelección de los Diputados no presenta los incon- 
venientes de la del jefe del Ejecutivo, cuyo poder no siendo com- 
partido con otros miembros, puede consolidarse con peligro de 
las libertades públicas. 
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Art. 23. No pueden s^r Diputados los eclesiásticos re- 
gulares, ni los eclesiásticos seculares que tengan cura de 
almas; ni los jueces letrados de primera instancia, ni los 
Intendentes y Gobernadores por la provincia o departa- 
mento que manden; ni los individuos que no hayan nacido 
en Chile, si no han estado en posesión de su carta de natu- 
raleza, a lo menos seis años antes de su elección. 

Demasiado obvios son los inconvenientes que inhabilitan la 
elejibilidad de los individuos y funcionarios que se espresan en 
este articulo. Los eclesiásticos regulares, que se divorcian de la 
sociedad civil y hacen profesión de obediencia ciega a una auto- 
ridad estraña; los párrocos y los jueces letrados, por la asi- 
duidad de ocupaciones que no podrían desatender, sin perjuicio 
del servicio público, deben ser absolutamente escluidos de la 
Representación Nacional. Solo una sombra gloriosa parecería al- 
zarse de la tumba de los Padres de la Patría para protestar contra 
la postuma proscrípcion política de su clase: esa sombra majestuo- 
sa es la del fraile Camilo; Enríquez, aquel fraile de cabeza de fierro 
y corazón intrépido, que el primero nos dio la voz de indepen- 
dencia de la monarquía española, Pero Oamilio Enríquez fué 
perseguido por los de su misma clase, y abandonó el hábito de su 
profesión .... 

Respecto a los estranjeros naturalizados, la limitación que se 
espresa en este artículo es la misma que contiene la Constitución 
de Estados Unidos, con la diferencia de ser siete años de ciudada- 
nía los que ésta exije. La razón que debe haberse tenido presente 
para exijir a los estranjeros naturalizados los seis años de posesión 
de su carta de ciudadanía, es, a mas de la justa suspicacia nacio- 
nal, la necesidad de una garantía de que puedan conocer a fondo 
las necesidades de su país adoptivo, y de que sus intereses y sus 
relaciones no sean ya estrañas al pueblo que van a representar. 
Sin embargo, los diez años de residencia que el art. 6.^ exije para 
la naturalización hacen indudablemente innecesario el requisito 
de este artículo. La lejislacion constitucional inglesa prohibe 
absolutamente a los estranjeros entrar en el Parlamento. 

La sabia, la republicana, la nunca bastante alabada Constitución 

"de Estados Unidos contiene esta cláusula: «Ningún Senador ni 

Representante debe ser nombrado, durante el tiempo por que fué 
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elejidoi para ningún empleo civil, qHe esté bajo la autoridad de 
los Estados Unidos, que haya sido creado, o cuyos emolumento» 
hayan sido aumentados, durante ese tiempo. Y ninguna persona 
que tenga un empleo de los Estados Unidos, será miembro de 
ninguna de las dos Cámaras (Houses of Congress), durante su 
permanencia en el empleo». Y el comentador Story, continúa 
diciendo: «Esta cláusula no parece haber hallado oposición algu- 
na en la Convención, en cuanto a la conveniencia de alguna 
provisión sobre el asunto, siendo la cuestión principal sobre el 
mejor modo de espresar las incapacidades». Tan llana, tan evi- 
dente les parecia la medida a esos republicanos convencionales 
para evitar los fiínestos influjos del Ejecutivo Nacional sobre los 
representantes de los diversos estados y asegurar el desinterés y 
la independencia de aquellos! Sin embargo, nosotros nos conten- 
tamos con escluir los intendentes y gobernadores por las provin- 
cias o departamentos que mandan, lo que seria dejarlos nombrarse 
a si mismos. . . . 

La división de los poderes existe en nuestra Constitución conLO 
el mejor garante del orden y la libertad- en el gobierno represen- 
tativo que adopta, o es una vana farsa: es una realidad o una 
ilusión mentirosa. ¿Qué importa que se esprese (art. 13) que «el 
Poder Lejislativo reside en el Congreso Nacional», cuando el 
ejecutivo puede introducir en él o componerlo enteramente de 
fiu lejion de empleados, sus Consejeros de Estado y sus Ministros, 
que delX^onsejo pasan al Senado a representar el Poder licjislativo, 
sus Intendentes y Gobernadores por las provincias que no man- 
dan, sus Jenerales y Coroneles, etc., etc.? Suponiendo que ambas 
Cámaras se compusieran de individuos no empleados, ¿no podrian 
convertirse en funcionarios de empleos creados por ellos mismos, 
o cuyos emolumentos fueran aumentados por ellos para gozar 
después de su sagacidad lejislativa? .... ¿Qué independencia se 
deja al soberano Poder lejislativo, cuando se siente influido, arras- 
trado, dominado por otro poder político? Qué esperanza queda a 
las provincias de no ser víctimas de la preferencia del gobierno 
central hacia la provine 'a capital, de que sus necesidades sean 
atendidas y su voz sea oida? Y no se diga que incluyendo a lo» 
empleados se despertaría la turbulencia de los Congresos y se 
establecería su preeminencia sobre los demás poderes sociales. 
lió, solo se pide que se le deje independiente en su esfera, que 
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no se invada sus atribuciones, que no se le^ quite 8u existencia 
per80il£^l. ¿Por qué temer la turbulencia o la revolución de un 
Congreso independiente? Hace ya mas de setenta años que fnó 
jurada la Constitución de Estados Unidos, y en ese largo periodo 
no lia habido una sola revolución, un sólo trastorno, un solo serio 
conflicto provocado por el Congreso asi constituido. ¿Y nuestras 
revoluciones periódicas? se dirá .... Pero por qué atribuirlas a 
esos Congresos, cuando ha habido tantas y tan distintas causas de 
desorden? Empero, esa es cuestión que no nos toca :liscutír aquí. 

DE LA CÁMARA DE SENADORES. 

Al tratarse en la Gran Convención de esta rama del Congreso 
Nadonal, hubo grandes cliverjencias, serias discusiones sobre la 
organización, el carácter, la forma de elección y la duración que 
debia darse a esté cuerpo. De un lado, don Mariano EgaSa, 
empapado en sus ideas monarquistas, quería hacer del Senado 
una especie de Cámara de los Lores o de Senado Romano, que 
xepresentase los intereses del clero y de no sé qué especie de 
nobleza territorial y dignataría. Asi^ según su Proyecto, habría 
Senadores natos como el Arzobispo y otras dignidades, y Sena- 
dores elejidos por doce años y reelejibles indefinidamente. Por 
otro lado, los Sres. Renjifo, Yial Formas y otros que componían 
la parte mas liberal de la Convención, se oponían a la idea de 
los Senadores natos, querían conservar en lo posible la forma es- 
tablecida en la Constitución de 28, que el término de duración 
fuese de ocho anos, renovándose por mitad cada cuadrienio, que 
su nombramiento se hiciera por las Asambleas provinciales o por 
los Colejios electorales. Tampoco estaban conformes en el núme- 
ro. Vista la diveijencia de opiniones y la contrariedad de las 
indicaciones, se nombró una Comisión compuesta de los señores 
Vial del Rio, Marín y Arriaran, para que presentasen un proyec- 
to de reforma de los artículos correspondientes del Proyecto de^ 
la Comisión. Finalmente se convino en la forma en que han que- 
dado actualmente. 

iQué es el Senado, según esa transacción? ¿Cuál es su organiza- 
"Cion? El Senado es un cuerpo, representante del poder conserva- 
dor j compuesto de un número fijo de miembros, nombrados por 
nueve años y reelejibles indefinidamente, elejidbs.en votaci^ 
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indirecta, por elec^res nombrados por los departamentos de la 
República, teniendo por lo menos dos mil pesos de renta, treinta 
y seis años de edad, y que no hayan sido jamás condenados por 
delito. 

Como se vé de este análisis, y para quien haya estudiado nties- 
tra práctica política desde el tiempo de esta Constitución, la 
organización del Senado no es por cierto mucho mejor que la 
ideada por el Convencional Egaña. En fin, según éste, habia mas 
verdad, mas franqueza, mas real representación, si se quiere, de 
tales cuerpos y tales dignidades que táenen influjo en el pais. 
Pero un Senado, cuyos miembros no pueden dejar de ser nombra- 
dos por el Presidente de la República, único ciudadano capaz de 
uniformar el voto de los electores del Departamento de Chacao, 
en Chiloé, con el de Caupolican en Colchagua, o con el del 
Huasco en Atacama, con el de todos los departamentos, en fin, 
del pais, sobre un número fijo de 20 individuos, que hayan de 
ser conocidos, y conocidos como únicos candidatos posibles, en la • 
vasta estension de la República, cuyas rentas y cuya conducta 
intachable deban ser también un proverbio; un Senado así no 
puede sino representar los intereses del Poder Ejecutivo que lo 
nombra. Se engañaron, pues, los Convencionales que quisieron 
atribuirle cierto poder conservador. Conservador será el Senado 
si lo era el Poder Ejecutivo que influyó en su elección, como será 
reformista y liberal si lo fuero también este último. 

Pero, en fin, gqué representa el Senado, qué papel debe desem- 
peñar en el Congreso de que es miembro? ¿Los intereses que está 
llamado a representar son distintos de los que representa la Cá- 
mara de Diputados? De ninguna manera. Ambos miembros del 
Congreso, lo mismo que los otros Poderes políticos, representa 
a la Nación toda en la rama del poder social que está destinado a 
ejercer, es a saber, el Poder Lejislativo. Dar al Senado o a la 
Cámara de Diputados otra representación, otro carácter, es des- 
naturalizar la institución. 

Pero se dice que el Senado está llamado a representar el poder 
conservador en el Congreso. ¿Qué es eso de poder conservador? 
¿Acaso la Nación dá de un lado poder al Senado para que conser- 
ve y a la Cámara de Diputados para que reforme, contradicién- 
dose en su voluntad, estableciendo la anarquía en el Congreso? 
I Acaso lo que* se llama el poder conservador es verdaderamente 
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tin Poder político, como el Judicial, el Ejecutivo, el Lejislativo? 

Se sostiene por otra parte que el Senado representa las gran- 
des divisiones territoriales. Esto equivale a decir que el interés 
de la nación en cuanto está dividida en Provincias o en departa- 
mentos es diverso del4n teres de la nación, en cuanto está dividi- 
da en subdelegaciones o distritos. Asi el chileno habitante de la 
Provincia del Maule, tiene diversos intereses y necesita de distin- 
ta representación en la formación do las leyes, como tal habitante 
del Maule y como tal ciudadano chileno. 

¿El Senado representa la nobleza y el clero, como la Cámara de 
los Lores en Inglaterra y en las demás monarquías representati- 
vas? Pero en una República y según nuestra misma Constitución, 
hai igualdad en los derechos políticos de todos los ciudadanos y 
no se reconoce clase privilejiada. No hai nobleza que representar: 
los intereses del clero no tienen representación en el Congreso 
sino en cuanto sean los intereses de la nación toda. No hai, lo re- 
petimos, una clase privilejiada que el Senado pueda representar. 

¿El Senado chileno debería tener la representación del Senado 
de la República de Estados Unidos? Pero allí esa institución fué 
creada para representar los intereses opuestos de los diversos es- 
tados que componían antes la federación, y que convinieron en 
tener la misma representación individual en el Congreso, cual- 
quiera que fuese el número de habitantes de que se componía 
cada uno. En Chile unitario, donde las provincias forman una 
división meramente administrativa, cuyos intereses no se contra- 
ponen, no debemos plajiar una institución, que no fué sino una 
transacción debida a las circunstancias peculiares de la federación 
norte-americana, y que no tiene raiz ni fundamento entre nos- 
otros. 

Lo repetimos: el Senado tiene la misma representación que la 
. Cámara de Diputados; es como esta última una de las secciones 
del Congreso, una de las dos grandes comisiones en que debe di- 
. vidirse el Poder Lejislativo, para que se revisen y se reformen sus 
decisiones naturalmente. La organización de ambos debe ser la 
misma. La forma de su elección, sus atribuciones, el número de 
sus miembros, todo entre ambos debe ser igual. Si hai alguno de 
los países representativos donde hayamos de buscar modelos, una 
organización o circunstancias políticas semejantes, no es en las 
aristocráticas monarquías de Inglaterra, de Francia, de España: 
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es en la democrática monarquía de Noruega. Allí no hai nobleza 
ni clase privilejiada: allí no hai diversos Estados cuyos intereses 
estén en lucha. Asi no hai mas que una representación nacional, 
el Stortkinffj que después de elejido se divide en dos grandes sec- 
ciones, en dos Cámaras, el Odehthing y el Lagthing^ que ejercen 
el Poder Lejislativo. La Constitución que da esa sabia organiza- 
ción a este Poder en aquel pais le fué impuesta al Jeneral francés 
Bernadotte por el pueblo noruego cuando subió aqueLal trono, y 
es citada como un modelo por los liberales de Alemania. 

Previas estas observaciones, pasaremos a analizar detalladamen- 
te los artículos que hablan de la Cámara de Senadores. 

* 

Art. 24. El Senado se compone de veinte Senadores. 

¿Qué razón puede haberse tenido presente para designar un 
número fijo de miembros al Senado, alejándose de la base adop- 
tada en la Cámara de Diputados? ¿Será acaso que como poder 
conservador^ debe permanecer estacionario en su número, aunque 
el de la Cámara de Diputados aumente, a medida que crece la 
población? ¿Será que mientras mas pequeña sea la corporación, 
opondrá mas obstáculos a los cambios, a las ideas e influencias 
populares? 

Pero si tales fueron las razones que tuvo presentes la Conven- 
ción, olvidó otras consideraciones que arguyen a favor de una 
práctica contraria. Si se ha querido que el Senado sirva de con- 
trapeso a la Cámara de Diputados, oponiendo a la precipitación 
de ésta última, la madurez, la mayor edad y la respetabilidad de 
los miembros de aquel, debían haber recordado que el mejor me- 
dio de resistencia seria el del número. Una Cámara de Diputados 
mui numerosa, y que ha de ir aumentando progresivamente, pue- 
de ejercer una influencia decisiva sobre el otro miembro mas 
débil del Congreso. Ademas, siendo tantos y tan complicados los 
asuntos que hayan de someterse a su deliberación, convendría 
que se encontrara en su seno las capacidades de todo jónero, las 
especialidades de todos los ramos de la administración y lejisla-^ 
cion, lo cual no será siempre conciliable con un número de 
miembros tan reducido. Mas conforme habría sido talvez la prác- 
tica do la Constitución de 28, que asignaba dos Senadores por 
cada provincia. Así se habría evitado también el gravísimo incon- 



veniente, que existe actiialinente, de podet uniformar la votací^ 
de la multiplicidad de Departamentos en un número^ détériiiiñá*^ 
do de Senadores. Elijiéndose dos por provincia, Tá "élecoion -seriíl^''* 
tanto o mas fácil que la de Diputados. 
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Art. 25. Los Senadores son elejídos por électoígfe éspé^ ^ 
cíales , que se nombran por Departamentos "en numéW 
triple del de Diputados al Congreso que córrespbtiMa cP* 
da uno, y en la forma que prevendrá la lei. áe eleccioiSqá.*'! 



ir^ 




■* 1 • • , 

Si el Senado hubiera de considerarle déI"lll^smo^ii£^fi,cfét Jr -coa 
la misma representación que la Cámara de Diputados, como Be- 
mba indicado mas arriba, no habría' razón álgbna^ra'^ueíh^a 
indirecta la elección. Peix> pura ooñtíiliar en ló posible élmoon\^-í^ 
niente que heímos apuntado eli el artículo a,ntéTÍor,^: $e' j 
necesario reiservar él nombramiento Ide loa Senadores a ekc 
especiales. Ade£ias, cozno áé eiíje.pára la ele)!biiid'ttd ée aqñaStosf 
ciertos re<jnisitós, <jue no' están al álcaífcoc de lá* jéíietalidad,/^e 
creyó, prol>abten¡iente'qu^ se dificu)fcarta Ja eleccibji.'Pefo.ei¿T«a- • 
lidad, el pacido' ^advpUdo nO; alejó- los, it\cOn^nÍ€éi^fi, ifiao m^Á 

lo enseña la práctifcW i . ; ; • ' |. •-. ' i\p*' . .«¿Í) 
Por otra part^.s} se ^liso ^ bacer e^gedH^ 1^ él^cciop (dpjo|^^ 
Senadores, h^bráMdo tply^z ^%s spncillot da^ie^ai^i^bia^n^ Ips 
poderes locales, a las Municipa^daÜes, XíÁ CónsÍ4fei©ibn de 2$ .^^- - 
legaba e¿a facultad a las 'Asambleas. pro vincíale^.-íi i Wjliaqioñ; de 
la Constitución |^e Jos ¡Estados IJnid<^ cm^la 'rf¿^¡íyíkilB^Jje'^ 
nslatur^ de. Jos' Estados. - ; . ' . ♦; .f 

-' Art. 26. Los electores^ i&dbéma'^WáriÍÉfife 4^í^Atjefliu% • 
se requieren para ser -Díp^ftád* al Od¿|í«s(K-'^v ^" J'.i 

Parece no haber grave ii|e<fQvétíiente'éñ To/^isBiieéfío'fcoiCfefito 
articulo. Por lo deB[ifl#,'^o& irpfedmoef;» nu^f6'co;^i^t^^ sobije 
el artículo'^1. •■' ■' ^ I ''i-^l -uh-y^.b ) k^ -;;,:: ■::-ar.\a'ií ''» i 

Arti 27, El día seííaladQ^ por Ja,í lei^ee retiüx.fáp.jloa^e^- 
toTes'^n la éápítal dé sra ífeépé(^Va pífoviiáéiíii»^ y -fioüragar^ ^ 
cada iinó por tantos individuos, cüan'tc«'^Seha<d¿reé''C«rres* • 
ponda nombrar en aqueLperíodo. . . . .,-. «f 

COMXINTARIOS^ í ' "*i ' ' 
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- iSegOB la lei jeiieral de elecciones de 2 de diciembre de 1833, (1) 
el segando doioiogo de abril se reúnen los dectores nombra- 
dos en la sala monieipal de la capital de la provincia ; nombran 
nn pi^sidente y dos secretarios; y calificado un número suficien- 
te pam componer los dos tercios, se declara instalado el colejio 
4eetori|^'^ lee los artículos 24, 25, 27, 28 y 38 de la Constitu- 
tíos; eada diector pone en una urna su sufrajio; se verifica el esr 
ettitioio 7 M anuncia el resultado. Se estiende las actas que presr 
eribe el artículo 28 y se les dá el destino que en él se dispone. 

Loa electores de Senadores son elejidos en votación directa, al 
rnismQ tiempo j en la misma fonoa que los Diputados, 

Ií^,2S. Acto coatÍDiio se practicará el es(»'titiBÍo, j a^ 
ml0n^^Téxx doB aot» de eus x^snUtados^ mafritas por I03 
eleetores, las cuales se remitirán cerradas y selladas^ una al 
Cabildo de la capital de la misma provincia para que la 
áépoáWeñtXísa^ivOf y otra a la Comisión Gónst^hradora. 
'' Artw 29. íiá G&ramxm Conservadora pasarán oportuna- 
mente todas las actas al Senado para que ^1 16 de mayo 
ifiámedialOy abtes áe la primera reunión orinaría de los 
Cé&mjfStí^ veriflqw el escrutinio jenerali o haga la elección 
e& caso necesario^ y la comunique a los electores. 

Art 80. Los individaoo qae^ por el resultado de la vo- 
liMDSbh jeiieral ^tÁQirieroá mayoría alxpoltita, serán procla- 
aúkdos Senadores. 

Art di. No imaUssüdú mayaría abaolota» el Senado 
ñetíllcará la éleodon, guardando laa reglas establecidas en 
lor artículoa 88^ Od, 70^ 1% 72 jr^3. 

Art 82. Para ser Senador sa neoepita: 

i. ^ Ciudadanía eo ejercicio. 

3.^ Treinta y tfus fAos cumplidos. 

S. ^ No liaber sido condenado jamás por delito. 

4, ^ una renta de dos mil pesos a lo nótenos. 

. A seguirse las ideas que bemos emitádó en otra parte sobre Ta 
•i|||anÍ2acion det Senado, no seria admisible ninguno de los requisi- 

(1) B«l toso, 2. » , p4}. 288. Edición de Yalpi^raiso. 



— lej- 
íos que este artículo exije, fuera de la ciudadanía en ejercicio. Pé* 
ro se tuvo probablemente presente que el Senado romano era com- 
puesto de ancianos, que debía ser el depósito de la virtud y dé 
las buenas costumbres y que solo debia componerse de la jente 
acaudalada, siendo la riqueza el elemento constitutivo del orden. 
A nuestro humilde juicio, no vemos por qué los Diputados hayan 
de ser siempre jóvenes y Iob Senadores viejos y ricos. Uto edtó- 
prendemos por qué baya estas exij encías en solo esta rauÉa <Jé 
los poderes públicos, y no en todos los otros. No alcanzamos por 
qué no se exije renta para ejercer el cargó de Juez o Ministro-de 
una délas Cortes de justicia, o no haber sido coMenad'o por 
delito para ser Presidente, y sean ambas cosa^ necesarias para ser 
Senador. M'ás consecuente era el Gonycncional Bgaña, que llama- 
ba al Senado a ciertas dignidades, cayo ejemcio acreditíi fiiqcii<9iii 
capacidad. 



\¡..- 






Artv 8g;.< El Senado M Érenovará por teüoian {>atti^ ^f* 
jiéndose^ «fi loB:dos primeros trienio»,: 8Íéte,Senad<»^ y 

Ari Sé. Loa Sextadores peíoa^ 
sus fQiicione%;pdiDn}iev)a]a^Qs^: j! podiáfa^ aer; in^eji^oa incbg 

finidament^KX'Críó ik»l i, ciu.'^.-'\'n::rj /:• y ^r.j.r , 4- «-> ;.> üa. 

S^gQfi al Proy^otíídkfdb Cfe]^», AwSw«l<^es. debían 4 W«^ 
ocho años, y se renovaban por mitad cada <uia4f^^^^> ^^Í% 
indicaetgnesenjar^jar^n^^,!^ W^iM?8?% SíiBadores ^x^^ 
pa.rat ^uo ., la^uracion.d^ ¿op ^fcgido^^fuesQ ¿e df ce -aftpag'^iíg^ 
fueran reelejibles indefínidjim^^^tofip tp'vCUAlno% da a conocer, 
el espíritu de la Gran Conyepcipn. 'tas^Íos'pfÍTÍieras fuj^rón'des-' 
echadas y aprobada lá úítima. £l articulo 3el^ Gpmisioii^ fué mo- 
dificado en la fohna en que. se halla a(ÍtuaRneíít&;.''' ^ 

En la Convección que formtiíó' Íá'Cctisá.tti¿^^ actifal- 

mente en los EsWdos TOidós^^'sí^ w^^^ leí Tftfertió^térramo 

de nueve años d'e'düráéión'á ÍSs mticifeaes Se' Siínádo^.' La liAli- 




(1) Story. 
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t£^£(^$eoÍQD, para impedir que los mandatarios so croen intereses, 
o]^|py^tos a los del pueblo que los nombra, y que la responsabili- 
()^d de aquellos está en relación directa con la dependencia en 
qipe se encuentra Mcia los mandantes. Nuestros convencionales 
tej»Íái;L a este respecto distintas opiniones; fijaron en nueve anos 
^i^ac^on d6 los Senadores y los. hicieron reelejibles indefíni- 
d^Bttpjite, . , - .- 

...^Art, 35, Cuando falleciere algún Senador o se imposibi- 
lift^í^ por oualquier motivo pora desempeñar sus funciones, 
s^/cj|lejij4^, en 1^ primera renovación otro que le subrogue . 
pp;c el tiempo que le faltase para llenar su período consti- 
tuc^pjuaJL- 

Para evitar la acefalia del cargo pof el tiempo que trascurriese 
hasta que llegue el periodo de la próxima renovación, talvez ha- 
bií^si^pf^p^^le el «opfiar c\ nQn\bramiei;ito de • uai ^u^titu^ct a 

^^ff^mfi^^ <1W® lo.tubie^^ qlejido. pn el , 

casó de taberse de hacer por ellas la elección. T^ii temperamento 
soaaeignte fué presentado,. par ^^un caso idéntico, ala.deliber^cipn 

deJ^^ ^^^^Yl^i^i^^T^^'^i^"?^™?^^^^^^- ^litre nosotros una lei orijjnal 
ha complementado la Constitución en esta parte, creando suplen- 
tes de Senadores, como si una lei pudiera modificar la organiza- 
ción de los Poderes públicos , determinada por la Constitución 
misma. Este cómodo temperamento ha salvado toda dificultad. 



ATBIBÜCIONES DEL CONGRESO Y ESPECIALES DE CADA CÁMARA. 

Art. 36* Son atribuciones esclusivás del Congreso: 
1. ^ Aprobar o reprobar anualmente la cuenta de la. in- 
versión de los fondos destinados para los gastos de la admi- 
nistración pública que debe, presentar el gobierno. 

Siendo el Congreso el que «fija anualmente los gastos de la 
administración pública» y no haciendo el Ejecutivo mas que 
invertir y aplicar los presupuestos aprobados por aquel, es natural 
que el Gobierno, como mandatario o administrador, dé cuenta al 
mandante de su comisión y le imponga de la inversión que ha 
hecho de los fondos que le ha suministrado. Por su parte queda 
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¿1 Congreso la facultad de aprobar llanamente -esa cuenta *<> de 
ponerle reparo, si ha habido dolo, mala fó^ calpa* Tales ^sóq1<^ 
principios del derecho común, que tienen sn exacíta apUc^tóioiXPeai 
las relaciones de esas dos personas jurídicas, el Poder Lejislativo 
y el Ejecutivo, principios reconocidos también en' el derecho 
público, porque tienen súbase en la naturaleza y la razón;: Ea 
presente atribución dtjl Congreso es la mejor de las garantías lác 
la pureza, integridad y exactitud en k administración deixM'í&ñ- 
dos públicos. ■ ''^' 



»•♦■ 



2. ^ Aprobar o reprobar la declaración de guerr% €. 

propuesta del Presidente de la Eepiíblica. 

• ■ « 
En otra parte discutimos la cuestión de sí la declaración, de 

guerra debe ser atribución del Ejecutivo o del Poder Lejislatiyo, 
En Inglaterra, el Monarca es el que tiene únicamente esta facjlil- 
. tad, asi como en Estados Unidos es el Congreso. La práctica 
adoptada por nuestra Constitución parece conciliar los grandes 
intereses que encierra esa atribución con la actividad, secreto y 
eneijia que deben acompañarla. El Poder Ejecutivo, o el Pr^,si- 
dente, es el único en quieú pueden reunirse las calidades ,qtie 
deben acompañar el buen ejercicio de esa facultad; p^ro.es 
necesaria la aprobación del Congre30, porque solo él puede 
timpoñer las contribuciones y levantar los fondos necesafips para 
Ja prosecución de la guerra; y porque a él toca velar por los gruñ- 
idos intereses comerciales, agriculturales y manufe-ctureros déla na- 
oion, que la guerra comprometa. La mas alta prerogativa soberana, 
el ííltimo recurso de una nación ultrajada, ultima ratiq r^^utn^ 
.»o puede ser ejercida sin la mas concienzuda deliberación de los 
mas elevados cuerpos del pais. 

^ — - 

3. ^ Declarar, cuando el Presidente de la República hace 
dimisión de su cargo, si los motivos en que la funda, le im- 
posibilitan o no para su ejercicio,. y en su consecuencia. ,^d- 
.i3aitirla o desecharla. . . , 

. 4. ^ Declarar, cuando en los casos de los. artículos 74 y 
78 hubiere lugar a duda, si /el impedimento que priva .al 
Presidente del ejercicio de sus funciones, es de tal satuíar 
ictza que deba precederse a nueva elección. . • 4 
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' 6. •* Hacer el escrutinio, y rectificar la elección de Prc- 
sidente^de 1» República, conforme a los artíeulos 67, 68^ 
69, 70, 71, 72 y 73. 

■\ La tercera y la cuarta no son eu verdad mui grandes atribucio- 
nes, porque rara vez se presentará el caso, en que sean necesarias 
tal^ declaraciones. Pero como quiera que sea, a nadie sino al 
Congreso Nacional competé de derecho tal facultad: él, como el 
mas inmediato representante del pais, debe velar porque el 
dignatario en quien éste ha depositado su confianza, no lo d^e 
en acefalía y entregado a los azares de tan anormal situación. 
El Supremo puesto del Estado no es siempre una regalía : es 
una carga y de las mas pesadas, porque es la que acarrea mayor 
i^edponsabilidad. El modelo del jefe de una república debe adop- 
tarse a aquellas palabras del Crísto a sus discípulos: «Que el 
primero de todos sea el servidor de todos.» Ahora bien, la dimi- 
sión de tal cargo, por elevado que sea, no es siempre loable. La 
historia ha . consigi^o en letras de oro y como un dichado de 
desprendimiento la renuncia del godo Wamba al trono españdí; 
pero :1o que es un desprendimiento en una munarquiaes un delito 
eñ lina República, cuando no hai causa poderosa que obre en 
favor* Ebheredera a uu trono, que tiene por el derecho de la san- 
gre y la gracia de Dios,, ejecuta un acto magnánimo al abdicar 
utia soberanía de que no se cree digno. IJn Presidente de una 
rBé^büca, aclamado pot los votos de una nación, que le entrega 
la:}e£l[io9 de sue mas altos intereses, se haría reo de ingratitud al 
d:espre(áar esa elección por gozar de las comodidades de la vida 
pciyada. Es por eso que se establece en este artículo que el Pre- 
sidente que hace dimisión de su cargo, debe fundar sus motivos, 
y que. el Congreso debe calificar si son o no admisibleí^. 
,. Pero fuera de la renuncia pueden ocurrir otros casos de impo- 
sibilidad temporal o absoluta que impidan al Presidente electo la 
eoutinuaeion en el ejercicio de su cargo. Puede ausentarse por 
ínteres público del territorio, o enfermarse u ocurrir otra grave 
•merjencia, sea. antes o después de tomar posesión de su destino. 
Para esos casos los artículos 74 y 78 adoptan distintos arbitrios, 
sea de reemplazo interinarlo, sea de nueva elección, según la nar 
Ui^ale^a o jénero del impedimento. ¿Quién debe conocer en esa 
grave cuestión? Y en verdad que la calificación es de bastante^ ior 
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teres: se trata nada menos de si el pais haya de ser gobernad» 
|>orun individuo de su elección o por dignatarios que pueden ao 
ser de su confianza. Esa atribución no puede ser sino esclusii^ 
del Congreso, ya que no seria posible consultara la naden ipiBr 
ma. Otro tanto debe decirse de la siguiente atríbucioii ét baoer 
el escrutinio y rectificar en su caso la elección del Ftesidenlo d« 
la República, porque es el Poder lejíslatiTO el único qse se halla 
en posesión de las circunstancias de dignidad e impareíalidadiM- 
cesarías para ejercer tan alta atribución. Esa es por lo demás hi 
práctica de los demás países rejidos por la forma repufalieanad» 
Gobierno. 

6. ^ Autorizar al Presidente de la Bepública para que 
use dé facultades estraordinarias, debiendo siempre sefia- 
larse -espresamente las &cultades que se le conceden, j 
fijar un tiempo determinado a la duración de esta lei. 

La facultad contenida en este p&rrafo no se hallaba en el pro- 
yecto de la Comisíbn. Fué incluida a indicación del convencional 
Egafla, no sin haber sufrido una gran contradicción y después de 
un largo debate en la primera y segunda discusión. £1 Sr. Arria- 
rán pidió que no se concediera tal atribución sin que se hallasen 
presentes las tres cuartas partes del total de los miembros de ca- 
da una de las Cámaras. Parece que la indicación no fué aceptada. 

¿Es justa esta atribución? ¿Cuál es sf alcance? Hé ahí las dos 
cuestiones que trataremos de dilucidar. Comenzando por la últi- 
ma, ¿qué significa esa palabra facultades estraordlnarias? Desde 
kiégo el caliñcatiyo de estraordin arias no puede ser sino en con- 
traposicion a las ñtcultades o atribuciones ordinarias, comunes, 
constitucionales, si asi puede decirse. El articulo 81 y el 82 deta- 
llan las facultades jenerales y especiales del Presidente de la 
República: son un poco estensas, como lo veremos mas adelante. 
Es claro, pues, que las facultades estraordin arias no deben hallar- 
se incluidas en ninguna de aquellas. Pero, ¿qué facultades son las 
que puede conferir el Congreso? ¿Son ilimitadas, o deben circuns- 
cribirse dentro de los limites que constituyen la organización fun- 
damental del Estado y la Constitución y de los diversos poderesf 

Por mas vaga y jeneral que sea la presente atribución, me 
parece evidente que la Constitución no ha querido sino facultar 



— 104 — 

\&l Congreso para desprenderse de algunas de sus atribuciones 
Jejislativas, que ella misma designa, en favor del Ejecutivo. Be lo 
contrario' tendríaíoos que el Congreso se arrogaría la soberanía 
4e,deíepíip, jninAria los mismos cimientos del edificio social, sal- 
Y^i^.^k jalla que . le fija la división de los diversos poderes sobe- 

, ra^no^jino ya paya. ejercer por sí mismo esas absolutas facultades, 
p^no p^ra (pederías a un poder estrano» Tendríamos que el Poder 

; Jdislativo, que no ej^erce o que no debe ejercer sino la parte de 
soberanía que Ja Constitución le dá, iría a usurpar la parte de 
Qtros poderes,"o lo que es lo mismo, iba a dar lo que no tenia. Ten- 
dríamos, por último, que la Constitución daba tina arma al Con- 
greso para que le quitara la existencia, semejante a aquellos 
emperadores romanos, tiranos en el poder y viles en la.caida, que 
Xió sintiéndose con enerjía para morir dignamente se liacian 
asesinar por uno de sus esclavos para escapar de la furia popular. 
Y en tal caso diriamos, una Constitución que se suicida a sí mis- 
ma, no es Constitución. 

No es ese a nuestro parecer el sentido de este artículo, cual- 
quiera, por otra parte, que sea la intelijencia que se le ha dado 
^nja práctica. Tal atribución en su única y jenuína intelijencia, 
se reduce a que el Congreso puede autorizar al Ejecutivo para 
cyaíqnier negocio que sea de la esclusiva competencia de aquel 
<iQmo la imposición de una contribución, contraer deudas, permi- 
tir la introducción de tropas estranjeras en el pais, o cualquiera 
. otra que. por un concursp estraordinario de circunstancias sólo el 
Ejecutivo puede ejercer felizmente. En una guerra esterior, en un 
conflicto interno, una corporación como el Congreso no podría 
obrar en el ejercicio de algunas de sus atribuciones con la unidad 
de acción, secreto, rapidez y enerjía que caracterizan al Ejecutivo. 
En el curso ordinario de cosas pueden también ocurrir mil casos 
en que la complicación de pormenores u otras causas hacen em- 
t^razosos ciertos asuntos, y cuya jestion pueden encomendar las 
Cámaras al Presidente de la República, como se vé regularmente 
en nuestro Congreso. T®ca sí a éste ser tan parco, como sea po- 
sible en esas autorizaciones, porque importan nada menos que 
im^ abdicación de su poder soberano y la delegación de faculta- 
os que la nación solo a ella ha confiado, en manos de otro podef 
político cuya especialidad y esfera son distintas. \ 

]^ Sentada, así la cuestión sobre la intelijencia de este articula,}^» 
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otra sobre la justicia o injusticia de la presente atribución queda 
do suyo resuelta. Según sea la interpretación que se dé al articulo, 
el fallo seria favorable o condenatorio. 

Las otras cortapizas, que pone este artículo, como la espresa 
designación de las facultades que se conceden al Presidente y la 
determinación de tiempo que debe durar la lei, tienden a evitar 
los abusos de inmensa trascendencia de que podían ser objeto en 
la práctica. La no designación de las facultades importaria la 
completa anulación del Congreso, la acumulación de dos poderes 
soberanos en la persona del Presidente, en suma el absolutismo; 
y si a eso se agregara la no determinación del tiempo seria su 
difinitiva consolidación. El Congreso baria entonces el papel de 
las autoridades de aquella ciudad sitiada, que para ahorrar sus 
vidas y la efusión de la sangre, fueron con la cabeza descubierta, 
las manos atadas, y los pies descalzos, a entregar al vencedor las 
llaves de la cindadela. . . . 

Art. 87. Solo en virtud de una lei se puede: 

1. ^ Imponer contribuciones de cualquiera clase o natu- 
raleza, suprimir las existentes, y determinar, en caso nece- 
sario, su repartimiento entre las provincias o departamentos. 

2. ^ Fijar anualmente los gastos de la administración 
pública. 

8. ^ Fijar igualmente en cada año la fuerza de mar y 
tierra que ha de mantenerse en pié en tiempo de pa^ o de 
guerra. 

Las contribuciones se decretan por solo el tiempo de diez 
y ocho nieses, y las fuerzas de mar y tierra se fijan solo p(Mr 
igual término. 

4. ^ Contraer deudas, reconocer las contraidas hasta el 
dia, y designar fondos para cubrirlas. 

50 Criar nuevas provincias o departamentos, arreglar 
sus límites; habilitar puertos mayores, y establecer a Juanas. 

6. ^ Fijar el peso, lei, valor, tipo y denominación de las 
monedas; y arreglar el sistema de pesos y medidas. 

7. ^ Permitir lá introducción de tropas estranjeras en el 
terrritorio de la Eepublica,* determinando el tiempo d6 eu 
permanencia en él. í^''-^ 
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8. ^ Permitir que residan cuerpos del ejército perma- 
nente en el lugar de las sesión del Congreso, y diez leguas 
a su circunferencia. 

9. ® Permitir la salida de tropas nacionales fuera de la 
República, señalando el tiempo de su regreso. 

10. Crear o suprimir empleados públicos, determinar o 
modificar sus atribuciones, aumentar o disminuir sus dota- 
ciones, dar pensiones, y decretar honores públicos a los 
grandes servicios. 

11. Conceder indultos jenerales o amnistías, 

12. Señalar el lugar en que debe residir la Representa- 
ción Nacional y tener sus sesiones el Congreso. 

Al llegar a este articulo, y sobre todo al analizar el primer 
párrafo, no podemos menos de traer a la memoria aquellas bellas 
palabras del abogado jeneral Onslow a la Reina Isabel de Inglate- 
rra: «Aunque nuestra lei coman haya investido al principe de 
numerosas prerogatlvas, no puede, sin embargo, tomar el dinero 
ni el bien de sus subditos, ni obrar arbitrariamente, segnn su 
voluntad y capricho, sino que debe dejar a 3us subditos gozar 
paciñcamente de su bien sin oprimirlos, mientras que otros prín- 
cipes pueden despojar a los suyos a su antojo» (1). Palabras tanto 
mas notables cuanto se dirijian a una reina que habia intentado 
esclavizar el Parlamento como sus predecesores, verdadero len- 
guaje de la libertad inglesai que ha sido la fuente y nos ha dado 
la organización del gobierno representativo .... 

Pero no es solo esa garantía, en verdad, preciosa, la que con- 
signa este articulo, como objeto de una lei. La imposición de 
contribucioner, la designación de las fuerzas de mar y tierra y 
de los gastos püblicos, la üicultad de contraer deudas, crear pro- 
vincias y las demás que espresa este artículo, son de tanta tras- 
cendencia para la nación, envuelven intereses tan vitales, que solo 
pueden confiarse al concurso de los dos mas gmndes cuerpos del 
pais que forman la lei. Si la facultad en el Parlamento de votar 
las contribuciones formaba todo el orgullo del ciudadano ingles, 
cuyas palabras he citado, nosotros niños de ayer, que hemos here- 

• 
(1) Précxs de Thistoiré de la Constitution d'Angleterre, par A, JR, 

JBorffhert, ^ - 
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dado la sabiduría j la esperíencia de los siglos, podemos descan- 
sar tranquilos en nuestro sagrado hogar privado, confiados en 
que las estorsiones tiránicas no vengan a dilapidar nuestras for- 
tunas, ni las forzadas conscripciones a llevar la desolación a las 
familias, ni abusos escandalosos en la moneda a arruinar nuestros 
intereses pecuniarios, ni fuerzas estranjeras a amenazar la inde* 
pendencia de nuestro territorio, ni contemplar por los suelos el 
crédito nacional, porque bai instituciones protectoras que velan 
por nosotros, porque tenemos representantes que atiendan núes- 
tros intereses, porque es menester una espresion de la voluntad 
soberana, una Ici, para la adopción de algunas de esas medidas, 
para la resolución soberana sobre esos intereses. 

Art. 88. Son atribuciones esclusivas de la Cámara de 
Diputados : 

1. ^ Calificar las elección de sus miembros, conocer so^ 
bre los reclamos de nulidad que ocurran acerca de ellos, y 
admitir su dimisión, si los motivos en que la fundaren, 
fueren de tal naturaleza que los imposibilitaren física o 
moralmente para el ejercicio de sus funciones. Para califi- 
car los motivos deben concurrir las tres cuartas partes de los 
Diputados presentes. 

2. * Acusar ante el Senado, cuando hallare por conve- 
niente hacer efectiva la responsabilidad de los siguientes 
ftmcion^os: 

A los Ministros del despacho, a los Consejeros de Esta- 
do en lífc forma, y por los crímenes señalados en los artícu- 
los 92, 93, 94, 95, 96, 97 y 107. 

A los Jener^es de un ejército o armada por haber com- 
prometido gravemente la seguridad y el honor dala na* 
cion; y en la misma forma que a los Ministros del despacho 
y Consejeros de Estado. 

A los miembros de la Comisión Conservadora, por grave 
omisión en el cumplimiento del deber que les impone el 
artículo 58. 

A los Intendentes de Provincias por los crímenes de 
traición, sedición, infi'accion de la Constitución, inal\:)ersa- 
cion de los fondos públicos y concusión. 
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A los Majistrados de los Tribunales superiores de justi- 
'cia por notable abandono de sus deberes. 

En los tres últimos casos, la Cámara de Diputados decla- 
Ta primeramente si ha lugar o no a admitir la proposición 
de acusación, y después, con intervalo de seis dias, si lia 
,lugar a la aciflsacion, oyendo previamente el informe de 
una Comisión de cinco individuos de su seno elejida a la 
suerte. Si resultare la afirmativa, nombrará dos Diputados 
que la formalicen y prosigan ante el Senado. 

Art. 39. Son atribuciones de la Cámara de . Senadores: 

1. *^ Calificar las elecciones de sus miembros, conocer 
en los reclamos de nulidad que se interpusieren acerca de 
ellas, y admitir su dimisión, si los motivos en que la fun- 
daren fueren de tal naturaleza, que los imposibilitaren iSí- 
sica o moralmente para el desempeño de estos cargos. No 
podrán calificarse los motivos sin que concurran las tres 
cuartas partes de los Senadores presentes. 

2. ^ Juzgar a los funcionarios que acusare la Cámara 
de Diputados con arreglo a lo prevenido en los artículos 
38 y 98. 

3. ^ Aprobar las personas que el Presidente de la Ee- 
"póblica presentare para los Arzobispados y Obispados. 

" 4. *^ Prestar o negar su consentimiento a los actos del 
Gobierno en los casos en que la Constitución lo requiere. 

. Los privilejios o atribuciones conferidas por estos artioulos a 
los dos Cuerpos del Congreso, como las demás prerogativas y or- 
;ganizacion actual de aquella rama de los poderes políticos, t^aen 
todos su orijen de la Constitución inglesa. El pueblo británico, 
(jue en cualquier rincón del universo, según la espresion de lord 
Palmerston, puede esclamar: sum civis romanus, con todo el or- 
gullo y las garantías que esa calidad conferia a los antiguos re- 
publicanos, es el que, gracias a su lucha constante con los reyes, 
nos lia legado ese precioso don de las libertades representativas. 
La jurisdicción esclusiva en materia de elecciones contestadas, y 
e\ derecho de impeachment o de acusación llevada por la Cáma- 
ra de los Comunes a la de los Lores, han sido unos de esos privi- 
lejios que el parlamento dÍBput6~Í3Íempre a la juriédiccioA dé 
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laOórie de equidad, llamada Corte de Cancillería, j a laapre-- 
tendiones de los monarcas que se las negaban. 

Atendiendo al carácter soberano e independiente del Poder 
Lejislativo, es indudable el derecho de este, o de las dos Cámaras 
que lo componen, a ealiñcar las irregularidades o nulidades en Ja 
elección de sus miembros. La injerencia de otro tribunal o cuer- - 
po cualquiera seria un avance de autoridad sobre las atribuciones 
á§ ese Poder. Si esa facultad se dejara a cualquier otro funciona- 
rio, éste no ternaria el mismo interés en la pureza y legalidad de 
los actos de esa clase, que el Congreso mismo que les debe su 
of^en, ¿Quién demostraría mas celo que una Cámara en averi- 
guar y esclarecer la lejitimidad de nna elección que puede llevar 
a/BUseno miembros espurios, que solo la intriga o los manejos 
ihüyan- hecho triunfar? Su dignidad, su espíritu de cuerpo están 
directamente empeñados en alejar los abusos y castigar los ddir • 
tos» Be oti'o modo, la calificación de las elecciones seria una arma ^ 
pfikderosa dejada en manes de un poder estraño, cualquiera que^ 
éste, sea, para viciar las. fuentes de la Eepresentacion Naeional y 
ejeicer ^obre ella indebidas influencias, . dando validez a las elec- 
ciones nulas, o anulando las válidas. 

«'En cuai;itO'al derecho de acusación de los faneionaríoay .por* 
los., delitos que se espresan en este .párra^O) la práctica adoptada - 
por nuestra Coi^stitucion se aleja igualmente de las, de otros pai« - 
se& representativos. Según la Constitución, inglesa ^ , él' procedi- 
miento de acusación (impeachment) se estieBder.contrattoda ehee 
de personas y a toda especie de delitos,; seóbaladamentara las- gran- 
des tra^gresiones (misdeeds), que injimen peeatiarazrei;i4elaSi6pii- 
blicavpi^.Ql ,abúsa:de:.4os altQ8.de8tíiloB|yde£onfianiay Sa Jiinia, el 
ParJj^nÍQüito. ejerce ^L•caI^etér y las .at]áfaiieíaBCB.détixái.vecda4erQ 
TrH»4in%l>aupr€uno^ccm pl^a libertad <pará la «püeacióB de 3a pena. 

J^}>Ji0iimT^3ki0y ¡9 Constitncioa ' doul^s. Estados Unidos ha ésta-^ 
bljepidQ^^' «los juicios en. casQ/de^acu8aéiG^ (imfEeachment) no ; 
tendrán otro efef^to que priyar al acusado del puesto que ocupa,. 
y declararle incapaz de poseer cualquier, oficio 'de.honor,^de con**. 
fianza o de provecho, en los Estados Unidos; poro la parte con*- < 
victa podrá ser sometida^a juicio, juzgada y castigada según las 
leyes, por los tribunales ordinarios» (1). Yde otro lado somete a 

(1) Art l.^lec. 3.«,§7. 
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acusación (art. 2. ^ , seco. 4. * ) al Presidente o vice-PreMdente y 
todos los ñmcionarios civiles (en contraposición a militares, segan 
Story) por los delitos de traición, dilapidación del tesoro público, 
u otros altos crímenes {misdemeanors). 

Nuestra Constitución se aleja de ambas, tanto en la clasifica- 
ción de las personas que pueden ser acusadas, como en los delitos 
que producen la acusación y en las penas que se aplican. Comen- 
zando por las primeras, es bien curioso el cuidado que se ha 
tenido en no incluir al Presidente de la República entre los em- 
pleados que puede acusar la Cámara de Diputados. Sin embargo, 
según se vé por los artículos 83 y 93 hasta el 100 inclusive, aquel 
puede ser acusado por dicha Cámara a la de Senadores en la 
misma forma que los Ministros, Consejeros de Estado y 'Jenerales 
del Ejército o Armada, pero «solo en el año inmediato después 
de concluido el tétminó de la presidencia.» ' Ese derecho de acu-' 
sacion está envuelto en tanta oscuridad y en tantas referencias a 
otros artlctdós, qde parece que Íos^ Oonvencionaies quisieron 
cubrir cóií^ún' velo ¿é inviolabilidad ese útrico y ^cioso aunque 
débil iifelib 'cóhttó Ibá dééníáúés détm 'M 'Ejfecuti^di^^Pdr'tó 
dfemaé; tíaiStará^ máa' aSefótürile ^ésS tóferf^^' á^án&HSar'íorf iri- 
dicádids Méhlok? -fin tukktb^ a' íok'fiífaKonariB^ifelísábled, nu'éktfó 
CoñstídiSfóñ fia áiídádíiinttcfiá mks reslííinjidít^^e íás; Góntetíta-* 
cuynesliiigftk'^^-^^^'^-^^^^-^-^'^'^--^*^^^ -*.^i^^....-.-.. :..%? 

gunda oeútrá tdiio^lWfoticibkaií^^bivil^^^^^ 

'La designacib& de ftin^óib^dit^^ pof naestra 

Cbtistitacioo, me parece Ubíiarlbsfitied que lo^j^Htícipi6rde de- 
recho iráblíeo y la'práctíea de los países representativos se propo-\^ 
nen, dándo^lais Cámaras esa ocultad. En efecto, estender tal atri- * 
bucion contra toda cláád de personas, seria, ademas de una usutpa- 
ci^n^bre el Poder Judicial, un ataque a la igualdad ante la l€»i» 
An^ajbe^ndQ n I09 ciudadanos el derecho de ser juzgados p9r loa y 
Tríbui^ales cc^muj;tei^ yi según la^ forpia^ ordiixarias, agrayan49,l9S 
gastp^ y;d,eUb^aciones, muchq mas en la forma que lo hace el; 
ait. &8 de nuestra Constitución. — Seria ademas una arma tiránica 
que los piartidos asestarian bajo la coraza d^ áu invíoialbilidad con- 
tra ^us enemigos políticos pnvados. No es, pu^s, adaptaole la 
práctica inglesa. 

Tampoco creo prudente por semejantes raioiies ejercer' él" dere-'* 
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cbo de acusación contra todos los funcionarios civiles. No todos 
estos entran en la esfera de la política, ni sus actos pertenecen at 
dereclio público: un delito cometido por los empleados de Aduar 
xia^ los Jefes de Policia, los profesores do un Oolejio, no arrastran 
esa importancia j trascendencia sobre los grandes intereses de la 
nación. Mientras que un Presidente, los Ministros j Consejeros 
de Estado, los Jenerales de ejército, etc., no podrían ser juzgados 
con la imparcialidad e independencia y aun la peculiar instruc- 
ción necesaria para el manejo de los grandes intereses politicot^ 
sino por una alta corporación como el Senado, que, debiendo ema* 
nar del pueblo, garantida contra las influencias del Ejecutivo. 
. {^or lo que hace a la determinación de los delitos que autorizan 
la acusación, está basada también en los mismos principios. La in- 
fracción de la Constitución, la traición, la malversación de los 
fondos públicos, el haber comprometido el honor o seguridad de 
la nación etc., son de aquellos altos crímenes que atacan en su 
base el orden político y perturban la tranquilidad n ofenden los 
derechos de toda la nación^ — Mas la libertad que se deja en la 
aplieacíoli de las J^naa ofrece graves ineonvenientei apuntados 
en la historia con caracteres de aangre, y que la Conatítocion 
amricaña ha salvado lestrinjiéndoi^s a )a deslitneioA jr, 9 la pri- 
vación de todo destino público. Loa cadalsos levantados |{iir h» 
Pailamentos ingleses por delitos a veces leves» y parsi hambres 
di|pos y meritorio^ sómo los Bockingam» loi^ dps Steraffor^, Ua- 
ná Estuardo y el misma infortunado C&rloSf 1^ aoo una protests 
contra tan amplio privilejio dejado a las. pasiones de los partidoS' 
ITna ves privado si gran criminaídel poder o 4e l{^,capacida4:4« 
hacer el mal público o mas bien político, la acqioiv politíjCa, del 
Benado también debe cesar;;y entpnce8,en|reg^doel reo a los tvi- 
bunales ordinarios, estos le aplicai:án la^leye^ coinimes. 

' Árt 40, Las leyes pueden tener principio en él Senado 
o en la Cámara de Diputados a proposición de uno de sos 
miembros, o por mensaje quo dirija el . Presidente de la 
Sepública. Las leyes sobre contribuciones, de cualquiera 
naturaleza que sean, y sobre reclutamientos, solo pueden 
tener principio en la Cámara de Diputados. Las leyes sobre 
reforma de la Constitución y sobre amnistía solo pueden 
tener principio en el Senado. 
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En la Constitdcion aristocrática y conservadora que dá nuestro 
Código al Senado^ no es estrafío que le liay\ arrebatado como la 
Constitución inglesa a la Cámara de los Lores, la iniciativa en las 
leyes sobre contribuciones, pues que, según el principio de aque- 
lla, como las contribuciones recaen sobre el común del pueblo, 
es justo que este tenga él solo derecho de gravarse con ellas (1). 
Pero parece que por el mismo principio deberia dejarse la ini- 
ciativa al Senado que, según está constituido, representa los gran- 
des propietarios, quienes son los mas directamente gravados. Sin 
embargo, como tanto las leyes de contribuciones como las de re- 
clutamiento afectan tan de cerca los mas vitales intereses de la 
nación y refluyen con todo su peso sobre la jeneralidad del pue- 
blo, es propio que la Cámara de Diputados, compuesta de miem- 
bros elejidos en elección directa y mas accesible á las influencias . 
populares^ sea^ quien tenga la inidatiya, 'consénrá'ndose la facultad . 
negativa de tesist^eia al Senado y sd- Prfsidente que representan . 
distintos miere&és. > . - , ! . .: . v :.. '] 

Por lo: que toca^allas l^es^de amnistía y refi^rma^de la C!ons-. 
titucionf ^ divisa a las ektras el'ppnsamienta^Q^iticó <]fiiftiae?tavf» 
ea visU-^ réáen^ar €^ d^r^el^o de la iaidibláTa^ali'xSenfOQh^ ednier^ 
vadqr*. MufstrDs Oon^enidionalbs, qqeiáQíndDodavItoda clase 'liñr 
g«canti4s.al ótden.y a la estabáHdad deílap instltaciones, severos e 
intmnsijiblcs c(>nila anak^qoia^ estscionáriosjy |tirai)|(es para evitar . 
reToéltas^TconfaervaroBÍ solo; ^al, Senado! hL £actiltacb4a.iiii|^iar>l^/ 
leyaisobre amni»ti$( laícuá^ alsusi^joa desfves't^i^a'ia autoridad' 
y ^perpetuaba 16s ^emenfos royolut^iiinaríos, y.p<ibl*e refonpas de 
la^Oenábitucion, que icaultoipiarián ^todos sus jíaaes y alejarianl, 
lak perspectivas de calnáa política que se propusierob. Estas trabas ,. 
quo'jeB. un tiempo pudieron juzgarse necesarias, cuandó/cstabánÜ 
frescos los recuerdos (fe las discordias intestinas y déla sangré [. 
derramada, tal vez producen en el dia con su tirantez el misnío 
resultado que sé trataba de evitar. * .. 

^ór til titilo, como según nuestra Constitución .el Poder JieiJis- ^ 
laftivó reáifle tantoieii' una y otraOámaTa _eomo ei\^el jefe;;d4P\; 
í^cuti vo, eí consiguiente que, salvas la« ^scep^ohe8,¿g)untadas,ei|'r* 
este-artictilOsyias eTiumeradA8'en'elt^i*tí(?ulo.36^ <^omjO esclusivaí;;' 
at!rib\t<»Qn^ flel Coiíg^eso, la inicijitiva de las' 'leyes pertetezca,/ 



^♦»*i. 



(1) 331ack8tone, citado por Story. 
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ignalmente a eada uno de los otros miembros del Poder LejisW 
tivo. Por tma emeijencia casual la gran mayoría de nuestras le* 
yes traen esclusiyamente su orijen del Ejecutivo, lo que puede 
atribuirse a muchas causas que no es del caso esponer. 

Art. 41. Aprobado un proyecto de lei en la Cámara de 
8U orijen, pasará inmediatamente a la otra Cámara para su 
discusión y aprobación en el período de aquella sesión. 

Art. 42. El proyecto de lei que fuere descebado en la 
Cámara de su orijen, no podrá proponerse en ella hasta la 
sesión del año siguiente. 

Art 43. Aprobado un proyecto de lei por ambas Cama? 
ras, será remitido al Presidente de la Bepáblicaí quien, si 
también lo aprueba, dispondrá su promulgación como lei, 

Art. 44. Si el Presidente de la Bepública desapfuebíi el 
proyecto de lei^ lo devolverá a la Cámara de su orijen, bar 
ciendo las observaciones convenientes de&tro del término 
de quince dias. 

Art 45. Si el Presidente de la Eepiíblica devolviera el 
proyecto de lei desechándolo en el todo, se tendrá por ño 
prepuesto, ni se podrá proponer en la sesión de aquel año» 

Art. 46. Si el Presidente de la Eepública devolviere el 
proyecto de lei, corrijiéndolo o modificándolo, se reconsi* 
derará en una y otra Cámara, y si por ambas resultare 
aprobado, según ha sido remitido por el Presidente de la 
Eepublica, tendrá fuerza de lei, y se devolverá para su 
promulgación. 

Sino fuesen aprobadas en ambas Cámaras laa modifica*- 
cienes y correcciones, se tendrá como no propuesto, ni se 
podrá proponer en la sesión de aquel año. • 
, Art. 47. Si en alguna de las sesiones de los dos años si- 
guientes se propusiere nuevamente y aprobare por amba» 
Cámaras el mismo proyecto de lei, y pasado al Presidente 
dé la República, lo devolviere desechándolo en el todo, las 
Cámaras volverán a tomarlo en consideración, y tendrá 
fuerza de lei, si eada una de ellas lo aprobare por una ma^ 
yoria de las dos terceras partes de los miembros presenteii^ 

OOMENI^ABIOS. 6 
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Lo mismo sucederá si el Presidente lo devolviera modifi- 
cándolo o corrijiéndolo, y si cada Cámara lo aprobare siu 
estas modificaciones o correcciones por las mismas dos ter- 
ceras partes de sus miembros presentes. 

Art. 48. Si el proyecto de lei, una vez devuelto por el 
Presidente de la Eepública, no se propusiere y aprobare 
por las Cámaras en los dos años siguientes, cuando quiera 
que se proponga despnes, se tendrá como nuevo proyecto 
en cuanto a los efectos del artículo anterior. 

Art. 49. Si el Presidente de la República no devolviera 
el proyecto de lei dentro de quince dias, contados desde la 
fecha de su remisión, se entenderá que lo aprueba, y se 
promulgará como lei. Si las Cámaras cerrasen sus sesiones 
antes de cumplirse los quince dias en que ha de verificarse la 
devolución, el Presidente de la República lo hará dentro de 
los seis primeros dias de la sesión ordinaria del año siguiente. 
' Art. 50. El proyecto de lei que aprobado por una Cá- 
mara fuere desechado en su totalidad por la otra, volverá a 
lá de su oríjen, donde se tomará nuevamente en considera- 
ción, y si fuere en ella aprobado por una mayoría de las 
dos terceras partes de sus miembros presentes, pasará se- 
gunda vez a la Cámara que lo desechó, y no se entenderá 
que esto lo reprueba, sino concurre para ello el voto de las 
dos terceras partes de sus miembros presentes. 

Art. 51. El proyecto de lei que fuese adicionado o co- 
rrejido por la Cámara revisora, volverá a la de su ory en; y 
si en esta fuesen aprobadas las adiciones o correcciones por 
la mayoría absoluta de sus miembros presentes, pasará al 
Presidente de la República. / 

Pero si las adiciones o correcciones fuesen reprobadas, 
volverá él proyecto segunda vez a la Cámara revisora, 
donde, si fuesen nuevamente aprobadas las adiciones o 
correcciones, por una mayoría de las dos terceras partes de 
sus miembros presentes, volverá el proyecto a la otra Cá- 
mara, y no se entenderá que esta reprueba las adiciones o 
correcciones, sino concurre para ello el voto de las dos ter- 
ceras partes de los miembros presentes. 
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Como todos estos artículos tienen solo por objeto las team Ú!c» 
Clones para la formación de una leí, hemos querido tratarlos Junta* 
me&te para guardar la ilación y mutua referencia que guardan 
entre si. La leí, conio hemos dicho, salvos los casos mencioBadosy 
puede tener su orijen tanto en las dos Cámaras como en el jefe 
del Ejecutivo. Ahora bien, una vez presentado el proyecto, puede 
correr una de éstas eventualidades: que siéndolo por el Ejecuti- 
vo, sea desechado por una de las Cámaras; o siendo pccsentado y 
aprobado por un» de estas, sea desechado por la otra: o qjae. apro- 
bado por ambas Cámaras, no lo sea por el Ejecutivo. £ii el ^i- 
mer caso, no eabe duda que la Cámara donde fuere presentad^ la 
moción (que no tienen otro carácter los mensajes del Presiden- 
te) en uso de su soberanía deliberante, lo somete a los trámites 
prescritos por sus estatutos y puede aprobarlo o rechazarlo: no 
nos detendremos, pues, en este caso. En el segundo caso, para 
que el presente proyecto, aprobado por una Cámara y desechado 
por la otra, se entienda que aquella insista, es necesarío.que lo 
haya sido por una mayoría de las dos terceras partes, y en este 
caso se supone aprobado el proyecto, si la Cámara reviaora, a 
quien se devuelve nuevamente no lo rechaza con una igual ma- 
yoría. La misma regla s^ aplica a las adiciones o correcciones que 
hiciere la Cámara reviscnra» , 

'■ En el tercer casO) el Ejecutivo ejerce un veto suspensivo. sobré 
los proyectos aprobados por ambas Cámaras: según esto, el pro* 
yecto desechado por el Presidentose tiene por no propuesto y no 
se podiá proponer en aquella sesiom Lo mismo sucede si, enmen- 
dándolo, no son aprobadas las enmiendas por el Congreso» Si en 
las dos cesiones siguientes fuere presentado el mismo proyecto^ 
pasado nuevo al Presidente,' y si éstd no Ip aprueba total o par* 
clalmente,'se devuelve a las Cámaras, las cuales insistiendo ambas 
con dos tercios, ledan^fherza delei; Si el Presidente no devolviere 
un proyecto pasados quince dias, se supone tácitamente aprobado, 
a menos que las Cámaras cerrasen' suá sesiones^ en cuyo caso el 
Presidente deberá hacerlo en los seis primeros dias de la sesión 
entrante. Tal es el mecanismo prescrito por nuestra Constitución 
.en las tramitaciones de las leyes, para el caso que uno de los 
mjiembros del Congreso o el Ejecutivo no estuvieran acordes en 
un proyecto de lei. 

Los dos miembros co-lejislativoss debiendo ^omar igual/*part« 
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€R Ift formación de la lei, deben ejercer uno sobre otro el derecho 
eonsignientc de ernnienday corrección o repulsa dé los proyectos 
aprobados por uno de ellos: es nn principio que no da lugar a 
dudas. Ahora la ostensión quC se ha dado a esa mutua sujeción^ 
en los artículos presentes, no tiene nada que contraríe los princi* 
píos comunes de derecho público j el proceder de las asambleas 
lojislativas de otros países. Asi prescindiremos de hacer observa- 
ciones sobre este punto. 

iknpero, el veto que «e concede al Presidente, o el pod^ de 
aprobar o reprobar las leyes que han pasado ya por el Congreso, 
•stá investiio de un carácter que lo hace asemejarse al veto ab- 
soluto de los monarcas. Nadie duda que la facultad en si, reduci- 
da a sus justos límites, debe residir en el Ejecutivo como un me* 
dio de defensa contra las usurpaciones del poder lejislativo, y para 
«stablecer la armonía y el equilibrio entre ambos poderes. Maa 
ese objeto se conseguiría, como lo hace la Constitución de Esta- 
dos Unidos , limitando el veto a los efectos suspensivos, esto es, 
que el Presidente devuelva el proyecto a las Cámaras con las ob- 
jeciones que le ocürríeren, y que éstas puedan con una mayoría 
de dos tercios dario la sanción de una lei (1). Este temperamento 
no tiene ni les dificultades del veto casi absoluto que da nuestra 
Constitución, ni la flojedad de esa misma facultad en los artícu- 
los 53, 64 y 55 de la de 28, que soJo exigen la nmyoría absoluta 
para el #aso de repulsa del Presidente. 

En efecto, si el Poder Lejislativo reside solo en el Congreso y 
la negativa del Ejecutivo tiene por fin esdusivo llamar la consi- 
deración de aqudi sobre una medida talvez poco premeditada o 
una lei de utilidad cuestional^e, en una palabra, si el v^o no e» 
sino una apekcion a la cordura de la gran mayoría de ambas Cá- 
maras para que revisen y deliberen de nuevo wibre fius an- 
teríores acuerdos, es evidente que una mayoría de dos tercios en 
una y otra inducen a la presunción de que una lei objetada e» 
justa y ealudablo. Un reto absoluto irríta con su dureza: un n& 
redondo diríjido a los representantes díroctos de la nsaaefñ tiene 
^Igo de vejatorio a las libertades públicas, sobre toi^ si se eos- 
j»dera que es un solo hombre, que pot ilustrado que sea, no pue- 
áe poseer «1 saber, la esperiencia y el buen juicio «de un núnaero 
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considerable de individuos. Por eso es que en Inglaterra, donde el 
monarca está investido de esa facultad, sea por consideraciones a 
la opinión pública, que allí es también un poder, o porque la in- 
^uencia de aquel en ambas Cámaras haya sido irresistible, jamás 
se ha presentado el caso de que la corona haga uso del veto des- 
de el afio de 1692 (1). Es verdad que el veto según los presentes 
artículos es solo calificado o suspensivcr^ pero la calidad de que el 
proyecto desechado o reformado por el Presidente no pueda ser 
propuesto en toda la sesión, y la otra que determina el articulo 
48, lo desnaturalizan completamente. 

Tales accesorios vienen a darle mayor poder y fuerza que el 
derecho de repulsa de cada Cámara ; por manera que el Ejecuti- 
vo puede entorpecer y aun anular cualquier acto del Poder Lejis* 
lativo. Qué! este último deja de serlo, porque no tiene en si mismo 
los medios de realizar su fin, el hacer las leyes con independen- 
cia de cualquier ájente estraño« La Constitución de 28 anulaba el 
veto, o lo dejaba reducido a una sombra, al reducirlo a una sim- 
ple reconsideración de ambas Cámaras por la misma mayoría 
absoluta con que habia pasado el proyecto. Pero la Constitución 
de 33 ha anulado el Congreso mismo. ¡Triste, pero in&lible resul- 
tado de las reacciones! .... 

DB LAS SESIONES DEL CONORESO. 

Art. 52. El Congreso abrirá sus sesioúes ordinarias el 
dia primero de junio de cada año, y las cerrará el primero 
de setiembre. 

Art. 68. Convocado estraordinariamente el Congreso, s% 
ocupará en los negocios que hubieren motivado la convo- 
catoria, con esclusion de todo otro. 

Art. 54. Ninguna de las Cámaras puede entrar en sesión 
sin la concurrencia de la mayoría absoluta de los miembros 
de que debe componerse. 

Art. 55. Si el dia señalado por la Constitución para abrir 
las sesiones ordinarias, se hallare el Congreso en sesiones 
estraordinarias, cesarán estas, y continuai'á tratando en 

(1) Story. 
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sesiones ordinarias de los negocios para que habia sido 
convocado. . 

Art. 56. El Senado y la Cámara de Diputados abrirán 
y cerrarán sus sesiones ordinarias y estraordinarias a un 
mismo tiempo. El Senado, sin embargo, puede reunirse sin 
presencia de la Cámara de Diputados para el ejercicio de 
las funciones judiciales que disponen los artículos 29, 30 y 
31, y la parte 2.* del artículo 39. 

La Cámara de Diputados continuará sus sesiones sin 
presencia del Senado, si concluido el período ordinario, 
hubieren quedado pendientes algunas acusaciones contra 
los. funcionarios que designa la parte segunda del artículo 
38^ con el esclusivo objeto de declarar si ha lugar o no^ a 
la acusación. 

Como la naturaleza de las funciones del Poder Lejíslativo no 
exjije la confitante permanencia del Congreso, principalmente en 
paises donde los negociados de este Cuerpo no son complicadx>s 
ni numerosos^ nuestras Constituciones han fijado siempre un tér- 
mino para la duración de las sesiones, el cual atendidas las cir« 
eunstancias de la época, fué juzgado suficiente. Otra ventaja que 
debe haberse tenido presente en la fijación de un_dia para la aper- 
tura del Congreso, que tuvieron por lómenos los convencionales 
norte-americanos que incluyeron igual disposición en su Constitu- 
ción, es la de garantir el Poder lejisíativo contra toda tentativa de 
los partidos, del poder o de la corrupción para impedir su reunión. 
Es de observarse que la Constitución de Estados Unidos, al mis- 
mo tiempo de designar un periodo para la apertura, no fija nin- 
guno para la conclusión de las sesiones, dejando la duración de 
éstas a la voluntad del Congreso mismo: medida altamente razo- 
nable y protectora que respeta el derecho natural de toda corpo- 
ración a rejir SÜ8- propias reuniones según el recargo mayor o 
menor de sus ocupaciones, sin que descienda a implorar prórrogas 
de .tin poder estrafloj , . 

Nuestra Constitución no ha juagado prudente obrar así, y aun 
ha rcstrinjido el periodo lejisíativo que la Constitución de 28 ha- 
cia terminar el 18 de Setiembre, como para asociarlo en la me- 
anoria del pueblo con el recuerdo del día en que Chile hizo e] 
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primer ensayo de su soberanía. Pero no es solo esto. Solo el Eje- 
cutivo pu«de convocar el Congreso a sesiones estraordinarias, j 
en tal caso solo se ocupará de los negocios para los que aquel lo 
ha convocado ; de que se sigue que el Congreso es puesto bajo 
una verdadera tutela del Ejecíutivo, a quien se ha considerado 
mas prudente reservar la facultad de juzgar sobre las deliberacio- 
nes y acerca de los objetos de que el Congreso debe ocuparse. Su 
poder lejislativo es asi restrinjido o ensanchado al arbitrio d«l 
Ejecutivo. 

Respecto al quorum de la "Cámara para el despacho de los ne- 
gocios, la regla establecida por el artículo 54 de que solo la ma- 
yoría absoluta lo componga, es un tiúmero sancionado por la 
práctica de muchas Repúblicas y que evita las sorpresas de las 
minorías. Es por otra parte el único y mas razonable medio de 
conseguir que la lei sea Ta obra de la opinión jeneral. Por estas 
razones no juzgamos aceptable la práctica de la Inglaterra, donde 
uu número de 45 miembros componen un quorum en la Cámara 
de los Comunes, cuyo número total consta de cerca de seiscientos 
individuos. 

Art. 57. El dia antes de cerrar el Congreso sus sesiones 
ordinarias, elejirá el Senado siete Senadores que, hasta la 
siguiente reunión ordinaria del Congreso , compongan la 
Chmision Conservadora, 

Art. 58. Son deberes de la Comisión Conservadora: 

1. ^ Velar sobre la observancia de la Constitución y de 
las leyes. 

2. ^ Dirijir al Presidente de la República las represen- 
taciones convenientes a este efecto; y no bastando las pri- 
meras, las reiterará segunda vez, de cuya omisión será 
responsable al Congreso. 

3. ^ Prestar o rehusar su consentimiento a todos los., 
actos en que el Presidente de la Repiíbíica lo pidiere, se- 
gnn lo prevenido en esta Constitución. 

La institución llamada Comisión Conservadora, tomada de la 
Constitución de 28, ha sido conservada en la nuestra, cercenadas 
ks facultades que le daban mas importancia, y apesar de babero 
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eii élla ittrodocido otra institución que tiene con aquella alguna 
analójia y que la lia reemplazado, haciéndola inútil. Tal es el Con- 
sejo de Estado, obra de nuestros convencionales de 33, el cual, 
como aquella Comisión, debe prestar o rehusar su consentimiento 
a los actos del Presidente y velar por la observancia de la Cons- 
titución y las leyes. 

Sin embargo, la naturaleza de ambas instituciones es bien dis- 
tinta; pero ambas son características de las dos épocas a que 
debieron su nacimiento. Los convencionales de 28, que preten- 
dian establecer la soberanía del Poder LejisIatiVo, crearon la Co> 
misión permanente nombrada por el Congreso y compuesta de 
un Senador por cada provincia, de manera que trayendo su oríjen 
del Congreso mismo sirviera do centinela en el receso de éste 
para darle el alerta a algún ataque o amenaza del Ejecutivo. Esa 
Comisión debía redamar o representar a este último las infrac- 
ciones de la Constitución y de las leyes, y en caso de insuficien- 
cia de este recurso, podia convocar al Congreso a sesiones ex- 
traordinarias. Los convencionales de 33 crearon el Consejo de 
Estado para robustecer el Ejecutivo, y redujeron a esqueleto ese 
censor incómodo de la Comisión Conservadora. 

En efecto, la Comisión Conservadora, tal como la estableció la 
Constitución de 28, representaba un papel un poco importante en- 
tre las instituciones políticas: estaba destinada a representar el 
Congreso en su receso y a rcunírlo cuando lo juzgaba necesario^ 
cuando las libertades públicas peligraban, cuando las leyes fundar 
mentales eran infrinjidas y el IJjecutivo era indiferente o cómpli- 
ce. La Comisión Conservadora, por otra parte, según fué ideada 
en sus principios, representaba los grandes intereses provincialesy 
según las teorías de la época. 

Empero, los deberes o atribuciones que estos artículos imponen 
A la Comisión Conservadora son puramente pasivos e ineficaces. 
La vijilancia sobre el cumplimiento de la Constitución y las leyes, 
la representación al Presidente de las infracciones de éstas que lle- 
garen a su noticia, sin derecho ulterior, y la facultad de prestar o 
negar su consentimiento al mismo Presidente para el nombramien- 
to de los oficiales superiores del ejército oArmada, para la desti- 
tución de empleados, para el desafuero de los miembros del Con- 
greso y la autorízaásion al Presidente para que se ponga a la ca- 
beza del ejército: hé ahí todas las ñicultades que nuestra Conati^ 



— 121 — 

tucion dá a la Comisión CoBservadora. Yijilancia sm autoridad, 
amonestaciones sin eficacia, aprobaciones o repulsa» de los actos 
del Ejecutivo: bé abi todo. Asi no es de estrañar que tan ra- 
rara vez dé signos de vida esa institución postiza, a no ser cuan- 
do el Presidente exije sus servicios. La Gon;)ision: Conservadora, 
con tales atribuciones y compuesta de siete miembros elejidos por 
el Senado, no es, propiamente ^ablan^p, mas que el^ feto muerto 
áe una madre enfermiza. 





y CAPITULO VIL 

DEL PRESIDENTE DE LA REPl 

Art. 69. ITn ciudadano con eríItulo'S^Tresidente de la 
Eepúblíca de Chile administra el Estado, y es el Jefe Su- 
premo de la Nación. 

Un ciudadano administrando el Estado, un solo individuo ejer- 
ciendo la mayordomía de la nación entera: hé abi reasumido en 
pocas palabras el papel representado por el Presidente de Chile, 
feguni nuestra Constitución Asi el capitulo que trata de ese al- 
to funcionario se anuncia desde sus primeros palabras con el in- 
menso cúmulo de poder que le atribuye. «Y es el jefe supremo^de 
la nación,» se agrega, como para aclarar mas la idea de suprema- 
cía iba a decir, de soberanía, que contr* todos los principios 

del derecho publico, se aplica al jefe del ejecutivo. En efecto, es 
preciso observar desde luego que el Presidente no es solo él jefe 
del Poder Ejecutivo, no solo es el supremo administrador del Es-, 
tado, es también lá primera autoridad de la nación; es sü Jefe Su-^ 
premo. Asi el Poder Lejislativo, verdadero e inmediato represen-- 
tante del pueblo, queda mui abajo a su lado: del mismo modo 
el Poder Judicial, el Poder Municipal, todos poderes que la Cons- 
títucion misma reconoce, y que la ciencia clasifica, vienen a ser'me- 
ros subordinados, dependientes, casi subditos de aquel poder colo- 
sal. Los artículos subsiguientes confirmarán demasiado aquellas 
palabras, ya bastante significativas por sí solas. 

Art. 60. Paraseír Presidente de la Bepáblica se requiere: 
1. ^ Haber nacido en el territorio de Cbife. 
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2. ^ Tener las calidades necesarias para ser miembro de 
la Cámara de Biputados. 
8. ^ Treinta años de edad por lo menos. 

Las calidades qué por este artículo se exijen para ser Presiden- 
te de la República, son, a mas del nacimiento en el territorio j la 
edad de treinta aSos, las que se necesita para ser Diputado, y que 
ya otra vez hemos analizado. Los inconvenieotes o la inconse- 
cuencia que allí hemos hecho notar, de exijirse renta para el des- 
empeño de un cargo republicano, subsisten en el caso presente. 
No es fócil comprender por qué no podría ejercer el cargo de 
Presidente, cuya dotación actual es de doce mil pesos anuales, el 
que no tuviere de antemano una renta de quinientos. Difícil, im- 
posible casi, como es, que la nación toda fije su elección en nn 
individuo que no haya podido obtener esa módica renta con sa 
trabajo personal, es sin embargo altamente derogatoria de la 
igualdad proclamada en una Kepública y aun ofensiva a la digni- 
dad nacional la exijencia de aquel requisito. 

Por lo que toca al nacimiento, parece una condición mui razo- 
nable. No seria propio que el Jefe del Ejecutivo nacional, que re- 
presenta a la nación ante los demás paises, tuviera un orijen 
estraño a ella. Lo contrarío heriría la susceptibilidad del espirita 
público, del amor propio nacional, que ante el estranjero quiere 
verse retratado en aquel alto funcionario. No solo pide en él ca- 
capacidad: reclama la garantía de las afecciones qué ligan al suelo 
que nos vio nacer. No solo pide los talentos , los conocimientos; 
quiere también ver en él al compatriota, al chileno. 

En cuanto a la edad, la Constitución adopta un término medio 
entire la que exije del Diputado y la que debe tener un Senador. 
En efecto, parece que esa edad media de la vida concilla la mada- 
jez y la virilidad correspondiente a tan augusto cargo, con la ini- 
ciativa de la juventud, calidades que no se juzgaba convenientes 
en el cuerpo de ancianos que según la mente de nuestra Constitu- 
ción debían componer el Senado. La Constitución de Estados Uni- 
dos designa la edad de treinta y cinco años, para ser Presidente. 

Art. 61. Las funciones del Presidente de la República 
durarán por cinco años; y podrá ser reelejido para el ^pe- 
ríodo siguientes ,, • 
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El término que este artículo designa para la duración de !ai 
funcionas del Presidente no guarda proporción con el que ha fija- 
do la práctica de otras Eepúblicas mas avanzadas, ni es conforme 
con la índole de las instituciones democráticas y con la suma de 
poder reunido en ese cargo por nuestro código. En la República 
norte-americana, en la de Nueva Granada, en la Confederación 
Aij entina, en la reciente Reptiblica ft-ancesa y en cabi lodos loa 
países en que se ha adoptado esa forma de Gobierno, se ha esta- 
blecido el plazo de cuatro aíios. Y si al año mas que conoede 
nuestra Constitución se agrega la ilegibilidad por otro térntíno 
iguala y pasando otro término de cinco años, la reelejibilidad in- 
definida, se comprende cuanto se aleja de la práctica sancionada 
por casi todos los países republicanos y de los principios del dere-r 
cho piiblico común. 

Si se analiza en efecto tal dísposicioTí con arreglo- a la natura- 
leza del sistema democrático representativo, aparece altamente 
monstruosa e incongruente. El principio fundamental de ese sis- 
tema se basa en la soberanía actual y continua de la nación, de 
cuyo ejercicio no se despoja esta sino para hacer mas constante 
su'víjilancia sobre sus delegados, llamarles a cuen.ta por.la g©our 
€Í6n de su mandato y con restricciones y garantías que le sirvan 
de salvaguardia contra los abusos, las ambiciones y las usurpación 
n«s de aquellos. Ahora bien, una de las garantías mas sólidas de 
una buena administración, uno de los medios de hacer efectiva 
la responsabilidad, de poner en ejercicio la soberanía nacional y 
de satisfacer lias exijeneias del espíritu público, es la brevedad del 
término de la delegación nacional, sobre todo en aquellos cargos 
qu:ei poí la importancia de sus atribuciones arrastran una gran 
parte del ejercicio de la soberanía. Mediante ella, como el tennis ^ 
no de la administración es corto, el funcionario es mas celoso y 
exacto cumplidor de sus obligaciones, por cuanto siente que se < 
acerca el término en que la nación le ha de pedir cuenta de su 
administración. Merced a ella, el mandatario, que conoce que su 
poder es precario y ha de concluir pronto, no alcanza a tomar el 
funesto hábito del poder, que no hace ver en la nación sino un 
patrimonio y en los ciudadanos sino subditos, ese hábito del pO: 
der que cambió la fornaa primitiva y natural del poder civil 4o^ 
Repúblicas en monarquías. - t 

Cuanto mas corto es el ténnino,:mas fácil y mas seguro se ha- 
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ce llevar a efecto la responsabilidad del poder, porque lo» pueblos 
conservan mas fresco el recuerdo de las arbitrariedades j se abre* 
Via el dia en que ha de satisfacerle. Finalmente, cuando se repi- 
ten con mas frecuencia las épocas solemnes en que la nación 
ejerce directamente su soberanía elijiendo a sus mandatarios, és- 
ta conserva la conciencia de su dignidad y no olvida que es sobe- 
rana: el espíritu público, esa vida íntima de los países denáocrá- 
tícos, recobra su -vigor y d4 nuevo impulso a la máquina admi- 
nistrativa. 

Por manera que^ el presente artículo, dando un término largo a 
la duración de la presidencia y permitiendo la reelejibilidad in- 
definida, que importa tanto como prescribirla, contraría todos loa 
principios del derecho público y la práctica de los países repu- 
blicanos. 

Al tratarse en la gran Convención del artículo que analizamos, 
hubo una seria oposición al principio de la reelección del Presi- 
dente. El Sr. Vial Santelices hizo presente los graves inconve- 
nientes que resultarían en U práctica, y contestando al banal ar- 
gumento que hacia Egana de que no era justo prohibir a los 
pueblos reelejir a los' mandatarios que habían desempefiado bien 
aquel cargo, recordó el testimonio de la historia que nos presenta, 
en escasa miñona el número de los buenos gobeiriíantes, al paso 
que sus pajinas están manchadas con la sangre que íos malos han 
h^o derratnar y con los crímenes que han cometido. Empero, 
la dócil mayoría de la Convención desatendió sus razones. El y. 
el Sf. Carrasca fueron los dos únicos votos que hubo contra la 
reelección. 

El inconveniente que hacia notar en la Convención el Sr.Tial 
fio era sin embargo el único que obstaba al principio de la reelec- 
ción. Hai otro superior por cierto a todos los que antes hemo9 
apuntado, demasiado conocido de los que tienen la mas lijera 
idea de nuestra historia política. Ese inconveniente es que, como 
dijimos mas arriba, permitir la reelección es lo mismo que pres* 
cribirla, y prescribirla autorizando una farsa la mas indecorosa 
para los principios republicanos y suscitando las revoluciones. En 
efecto, attn haciendo una absoluta prescindencia del carácter per- 
i$<ynal del Presidente, cuyo quinquenio concluye, es indudable qno 
el partido que lo apoye, por mas débil y desprestijiado que sea, 
obtendrá el ausilio directo de todos los empleador administrativos, ' 
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Áiempre complacienteB con la antorídad, siempre aduladores del 
Presidente que los nombra y de quien son ajeiitet naturales e inme^ 
diatos. Esa influencia, abrumadora j omnipotente como es, hace 
inútiles todos los esfuerzos del partido mas poderoso que pretenda 
contrarrestarla. La voluntad de la nación, aunque esté evidente- 
mente manifestada, aunque despliegue toda su enerjia para ser 
obedecida, tiene que ceder ante aquella organización mas fuerte 
que ella. Entonces olla no tiene mas que dos caminos. O se resig- 
na y abdica, o se rebela y lucha: una retirada vergonzosa, o una 
revolución. De un lado una fai'sa eleccionaria, del otro el trastor- 
%o del orden constitucional, la anarquía — he ahi la reelección. 

jNo es verdad que es esa la luz que arroja nuestra historia po' 
litica desde la promulgación de esta Constitución? ¿No es verdad 
que desde entonces la nación ha tenido la constante felicidad dor 
tener buenos servidores, que ha premiado también constante* 
mente con la reelección en el segundo quinquenio, realizándose 
asi los votos del convencional Egaña? ¿No es verdad que no biem 
habia trascurrido el primer quinquenio de la administración Prie- 
to, cnando la fatídica voz de la revolución se dejó oir, envuelta en 
los quejidos de un jénio moribundo, victima de sus propias crea- 
ciones? |No es verdad que el segundo quinquonio de la adminis- 
tración Búlnes se inauguró salpicado ooB la sangre derramada 
en una ciudad populosa? |No es verdad.....? |Pcro parausé ir a 

rejistrar en las tumbas sangrientas lecciones, cnando aqni en nues- 
tro eontinentei nuestros hermanos privil^iados de la gran Repn-' 
blica de) Norte, nos dan cada cuatro afios el ejemplo de millones 
de hombres marchando a la urna doctoral, pacíficos, dignos, ma- 
jestuosos, a consignar en un voto libre su voluntad soberana......? 

AlU nada de revoluciones porque no hai entre aquella urna y la 
nación, ni una sombra fantástica que la aterre, ni un verdrgo que 
ale sus brazos, ni nna bayoneta que la traspase. Alli que hai ¿t- 
iertadj hai Órde9, 

Art. 62, Para ser elejido tercera vez, deberá mediar en- 
tre ésta y la segunda eleccioo el espacio de cinco años. 

Art. 63. El Presidente de la Bepública será elejido por 
eleetores que los pueblos nombrarán en votación directa. 
Su ntimero será tríi^e del total d^ Diputados que corres* 
foñáíí a cada departamento. 
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La elección de Presidente es indirecta en -la forma que previe- 
ne este articulo. Nada mas justo que. tal medida, desde que es 
toui difícil, sino imposible, uniformar todas las opiniones,- todos 
los partidos de una nación en una sola persona, y desde que los 
ciudadanos que reúnan toda la capacidad y las calidades que re* 
quiere el cargo no están nunca al alcance de la mayoría del pais. 
Las reputaciones, las grandes individualidades no salen muclias 
veces del cifculo de las personas ilustradas de algunas provincias, 
en países como el nuestro en que el espíritu público nacional eo* 
mienza a formarse, en que lo imperfecto de las comunicaciones^ 
la infancia de la prensa, la falta de civilización en fin, mantienen 
las, barreras de provincia a provincia, impidiendo asi la reconcen- 
tración de los partidos provinciales en una persona. Esos incon^ 
venientes que fie hacen sentir en todas partes, y particularmente 
entre nosotros, por las razones indicadas, hacen que los candida* 
tos únicos que consiguen reunir los votos de toda la nación son 
étquellos que por el bríllo de sus hechos de armas, por sus grados 
y ^at^gorías, por sus medallas y su sable hieren mas vivamente la 
iiñájinácion popular, los militares en fin. Las glorias civiles pasan 
desapercibidas al mayor número, y muchas veqes ruidosas ^nuhda^ 
de3, fofas reputaciones y capacidades de sable son las que vienen 
a'pejif los destinos de una nacipn. Por espes que se ha visto y «é 
ve'dónáe quiera, en:los pais^á noas civilizados ,. como en los mas 
a^sadós, ese hecho utiiverfSál)- ese triste desmentíde al domiiiíó 
del'J)eder civil en lá foiíáa' republicana. Siempre una espada y un 
Sornbrero de pico dominando el edificio social. , ' * - * ; * 

El partido mas cuQrdo es, pueSj el que adopta la Constitución: 
una 'elección directa de hombres capaces, de ciudaditnoaqtte ten* 
gan los requisitos para ser Diputados, en númeTo triple del. dé 
éstos, para reunir por la dispersión o el mayor número' todas las 
opiniones, y representar lo mas fielmente posible las diverjas en- 
tidades políticas que se dividen la nación: luego estos electores 
ad koc procediendo a proponer sus candidatos con la lealtad e 
integridad buscadas en ellos por los que a su vez los elijieron. Con 
tal método dé élecciiE>n se evitan todos los inconvenientes apuntados 
y se conoilian las fentajas de la uniformidad posible de TO?tos y 
de la probabilidad de ser llamados los grandes méritos: civiles. 
Poriíltimo, la elección de (Rectores por departamentos cdtíio dis- 
pone el presente articulo, tiene la ventaja de llevan a-lós col^ioa 
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electorales esos grupos de paitidos que se puedeu formar aun. en 
cada lina de esas secciones administrativas. 

Sin embargo, como he indicado mas arriba, la práctica j enera) 
de los países republicanos es la votación directa en la elección de 
Presidente^ queriéndose asi llamar a la nación núsma inmediata^ 
mente al nombramiento del ciudadano en quien va a delegar en 
gran parte el ejercicio de su soberanía. No hai duda que en es- 
tricto derecho es mas conforme tal práctica a la índole de las ins- 
tituciones republicanas, pero los principios no deben ser inflexi- 
bles. Los sistemas abstractos aplicados en toda sn tirantez han 
hecho aplicar mas sangre y mas lágrimas que lo habría podido 
hacer su absoluta inobservancia. £s preciso dar elasticidad a los 
principios so pena de romperlos. Asi mientras no llegue el dia en 
que la civilización esté tan jeneralmente esparcida que la nación 
pueda conocer por si misma los ciudadanos mas capaces de re- 
presentarla, la elección de Presidente d#be ser indirecta. 

Art. 6é. El nombramiento de electores se hará por de- 
partamentos el dia 25 de junio del año que espire la presi- 
dencia. Las calidades de los electores son las mismas que se 
requieren para ser Diputado. 

Art. 65. Los electores reunidos el día 25 de julio del 
año en que espire la presidencia, procederán a la elección 
de Presidente, conforme a la.lei jeneral de elecciones. 

Art. 66. Las mesas electorales formarán dos listas de to- 
dos los individuos que resultaren elejidos, y después de 
firmadas por todos los electores, la remitirán cerradas y 
selladas, una al Cabildo de la capital de provincia, en cuyo 
archivo quedará depositada y cerrada, y la otra al Sena- 
do que la mantendrá del mismo modo ha£ta el dia 80 de 
agoBtOj 

La fojma prescrita para la elección de Presidente de la Kepú- 
blica por el Keglamento de elecciones (1) es la siguiente. Nom- 
brados los electores el dia 25 de junio de) aiio en que espire la 

presidencia, en la forma en que se hace la elección de Diputados, 

» - • ■» - 

(1) Bol. tomo 2, páj, 289. Edieio» d« Valparaíso* 



— 128 — 

de qae 7a )iemos hablado, y en numero triple del total de aqiie^ 
líos que corresponda al departamento, se rennen el 25 de jnlio a 
las nueve de la mañana*" en la sala municipal de la capital de la 
respectiva provincia. Proceden desde luego a nombrar de entre 
ellos mismos un presidente 7 dos secretarios; se lee las actas de 
elección de los departamentos, exhibiendo cada elector la copia 
tM>n que se le avisó su nombramiento; y resultando calificado un 
número que no baje de los dos tercios, se declara instalado el co- 
lejio electoral y lo comunica al Intendente de la Provincia. Se 
lee los artículos 60, 65 y 66^ de la Constitución; cada elector po- 
ne en una cédula el nombre del candidato que propone para Pre- 
sidente; se hace el escrutinio por los secretarios y demás miem- 
bros que quieran presenciarlo, leyendo el Presidente en alta voz 
el contenido de cada cédula; los secretarios publican el resultado, 
y estando arreglados, proceden a eslender las dos listas que pres- 
cribe el articulo 66, prendiéndose en lo demás como prescribe, 
éste y los siguientes artículos de la Constitución. 

Art. 67. Llegado este dia se abrirán y leerán dichas lis- 
tas eu sesión pública de las dos Cámaras reunidas en la 
«ala del Senado, haciendo de Presidente el que lo sea de 
este cuerpo, y se procederá al escrutinio, y en caso necesa- 
rio arectiñcar la elección. 

Las dos Cámaras reuidas en Congreso en la sala del Senado, 
presididas por el Presidente de este último cuerpo, en sumsi^el 
Poder Lejislativo, es el llamado por este articulo al cargo impor- 
tante de verificar el escrutinio y en caso necesario de rectificar la 
elección del Presidente de la República. Nada mas natural y lójico 
que atribuir la verificación del escrutinio al cuerpo representante 
de la nación: ninguna otra corporación o autoridad podría ofirc- 
<^er tan seguras garantías de fidelidad e integridad, por el número 
y el carácter de sus miembros y por el papel elevado que repre- 
fienta. Puede ademas suceder que, cdmo en los casos que detallan 
los artículos siguientes, no se reuniera la mayoría absoluta nece^ 
Baria según el art 68: no sería propio al carácter de jeneraiídad 
que debe reinar en la Constitución, ni aun «eria posible, descen- 
der a especificar todos. los casos de duda que pudieran ocurrir, y 
prescribir reglas para todos ellos. Por otra parte, tampoco seria 
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{urudente ni racional consultar nuevamente a la nación dot>re lot 
diversos candidatos, ni aun a los eolejios de electores, lo que im- 
portaría prori'ogar la dificultad sin resolverla. Tales son los fun- 
damentos probables de la disposición presente, que confiere tal 
Isusmltad al Congreso mismo. 

Art. 68. El que hubiere reunido mayoría de votos, será 
proclamado Presidente de la Eepóblica. 

£1 principio^ de la mayoría absoluta es el mas racional y mas 
f epublicano en materia de elecciones. Basado sobre el derechtí 
natural y la práctica de las naciones rqidas por el sistema repre- 
sentativo, es consignado en este artículo como en ol^os de la Oonfr* 
titucion. 

Art, 6d. En el caso de que por dividirse la votación no 
kubiere mayoría absoluta, elejirá el Congreso entre las 
dos personas que hubieren obtenido mayor número de su- 
iíajios. 

Supongamos, (el caso es mui fácil) que la votación se hubiera 
dividido entre Pedro, Juan y Diego, siendo doce el númerp de 
votantes; y que Pedro sacara cinco, Juan seis y I>Í6go uno, el 
Congreso elejiria entre Pedro y Juan^ que habrían obtenido un 
mayor número de sufirajios, sin que ninguno consiguiese mayoría: 
absoluta. 

Art. 70. Si la primera mayoría que resultare hubiere 
cabido a mas de dos personas, elejirá el Congreso en to* 
das éstas. 

H^ el mkmo caso propuesto, supóngase que a mas de Pedro, 
JLu^n y Diego, hubiese tres candidatos mas Antonio^ Blas y Agus- 
tín; que Pedro obtuviera tres, Juan tres, Diego tres y uno cada 
uno de los otros: claro es que el Congreso tendría que elejir ^ntra 
Pedro^ Juan y Diego que habrían reunido la primera mayoría. «^ 

Arfe 71. Si la primera mayoría dé votos hubiere cabido 
a una sold persona, y la segunda a dos o mas, elejirá el 

COMENTARIOS. 9 
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Congreso entre todas las personas que hayan obtenido E» 
primera y segunda mayoría. 

Art. 72. Esta elección se hatá a pluralidad absoluta de 
sufrajioSy y por votación secreta. Si verificada la primera 
votación no resultare mayoría abeolvrta se hará segunda 
vez, contrayéndose la votación a las dos personas que en 
la primera hubiesen obtenido mayor numera de sufrajios. 
En caso de empate, se repetirá la votación, y si resultare 
nuevo empate, decidirá el Presidente del Senado. 

Tal seria el caso en- que (en el ejeraplo anterior) Pedro sacase 
cuatro, Juan tres, Diego tres, uno Antonio y otro Agustín: toc»- 
ria al Congreso elejir entre Pedro, a quien habria cabido la prime- 
ra mayoría y Juan y Diego a quienes corresponderia ]a segunda. 

No se especifica el caso menos probable de absoluta dispersión, 
como si en el caso propuesto, los seis candidatos hubiesen sacado 
dos votos cada uno. En tal ocurrencia, muí eventual por cierto-, 
según el espíritu de estos artículos y conforme a lo egresado- je- 
neralmente en el art. 67 de qne toca al Congreso rectificar la 
elección, claro es que le seria preciso elejir entre los seis. 

La elección que debe hacer el Congreso en los casos menciona- 
dos de los artículos 69-, 70 y 71, conviene que sea por voiaeton 
secreta] como lo exije la naturaleza eminentemente personal y 
compromitente de la cu^tion. No resultando mayoria absoluta, se 
contrae la votación a los que hubieren obtenido mayoria relativa; 
caso de empate, se repite la votación, y repitiéndose el empate, 
decide el Presidente del Senado, que lo es de todo el Congreso 
en aquella sesión. Partido mui racional para poner un fin a todas 
las dudas, y que retega la última decisión aí miembro de mas ca- 
tegoría del Congreso. 

Art. 73. No podrá hacerse el escrutinio ni la rectifica- 
ción de estas elecciones, sin que estén presentes las tres 
cuartas partes del total de los miembros de cada una de las 
Cámaras. 

Parece que el objeto de este artículo ha sido dar mas solemni - 
dad a la sesión y principalmente hacer tan completa como sea 
posible la representación de todos lo» departamentos, de todas las 



— 131 — 

provincias de la nación, en nn acto de la naturaleza del presente 
en que el Ck)ngreso es llamado a espresar, a averiguar y a rectifi- 
car el voto del pais sobre el ciudadano que ha de rejir sus desti- 
nos. Pero el articulo no previene ni dispone nada para el caso 
mni probable de no concurrir el número de representantes que 
en él se exije. ¿Sería nula en tal caso la elección que se verificara, 
por £ftltar uno de los requisitos mas foi males que la Constitución 
prescribe? ¿O debería en tal caso quedar sin efecto el articulo, así 
porque no se impone ninguna pena o sanción por su inobediencia, 
como porque la ace&lia del primer cargo de la Nación traería 
graves dificultades? Por lei de 28 de i^osto de 1851 se ha dis- 
puesto lo siguiente, que parece conciliar todas las dificultades: 

«Art, único. £1 80 de agosto designado por el art 67 de la 
Constitución para hacer el escrutinio o rectificación de la elec- 
ción de Presidente de la República no es término fatal. Si no pu- 
diese practicarse en este día porque circunstancias imprevistas lo 
impidiesen o porque no se hubiere leunido el número necesario de 
miembros de cada una de las Cámaras, se practicará en otro día, 
tan pronto como se allane la dificultad que ha precisado a.pos: 
tergar el acto. — El Presidente de la Eepública prorrogará para 
este objeto las sesiones del Congreso o Jo convocará estraordina» 
riamente.» 

• « 

Art. 74. Cuando el Presidente de la Eepública mandare 
personalmente la fuerza armada, o cuando por enfermedad, 
ausencia del teitítorio de la Eepública u otro grave moti- 
vo no pudiere ejercitar su cargo, le subrogará el Ministro 
del despacho del Interior con el título ^e vice-Presidente 
de la Eepública. Si el impedimento del Presidente fuese 
temporal, continuará subrogándole el Ministro hasta que 
el Presidente se halle en estado de desempeñar sus funcio: 
nes. En los casos de muqrte, declaración de haber lugar a 
su renuncia, u otra clase. de imposibiU^d absoluta, o que 
no pudiere cesar antes.de cumplirse el tiempo que falta a los 
cinco años de su duración constitucional, el. Ministro vice- 
PremdeBte, &Dí los primeros diez dias de su gobierno espedirá 
lasérdehesconveíQietijbes, para que se proceda/ a nueva e}ec: 
eion de Presidente en: la forma-prevenida por la Constitución, 
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Ai-t. 75. A ftlta del Ministro del despacho del Interior^ 
«ubrógará al Presidente el Ministro del despacho mas anti* 
gao, que no fuere eclesiástico. 

Para los casos qae se* ennmeran en estos artículos, la mayor 
parte, las Constituoionés políticas han establecido na Vice-^Pcesi' 
dente, un funcionario especial ^ ¿qué inóony<eBÍentehabna.ea adop- 
tar la misma práctica? No otro taivez sino el temor de repartir, 
aunque solo en la apariencia ese poder oinnimodo que loe con- 
vencionales quisieron concentrar m una sola persona. Se, receló 
probablemente" qué el Viee-Preúdente pudiera alterar el sistema 
aditiinistratiVo de su reemplazado, y que variara o corrompiera 
esa idea única del Jefe del Estado, símbolo de la administración 
eentrallzadora que la Constitución ha querido establecer. Pero 
esa no es por cierto una razón suficiente para alejamos de la prác- 
tica de los demás paises cultos y de losprincipioft del derecho pú- 
blico, que este Código mismo reconoce. En efecto, si la nación 
delega el ejercicio de su soberanía, solo en las personas que haya 
por m vote honrado con su confianza, si «n apoderado no pnedé 
sin el consentii|iiento del mandante sustitair su personería en nn 
tercero, si estos principios ciertos en el derecho comuu deben te- 
mer una aplicación tanto mas estricta, tratándose del mas grave 
de los cargos que la nación puede confiar, si la Constitución mis- 
ma no concede a ningún otro mandatario la &cultad de del^ar, 
se comprende claramente que el Presidente elejido por la nación 
no puede transferir sus poderes, aun por un corto tiempo, en un 
individuo que ella no ha nombrado, y que sería tanto mas lójico 
y conforme con el derecho público la práctica de <^ue los colejios 
electorales elijiesen un Yice-Presidente al mismo tiempo que eli- 
jiesen al Presidente. 

No parece menos chocante la disposición de qne el Ministro 
del Interior sea el que subrogue al Presidente. ¿Qué es un Minis- 
tro en la máquina gubernativa sino un simple secretario que dá 
% de los decretos de^ Presidente. ¿Por qué elejirse ese empleajo 
mas bien que a otro para tan delicado cargo que la naojon no ha 
provisto? Cuánto mas ns^tural no seria hacer esa delegacioB en 
otra cat^oría que el pueblo ya hubiese honrado con, si^ conftftn- 
ta, el Presidente del Congreso, por ejemplo, si se atiende, sahare 
todo, a qne nadie puede ser mejor intérprete del votó de la sobe- 
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Tania naciona}, que «1 Caérpo qne ba elejido por su re{>r^8en* 

tante ^ 

Otra dificultad. Este articulo dispone que cufcndo el impedi- 
mento del Presidente fuere absoluto, el Ministro vice-Presidente 
espedirá las óríienes para proceder a nueva elección, Pero, ¿y si- 
no lo bace?..^. ¿Quién podría obligarlo! La Cámara de Diputados 
se dirá, lo acusaría por infracción de la Constitución y el Senado 
lo condenarla, y el tribunal correspondiente procedería a aplicar- 
le entonces la pena merecida* Pero es el caso que a mas de lo» 
•embarazos que habría para tal acusación, sobre todo, si el Con- 
greso no estuviere reunido, no seria un simple Ministro del que 
«e tratara, sino de un vice-Presidente, cuyo podery cujas influen- 
cias son naturalmente mayores^.v,. 

Art. 76. El Presidente de la Eepública no puede salir 
del territorio del Estado durante el tiempo de su Gobier- 
no, o MU año después de haber concluido sin acuerdo del 
Congreso. 

El fin de este artículo es demasiado obvio. IJn funcionario, so- 
bre todo de la naturaleza del Presidente, no puede alejarse del 
lugar de su destino, y dejarlo desatendido; y asi como éstos por 
las leyes comunes, para bacerlo, tienen que obtener licencia de la 
autoridad correspondiente , jnstifíoada previamente la causa, la 
Constitución designa al Congreso para que pueda conceder ese 
permiso ,Ea cuanto al año de residencia forzosa que se exije al 
Presidente después de concluidas sus funciones, es para hacer 
efectivo el artículo 83 que fija ese término a la acción popular 
para llamarle a juicio por sus malos actos administrativos o in- 
fracción de la Constitución, 

Art, 77. El Presidente de la Eepública cesará el migano 
<iiae;arse completen lo^ dinco años que debe durar en el 
ejercicio de sus fu&cioües, j le sucederá el nuevamente 
alecto» 

Art. 78. Si este se hallare impedido para tomar posesión 
de- la Pr^esidencia, le subrogará mientras tanto el Consejero 
de Estado mas antiguo; pero ú el impedimento del Fresi^ 
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dente electo fuere absoluto o debiere durar indeflnidamen* 
te, o por mas tiempo del señalado al ejercicio de la Presi* 
dencia, se hará nueva elección en la forma constitucional, 
subrogándole mientras tanto el mismo Consejero de Estado 
mas antiguo que no sea eclesiástico. 

Se comprende fácilmente la razón de la diferencia establecida 
entre este último articulo y el 74, en cuanto al funcionario que 
Laya de reemplazar al Presidente. En el caso del presente artícu- 
lo no hai todavía Ministros: no habiendo todavía tomado posesión 
de su cargo, no ha podido formar su gabinete, y falta por consi- 
guiente el Ministro del Interior que lo reemplaza en el caso del 
articulo 74. Por lo demás subsisten todos los inconvenientes de 
que ya hemos hablado, y que hacen indispensable la elección de 
un vice-Presidente. 

Art. 79. Cuando en los casos de los artículos 74 y 78 
hubiere de precederse a la elección de Presidente de la Ee- 
publica fuera de la época constitucional; dada la orden para 
que se elijan los electores en el mismo dia, se guardará en 
la elección de estos, la del Presidente y el escrutinio, o rec- 
tificación que deben verificar las Cámaras, el mismo inter- 
valo de dias y las mismas formas que disponen los artículos 
63 y siguientes hasta el 73 inolusiye. 

Para el caso de esta elección estraordinaria se alteran todos 
los términos fatales que se habían designado en los artículos an- 
teriores, como el 25 de junio para el nombramiento de electores, 
el mismo dia de julio, para que estos elijan Presidente y el 80 de 
agosto para el escrutinio o rectificación de la elección, que debe 
hacer el Senado.Pero, como lo dispone el presente artículo, se 
guardarán los mismos intervalos de dias y las mismas formas que 
en las elecciones ordinarias. Así una vez desdado el primer pla- 
zo, que lo hará el Vice-Presidente, la fijación de los otros no 
ofrece ninguna dificultad. 

Art. 80. El Presidente electo al tomar posesión del car- 
go, prestará en manos del Presidente del Senado^ reunidas 
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smbas Cámaras en la sala del Senado, el juramento si- 
guiente : 

Yo N, N. juro por Dios Nuestro Señor y eslos sanios Evan- 
Jeitos que desempeñaré fielmente el cargo de Presidente de la 
Hepública, que observaré y proiyeré la Eelyion Caiólicaj Apos- 
tólica^ Romana; que conservaré la integridad s independencia 
de la Bepublica, y que guardaré y haré gmirdar la Constitución 
y las leyes. Así Dios me ayude, y sea en mi defensa, y si no, 
me lo demande. 

El Presidente, electo como todo fancionarío, al tiempo de tomar 
posesión de su empleo, debe jurar la observancia de la Constitu* 
cion y las leyes: nada mas conforme con los principios del dere- 
ebo público y oon la severa solemnidad que debe presidir a la 
inauguración de un cargo que la nación nos confia, que esa invo* 
cacion al Ser Supremo que rije desde lo alto sus destinos, ese re- 
cuerdo relijioso en los actos mas solemnes de ht vida política, esa 
atestación a Dios de observar y bacer practicar las leyes, espresion 
social de los principios eternos que Él ba gravado en todos los 
corazones. Solemnidad de tanta mayor importancia, cuanto mas 
delicada, mas grave y mas alta es la naturaleza del cargo que un 
Presidente va a tomar en sus manos. 

£1 juramento, salvo las fórmulas sacramentales, comprende 
cuatro partes: el fiel desempeño del cargo; la observaricia y pro- 
ceden del catolicismo; la conservación de la integridad y de la 
independencia de la Repilblica, y la de guardar y velar por la ob- 
servancia de la Constitución y las leyes. El cumplimiento del car- 
go se reduce al de las funciones y atribuciones qué detallan loa 
artículos siguientes. Según la segunda parte se prescribe al Presi- 
dente la observancia de la relijion y su práctica. ¿Y si no bace 
sus devociones, si no comulga, si no se confiesa, si no oye misa, 
qué pena se le impondrá a ese Presidente hereje? ¿Será una causa 
de destitución, de acusación? ¿La Cámara lo escomulgará? La cosa 
es sería. Seria ese un motivo fundado de acusación por flagrante 

infracción de la Constitución Toda prescrípcion puramente 

moral, como todo precepto estrictamente relijioso, impuesto por 
una autoridad estrafia, que no nace de la esfera de la sociedad reli- 
jiosa, no puede ser sino atentatoria y ridicula; revestida de san- 
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don positiva o sin ella, cae^ rigorosamente en desprestijio o en 
desuso. Talvez el único sentido de aquellas palabras, o el mas ra- 
cional, es prescribir la calidad de católico en el Supremo Jefe de 
una nación católica, en que es prohibido el ejercicio público de 
todo otro culto. 

loi protección de la relijipn católica, apostólica, romana es otra 
de las prescripciones que contiene el juramento. ¿Pero qué mas 
protección es posible exijir del Presidente, que la enorme que 
impone el articulo 5.*? |Una relijion cuyo culto se ejerce en un 
Estado con esclusion de todo otro, ha menester también una pro- 
tección especial del Jefe Supremo del Estado? 

La integridad e independencia de la República es otro de loa 
puntos del juramento. No hai duda que por este articulo el Pre- 
sidente se baria responsable personalmente ante la nación, si con- 
traviniera en esa parte a su juramento. ¿Pero el acto en si seria 
válido? Indudablemente no, porque no bastaría la voluntad del 
Ejecutivo, sin la concurrencia del Congreso. Guardar y hacer 
guardar la Constitución y las leyes es uno de los deberes de bu 
cargo, y está comprendido, por consiguiente, en la primera parte 
del juramento; a lo que se agrega que por el articulo 63 tal ja- 
ramento es obligatorio a todo funcionario» 

Art. 81. Al Presidente de la Bepáblica está confiada la 

^dminiatracion y gobierna del Estado*, y su autoridad se 

estiende a todo cuanto tiene por objeto la conservación del 

orden público en el interior, y la seguridad esterior de ln 

Bepública, guardando y haciendo guardar la Gcmstitucioik 

y las leyes. 

• 
El Presidente es el Jefe de la administración, la suprema au- 

taridad administrativa; es el centro de esa complicada máquina 
^ue remata en el inspector de distrito, y cuyos infinitos resortes 
ibanega. Su autoridad bajo este aspecto, es la esfera de la admU 
ni^trcunon: se estiende a tomar todas las medidas necesarias a la 
eonaervacion del orden en el interior y seguridad de la. Repú- 
blica en lo esterior, limitándose siempre a las leyes cpmunes y 
constitucionales. Aunque las facultades que concede este^ articulo 
son algo vagas, sin embargo conteniéndose en osoa limites, no 
salen talvez de la órbita que el derecho público fija a las atribuí 
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i^^iones del Jefe del Ejecutivo, taanto mas én naciones rejídaa por 
el sistema unitario de gobierno. 

Pero como he indicado, no hai que ampliar demasiado el sen- 
tido de este articulo. Es claro que la fiacultad omnímoda y abso- 
luta que se dá al Presidente es solo en la administración. Asi 
«acederia sus atribuciones, si invadiera cualquiera de los otros po- 
deres independientes establecidos, como el poder judicial, el podeí 
lejislativo, el poder municipal, aun cuando peligrara el orden y 
so atacara la seguridad del Estado. Por lo demás para estos casos 
estremos hai disposiciones especiales que mas adelante veremoSi 
La otra limitación es el respeto de las leyes existentes, gvaardfm* 
4o y hüiciendo guardar la Constitución y las leyes. 

Apt. 82. Son aíribucmies especiales del Presicknltí 

Espuestas en el artículo anterior las atribuciones jetieíales que 
corresponden al Presidente como jefe de la administración, pasa 
el presente a detallar sus incumbencias especiales en los párrafos 
siguientes: 

1. ^ Concurrir a la formación de las leyes con arreglo 
a la Constitución; sancionarlas y promulgarlas. 

La concurrencia del Jefe del Ejecutivo en la forma antes es- 
puesta es necesaria para la formación de las leyes: tiene pues 
también sus atribuciones legislativas. Por lo demás es el único 
medio de establecer la armenia entre los dos poderes, sin la cual, 
no teniendo contrapeso en el. Estado, soberanos cada uno en su 
órbita, chocarían entre sí, por mas bien deslindadas que estuvie- 
ran sus distintas atribuciones^ 

Pero hai otra parte para el Ejecutivo, no ya en lá confección^ 
ciño en la ejecución de la lei, atribución que le es peculiar, que 
está en la naturaleza y objeto de su poder — saneimar j promulgar 
la lei. Antes de la aprobación del Ejecutivo, la lei acordada por 
el Congreso no es mas que un proyecto: para que tenga su fuerjwi 
^ecutivuy para que esté revestida de sanción^ esto es, para que 
obligue su observancia bajo la pena que ella imponga, es necesa" 
rio qu^ ol Presidente, oido el Concejo de Estado, le dé fuerza y 
vigor, \9, salación necesaria. Hasta aquí felta todavía otro requisi- 
to: la lei está ya heeha, acabada en todas sus partes, tíoné vij#nr 
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Cfia en si misma; sin embargo todavia no se podría penar al cíti- 
dadaDo que no la observase. £s naenester, pues, la promulgación^ 
la publicación de la lei. Una vez promulgada, y transcurrida el 1 

término necesario para que se tenga noticia de ella, la lei obliga. ! 

La promulgación debe hacerse en el periódico oficial, y la fecha 
de la promulgación será, para los efectos legales de ella, la fecha ' 

de dichd periódico. En el departamento en que se promulgase la 
lei, se entenderá que es conocida de todos, después de seis dias 
contados desde la promulgación; y en cualquiera otro departa- 
mento, después de estos seis dias y uno mas por cada veinte qui* 
lómetroe de distancia entre las cabeceras de ambos departamen- 
tos. La lei puede ampliar o restrinjir este plazo u ordenar otra 
fórmula de promulgación. Caso de estar interrumpidas las comuni- 
caciones ordinarias entre ambos departamentos referidos, dejará 
de correr el plazo por todo el tiempo que durare la Incomunica- \ 

cion. Fuera de este caso, no se podrá alegar ignorancia de la lei por 
ninguna persona. Tales son las disposiciones del Código Civil a 
este jespecto (§. 2, ® , tit. preliminar. — Promulgación de la lei.) 

2. ^ Espedir los decretos, reglamentos e instrucciones 
que crea convenientes para la ejecución de las leyes. 

Esta segunda facultad corresponde también a la ejecución de 
la lei : espedir decretos, reglamentos e instrucciones a aquel fin. 
ün decreto no es otra cosa que un mandato u orden que el en- 
cargado de cumplir la lei libra sobre un negocio determinado, 
sea de oficio o a petición de parte. En aquello es en lo que se 
diferencia de la lei que jeneralmente tiene un carácter jeneral, 
aplicable a todos los casos de la misma naturaleza que pudieran 
ocurrir, la lei ademas precede necesariamente al decreto. Este, pues, 
no es mas que la aplicación o ejecución de la lei al caso dado: 
será decreto gubernativo, si el negocio sobre que recae pertenece 
a la administración, y será judicial si versa sobre puntos conten- 
ciosos entre partes y por su naturaleza civiles. Reglamento es una 
serie de disposieiones ordenadas por escrito para la dirección o 
gobierno de una corporación cualquiera. La facultad de espedir 
reglamentos debe entrar necesariamente entre las atribuciones ^ 

del poder encargado de ejecutar las leyes. Como he dicho antes, 
la lei ha de tenw un carácter jeneral; no debe descender a iiiinu- 
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CÍ0803 detalles sobro el modo de cumplir sus disposiciones, y sobro 
la aplicación que se haga a las diversas necesidades que está llama* 
da a satisfacer. Toca por consiguiente al Ejecutivo la reglamenta- 
ción de la leí, la incumbencia de espedid ordenanzas que indiquen 
el modo y forma en que deba cumplirse, y la de aprobar los r^la- 
mentos que las corporaciones sujetas a su vijilancia le eleven para 
su respectiva organización, salvo naturalmente los estatutos- espe- 
ciales provistos por la lei en casos particulares. Las ifutrtueioms 
son a veces indispensables, siempre convenientes para faciUcitar 
la aplicación y allanar el cumplimiento de ciertas leyes, que por 
las reformas radicales que introducen en un orden antiguo de co- 
sas, pueden ocasionar resistencias o entorpecimientos a los encar- 
gados inmediatamente de ejecutarlos. En jeneral, todas las me- 
didas administrativas que faciliten y hagan espédita la ejecución 
de las leyes entran en el círculo de atribuciones que confiere este 
párrafo al Presidente de la Bepüblica. 

8.^ Velar sobre la pronta y cumplida administración 
de justicia y sobre la conducta ministerial de los jueces. 

La presente atribución está concebida en términos mui vagos, 
y felta una lei especial que la haga efectiva y detallé los casos en 
que el Presidente debe usar de esa facultad, no sabiéndose entre 
tanto a cuanto se esteñderia la atribución. gPodria el Presidente, 
en virtud de la primera parte de este párrafo, ajitar la tramita- 
ción de una causa cualquiera, injerirse en la menor ♦ mayor in- 
justicia de una sentencia pronunciada por la autoridad judicial 
competente o aun incompetente, aun mas, espedir decretos para 
simplificar el sistema de procedimientos? ¿Podria tampoco some- 
ter a juicio, de oficio, o destituir a un funcionario judicial, aper- 
cibirle o imponerle la mas leve pena, susia^ayendo asi el asunto a 
las autoridades competentes llamadas por la lei? Indudablemente 
no. Mezclarse de cualquier modo en la recta o torcida administra- 
ción de justicia, o en la conducta buena o mala de los jueces en 
su ministerio, seria arrancar tales asuntos a sus jueces naturales, 
usurpar «obre las atribuciones del poder judicial. Tampoco el 
Presidente puede derogar por un decreto el sistema de procedi- 
mientos que una lei ha establecido, y que solo una lei puede mo- 
dificar o reformar, f A qué queda entonces reducida la tal atribu- 
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cion? En verdad que no se descnbre como reducirla a limites fijoSf 
a una órbita determinada. Talvez solo se ha querido asentar en 
principio esa tuición jeneral, esa stiperintendencia jeneral y vaga 
que se ha querido atribuid al Ejecutivo sobre todas las esferas de 
la actividad social. Ademas que la misma atribución que contiene 
este párrafo ha sido asignada por el articulo 113 a una majistratu- 
ra distinta, como es la Corte Suprema, no conviene absolutamente 
asentar esos principios vagos, conceder esas atribuciones jeneraies 
que podrían dar oríjen a justificar abusos en manos de un Presi^ 
dente déspota. 

4. ^ Prorogar las sesiones estraordinarias del Congreso. 

|EbU atribución es conforme a la práctica de los países rejidoa 
por instituciones repáblicasrafi, y a los principios mas sanos de! 
derecho público? ¿Tiene derecho, abstractamente hablando, él 
Jefe del Poder Ejecutivo, para conceder esa clase de favores, que 
podrían bieti importar una usurpación de atríbuciones, para decir 
a, un cuerpo independiente, soberano: yo os proT<^ el término^ 
fot el que la nación os ha convocado, yo que ejerzo la tutela sobre 
vos, yo i}ue comprendo la mayor ocupación o cumulo de asuntos 
que llaman vuestra atención, yo que debo velar por las ne- 
cesidades do Vuestro cuerpo, yo os prorogo las sesiones por 
cincuenta dies? Bi el Congreso es un cuerpo independiente, 
un poder ^epai^adps. cuyas atríbuciones le vienen de su mandante,, 
el pueU^ y no jdeui^ p^der ^tr^Qp^ es consiguiente que sea él 
quien aiteíidii^ndo al .iHiayor o lamior recargo de despacho, acorteF 
o prolongue jiil ¿tiempo de su sesión dentro del término que la mis* 
ma Constitución^ le sefiale» Pero arrancar al Congreso esa &oiiI-^ 
tad, que tiene toda sociedad, toda corporación organizada, estre^ 
charle en un término corto que regularmente no idcanza al 
deaenspefbe de todas sus funciones annuas, despojarle de ese dere- 
cho para traspasarlo a un poder estrafio y rival, que a su antojo^ 
y sin aíeñder, si no lo quiere, a las necesidades mas o menos ur- 
gentes de los n^^ios que le ocupan, puede prorogar o no ese- 
término; eso es poner al representante del poder lejislatívoy baje 
la subordinación del Ejecutivo, es coartar las üicultades y xestnn- 
Jir los poderes que la voluntad de la nación ha puesto en sus 
seumos, puce^ que por una jf)«u*te se le dá cierto numero de asuñtos^ 
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qué despachar, y por otra se le priva de reauirae por el tiempa 
-^tte jungue necesario. ¿Por qué ha de ser el Presidente de la Re- 
pii^biica el qoe deba juzgar de la mayor o menor gravedad y del 
«onjunlo de asantos que puedan ocupar al Congreso, y no el mis*- 
«DO Oongxeeo que conoce de ellos y los tramita? O el Congreso 
¡nadoñal és un«k corporación independiente» que debe arreglar por 
si Qxisma la organUacion 4e su propios negocios, y lo que es mas, 
según el art. 13, donde reside el Poder Lejielativo; y entonces 
^ebe tener libertad para ordenar y reglamentar el. número de sus 
reanlones; o bien es subalterno y dependiente del £§oentivo, y en 
tal caso su eoberania ea una farsa* Que sea esa la práctica en las 
monarquías representativas, donde el rei reparte o cede parte de 
«a soberanía y be reserva otros atributos de ella, como el presen* 
te, eso se comprende: pero en una República donde no bai mas 
soberano que la nación, que delega el ejerció de su poder lejisla- 
tivo en el Congreso, arrebatar al Congreso tal facultad y conce* 
derla al Ejecutivo, donde se ha querido ver la sombra del poder 
real, es un contrasentido, una ridicula parodia de las Constitacio- 
nes monárquicas. 

5. ^ Convocarlo a sesiones estraordinarias, con acuerdo 
del Consejo de Estado. 

Por esta disposición como por la anterior, parece que el Con* 
greta naeional n<y faera mas qite una muleta dd E^eentívo, de que 
eM ae serviría cad^ y cuando hubiera menester de un apoyo pa- 
fn ia^itar su marcbay impedida o embaiaeadá. La canvocacion 
^tíraordinaria del Congreso viene a ser nn negocio de gabinete, 
Y noi coa»o debería ser» una atribueion del Congreso mismo, o de 
la Cofioisioa Ooneervadora ^ue lo representa y está encalcada de 
-nimí pQf la Qonstituoion y laa l^es. La ComisioD ConservadoTa, 
ú debe aec el eentineia que dé el alerta al Congreso en sa retiro, 
ai- lia de tener una sombra de poder y de representaqion» es indn^ 
illiUemente el efierpo llamado a ejereer resa pseekfia atribución. 
Bs pieeiso qjodla pación tenga pcnnanentem^kte su representa- 
iK¡0n» que,«i»a9béisaikiá lejislatíva esté siempiíá en ejercicio, queso 
h0igf:» miffrmfmfmnsf ac^íalias, de que un poder estraSo puede 
i^re^^cjbtarse en poQnicio de lae.Ubertades nadonalbs; hé aht por 
foé las Cámarae^ dnrante S9 receso,, deben tener un i^erMn^éto 
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que las represente, como la Comisión Conservadora, que vijile y 
cuide de sus intereses y sobre todo que goce de la preciosa facul- 
tad de convocarlas, cuando grandes peligros, graves atenciones, 
circunstancias azarosas exijan su reunión. Pero, como ya hemos 
visto en otra parte, la Constitución ha despojado a la Comisión 
Conservadora de esa facultad que le conferia la Constitución de 
28. En su lugar se ha exijido el acuerdo del Consejo de Estado; 
atribución que es del todo inútil, porque en primer lugar no se le 
dá siquiera la iniciativa en la convocación, (lo que seria talvez 
una sombra de garantía, atendida la absoluta dependencia de esa 
corporación), como porque en el papel meramente n^ativo que 
se le concede, solo tendría libertad para resistir la convocatoria 
cuando la creyere innecesaria, lo que es una traba mas a la reu- 
nión del Congreso. 

6. ^ Nombrar y remover a su voluntad a los ministros 
del Despacho y oficiales de sus secretarías; a los Consejeros 
de Estado; a los Ministros diplomáticos; a los Cónsules y 
demás «Jentes esteriorea, y a los Intendentes de provincia 
y gobernadores de plaza. 

Esta atribución, sobre todo en la forma unitaria de gobierno 
adoptada, parece por punto jeneral una oonsecuencia de la natu- 
raleza del cargo del Jefe del Ejecutivo. Como cabeza de la admi- 
nistración, cuyos resortes todos debe mover, es consiguiente la 
atribución de nombrar y remover a su antojo los ajenies de que 
se sirve. Los Ministros y sus oficiales, los Consejeros de Estedo, 
etc. son simples empleados de la administración, y deben estar 
subordinados al Ejecutivo y sujetos a su voluntad. En cuanto á 
los Ministros diplomáticos, que yan a representar a la nacióte m 
el estranjero, no parece conforme a los sanos príndpios' que solo 
emanen sus poderes del Jefe del Ejecutivo. Un Ministro -diplotóá- 
tico, es nada menos que un ájente de este: es un enviado dé Ik 
nación entera, cuyos, intereses e ideas va a representar, no es un 
mero eco de la. administración actual, sino el fiel intéi^eteide lofi- 
séntimientos nacíonsles;' Es natura]' por consiguiente que el Coh'*^ 
greso nacional tenga alguna palote en su nombramiento; asi )á 
práctica de las Repúblicas de que -ese nombramiento se haga f^t 
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el Senado, de acuerdo, si se quiere, con el Ejecutivo, seria digna 
de adoptarse entre nosotros. 

Por lo que toca a los fhisules, cuyas funciones son tanto mas 
limitadas y dirijidas casi esclusivaraente al fomento de los intercj- 
ses comerciales, no parece liaber inconveniente en que sus patente» 
sean estendidas por el Presidente, quien por sus relaciones admi- 
nistrativas está en mejor aptitud que cualesquiera otras autoiida 
des para elejir los individuos que ofrezcan mayor capacidad para 
el cargo. Esa es por lo demás la práctica de todos los paises re- 
presentativos. 

En cuanto al nombramiento de los Intendentes y Gobernado- 
res, hablaremos mas adelante. 

7. ^ Nombrar los majistrados de los tribunales superio- 
res de Justicia, y los Jueces letrados de primera instancia 
a propuesta del Consejo de Estado, conforme a la parte 

2. ^ del artículo 104. 

Por la Constitución dé 28 (articules 40, § 17, 96 § 11 y 114 § 

3. ® ), era una de las atribuciones escltisivas del Congreso nom- 
brar los miembros de la Corte Suprema; ésta proponía en terna 
al poder ejecutivo los nombramientos de las Cortes de Apelacio- 
nes, y los jueces letrados de primera instancia eran también pro- 
puestos en terna por las Asambleas Provinciales. Se concibe que, 
según esa organización, esos diversos miembros del poder judicial 
Gonservarian la independencia necesaria, y se abría mas camino a 
la voluntad nacional y a la imparcialidad en la elección de los 
magistrados. El tribunal supremo que debeiia ejercer la superin- 
tendencia sobre todos los tribunales y juzgados de la nación, ele- 
jido por las dos Cámaras reunidas, quedaba asi libre de las in- 
fluencias del Ejecutivo y constituía un verdadero jefe del Poder 
judicial. Asi mismo los Ministros de la Cortes de Apelación, no 
debiendo su nombramiento sino a las propuestas que hiciera 1a 
Corte Suprema al Ejecutivo, al paso que no debiendo directa- 
mente a éste su elección no se daba lugar al favoritismo, guarda- 
ban cierta subordinación al Poder Judicial de que eran miembro». 
En los nombramientos de los jueces letrados para laa provincias 
se escachaba el eco de los representantes de éstos, como lo eran 
las Asambleas provinciales, y las cuales podian elejir con mas se* 
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gnrídad los individuos mas capaces y mas estimados en la proyin^ 
cia respectiva. . . 

Los convencionales de 33 alteraroAompIetamente esa orga- 
nización, y reasumieron en el Presidente de la República todas 
esas facultades que la Constitución de 28 habia repartido entre 
las diversas corporaciones representantes de los intereses nacio- 
nales o provinciales. Toda la jerarquía del poder judicial en toda 
la- República, los miembros de la Corte Suprema^ como los de la 
de Apelaciones y los jueces letrados, debieron esclusivamente su 
oríjen y qiíiedaron sujetos a la soberana voluntad del Presidente 
^n su elección y promociones, y por consiguiente a las inflneneias 
de éste en el desempeño de su cargo. El Poder judicial d^ó de 
ser un poder independiente, para convertirse en un ramo de 2a 
administración de que estaba encargado .el Ejecutivo. Cada uno 
de los diversos majistrados llamados a ejercer la administración 
de justicia quedó sujeto a la vijilancia del Ejecutivo o sus sientes* 
El poder Ejecutivo fué constituido en un tutor o en un ayo de 
aquella sombra de Poder Judicial. 

¿Cuál de esos dos sistemas, de esas dos organizaciones es mas 
eonforme con la teoría del derecho público? La administración de 
justicia debe formar, como lo manifestaremos mas adelante, un 
verdadero poder nacional, con su organización individual e indeh 
pendiente. Siendo asi, el nombramiento de los funcionarios que 
deben ejercer aquella rama de la soberanía debe emanar direc- 
tamente de la nación, como los demás poderes. La nación delega 
el ejercicio de su soberania en los poderes que la representan en 
sus diversas y esenciales ramificaciones. Ella debe ekjir esos po- 
dereSf como se ha reconocido en la organización del Poder Ejecu- 
tivo y del Poder Lejislativo. Ahora bien, ¿el poder judicial debe 
estar sujeto a ese sistema, o esa atribución debe repartirse en loa 
demás poderes? Por punto jeneral, es indudable que la nación no 
debería delegar el ejercicio de su soberania judicial, como no de- 
lega su soberania lejislativa. Ella solo puede delegar el ejercicio 
de su soberania en los mandatarios o autoridades que ella misma 
haya elejido. Tal es el principio reconocido por el art. 4. ^ de 
nuestra Constitución. Bin embargo ese príncipio, único lejitimo 
en teoría, debe sufrir modificaciones en la aplicación, según las 
costumbres, las ideas, la civilización de cada pueblo. La adminis- 
tración de justicia toca tan de cerca a los intereses: particulares, %\ 
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t^goismo individual de los ciudadanos, que, en lo posible, debe set 
conservado independiente de las influencias locales, en la elección 
de los majistrados llamados a ejercerla. La estatua de la justicia 
€8 pintada nauda, fría, impasible, como la lei de que es imájen: de- 
be ser algo de etéreo, nada de humano; sin carne, sin sangre, si 
asi pudiera decirse. Ahora bien, ¿cómo acercar a ese modelo los 
funcionaríos judiciales que debieran su nombramiento al triunfo 
de las pasiones políticas o de los intereses particulares, que nacie* 
ran, como Minerva, armados de todas piezas, fruto de los odios, de 
las intrigas y de los manejos de los partidos? 

Si el sistema de elección directa tiene tan graves inconvenien* 
tes, es mas natural confiar la elección a los otros poderes püblieos 
qne interpreten mas exactamente los interese^ nacionales o pro* 
vinciales, como lo hacia la Constitución de 28. Pero asumir en el 
Jefe del Ejecutivo esa inmensa atribución, acumular en un solo 
hombre la £»cultad de elejir arbitraríamente los diversos ajonteeí 
del Poder Judicial, descansar ciegamente no solo en la probidad 
sino en la conciencia del Presidente de k República para calificar 
todos los méritos,para conocer todas las aptitudes, como lo hace 
nuestra actual Constitución, es trastornar todos los principios, 
abolir todas las garantías, sancionar el absolutismo gubernativo 
en lo que toca a los intereses, a la vida y al honor de los ciuda- 
danos ; es dar lugar a que las animosidades de partido , las odio- 
sidades políticas dirijan aquellos nombramientos, alejando los mé- 
ritos reconocidos para que el favor o la intriga ocupen su puesta 
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8. * Presentar para los Araobispados, Obispados, dig- 
nidades y prebendas de las Iglesias catedrales, a propuesta 
en tema del Consejo de Estado. La persona en quien recaj- 
yese la elección del Presidente para Arzobispo u Obispo^ 
debe ademas obtener la aprobación del Senado.» 

Si se hubiera do seguir los principios que hemos desarrollado, 
al tratar en el articulo 5. ^ de la independencia que debe exist^ir 
eni^e el Estado y la sociedad relijiosa, oomo entre las demás esfe- 
ras sociales^ el Presidente de la Eepüblica ni los demás poderes 
x^iviles deberian injerirse en el nombramiento de los altos dignan 
tarios de la Igllisia oatólicai Ese espíritu invasor qi^e pretenx^ 
absorver en si todas las fuerzas, toda la vitalidad, sopial^ que np 

COMENTADOS. 10 
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respeta la independencia de los poderes nacionales, que hemos 
visto usurpar sobre el Poder Lejislativo, sobré el Poder Judicial 
y que veremos mas tarde anular el Poder Municipal, esa preocu- 
pación heredada de nuestros padres del coloniaje, de que el Go* 
bierno lo es todo y la nación un pupilo, cuyos pasos debe dirijir 
y cuyo corazón y pensamientos debe gobernar, ha querido tam^ 
bien ejercer su omnímoda influencia sobre la esfera relijiosa. Nos- 
otros pedimos la libertad para todos. Asi como hemos defendido el 
derecho que tienen los ciudadanos, que forman otras sociedades re^ 
lijiosas, para profesar su culto, para emitir sus ideas, para organir 
zarse; asi como hemos atacado los privilejios con que el Estado ha 
investido a tal sociedad relijiosa, Techazamos también la injeren- 
cia que se atribuye el poder civil en los nombramientos de los 
funcionarios de esa misma sociedad. A cada fuerza, a cada enti- 
dad social es menester dejar su libertad de espansion y desarrollo, 
BU independencia propia. Ellos son los diversos miembros del 
cuerpo social: atad o cortad alguno, y el cuerpo social será defec- 
tuoso, no se desarrollará ni se perfeccionará. Consérvese a la so- 
ciedad relijiosa, a la Iglesia, la ñicultad de organizarse, dirijirse 
por si propia y nombrar sus ministros, como a los diversos podo- 
res en que está dividida la sociedad civil, y a los mutuos choques 
sucederán la harmonia y el orden. 

9. ® Proveer los demás empleos civiles y militares, pro- 
cediendo ooB acuerdo del Senado, y en el receso de éste, con 
el de la Comisión Conservadora, para conferir los empleos o 
grados de coroneles, capitanes de navio y demás oficiales 
superiores del ejército y armada. — En el campo de batalla 
podra conferir estos empleos militares superiores por sí solo. 

La provisión de los empleob civiles de la administración jene- 
ral parece ser de la atribución del Ejecutivo, siempre que no en- 
tren en la categoria de los demás poderes políticos, precediéndose 
con las formalidades enatoblecidas por la Constitución o las leyes. 
Pero todos aquellos empleados, sea de las administraciones loca- 
les o bien de los otros poderes públicos, es natural que sean eleji^ 
dos por las autoridades también locales o por los ajentcs de los 
poderes a quienes estén subordinados. Asi no se descubre la razón 
porque ?os empleados municipales habrian de ser nombrados por 
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el Presidente de la Repáblicay no por la Municipalidad respecti* 
va, o porqué los Tribunales de Justicia no hubieren de elejir sus 
secretarios, relatores y demás empleados, como el Presidente de 
la República y el Congreso elijen los suyos. Cada poder político 
debe tener su administración especial e independiente, para que 
pueda obrar libremente en su esfera. Lo demás es confundir las 
atribuciones de los diversos poderes sin ninguna razón de conve- 
niencia o necesidad, £n cuanto a los empleos militares, parece 
que debe ser de la competencia esclusiva del I^ecutivo, como que 
el ejército debo estar en todo sujeto a sus órdenes^ Sin embargo 
por lo que toca a los oficiales superiores, asumiendo una gran suma 
de poder y de influencias, es prudente la injerencia que dá este ar- 
ticulo en su nombramiento a una de las ramas de Congreso. Res- 
pecto a los oficiales de la guardia cívica, ademas de no hallarte 
comprendidos en el ejército de linea de que solo parece hablar el 
articulo, es indudable que el Poder Ejecutivo no debe ejercer in- 
fluencia alguna en su elección. Esa institución altamente republi- 
cana se l^a desfigurado enteramente entre nosotros por esa ind'e^ 
bida injerencia daila al Ejecutivo: institución municipal, solo de^ 
beria estar sujeta a la vijilancia de las autoridades municipales. 

Finalmente, la suma de poder que debe investir un jeueralísimo, 
las circunstancias azarosas de la guerra, la necesidad de una pron- 
ta recompensa para los grandes hechos y el prestijio que debe ro- 
dear a un Presidente de la República al mando délas fuerzas, jus- 
tifican demasiado la atribución que el presente articulo les dá en 
campana. 

10. ^ Destituir a los empleados por ineptitud, ü otro 
motivo que haga inútil o perjudicial su servicio; pero con 
acuerdo del Senado, i en su receso con el de la Comisión 
Conservadora, si son jefes de oficina o empleados superio- 
res; y con informe del respectivo jefe si son empleados su* 
balternos. 

11.* Conceder jubilaciones, retiros, licencias y goce de 
montepío con arreglo a las leyes. ♦ 

La Constítucion de 28 conferia también al Presidelite la ¿acui- 
tad de destituir a los empleados por ineptitud, omisión o cual- 
quiera otro delito, pero en los dos primeros casos exijia un acüer- 
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do del Senado, o en su receso el de la Comisión Permanente, y 
en el último, debia pasarse el espediente a los Tribunales de Jus- 
ticia para que fueran juzgados legalmente. Nuestros Convencio- 
nales no juzgaron conveniente dar aquellas garantías sino a los 
jefes de oficinas o empleados superiores. Por lo demás, seriamos 
de opinión que 4a facultad de destituir no deberia estenderse sino 
a los empleados que seg^n hemos visto en el párrafo anterior, el 
Presidente debe elejir, siendo las autoridades que nombran las 
que también deben destituir. Otro tanto diriamos de la fe^cultad 
d^e conceder jubilaciones, retiros y licencias. 

12. ® Cuidar de la reeaudacion áe las rentas públicas, y 
decretar su inversión con arreglo a la lei. 

' La recaudación de las contribuciones, como asunto meramente 
administrativo, es de la competencia del Ejecutivo. Ademas es 
tino de los ramos de la administración pública que, por lo deli- 
cado de sus funciones, por la estricta vijilancia sobre sus emplea- 
dos, el orden y prolijidad en las cuentas y la uniformidad que 
debe caracterizar su organización, debe estar sujeto a ún réjimen 
rigorosamente central. La facultad de decretar la inversión de las 
rentas públicas entra también entre las atribuciones del Poder 
Ejecutivo, como encargado de ejecutar las leyes, comprendiéndo- 
se por consiguiente en la segunda atribución. 

13. ^ Ejercer las atribuciones del patronato respecto de 
las iglesias, beneficios y personas edesiástioas, con arreglo 
a las leyes. 

Por esta atribución el Presidente es llamado a ejercer las pre- 
rogatívas y éicultades cpiG correspondiaa al Rei de España en 
iguales casos y con el mismo efecto, las cuales consisten, según 
Esericltó (l)y en presentar sujetos idóneos páralos obispadbs^ pre- 
lacias seculares y reguferes, dignidades y prevendas en las cate- 
drales o colejiatas y otros beneficios, siendo por consiguiente casi 
la misma atribución que la octava que hemos examiaado. 

(1) J^Í4€Í(mario de Zejislaeion i/ Jurispmék ficta, Ver, Patronato i»6al. 
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14. ^ Conceder el pase, o retener loa decretos concilia- 
res, bulas pontificias, breves y rescriptos con acuerdo del 
Consejo de Estado; pero si contuviesen disposiciones jenera- 
les, solo podrá concederse el pase o retenerse por medio de 
una lei. 

£1 Estado, siempre receloso de las usurpaciones de la Corte ro- 
mana, se ba reservado aqui el derecho de examinar todos los de- 
cretos conciliares, balas, breves, rescriptos, por si contuvieren 
doctrinas o estatutos contrarios a las libertades sociales y dero- 
cbos nacionales, o pudieren perturbar el orden y la tranquilidad 
del pais. Estas precauciones que tuvieron su fundamento en los 
abusos de que se ba acusado a la Sede Pontificia, en épocas ante- 
rieres y en los tiempos medios, contra la soberanía temporal de 
los Estados, tal vez no son de gran utilidad boi dra, sobre todo 
en los países que, dando a la Iglesia toda su libertad, la dan tam- 
bién a todos los ciudadanos en la elección de relijion y en el ejer- 
cicio de su culto. Por lo demás, cuando los breves o bulas sean 
relativos a determinadas personas o corporaciones, es consiguien- 
te, admitido el principio de la justicia del exequátur, que corres- 
ponda al Jefe del Poder Ejecutivo; pero como algunos de esos 
decretos o rescriptos podrian establecer una nueva contribución, 
o estatuir principios o disposiciones jenerales, que afectaran a to- 
dos los ciudadanos, parece conforme la exijencia de una lei espe- 
cial que permita o prescriba su observancia. 

15. ^ Conceder indultos particulares con acuerdo del 
Consejo de Estado. — Los Ministros, Consejeros de Estado, 
Miembros de la Comisión Conservadora, Jenerales en jefe, 
e Intendentes de provincia acusados por la Cámara de Di- 
putados, 7 juzgados por el Senado, no pueden ser indulta- 
dos sino por el Congreso. 

¿Por qué atribuir al Ejecutivo la ñicultad de conceder indultodt 
^sa facultad misma es justa y conveniente? Respecto a la prime- 
ra cuestión, parece que siendo el indulto una escepcion, una mo- 
deración de la lei, bailada demasiado severa en la aplicación de 
ciertos casos particulares, no debería ser concedido sino por el 
que dicta la leí, único que puede revocarla o restrinjirla. Pero, 



tomo sería demasiado difícil y embarazoso para el Poder Le"" 
jislativo tener que conocer de todas las circunstancias , inci' 
dentes, pruebas y espedientes de tantos delitos a que se concede 
^1 privilejio del indulto^ se ha juzgado mas cuerdo y hacedero de* 
legar esas facultades en otro de los poderes, que dispusiera de mas 
tiempo y se hallara en posesión mas ventajosa para conocer de 
esa clase de asuntos. ¿Cuál debe ser ese otro poder o autori- 
dad? La Constitución, imitando en esto a los paises monárqui- 
cos que reservan esa facultad al soberano, al rei, la ha conferido 
al Presidente, en quien se ha querido ver un sucesor de aquel, 
sin comprender la enorme diferencia entre esas dos autoridades, 
la una que la posee y la ejerce por la gracia de Dios, y que aun 
en las monarquias rep'-esentativas retiene siempre una parte de 
esa soberania, y la otra que trae su oríjen de la elección de la na- 
ción que le delega solo el ejercicio de su soberania en el Poder 
Ejecutivo. ¡Cuánto mas natural y mas lójico no seria devolver esa 
atribución meramente judicial a sus autoridades naturales, al Po- 
der Judicial! ¡Cuánto mas fácil y acertado el que el Tribunal, 
que conociera en última instancia de un delito, tuviera la atribu- 
ción de suavizar y restrinjir la lei, atendidas las circunstancias 
atenuantes del delito mismo, a la mejora moral posterior del de- 
lincuente y a tantas otras circunstancias de que esos funciona- 
rios, conocedores de todos los incidentes y peculiaridades sobre 
el crimen y el reo, estarian en mejor aptitud que ningún otro 
para juzgar! Las Cortes de Justicia, el Poder Judicial debe ser, 
pues, el que ha de estar investido de la facultad de conceder 
indultos. 

¿Pero el indulto mismo es razonable, conforme con los princi- 
pios de justicia, con la igualdad ante la lei, con la inflexibilidad 
de esta última? Si, el indulto no es mas que el perdón que la so- 
ciedad cristiana dá al delincuente que ha infrinjido las leyes, no 
es sino la gracia del corazón social, que no debe sentir rencores; 
una vez que el peligro está alejado y el escarmiento ha concluido; 
es el sentimiento de humanidad y conmiseración a que la justicia 
del hombre, siempre falible, dá cabida, como una compensación 
de sus yerros; es la providencia social que dice al criminal arre- 
pentido, o victimado la severidad de la lei: yo te perdono! El in- 
dulto no tiene pues nada de irracional; efecto do la influencia cris- 
tiana en la lejislacion criminal, debe conservarse como una apela- 
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«ion a la naturaleza, al corazón y como una medida e£cacisima 
para la corrección del delincuente. 

En cuanto al indulto de los altos funcionarios, acusados por la 
Cámara de Diputados y juzgados por el Senado, que este artículo 
limita espresamente como objeto de una leí, tal disposición es muí 
lójica, puesto que unos, como los Ministros, Consejeros e Intenden- 
tes, no podrían serlo por el Presidente mismo que los nombra y 
cuya criminalidad ha sido ya calificada por el Congreso, y los 
otros, como los Jenerales y miembros de la Comisión Conservado- 
ra, son elejidos por el Senado mismo que los babria condenado. ^ 

16.® Disponer de la fuerza de mar y tierra, organizaría 
y disminuirla, según lo hallare por conveniente. 

El Presidente, como encargado especialmente de conservar el or- 
den interior y esterior de la República, debe ser en consecuencia el 
supremo jefe del ejército, y a quien toque organizarlo y distribuirlo 
en los puntos que su presencia sea mas necesaria, por su inseguir- 
dad o amenazas de desorden. El ejército debe por consiguiente 
ser una máquina a disposición del Ejecutivo, cuyas órdenes tiene 
que obedecer, salvo las restricciones y garantías que el Congreso 
establezca y que la Constitución reconoce, a fin de impedir los 
abusos de autoridad ; su organización, su mejor instrucción y su 
repartimiento han de ser el objeto de una atención especial del 
Presidente, como que de ellos pende la conservación del orden y 
de la tranquilidad. 

17. * Mandar personalmente las fuerzas de mar y tierra, 
con acuerdo del Senado, y en su receso con el de la Comi- 
sión Conservadora. En este caso, el Presidente de la Repú- 
blica podra residir en cualquiera parte del territorio ocu- 
pado por las armas chilenas. 

Esta atribución parece haber sido conferida para el caso dema- 
siado frecuente de que el Presidente sea militar. En tal caso nada 
tiene deestraño que el Presidente de la República, como jefe mi 
litar, mande en persona las Tuerzas de mar y tierra, siendo necesa- 
rio el acuerdo o permiso previo del Senado o de la Comisión Con- 
servadora, que calificarán la conveniencia o urjencia de tal medida 
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j las dificultades consiguientes a su ausencia del asiento de sa 
despacho y al abandono temporal de sus funciones. ¿Y podría en 
tal caso el Presidente salir de la República al mando de las tropas 
sin mas que el acuerdo del Senado! Parece que entonces seria 
necesaria la aprobación de todo el Congreso, según el articulo 76; 
pues que en el presente párrafo solo se habla de cualquiera parte 
del territorio, 

18.® Declarar la guerra con previa aprobación del Con- 
greso, y conceder patentes de corso y letras de represalia. 

El Ejecutivo es el personero nato del Congreso Nacional en las 
cuestiones internacionales y dirjje las relaciones diplomáticas; asi 
a él debe competir la facultad de declarar la paz o la guerra, una 
vez que la nación por medio del Congreso la haya resuelto. Pero 
como hemos visto en otra parte y se confirma con la presente atri- 
bución, es el Presidente el que debe resolver la paz o la guerra, y 
el Congreso tiene solo un papel consultivo, aprobando la declara- 
ción o resolución del Ejecutivo. Una vez declarada la guerra, los 
medios bélicos reconocidos hasta aquí por el Derecho de Jentes^ 
salvo estipulación contraria, como las patentes de corso y letras de 
represalia, son armas que deben estar a la disposición del Ejecuti- 
vo, como una de sus atribuciones de Jefe Supremo del Ejército y 
Marina. Es, pues, mui lójico que tenga el Presidente la atribución 
que le confiere este párrafo de conceder las letras de represalia y 
las patentes de corso. Las primeras (represalias) significan el acto 
de recobrar, y las segundas son la licencia para pasar las fronte- 
ras para hacer alguna presa: son sin embargo usados como 
sinónimos. 

19. ^ Mantener las relaciones políticas con las potencias 
estranjeras, recibir sns Ministros, admitir sus Cónsules, 
conducir las negociaciones, hacer las estipulaciones preli- 
minares, concluir y firmar todos los tratados de paz, de 
alianza, de tregua, de neutralidad, de comercio, concorda- 
tos y otras convenciones. — Los tratados, antes de su rati- 
ficación, se presentarán a la aprobación del Congreso. Las 
discusiones y deliberadones serán secretas, si asi lo exija 
el Presidente de la Bepública. 



— 153 — 

Es en virtud del mismo carácter internacional por lo que toca al 
Presidente mantener las relaciones políticas con las potencias es- 
tranjerasy recibir sus ministros, admitir sus cónsules y ejercer las 
demás atribuciones que le confiere este párrafo. Sin embargo, no 
puede, sin la aprobación del Congreso, concluir los tratados, para 
lo cual se someten a su ratificación. Como las discusiones de las 
graves cuestiones internacionales, una vez publicas, podrían lle- 
gar a oidos de las potencias enemigas, lo que seria suministrarles 
armas y revelarles los secretos diplomáticos, se autoriza al Presi- 
dente para que haga secretas esas deliberaciones, siempre que lo 
tenga por conveniente. En semejante caso, por la Constitución 
francesa de 1830, bastaba que cinco miembros lo pidieran. 

20. ^ Declarar en estado de sitio uno o varios puntos de 
la República en caso de ataque esterior, con acuerdo del 
Consejo de Estado, j por un determinado tiempo. 

En caso de conmoción interior, la declaración de hallar- 
se uno o varios puntos en estado de sitio, corresponde al 
Congreso; pero si éste no se hallare reunido, puede el Pre- 
sidente hacerla con acuerdo del Consejo de Estado por un 
determinado tiempo. Si a la reunión del Congreso no hu- 
biere espirado el término señalado, la declaración que ha 
, hecho el Presidente de la República se tendrá por una^ro- 
posicion de lei. 

Cuando Ig. independencia o la seguridad del pais está amenaza^ 
da, cuando hubiera uno o mas puntos de la República atacados 
por el enemigo, ese punto o puntos deben estar bajo la lei mar- 
cial, sujetos a una disciplina severa y a un orden estricto para 
tomar todas las medidas de guerra necesarias, sin encontrar tra- 
bas, ni entorpecimientos. Aunque las libertades publicas sufran 
algo o estén suspendidas, siempre que tales medidas se conside- 
ren indispensables, deben sacrificarse aquellas a la seguridad del 
Estado y al bien público. La atribución de declarar el estado d© 
sitio la concede este articulo al Presidente, de acuerdo con el Conn 
»ejo de Estado, con lo que se ha querido evitar las diferencia», 
diseasiones y dilaciones que se esperimentaria, sometido el asnnto 
a las deliberaciones de un Congreso. 
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«Salus populi, suprema lex esto:» tal es el principio con que, 
como en la antigua Roma, se ha tratado de justificar esas atribu- 
ciones omnímodas, esa dictadura temporal que la Constitución 
pone en las manos del Presidente, asi en el caso anterior como 
en el presente. A toda costa, se dice, es menester consumar el 
orden, la paz y la seguridad públicas, guardando siempre las for- 
malidades legales. Pero, concediendo la necesidad de ese recurso, 
la declaración de sitio no debi i dejarse al Poder Ejecutivo sino 
al Poder Lejislativo: éste que ha hecho las leyes, solo puede tener 
facultad para suspender su ejercicio u observancia; él debe califi- 
car la gravedad de las circunstancias y la precisa necesidad de 
emplear ese medio desesperado, Pero el Congreso puede no ha- 
llarse reunido; y en tal caso ¿que cuerpo debería desempeñar tan 
delicada atribución? Parece que la autoridad llamada para cono- 
cer en estos asuntos es la Comisión Conservadora, que representa 
aquella corporación; pero la Constitución llama de un modo poco 
lójico al Consejo de Estado, el cual, por su subordinación al Presi- 
dente que nombra y releva sus miembros a su antojo, no ofrece ga- 
rantía de ningún valor, cuando se trata de la libertad en peligro. 
Nunca debe dejarse abandonada tan enorme facultad en manos 
del Ejecutivo solo, porque un Presidente tirano podría bien 
aprovecharse del receso del Congreso para violar la Constitución 
y las leyes, para encarcelar o desterrar a los representantes de la 
nación que le fueran adversos, y perpetuar asi su dictadura, aun 
después de reunidas las Cámaras. 

La aprobación del Consejo de Estado no puede ser suficiente 
para autorizar al Ejecutivo a asumir esas facultades. Si la Consti- 
tución misma exije la autorízacion del Congreso, si la declaración 
hecha por el Presidente durante su receso solo debe considerarse 
como una proposición de lei para cuando se reuniere, es evidente 
que semejante autorización solo puede ser objeto de una lei, solo 
puede ser concedida por el Congreso Nacional. Y bien, ¿por qué 
esa garantía que se juzga necesaria durante la sesión de éste, ha 
de cesar absolutamente en su receso? gpor qué dejar al Ejecutivo 
un fócil medio de eludir esa disposición, con solo esperar que 
aquel concluya su periodo, que el Congreso se aleje, para perpe- 
trar impunemente su delito? La Comisión Conservadora, a quien 
toca velar en esa época por la observancia de la Constítncion y 
las leyes, cuerpo que ha sido elejido por una de las Cámaras y 
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que debe representarlas, es el llamado para conceder tal atribu- 
ción, o por lo menos para convocar las Cámaras con ese objeto. 

21. ^ Todos los objetos de policía y todos los estableci- 
mientos públicos están bajo la suprema inspección del 
Presidente de la Eepáblica, conforme a las particulares or- 
denanzas que los rijan. 

Segnn este artículo el Presidente debe ser el gran atalaya que 
vele sobre todos los ramos de la administración, que inspeccione 
todos los establecimientos, todas las corporaciones, todo lo que 
sea de interés nacional, y aun si le es posible, lo que es de impor- 
tancia puramente municipal. Pero no hai que alucinarse, no hai 
que equivocarse sobre la verdadera naturaleza del Poder Ejecu- 
tivo; no hai que olvidar su objeto, su único fin: ejecutar las leyes 
y dirijir la administración. Se diria que, dándose al Presidente la 
facultad de inspeccionarlo todo, hubiera de obedecerse en todo su 
voluntad, y que pudiera apropiarse las atribuciones de los otros 
Doderes sociales. Sin embargo parece que esa inspección no pue- 
de llevarse a otros objetos que los que están en la naturaleza y 
en el único fin del Ejecutivo, si debe observarlo todo, es única- 
mente para ejecutar me^ov Ibs leyes, para dir^ir mas cumplida- 
mente la administración. Los objetos de policía y los estableci- 
mientos públicos, son la mayor parte de incumbencia municipal, 
y deberían mas bien estar bajo la tuición y gobierno inmediato de 
la Municipalidad respectiva. 

Art. 83. El Presidente de la República puede ser acusado 
solo en el año inmediato después de concluido el término de 
su presidencia, por todos los actos de su administración, en 
que baya comprometido gravemente el honor o la seguri- 
dad del Estado, o infrinjido abiertamente la Constitución. 
Las fórmulas para la acusación del Presidente de la Repú- 
blica serán las de los artículos 33 hasta el 100 inclusive. 

jPor qué no podría ser acusado el Presidente durante el perío- 
do de sus funciones? ¿Por qué establecer esa inviolabilidad, ese ca- 
rácter s-^grado en el jefe del Ejecutivo, por los actos de la admi- 
ñistra^cion en que se comprometiere gravemente el honor o la segu- 
ridad del Estado^ o infrinjiere abiertamente la Constitución^, Qu6t 
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un hombre, un funcionario, un Presidente de la República puede 
pisotear las leyes que es llamado a cumplir y hacer cumplir, pue- 
de atropellar la Constitución que ha jurado observar, puede com- 
prometer gravemente la seguridad de la nación, puede esponeir el 
honor del Estado, puede hacerse un juguete de todos los princi- 
pios y de todas las garantías, puede vejar, violar, guillotinar a sus 
conciudadanos, puede ser un Rosas o un Francia, y todo eso cons^ 
titucionalmente y por un término de cinco, o mas bien, de diez 
años, sin que nadie pueda reclamar, sin que ninguna autoridad 
pueda acusar, sin que se pueda abrir un juicio de residencia a ese 
hombre delincuente, a ese funcionario criminal, a ese Presidente 
perjuro! Y la nación debe contemplar muda, inmóvil, la pérdida 
de su honra, la pérdida de su seguridad, la violación impune de 
sus leyes, la permanencia en su puesto del autor de tamaños aten- 
tados, hasta que concluya el término ordinario de la Presidencia. 
|Y qué sabemos? Quien ha sabido conservarse en el poder duran- 
te ese tiempo, sin que la nación en masa se haya levantado para 
lanzarle, sabrá también ahogar todo grito de reprobación cuando 
baje de su destino, no carecerá de medios, no digo para ausentar-, 
se del pais, sino para perpetuarse en el poder y consumar la obra 
de iniquidad. Y no se diga que eso es improbable. Bastaría el pe- 
ligro de la posibilidad para conservar alguna garantía cualquiera 
a la nación, so pena de sumerjirla en un abismo de revoluciones 
y guerras civiles, tanto mas terribles que las acusaciones malicio- 
sas y las discusiones contrarias al espíritu de autoridad que se ha 
querido evitar. Es preciso no tocar los estremos. El espíritu de 
reacción contra la insubordinación y la desmoralización que pudo 
motivar esta disposición debo tener sus limites, los límites eter- 
nos de la razón y la justicia. Sustraer un criminal a la acción de 
los tribunales competentes durante un término cualquiera, es 
traspasar esos límites: ahora, si ese criminal es un Presidente y ese 
término es indefinido, esa inviolabilidad es sancionar la inmorali- 
dad en el mas elevado puesto de la nación y justificar todo aten- 
tado. El juicio de residencia que permite este artículo debería, 
pues, abrirse durante el tiempo de sus funciones, como en el año 
después de concluido, lo cual es también necesario para hacer 
mas libre el fallo de las influencias que aquel alto dignatario pu- 
diera ejercer sobre los jueces. Asi lo disponía también el artículo 
61 de la Constitución de 28. 
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Att. 84. El numero de ministros y sus respectivos de- 
pattamentos serán determinados por la leí. 

Habiendo hablado ya del Jefe del Ejecutivo, sus deberes j sus 
atribuciones, la Oonstitacion pasa a tratar de sus auriliares y con-' 
scjeros, como los Ministros y Consejeros de Estado. — ¿Qné es un 
ministro del despacho? Es un secretario del Presidente que está, 
al cargo de uno de los departamentos en que se divide la admi- 
nistración del Poder Ejecutivo^ que autoriza los decretos de este, 
y que es responsable por cada uno de ellos. Su existencia no es 
pues un resorte tan importante ni tan indispensable en la máqui- 
na del Estado, si no se hubiera recargado tanto las atribuciones 
del Jefe del Ejecutivo de quien es secretario. En fin, cualquiera 
que sea la importancia que tenga en si y lu que les confiere la 
Constitución, los departamentos en que se ha subdividido por lei 
de 1. ^ de febrero de 1837^ son: JRelcLciones esterwreSy interior^ 
justicia^ culto e instrucción públicay kcLcienday guerra y marina^ 
que son desempeñados por cuatro ministros (1). 

Art. 85. Para ser Ministro Be requiere: 

1. ^ Haber nacido en el territorio de la Eeptíblíca. 

2. ^ Tener las calidades necesarias para ser miembro de 
la Cámara de Diputados. 

La Constitución, queriendo dar mas prestijio a los Ministros de 
de Estado, exije, para serlo mas requisitos que para ser Diputado y 
casi los mismos que para ser Presidente, con la sola diferencia de 
la edad. Por consiguiente es necesaria la ciudadanía nativa, no obs- 
tante que no se divisa razón poderosa para que un estránjero natu- 
ralizado no reuniera todas las cualidades necesarias en ese destino. 
Cuando grandes naciones no han visto peligro ni humillación en 
ser gobernadas por estranjeros, como Mazarino y Neckpr en Fran- 
cia, paises pequeños como Chile no deben despreciar el mérito 
donde quiera que se encuentre, tanto mas cuanto nadie mas que 
él ha reportado las ventajas de confiar elevados destinos a estran- 
jeros ilustres. Entre los patriotas notables de la independencia, los 
nombres de Rozas, Irizarri, Vera, Egaña y tantos otros, posteríor- 

(1) Bol. tom. 2, péj. 446, edición de Valpara»o. 
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mente un Bello, un Alberdi, un Sarmiento, un Gorbea nos han 
manifestado bien que el patriotismo se encuentra tan puro en los 
nacidos en estraño como en nativo suelo. Este y otros ejemplos 
manifiestan cierto espíritu repulsivo a los estranjerosj.cierto know- 
nothismo, que no tiene siquiera la disculpa del espíritu de nacio- 
nalidad ofendido. 

Art 86. Todas las órdenes del Presidente de la Repú- 
blica deberán firmarse por el Ministro del Departamento 
respectivo; y no podrán ser obedecidos sin este esencial re- 
quisito. 

Toda autoridad, todo cuerpo constituido, cuyas decisiones tie- 
nen fuerza obligatoria, ba menester un ministro de fé, un secreta- 
rio que las autorice, que certifique bajo su firma, qne la decisión 
o decreto es auténtico, sea esa autoridad judicial, gubernativa, o 
bien sea cualquiera consejo o corporación, cuyas órdenes no ligan 
sino a sus miembros. £1 Jefe del Poder Ejecutivo debe, pues, tener 
también un secretario que autorice y dé sanción a sus decretos: 
la Constitución da este encargo a los Ministros del despacho que 
deben firmar todas las órdenes emanadas del Presidente, según 
el departamento de la administración a que pertenezcan esas ór- 
denes. Nada también mas lójico que, como lo dispone este artícu- 
lo, no sean obedecidos los decretos sin este requisito, porque en 
tal caso no estarían investidos de aquella autoridad que debe 
acompañarlos. Hai ademas otra razón que se deduce del siguien- 
te articulo. 

Ari. 87. Cada ministro es responsable personalmente de 
los actos que firmare, e in sólidum de los que suscribiere o 
acordaj'e con los otros ministros. 

Como un Secretario de Estado, a mas de ser un minitsro de fé, 
es también autor, o por lo menos colaborador de la orden que sus- 
cribe, no haciendo las mas veces el Presidente que prestar su 
aprobación al pensamiento concebido o elaborado por aquel, es 
natural que la responsabilidad recaiga con toda su fuerza sobre 
el ministro que pone su firma al pié. Porque no hai medio: o el 
decreto ha sido obra esclusivamente de él, y en tal caso es claro 
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que debe ser responsable como autor, o bien, esdeoríjen estrafío, 
del Presidente u otro, y entonces él al firmarlo ha prestada su 
aquiescencia y manifestado su consentimiento, por lo qne él tam- 
bién debe responder. Estas razones que se refieren a los actos en 
que un solo ministro tuviere parte oficial, conservan su misma 
fuerza respecto de aquellos que acordare o suscribiere con los 
demás ministros. Su responsabilidad, como manda este articulo, 
debe también ser solidaria. Siendo el ministro responsable por 
sus actos, es consiguiente que los suscriba para hacer efectiva esa 
responsabilidad, conforme al articulo anterior. 

Art 88. Luego que el Coügreso abra sus sesiones, de- 
berán los Ministros del despacho darle cuenta del estado de 
la nación, en lo relativo a los negocios del departamento 
de cada uno. 

Siendo el Ejecutivo el poder encargado de ejecutar las leyes 
dictadas por el Congreso, es necesario que aquel dé cuenta a este 
del cumplimiento de su encargo o misión, manifestando lo que se 
ha hecho, durante el periodo anual transcurrido, en cada uno de 
los ramos de la administración. Esta medida no ataca la indepen- 
dencia de aquel, ni es ofensiva a su dignidad: es uno de esos con- 
trapesos dirijidos a mantener la armonía entre esos supremos po- 
deres. Ya que el Congreso no puede ejercer plena e independien- 
temente su poder lejislativo, sin la aprobación y sanción del Jefe 
del Ejecutivo, justo es que éste a su vez rinda homenaje al pri- 
mero, esponiéndole los trabajos hechos en ol ejercicio de sus ían- 
ciones, y que instruya a la nación, por el órgano del Congreso de 
la marcha de los negocios administrativos. Y no se diga que se- 
gún ese principio el Poder Judíftal o la Suprema Corte de Justi- 
cia, y ^1 Poder Municipal o las múltiples corporaciones que lo ejer- 
cen, deberian también rendir esa misma cuenta o presentar ana 
idéntica memoria de los trabajos por ellos ejecutados ; porque las 
atenciones de los otros Poderes se refieren puramente a asuntos par- 
ticulares o de interés esc tusivamente local, mientras que las ope- 
raciones del Poder Ejecutivo recaen ordinariamente sobre objetos 
de importancia nacional. Sin embargo, si ocurrieren en los asun- 
tos o en las medidas tomadas por aquelloa cuerpos, algunos 
que salieren de la esfera ordinaria, como los autos acordados de 
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las Cortes de Justicia y aun los reglamentos municipales^ seria 
talvez conveniente que los hicieran presentes al Congreso, ya di- 
lectamente, ya por medio del Ejecutivov El Poder Ejecutivo, a 
mas del discurso de apertura con que inaugura el Presidente las 
Cámaras, en que espone de un modo jeneral los hechos reali- 
zados como los proyectos que espera someter a su aprobación, da 
una cuSnta detallada de todos los negocios que han ocupado la 
administración, por medio de la Memoria que los Ministros del 
despacho presentan de sus departamentos respectivos, 

Art. 89. Deberán igualmente presentarle el presupuesto 
anual de los gastos que deben hacerse en sus respectivos 
departamentos, y dar cuenta de la inversión de 'as sumas 
■decretadas para llenar los gastos del año anterior. 

Otras dos obligaciones correlativas con la anterior y con la que 
«establece el art. 36 §1.*^ y8'7§2.'^, son las que este articulo 
•impone al Ejecutivo, por medio de sus Ministros, de presentar el 
presupuesto anual de los gastos que deban hacerse en sus depar- 
tamentos respectivos, y las cuentas de inversión de las sumas pre- 
supuestadas para el año anterior. 

Art. 90. No son incompatibles las funciones de Minis- 
tro del despacho con las de Senador o Diputado. 

Art. 91. Los Ministros, aun cuando no sean miembros 
del Senado o de la Cámara de Diputados, pueden concurrir 
a sus sesiones y tomar parte en sus debates; pero no votar 
en ellos. 

Siendo los Ministros del desj^cho simples ajentes del Poder 
Ejecutivo, no parece natural que puedan reunir en sí las atribu- 
ciones de otro Poder distinto, como es el Poder Lejislativo; tanto 
mas cuanto ya la Constitución le ha dado a aquel una parte bien 
«onsidcrable en la confección de las leyes. La facultad de oponer 
«1 veto suspensivo a las deliberaciones del Congreso, la de san- 
.cionar y promulgar las leyes, es todo lo que el derecho publico 
concede, en beneficio de la armonia y mutua unión de los dos 
poderes. Pero admitir la compatibilidad de ambas funciones es 
lesceder los limites de la independencia que debe necesariamente 
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existir etitre todos los poderes soberanos, es sancionar las inflaen* 
cías no siempre benéficas del Presidente sobre ha Cámaras. Por 
que, siguiendo ese mismo principio, tampoco existiría esa incom'- 
patibilidad con el Poder Judicial, por ejemplo; ¿j habría mayor 
absurdo que el que un Ministro del Presidente pasase del despa- 
cho gubernativo a la sala de un Tribunal, llevando de uno a otro 
puesto las pasiones políticas escitadas en el primero? ¿Las partes 
litigantes hallarían alguna garantía en ser ju2gado« en sus inte- 
reses, su honor y su vida, por un hombre con quien han chocado 
en otra esfera, cuyas opiniones pueden ser preocupante y cuyás 
pasiones pueden estar exaltadas? ¿El Tribunal mismo seria ente- 
ramente independiente? — ^Del mismo modo: los gravea interés^ 
que la nación confía al Congreso pueden ser por la presente dis- 
posición malamente inflnenciados por el Incentivo y difijíd^m 
por sus miras políticas, desde que le facilita un eco, un intérpre- 
te y un apoyo en el seno de la Representación Nacional. Amní- 
tiéndose la compatibilidad de las (uncíonee de un Ministro cc^ 
las de un Diputado o Senador, no será mui difícil al Ejecutivo, 
ftun en la República mejor organizada, hacer prevalecéis sn vo- 
luntad en las deliberaciones del Congreso y ejerce una itífiuencia 
decisiva sobre sus resoluciones. 

La presencia de los Miiristros en utío de los cuerpos del' Con- 
greso puede ser a veces conveniente para^ dar esplidaoiones, ilús^ 
trar ciertas cnestioneB, de qtié ellos tíenéix los datoi^^ o los proyec- 
tos del Ejecutivo pasados a lais Cámara! Pero como, pat*állé£íai: 
estos objetos, letona autoriizát al Congreso párá üáma'r a su señó 
a los MiiLÍstroé, cuando Ic^ creyera conveliente, tío se vé la tíecef- 
sidiiddedalr ese' dereeho a los láitíistroft mísmosj Mdepeñdi^té- 
mente-delróGátóamá í- j> ^' ' '■]■■' ^ ^•- ''^' ' • ' ^ 

Art. 9%, '■ Los MiftiiaítsQgrdri díedp^ohLO'pncíoEeir &tt W(i\mSíQñ 
pat la Gáihara de Bipttadós' poír- Ic^ erifmetiéis de ttai^í^, 
concusión, malversación d^e los fottAós p\ítolicd^;í§ol)bínK!), in- 
fracción de la Constitupion, por ajtrqpellamiento de la^ le- 
yes, por haber dejado estas sin. ejecución y por haber^cppi;- 
prometido gravemente Ja seguridad y el honor d^ la n^^J^o». 

'Los Ministros, eoihó 16b dámks ñtiicSó^^riós del Estado, como 
el misaio Présid€ínté ^e qtti<iii eá hux?Hár,' y áegüii la' respoñiaW- 

COMENTAWOfl. 11 
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íidad que les impone el art. 87, pueden ser acusados por toctot^ 
los crimines que perpetrasen en el ejercicio de su cargo. Este 
articulo entra a detallar esos delitos, especificando cada una de 
Jas faltas que pueden cometer en su ministerio y por los que pue- 
den ser acusados en la forma que mas abajo so indica. Es de 
notar que se hace esa determinación de los criiBenes del personal 
del Ejecutivo, cuando se habla de los Ministros del Presidente, j 
no cuando se ha tratado del Presidente mismo. ¿Se ha querido 
con tal conducta hacer mas directamente responsables a los unos 
qne al otro, es decir, a los brazos que obran que a la cabeza qu(^ 
dirije? ¿Se ha pretendido talvez consagrar esa inviolabilidad del 
jefe del Ejecutivo, que se manifiesta bien a las claras haber esta- 
do en la mente de los convencionales, estableciendo como en las 
xQronarquias representativas el contrasentido de la responsabili- 
dad del Ministro y la inviolabilidad del Supremo Jefe? 

En todos casos, como la responsabilidad del Presidente es soli- 
daría con la del Ministro, pues, que ios actos del uno no tienen 
fuerza alguna sin la autorízacion o suscrípcion del otro, es evir 
dente que los delitos detallados en este articulo, por los cuales un 
Minisl^o es responsable, son los mismos que autorizan la acns»- 
cion del Presidente. No es, pues, racional comprender que al de^ 
terminarse en este articulo mayor numero de causales de acusa- 
ción que las que espresa el articulo 83, se haya querido hacer 
mayor la responsabilidad del Ministro que la del Presidente. Sin 
embargo hai una razón poderosa para adoptar una opinión con- 
traria: tal es, de que no siendo posible encausar al Presiente du- 
rante el término de la Presidencia,, y reconociéndose, por otra 
parte, la necesidad de satisfacer la vindicta pública, la Constítá- 
cion ha aumentado la responsabilidad de los Ministros para ^iie 
sobre ellos caiga la indignación y la cólera nacional. Pero aun 
«deudo asi, eso dejaría en pié la mayor dificultad: la existencia 
tranquila en e) poder supremo del verdadero autor de esos deli- 
tos, que se castiga solo en los cómplices. 

^ Art. 98. La Cámara de Diputados al acordar la acusa- 
tion de un Ministro, debe declarar si há lugar a examinar 
la proposición de acusación que se haya hecho. 
, Art.. 94. Esta declaración np puede votarse sino después 
de h^^r oido el dictamen de una Comisión de la misma 



Cámara, compuesta de nueve individuos elejidos poí sof* 
tco. La Comisión no puede presentar su infonne, sino des* 
pues de ocho dias de su nombramiento. ' 

Art. 95. Si la Cámara declara que há lugar a examinaí 
la proposición de acusación, puede llamar al Ministro á sú 
seno para pedirle esplicaciones ; pero esta eomparecencia 
solo tendrá lugar ocho dias después de haberse admitido 
a examen la proposición de acusación. 

Art. 96. Declarándose haber lugar a admitir a examen 
la proposición de acusación, la Cámara oirá nuevamente el 
dictamen de una comisión de once individuos elejidos por 
sorteo, sobre si debe o no, hacerse la acusación. Ésta Co- 
misión no podrá informar sino pasados ocho dias de su 
nombramiento. 

Art. 97. Ocho dias después de oido el informe de ésta 
Comisión, resolverá la Cámara si há, o nó, lugar a la acu- 
sación del Ministro ; y si resulta la afirmativa, nombrará 
tres individuos de su seno para seguir la acusacdon ante el 
Senado. 

Art 98. El Senado jitógará al Ministro abusado ejéí 
ciendo un poder discrecional, ya sea para caracterizar el 
delito, ya para dictar la pena. De la sentencia que pronun- 
ciare el Senado iao habrá apelación ni recurso alguno. 

La Constitacioüj después de deolarar qne la Cátnara de Dipu- 
tados puede flDusar a un- Ministro^ como la linioa garantía qtíe 
establece eontra les avanoes del EjecütÍTOj la única Salvaguardia 
de las libertades de lásíaeioú oontralos atentados ^e ese poder, 
la^sola sombra de^ castigo o lepreisiotí contara el que puede violar 
impiineiBente Iftd'leyesy ccubifrometeF el honor^jia seguridlid de 
la nación^ durante el periodo de la presádeaci% la Constitución, 
digo, opone tantas trabas, tantos entorpediniientos, tantas di] a- 
"cioneá'injustii&cablesy párailevar^ieabo esa acusación, que parece 
haber querido; con8ágspat;la:iniJ>unidaddtír Ejecutivo y sus ajen* 
tesi.Deofciro modp, i<iétim espliearse ese recargo de forínalídades 
y de téia!iEidÍK>s.que>abi^ii^^askeint^ ¿^nada^condueenf ¿Para qué di- 
ficultar la acusación: de un- fanci^ano^^i^e puede ser culpable, y 
culpable de delitos que empíeíiíen la , ^lagiEipidacl o la honra ní^cio- 
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nal, cuando el tribunal a quien se deelara esta atribución, eí Se- 
nado, va a conoeer de la justicia o injusticia de la acusación, o 
dar la razón y volver el honor al majistrado que fuere victuna d<> 
una imputación calumnios% o bien aplicarle el condigno castigo^ 
si resultare culpable? Eso es, repetimos^ consagrar el despotismo 
y hacerlo impune! 

Examinemos^ si no, el tenor de cada uno de lo& artículos que 
determinan la forma de la acusación. Según el artículo 93/ la Cá- 
mara de Diputados, antes de acordar la acusación de un Ministro^ 
debe declarar si há lugar^ o nd, a examinar la proposición de acu- 
sación. Por manera que la Cámara,, antes áe conocer la acusación, 
los delitos sobre que recae, los datos en que se apoya, va a deci- 
dir a ciegas', no escuchando sino su espíritu de partido, si ha de 
éxammarae^ es decir, si merece meditarse sobre la conyenieneia 
de averiguar si es fundada o> infundada la proposición de acu- 
sación. 

La disposición del articulo 94,. exijiendo préviam^ite a la de- 
claración de exÚTnen el dictamen de una eomimoñ de nueve indivi- 
duos elejidoft por sorteo^ da lugar, es verdad, a ittstruir a la Cámara 
de la naturaleza o gravedad de la acusación» Pero se les fija a los 
miembros de la comisión un término forzoso de no menoa de ocho 
dias para evacuar su informe; |y con qué objeto? ¿Será para que 
los comisionados averigüen mas détenidiunente las causales y su 
dictamen sea mas concienzudo y reposado? Oh, no; eso es cosa 
de un momento. ¿Los cargos son graves? ¿Merecen que la Cámara 
los examine y ddibere si diebe hacerse ]$k aeusáciont? O por el 
contrario ¿los cargos sou V9^ f^Mles, o no ]?eca^)i solare alguno de 
los delito? de qu« debe conocer la Cámaral Tat os la tarea itoi<^ 
de la comisión: e& eosa, no de ddas, de horas. Y, do to4os: mccidoa^ 
habrá necesariamente casos en qcie I9 eoxaieáoA ptioda evacietar su 
ijifoime en. menos tieixkpo del designado. |Por ^ puei^ «errarle 
el camino? 

Después que la comidi<»2. baya dj^^^eha^lo m ii^orme da ocho 
días, después que la Cámara deela^ haber lugar ai exánieB é^ h» 
proposición de acusación, esta jnteélei lltimar (y es seguro goe lo 
Uamará en todo caso) al Ministro, para que dé esplioaeiones: 
comparecencia que solo se efeotiüasá díespues de odio días. 
¿Por qué no podría comparecer el nsismodia o el s^uiente a a^el 
en que se admite la proposición, o bien al <fe 1» preeefttaevdn del 



— 165 — 

informe de la comisión, o lo que seria mucho mas natoral y esp^ 
dito, el mismo dia de la moción! Un ministro que puede asistir y 
entrar en las deliberaciones del Congreso, en toda ocasión, aun 
no siendo Representante, a ese ministro se le esclnye^ solo cuando 
' hai una acusación pendiente, por un término de ocho dias! |Se ha 
querido pues que la atención so distraiga, que el espíritu publico 
se fatigue, o se ha querido talvez dar tiempo al ministro reo para 
que haga todos sus esfuerzos, maneje todas sus influencias para 
parar el golpe, y oons^uir de la mayoria del Congreso que le 
«ean induljentes? 

Pero la Cámara no está todavía suficientemente instruida: no 
puede bastarle el informe de una comisión, el examen hecho por 
ella misma de la moción de acusación, las esplicaciones buenas o 
malas del ministro: no está todavia bien enterada de los hechos 
ni de la naturaleza de la acusación. Ss menester que oiga nueva^ 
mente el dictamen de una comisión de once individuos, sobre si 
debe o no hacerse la acusación; y para que su informe no sea pre- 
cipitado, es necesario un otro término de ocho dias. Qué! la Cá- 
mara no ha podido calificar la gravedad, la competencia, los 
fundamentos de la acusación, después de tanta discusión, de in^ 
foimes y términos, después de Ips comentarios hechos por e( 
periodismo, por todos los ecos de la opinión pública. Oh! Bien se 
comprende que esos otros ocho dias son también calculados. 

La comisión despacha su informe, y la Cámara entra a re«- 
eolver si debe hacerse o no la acusación. Pero no se crea que eso 
deba hacerse inmediatamente, que, como asunto de importancia 
vital para la nación cuyo honor o seguridad se juega, el juicio 
^ deba apresurarse. I^o: la Cámara puede precipitarse, puede pro- 

nunciar un fallo inmaturo; es necesario, pues, que pasen otros ocho 
dias, después de oido el dictamen de la comisión, para que aquella, 
con la prudente detención, pase a deliberar sobre si ha lugar o no 
a la acusación. Pronunciándose por la afirmativa, la Cámara pro* 
cederá a nombrar tres individuos de su seno que prosigan la acur 
s^ion ant(^ el Senado. £1 Senado conocerá en única instancia y 
st\u apelación ni otro recurso, ejerciendo un poder d»crecional, 
ya para caracterizar el delito, ya para dictar la pona. 

Tal es el procedimiento que los artículos enumerados determi- 
nan para la acusación y enjuiciamiento de un ministro del des- 
pacho. Tómese en cuenta los lareinta y dos dias de término 
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forzoso que deben transcurrir para entrar a conocer sobre la 
necesidad de la acusación^ los plazos mas o menos largos que las 
comisiones pueden darse para evacuar su informe; fuera de esos 
términos^ las sesiones de primera j segunda discusión para la 
aprobación de cada uno de los trámites, los mil entorpecimientos* 
que la mas insignificante minoría de la devoción del gobierno 
puede oponer a la prosecución de la acusación, las faltas de sesión 
por tantos motivos, las nuevas dilaciones que se orijinarán en el 
Senado en el conocimiento de la causa, todo eso en el caso favo- 
rable que las mayorías de una y otra Cámara estén inspiradas 
del mejor deseo de llevar a cabo el juicio; y calcúlese si es mate- 
rialmente posible que, en el término de tres meses de sesión lejis- 
lativa, pueda hacerse efectiva la acusación de un ministro. Pasado 
ese periodo, ya pueden estar seguros: el gobierno tiene en sus ma- 
nos los estados de sitio y las facultades estraordinarías! 

Concluiré el análisis de estos artículos con dos observaciones. 
La primera y mas obvia es que, cuanto mas se demore y retarde 
la resolución de una cuestión de interés nacional, mayor y mas 
duradera es la ajitacion del espíritu público; y es tanto mas de 
temer una conmoción interior, cuando se mantiene en alarma a la 
nación por uñ periodo prolongado y por dilaciones que no hacen 
mas que exasperar e irritar, que si, despojado de sus fórmulas y 
sus términos, el juicio fuera mas rápido y se diera mas pronta 
solución al problema. La segunda es que la mayor parte de los 
males que se teme con el conocimiento del Congreso en esa 
acusación se evitarían si, por cierto trastorno y confusión de los 
Poderes, no se hubiese arrebatado una cuestión contenciosa como 
la presente a la jurisdicción de su juez natural, el Poder Judicial. 
¡Cuánto mas tranquila no seria en sus efectos, cuánta mayor ga- 
rantia no ofrecería el fallo, si se cometiese a los tribunales ordina- 
rios, o si se quiere, al Tribunal Supremo, el juzgamiento de los 
delitos administrativos de un Ministro de Estado! Según la Cons- 
titución de la Kepública francesa de 1848, una alta Corte de jus- 
ticia juzgaba, sin apelación ni recurso de nulidad, las acusaciones 
llevadas por la Asamblea Nacional contra el Presidente de la Re- 
pública y los Ministros. Art. 91, Cap. 8. ^ (1). 
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Art. 99. Los Ministros pueden ser acusados por cual- 
quier individuo particular, por razón de los perjuicios que 
^te pueda haber sufrido injustamente por algún acto del 
Ministerio: la queja debe dirijirse al Senado, 7 éste decide 
si há lugar, o nó, a su admisión. 

Art. 100. Si el Senado declara haber lugar a ella, el re- 
clamante demandará al Ministro ante el tribunal de justicia 
competente. 

Estos artículos dan acción personal a los individuos que hubie- 
ran sido injustamente perjudicados por nn acto administrativo 
del ministerio contra el Ministro de quien haya emanado. La 
queja se dirije al Senado: si éste la admite, la parte entablará su 
acción ante el Tribunal competente. Esto es mui conforme con los 
principios del derecho público y con las garantías de seguridad 
y justicia que deben amparar a todo ciudadano. El conocimiento 
.que se da al Senado parece tener por objeto evitar las deman- 
das maliciosas que perturbarían la administración de que está a 
su cargo el Ministro y para poner atajo al espíritu demagójico 
que vé un triunfo de la libertad en la humillación de la áutorídad. 
Sin embargo seria mucho mas propio y mas lójico que el mismo 
tribunal desempeñara ese ministerio por medio de su fiscal, que 
ir a molestar al Senado con el conocimiento de asuntos particu- 
lares que en nada interesan & la nación. Este artículo, como otros, 
hace del Senado un apéndice del Ejecutivo o de los Tríbüiiales: 
la presente atribución le degrada por elevar mas a los secretarios 
del Presidente. 

Art. 101. Un Ministro no puede ausentarse hasta seis 
meses después de separado del ministerio. 

Esta disposición guarda consonancia con el articulo 83, que 
exije igual permanencia forzosa al Presidente, aunque es medio 
año mas corta, diferencia que tiene su fundamento tanto en la dis- 
tinta gravedad de los cargos, como en la circunstancia de que el 
Ministro puede ser acusado durante sus ñmciones, y el Presidente 
no. Por lo demás, hai las mismas razones de responsabilidad pen- 
diente y de igualdad ante la lei en uno como en otro caso. 
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Art. 102. Habrá un Consejo de Estado presidido por el 
Presidente de la Kepública. Se compondrá: 

De los ministros del despacho. 

l)e dos miembros de las cortes superiores de justicia. 

De un eclesiástico constituido en dignidad. 

De un jeneral de ejército o armada. 

De un jefe de alguna oficina de hacienda. 
..De dos individuos que hayan servido los destinos de mi- 
nistros del despacho o ministros diplomáticos. 

De dos individuos que hayan desempefíado los cargos 
de intendentes, gobernadores o miembros de las Munici- 
pgilidadep, 

jQuó es un Consejo de Estado? gQné papel representa en la je^ 
rarqpiia administrativa, o en cuál de los poderes nacionales debe 
clasifíearse? Tales son las cuestiones que nos proponemos diluei* 
áñx^ No hai Constitución alguna de las Repúblicas existentes don* 
de se halle consignado ese cuerpo; asi no hai que buscar razones 
de analojía, no hai que revestir con la autoridad del ejemplo esa 
institución única, especial, privativa de la Constitución chilena. 
Sin embargo, hai razón para suponer que la disposición que la 
establece ha sido tomada de la Constitución de la Monarquía 
francesa del año 30 o de la anterior do 1814. Entre nosotros ya 
se habia adoptado por la Constitución de 1823. 

£1 Consejo de Estado no puede clasificarse en ninguno de los 
altos poderes nacionales; debe considerarse mas propifomente <^mo 
uno de los rodajes con que se ha querido facilitar la naarcha áú 
Ejecutivo. Siendo tan grande la suma de poderes acumulados en 
lel Presidente de la República, se juzgó necesario un cuei^po de 
)iombres ilustrados en todos los ramos de la administración qu^ 
Iq aconsejen y lo instruyan: tal es a lo menos la razón do su exisf 
tepcia en las monarquías representativas como anteriormente l^ 
Francia, doi^de el rei, que ejercía sin restricción el poder ^ecuti- 
vx> y parte d^I lejislatiyo, ropresent4J)a una gran parte de la ñober 
ranía. ]E).q las ^epúblic^s Qo i^c h¿( ci^sid^^^do ^ecesarioi po^l^^o 
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al Presidente se le ha sujetado al ejercicio puro y simple del po- 
der ejecutivo, 7 se le ha despojado de ese recargo de atribuciones 
que en las monarqnias concentra en una sola mano la dirección, 
la vitalidad de la nación. Se ha creída ademas que un cuerpo 
como el Consejo de Estado, unido al jefe del Ejecutivo, limita su 
responsabilidad cuando le presta su acuerdo, traba la rapidez de 
su marcha cuando ese acuerdo es neeesario, y. debilita la unidad 
que debe caracterizar a ese poder. Por lo demás, entre nosotros, 
tal institución es una consecuencia necesaria de la inmensidad de 
facultades que nuestra Constitución atribuye al Ejecutivo, a quien 
ilust^ en todas las materias, cuya autoridad moral refuerza, y a 
quien en cierto modo tal vez puede servir de contrapeso. . 

La organización que se le da por este articulo es conforme a las 
ideas que hemos emitido sobre la naturaleza de ese cuerpo. Los 
Ministros del despacho deben entrar como miembros natos, pues 
que solo ellos están al cabo de los distintos ramos en que se divi- 
de la administración dei Ejecutivo,. y son, sino los iniciadores, los 
redactores y promovedores de todas las medidas y proyectos que 
deban sujetarse a la deliberación de aquel cuerpo. Como el Con- 
sejo de Estado tiene también atribuciones judiciales propias y co- 
noce también en las que corresponden al Presidente, se le agregan 
dos Ministros de las Cortes superiores de justicia, esto es, de loR 
miembros de la Corte Suprema y de las de Apelaciones. Estos 
son también necesarios para ejercer la atribución que le confiere el 
pátrafo 2. ® art. 104 de presentar en las vacantes de los Jueces y 
Ministros de las Cortes. — ^También es llamado el Consejo por los 
párrafos 3. ^ 7 4.*^ del mismo articulo, á conocer de las causáis 
de patronato y en la promoción de dignidades eclesiásticas; po^ 
eso es que se requiere la presencia de un eclesiástica constituidci 
en dignidad. Siendo el presidente jefe del ejército y marina, y 
como entre sus atribuciones se encuentra la organización y di- 
rección de estas, como también el arreglo de las finanzas, las rela- 
ciones esteriores y la organización del Interior, el Consejo de Es- 
tado ha menester naturalmente hombres especiales en cada uno 
de esos ramos, distintos de los Ministros, cuyo ausilio no puede 
siempre bastar para proceder con la madurez y deliberación ne- 
cesaria. Tal es la causa porque entran en la composición del Con-r 
sqo un jeneral del ejército o armada, uñ jefe de Hacienda, dos ex-r 
Ministros del despacho o ex-diplomátieos. For liltímo, la admi- 
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viistracion comunal y provincial debe tener su representante para 
hi discusión de todas las materias concernientes a sus intereses, 
«obre todo estando el réjimen municipal tan dependiente del Eje- 
cutivo: esa es la razón de que haya dos ex-intendentes, ex-gober- 
nadores o cx-municipales. 

Tal es la organización de ese cuerpo que, teórica y jeneralmen- 
te hablando, es condenada por el derecho público como una ins- 
titución postiza e innecesaria, ti'asladada sin gran necesidad de 
las constituciones monárquicas a una republicana, cuyas funcio- 
nes privativas debieran dev>!)lverse a los poderes a cujp compe- 
tencia se han arrebatado, y cuyas atribuciones consultivas po- 
drían bien ser reemplazadas por los Secretarios de Estado o las 
personas especiales cuyo voto podría escuchar privadamente el 
Presidente. Sin embargo, como he dicho mas arríba, nada mas 
lójico que su existencia en la organización y atribuciones que la 
Constitución otorga al Jefe del Ejecutivo. Las mismas razones 
que la hacen conveniente o necesaria en las instituciones mo- 
nárquicas, la justifican entre nosotros. 

Art. 108. Para ser Consejero de Estado se requieren las 
mismas calidades que para ser Senador, 

Siendo el Consejo de Estado, según la mente de los conven- 
cionales, un cuerpo conservador^ participa de la naturaleza del 
Senado, a quien la Constitución parece atribuir aquel carácter, 
mucho mas que del de la Cámara de Diputados. La' Constitución 
ademas lo asimila a aquel en varios casos, y lo hace reemplazarlo 
a veces en su receso. Es consiguiente, pues, que se haya querido 
investir a esa corporación de cierto aire de gravedad y dignidad 
aristocrática, si asi pudiera decirse, correspondiente a las fun- 
ciones que es llamada a desempeñar. Estos parecen ser los moti- 
vos que han inducido a requerir en el Consejero de Estado las 
mismas calidades que para ser Senador, como lo prescribe este 
articulo. 

Art. 104. Son atribuciones del Oonsefo de Estado: 
1. ^ Dar su dictamen al Presidente de la República en 
todos los casos que lo consultare. 
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Este es el fin principal, primordial del Consejo de Estado: dar 
feu dictamen, ilustrar, hacer observaciones stíbre todos los asuntos 
qiié sometiere el Presidente a su examen. Si ese es su objeto, su 
fin obvio, ^"por qué solo el Jefe del Ejecutivo es la única autoridad 
nacional que deba gozar del privilejio de un consejo de consulta? 
Si se ha juzgado necesario ese cuerpo para el auxilio del Presi- 
dente Y el acierto en el desempeño de su empleo, ¿por qué no se 
ha de dar esa garantia a la Nación en todos sus demás emplea- 
dos? ¿Por qué los diversos funcionarios del Poder Judicial y del 
mismo Poder Ejecutivo no deberían tener su consejo particular o 
su asesor? En verdad que no se descubre razón alguna, por lo que 
se vé mas palpable la heterojéneidad de tal cuerpo. 

2. * Presentar al Presidente de la Eepública en las va- 
cantes de jueces letrados de primera instancia, y miembros 
de los tribunales superiores de justicia, los individuos que 
juzgue mas idóneos, previas las propuestas del tribunal su-, 
perior que designe la lei y en la forma que ella ordene. 

, Hé aquí una facultad cuya competencia y capacidad para ejer- 
cerla no se comprende claramente. ¿Por qué el Consejo de Esta- 
do debe estar mas al alcance que el mismo Presidente de las 
aptitudes de los candidatos propuestos por las Cortes? Qué ridi- 
culo papel pasivo se le hace representar, presentando al Presi- 
dente los propuestos por la Corte correspondiente! Pero sobre 
todo, con tal disposición se arrebata al Poder Judicial una atri- 
bución que le es propia. Aun suponiendo que se debiera dejar al 
Ejecutivo la elección de aquellos funcionarios, resérvese al Poder 
Judicial siquiera la propuesta y la presentación. ¿Para qué esta- 
blecer una tercera entidad, para qué recargar con un nuevo trá- 
mite la elección? Si después que la Corte respectiva le ha presen- 
tado sus candidatos, el Presidente tiene a bien consultarlo, hágalo 
con sus empleados, sus ministros y las personas de su confianza; 
pero crear un cuerpo especial para hacer esas consultas no parece 
racional. Por lo demás, se ha querido con esa intervención dar 
mas garantias sobre el acierto y madurez en el nombramiento de 
los empleados? Pero un cuerpo, cuyos miembros son nombrados y 
removidos a la voluntad del Presidente, es un bien dudoso órgano 
de la voluntad nacional, un eco mui débil del espíritu público. 



— 172 — 

La lei a que se refiere este artículo, lia sido promulgada endi- 
xiiembre 30 de 1842 (Bol. 3, páj. 490). Según ella, la Corte de Ape- 
laciones, con su fiscal se, reunirá ell5 de noviembre de cada año en 
acuerdo estraordinario, para informar sobre el mérito de los jaeces 
y abogados que se distinguieren en el ejercicio de sus funciones, 
y propondrá los que crea mas a propósito para ser jueces de le- 
tras, fiscales y miembros do las Cortes de Apelaciones y de la Su- 
prema, debiendo pasar este informe el 1. ^ de diciembre inme- 
diato á la Corte Suprema. Esta, reunida también con su fiscal en 
acuerdo estraordinario, estenderá otro informe, haciendo obserra- 
ciones al informe de la Corte de Apelaciones; y el 16 del mismo 
mes los remitirá ambos al Supremo Gobierno, dejando copia. 

8. ^ Proponer en terna para los arzobispados, obispados, 
dignidades y prebendas de las iglesias catedrales de la Re- 
pública. 

Varia ha sido la práctica de nuestra lejislacion a este respecto, 
no sobre el derecho del patronato, a que jamás ha renunciado el 
Estado, sino sobre la provisión de aquellas dignidades elesiásticas. 
Poif los acueído» del Seftado Conservador* de 12 y 30 de julio de 
1623, se fecultó al gobierno para que proveyese una canonjía vaf- 
eante entonces, sin embargo de existir otro Senado Consulto que 
lo prohibía. Con fecha noviembre 7 de 1826, el Ejecutivo prove- 
yó una canonjía de merced (Bol. 11 foj. 341). En febrero 22 
-de 1327, se dispuso por una lei que el Poder Ejecutivo no prove- 
yera las canonjías, dignidades y raciones actualmente vacante^ 
pero' que podía hacerlo en las qué vacaren en lo sucesivo, a pro- 
pileo de los respectivos cabildos eclesiásticos y precisamente en 
perdonas de reconocido patriotismo (Bol. 11, f. 445). Por lei de 
10 de enero de 1829 se dispuso que el Poder Ejecutivo, por si ao- 
lo y sin necesidad de consultar, hiciera en adelante la proviaioB 
4e canonjías (Bol. 11, f. 668). Respecto a los obispos, era eí Con- 
greso el que daba el pase a las bulas de su nombramiento. Por lo 
demás, esta facultad, como la del párrafo anterior, podría ser di- 
rectamente desempeñada por el Presidente, sin necesidad de la 
propuesta de un Consejo de Estado, o conferirse a loa cabildos 
eclesiásticos respectivos la propuesta para esas dignidades, ^ta 
otra atribución pues ha sido tomada a otro poder, a su poder na- 
tural, la Iglesia. 
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4. ^ Conocer en todas las materiajs de patronato y pro- 
tección que se redujeren a contenciosas, oyendo el dicta- 
men del tribunal superior de justicia que señalare la lei. 

Desde el momento que haya contencioD, que exista litijio so- 
tire la aplicación de una lei, la autoridad competente, el juez na- 
to, es el poder judicial: a la Corte Suprema deberían, pues, corres- 
ponder las cuestiones de patronato y protección, y solo a ella. No 
solo debería dar su dictamen, sino resolver el asunto litijioso, 
Cualesquiera que sean las autoridades que estén en lucba, porque 
el Poder Judicial es también soberano en su esfera, y en esa es- 
fbra deben sujetársele los demás poderes. 

5. ^ Conocer igualmente en las competencias entre las 
autoridades administrativas, y en las que ocurrieren entre 
éstas y los tribunales de justicia. 

Por ejemplo: cuestiones de precedencia entre un Intendente y 
ttó Residente de la Oortc Suprema, cuestiones de policía, de eá^ 
mhved, é^ esto por lo que toca a la competencia entre la» auto*- 
ridades jttdiciafles y las administrativas. TJna cuestión entre ua 
Intendente y un Ministro de Aduana seria un ejemple del otro 
caso. Bueno es que haya un funcionario imparcial, que sin estar 
crasifícado en ninguno de los dos poderes, resuelva con mas fuerza 
moral esas cuestiones. Pero esto solo no seria una razón suficiente 
paira crear ese Cuerpo, cuando hai otros poderes nacionales qué 
pudieran decidirla» como el Senado, por qemplo, y en su reces<5 
la Comisión Conservadora, pues que el Consejo de Estado mismo, 
¿qué otra cosa es sino una corporación administrativa? 

6. ^ Declarar si Lá lugar, o nó^ a la formación de causa 
en materia criminal contra los intendentes, gobernadoresr 
de plaza y de departamento. Esceptúase el caso en que la 
acusación contra los intendentes se intentare por la Cá-* 
mará de Diputados. 

Por el art. 23, tít. 2. ^ , de la lei del Réjimen Interior de 10 de 
enero de 1 844,. se dispone que la» casaas civiles y crinán^íes en qiie 
fueren parte los Intendentes de provincia conespondeAj^B pviiDcr 
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ira instancia a la Corte de Apelaciones y en segunda a la Sapre-' 
ma (1). Lo mismo dispone el articulo 54 del reglamento de admi- 
nistración de justicia respecto a los Intendentes y Gobernadores de 
departamentos, o Gobernadores de plaza en las causas sobre abu- 
sos y mala administración de su cargo. Por lo que toca a los In- 
tendentes, esta disposición paroceria haber sido reformada por d 
articulo 33 de la Constitución, que atribuye esclusivamente a la 
Cámara de Diputados la acusación de esos ñmcionarios por los 
crímenes de traición, sedición, infracción de la Constitución, mal- 
versación de los fondos públicos y concusión. Sin embargo, es evi- 
dente que la palabra atribuciones esclusivas es relativa, hallándo- 
se en contraposición con las ñicultades de la Cámara de Senado- 
res, y que por consiguiente ese articulo no ha escluido la accioxi 
ante los tribunales ordinarios. 

Sin embargo de la jeneralidad de las palabras eru materia cri^ 
nUnalj tal vez no sería aventurado asentar que no se refieren sino 
a los delitos cometidos por los espresados funcionaríos en el des- 
empeño de su cargo ; porque, si se entendiera de toda clase de 
delitos, también debería ser necesaría la declaración previa en las 
causas comunes. En efecto, la Constitución ha querido solamente 
trabar las acusaciones políticas; por eso os que las reserva, ce»- 
pecto a los Intendentes, a la Cámara de Diputados. Pero si ésta 
no la entablara y lo hiciera la parte agraviada, la Constitución le 
éxije la declaración del Consejo de Estado de haber lugar a tot- 
mácion de causa, naturalmente por los mismos delitos í^rriba es- 
prcsados. La interpretación literal seria monstruosa, pues que por 
delitos privados, por un homicidio, una injuria, eto*> tuviera el 
ofendido que ocurrir previamente al Consejo a ^esperar la decla- 
ración. X' .,'.', 

Pero, de todos modos, aunque la disposición fuera justa^ tal 
atribución no debe corresponder a aquella corporación^ Si -se 

(1) Declarando el Consejo que hai lugar a lá acusación de un hitendeii- 
te, conoce de ésta en primera instanciai 1& Corte de Apelaciones y en -^e 
gundp. la Suprema; lo mismo respecto de un Gobernador sL, se trata ,d« 
traición, sedición, infracción de las leyes o cualquier otro abuso o mala 
administración de su cargo; pero si el Gobernador es acusado por un delio^ 
to comim, conoce en primera instancia, el Juez Letrado de la provincia, 
con apelación ante la Corte de Apelaciones. Art ^B y 28 de Ta' léi dé Arre- 
glo áé\ Béjimeh Interior, Bol. lib. 12, núte. 1.9. - - - v . • 
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Juzgó necesaria esa declaración, tanto en las acusaciones contra 
los intendentes conio contra los jueces letrados, a fin de precayer 
a las antoiidades contra acusaciones maliciosas y la suspen- 
sión consiguiente, es verdad también que no es a una autoridad 
administrativa, de la plena devoción del Presidente que ha nom- 
brado al Intendente o Gobernador acusado, a un juez demasiado 
parcial en causas políticas, a quien debiere corresponder esa 
declaración. Es preciso dar alguna garantía a los intereses pro- 
vinciales, demasiado descuidados por lo demás por esta Constitu- 
ción, contra los atentados de un mandón que los ataque y los 
huelle. Es necesario que baya alguna imparcialidad en esos jueces 
previos, y recordar que no todo intendente es un santo, ni toda 
acusación una tentativa de motín o insubordinación. Ahora bien, 
esa autoridad imparcial no es otra que el Poder Judicial mismo 
que ha de conocer en el fondo de la causa. El majístrado que haya 
de hacer tal declaración debe ser el mismo Tribunal, con audien- 
cia del representante de la acción pública, el Fiscal: todo como lo 
disponen las leyes comunes en las acusaciones contra los jueces 
letrados. Lo contrario, es la consagración de la inviolabilidad de 
los ajentes subalternos del Ejecutivo, que ya la Constitución ha 
establecido de hecho respecto a su Jefe. 

7. ^ Resolver las disputas que se suscitaren sobre con- 
tratos o negociaciones celebradas por el Gobierno Supremo 
y sus ajentes. 

Esta atribución es no menos ilójica que la anterior. El CMnerno 
y 9US ajenies, es decir, la administración, el Poder Ejecutivo, 
píendo parte en la cuestión, va a fallar como juez; poique es pre- 
ciso no olvidar que el Consejo de Estado se compone de los se- 
cretarios del despacho, de otros funcionarios nombrados y amo- 
vibles a arbitrio del Presidente y presididos por este, y que por 
consiguiente el gobierno no puede ser imparcial al dirimir cues- 
tiones sobre contratos celebrados por él mismo. Tales transaccio- 
nes, como los negocios comunes de los particulares, deberían 
someterse a las Cortes superiores a quienes compete por derecho, 
y que están investidas de la. independencia e imparcialidad nece- 
sarias. El Gobierno contrata un injeniero para la construcción de 
tal puente o edificio, por tanto tiempo y tal precio: no le comisio- 
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na el tal trabajo, o no le paga el precio estipnlado; el injeniero 
reclama el cumplimiento del contrato: demanda al gobierno que 
le ha íaltado a su obligación. ¿Y ante qnién tiene que ocarritl 
Ante ese mismo gobierno de quien se queja. Eso no es justo de 
modo alguno, eso és contrariar abiertamente la igualdad ante Ui 
lei. Aun suponiendo que el injeniero no tuviera razón, ¿no es pe- 
ligroso que la fé de ese gobierno caiga, que su justicia sea consi- 
derada dudosa, sobre todo si ese injeniero es estranjero? Sin em- 
bargo, dice Tocqueville, on todas las naciones cultas de Europa, 
el gobierno ha mostrado siempre gran repugnancia a dejar a la 
justicia ordinaria zanjar cuestiones que le interesaban a él misr 
ano (1). 

8. ^ El Consejo de Estado tiene derecho de moción pa^ 
ra la destitución de los ministros del despacho, intendentes, 
gobernadores y otros empleados delincnentes, ineptos o 
neglijentes. 

Esta atribución o es ilusoria, o es una arma oculta que se reser- 
va al Presidente para deshacerse de sus ajentes, sin chocar abier^ 
tamente con ellos. Desde hace 24 años que se promulgó esta 
Constitución, solo una vez ha llegado el caso de ejercer esta atri- 
bución en medio de las mas acaloradas j sangrientas contiendas 
de los partidos, y en que por, uiía reunión de circunstancias muí 
casuales y difíciles pudieron hacerse oir en el seno del gabinete^ 
en el centro mismo del Poder Ejecutivo. Porque no hai maa 
que dos eventos : o el Consejó de Estado es todo^ del Presi- 
deate^ y en tal caso la moción é^ destitución setíá ábsólüita- 
mentie^ intltil, porque no se atreveriaa a acusar a tm e$iple*cÍo 
q«e es de la devoKnon de aquel; y no siéndolo, el Presidente puedd 
destíítiiirlo directamento, O bien le es contrario, y entonces éí S^ 
de] ]^€ícutivo sabría desprenderle de enemigosftimto inias t6]iiiblid& 
«aantd^ que son mas poderosos y poseéd<)res 'de los éeeréldd ad^ 
mtnistTativos. Por otra parte, di los empleados dé qué lisíblü''Mé 
párrafo pueden ser acusados por la Cámara dé Diputado^ pbt 
querella de parte, o por otras autoridades a cuya inspección efi^áñ 
sujetos, ¿para qué dar esa facultad a un Consejo dé Gobierno? j^ 

(l)rToc<jti0tille;---D^<)cri*tife4etiÁmeriqtaéB. > - • • i ' .• 
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lia temido la incuria del agraviado, la falta de espíritu público y 
la lenidad de las otras autoridades? Qué! y por otro lado se difi- 
cultan las acusaciones. Ah! Es demasiado claro que es un medio 
de ataque a mansalvo que tiene el Ejecutivo en sus manos contra 
el empleado que no fuere de su agrado* 

Tales son las atribuciones que la Constitución confiere a este 
cuerpo que la ciencia no sabe clasificar, que contraria las institu- 
ciones republicanas, a las cuales no ha sido aplicado sino entro 
nosotros. Hemos recorrido una a una esas atribuciones, y no he- 
mos hallado ninguna quo justifique su existencia; sino que, por el 
contrario, todas son o usurpatorias sobre los poderes nacionales, o 
inútiles o perniciosas. Ojalá llegue el dia en que esa institución 
perezca en la Eepública, para no revivir sino en la tiranía y cen- 
tralización monárquica en que tuvo nacimiento! 

Art, 105. El Presidente de la Eeptíblica propondrá a la* 
deliberación del Consejo de Estado; 

Pasamos ahora a examinar los asuntos en que el Presidente 
solo pide un dictamen consulti^t) al Consejo de Estado, y vere- 
mos la misma superfluidad de ese cuerpo, 

1.^ Todos los proyectos de lei que Ju^ígare conveniente 
pasar al Congreso. 

2.0 Todos los proyectos de lei, que aprobados por el Se^ 
nado y la- Cámara de Diputados, pasaren al Presidente de 
la Kepublica para su aprobación. 

Los- proyectos de lei que el Ejecutivo pasare al Congreso y los 
que éste le devolviere aprobados, deben ser sujetos a la delibera* 
cion del Consejo de Estado. Cui bono? gLos unos no están ya su- 
ficientemente madurados en el gabinete y nó van a ser sujetos a 
la discusión de ambas Cámaras, y los otros no están ya su- 
ficientemente dilucidados y aprobados por estas? Sujetar a un 
nuevo trámite la aprobación de esos proyectos es dificultar, em- 
barazar sin necesidad la marcha del Poder Lejislativo. Por eso es 
que vemos frecuentemente las leyes aprobadas y concluidas por 
el Congreso no ser promulgadas hasta el año siguiente de la se* 
sion en que se acordaron. 

COMENTARIOS. 12 
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ZS* Todos los negocios en que la Constitución exije se> 
fialadamente que se oiga al Consejo de Estado. 

Los negocios, fuera de los ya mencionados, en qne la Constitu- 
ción exije al Presidente el dictamen del Consejo de Estado, que 
se hallan diseminados en las atribuciones de aquel y que hemos 
ya examinado al hablar de estas, son: 1. ^ Para convocar el Con- 
greso a sesiones estraordinarias; 2. ® Para conceder indultos par- 
ticulares; Z, ^ Para conceder el pase o retener los decretos con- 
ciliares, bulas pontificias, breves y rescriptos; y 4. *^ Para declarar 
en.estado de sitio uno o varios puntos de la República en caso 
de ataque esterior, o de conmoción interior, cuando el Congreso 
no se hallare reunido. Empero ¿no habria mayor garantia para 
las libertades públicas y para el acierto en esas decisiones, la in- 
tervención y aprobación de un cuerpo mas independiente como 
el Senado, y en su receso la Comisión Conservadora? 

4. ^ Los presupuestos anuales de gastos que han de pa- 
sarse al Congreso. 

5. ^ Todos los negocios en que el Presidente juzgue 
«onveniente oir el dictamen del Conseja 

Los presupuestos de gastos se hallan en la misma escala que los 
demás proyectos de lei ; asi nos referimos a lo que hemos dicho 
respecto a estos. Ademas los presupuestos son una materia que 
pueden y deben conocer a fondo los ministros del despacho, en lo 
tocante a sus departamentos- respectivos, y en que poco tendrá 
que reformar el Consejo. Los Consejeros deben ademas dar su 
opinión o dictamen en todos los demás asuntos en que se refiera 
a sus conocimientos el Presidente a quien están llamados a acón- 
sejar. Por lo demás este último párrafo es una repetición del pá- 
rrafo 1 ^ del art 104. 

Art 106, El dictamen del Consejo de Estado es pura- 
mente consultivo; salvo en los especiales casos en que la 
Constitución requiere que el Presidente de la República 
proceda con su acuerdo. 

La regla jeneral es como dispone este artículo, que el dictámeu 
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del Consejo sea puramente consultivo: esa es stt naturaleza, tsl es 
su objeto. Sin embargo, hai las escepciones que la* misma Consli- 
tucion señala, en que ese cuerpo se desnaturaliza, dándosele un 
papel ctivo. Tales son los que he detallado en el comentario al 
párrafo 3. ^ art. 105. 

Art. 107. Los Consejeros de Estado son responsables de 
los dictámenes que presenten al Presidente de la Eepublica 
contrarios a las leyes, y manifiestamente mal intencionados; 
y podrán ser acusados y juzgados en la-'forma que previe- 
nen los artículos 93 hasta 98 inclusive. 

Este artículo es ilusorio o absurdo. Los Consejeros de Estadoi 
como todos los demás funcionarios, son responsables en el ejerció 
ció de sus funciones; pero solo lo son de los dictámenes que pres- 
ten contrarios a las leí/es y manifiestamente mal intencionados. 
Ahora bien, nada mas difícil que probar la intención, sobretodo 
cuando no hai un hecho consiguiente por el cual calificarla. Por- 
que es preciso atender a que el contesto literal de la frase exije 
copulativamente las dos circunstancias; por manera qne no basta 
probar que el Consejo sea abiertamente contrario a la lei. Habría 
pues que justificar la intención dañada, ¿y cómo hacerlo, cuando 
hai las escusas de la ignorancia, de la buena fé que debe suponer- 
se en todo hombre? Ademas, o el Presidente mal aconsejado no 
ejecutó el afcto, y entonces ya no se puede calcular el alcance o 
la naturaleza de esa intención; o el Presidente obró en conformi- 
dad, y en semejante caso el Consejero, como presunto cómplice, 
UD seria juzgado sino junto con el Presidente delincuente, y para 
entonces y aun antes, seria imposible avaluar la influencia eficaz 
y iñotora del Consejo. Por otra parte o el Consejero es afecto al 
Pl^sidente, y en tal caso esté ocultará el consejo y negará su 
malicia; o bien le es desafecto, en ciiyo caso tiene espedito el me- 
dioi'de la remoción, sin causa ni comprobación del delito. Aun 
Hfító', ¿quién los acusa? La Cámara de Diputados. jY será probable' 
que se pueda traei a su vista los justificativos de una acusación' 
que se apoya de ún lado en una sombra, la intención, y del otro 
en otra sombra, los misterios del gabinete ? Aunque se asiente,^ 
pues, la responsabilidad de los Consejeros de Estado, la forma en 
que se'ha de hacer efectiva es coropletattienté ilusoria. Adema*, 
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la acusación seria absurda, porque la única pena que se podría 
imponer por la intención, la destitución, la tiene en su mano el 
Presidente; si quiere, la aplica, y sino, burlará toda acusación. 



CAPÍTULO VIH. 

DE LA ADMIIÍISTRACION DE JUSTICIA. 

Art 108. La facultad de juzgar las causas civiles y cri- 
minales pertenece esclusivamente a los tribunales estable- 
cidos por la lei. Ni el Congreso, ni el Presidente de la Re- 
publica pueden en ningún caso ejercer funciones judiciales, 
o avocarse causas pendientes, o hacer revivir procesos fe- 
necidos. 

La Constitución suspende aquí la organización de los diversos 
ajentes del Poder Ejecutivo y pasa a tratar del Poder Judicial. 
Ante todo, ¿el cuerpo o autoridades encargadas de administrar 
justicia son un verdadero Poder Nacional, según la presente Carta? 
Atendiendo a la forma mas que al fondo de las disposiciones de 
esta Constitución, se diría que no establece tal Poder Judicial; 
porque en efecto, si bien se espresa que el Poder Lejislativo resi- 
de en el Congreso nacional (art. 13), al tratar de la justicia, pa- 
rece considerarla solo como un objeto de administración, que co- 
mo todo lo que toca a este ramo, es de la incumbencia- del Poder 
Ejecutivo. Es de notar en verdad cómo nuestra Constitución se 
aleja de la clasificación teórica del derecho público, y de su ter- 
minólo] ia especial. No hai mas que el Poder Lejislativo, oomo^ 
hemos dicho, clasificado como tal; mientras que jamás se nombra 
el Poder Ejecutivo, ni el Judicial, ni el Municipal, al contrario de 
las Constituciones anteriores, que siempre demarcan la denomi- 
nación científica y teórica de los poderes públicos. Solo se dice 
del Jefe del Poder Ejecutivo, al cual tampoco se da ese nombre, 
que es el Jefe Supremo de la nación, y todos los demás poderes 
son absorvidos, reasumidos, en la organización de ese último 
poder, 

iQuó es el Poder Judicial? ¿Debe existir ese Poder en toda re- 
pública, en todo gobierno constituido? jCuáles son las atribucio- 
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nes de ese Poder? Para resolver estas cuestiones, es preciso entrar 
en los principios fundamentales de toda sociedad organizada, exa- 
minar una de las condiciones de lo que se ha querido llamar el 
pacto social. Ahora bien, la primera atribución, el primer dere- 
cho de la sociedad es formar la lei^ o el precepto obligatorio para 
todos los asociados a fin de conseguir el fin de orden, libertad, 
seguridad y garantías mutuas qtfb se propone toda sociedad civil, 
Pero como la sociedad entera no podria ejercer ese derecho por 
sí misma, por la universalidad de todos sus miembros, tiene que 
delegar su ejercicio en un cuerpo o autoridad, en lo que se ha 
convenido en llamar un Poder o Representación Nacional: de 
aqui el oríjen y la necesidad del Poder Lejislativo, o Poder en- 
cargado de formar las leyes. La Nación, que tiene en sí la potes- 
tad lejislativa, tiene también la de ejecutar sus leyes; porque de 
otro modo serian impunemente desobedecidas, y aquella potestad 
vendría a ser ilusoria; pero no pudiendo obrar por sí misma, de- 
lega su ejercicio en otro Poder Nacional: este es el Poder Ejecu- 
tivo. Ahora bien, el efecto de toda lei es el de imponer derechos 
y obligaciones correlativas, individualmente, a todos los ciudada- 
nos sujetos a su jurisdicción. Esos derechos pueden hallarse en 
contención entre varios individuos; esas obligaciones pueden no 
ser cumplidas o negarse su existencia. Y bien, ¿quién debe deslin- 
dar y definir esos derechos? ¿Quién debe declarar esas obligacio- 
nes? En una palabra, ¿quién, qué autoridad debe aplicar la lei; 
el precepto jeneral, a los diversos casos particulares, quién debe 
juzgar esas contenciones? Hé ahi el fundamento de la potestad 
judicial que compete a la Nación, como consecuencia de su sobo- 
íania y de su potestad lejislativa; pero no pudiendo ejercer esa 
facultad por si misma, ha menester también delegar su ejercicio 
en un nuevo Poder Nacional: de ahi la necesidad de la existen- 
cia e individualidad del Poder Judicial. 

El poder judicial, pues, es un Poder Soberano: está encargado 
de ejercer aquella parte de la soberanía nacional que consiste en 
aplicar la lei a los hechos particulares. Su necesidad se deriva de 
la necesidad de la lei misma: sus atribuciones emanan de su oh* 
jeto y de -su naturaleza. Previas estas consideraciones jenerales, 
pasamos a examinar la constitución que dan los siguientes artí- 
culos al Poder Judicial. 

La facultad de juzgar las causas civiles y criminales pertenece 
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esclusivamente a los tribunales establecidos por la leí. Hé aquí 
estableoida la existencia, la individualidad del Poder Judicial. 
Solo los Tribunales establecidos por la lei pueden ejercer atribu- 
ciones judiciales, decidir las controversias sobre los intereses par- 
ticulares, perseguir la represión y el castigo de los delitos, aplicar 
las leyes civiles y criminales* Hai, pues, un cuerpo o una serie de 
funcionarios encargados especialmente de ejercer las atribuciones 
j.udiciales: bai de becho y derecho un Poder Judicial. La organi- 
eion de este Poder, la deja este articulo a las facultades del Con- 
greso, del Poder Lejislativo, limitándose a hacerlo con el Ejecuti- 
vo y Lejislativo, cuya organización juzgó probablemente de mas 
importancia en el orden social. 

«Ni el Congreso ni el Presidente de la Kepüblica pueden en 
ningún caso ejercer funciones judiciales y avocarse causas pen- 
dientes, o hacer revivir procesos fenecidos.» Por estas palabras 
se establece la independencia del Poder judicial respecto a los 
demás Poderes. Aquí está claramente marcada la división 
absoluta de los Poderes, garantía tan indispensable a su mar- 
cha respectiva, y que tiene su fundamento en la diversidad de 
sus fines y de su naturaleza respectiva. Pero este principio, con- 
signado en términos tan precisos por este articulo, es sujeto a des- 
viaciones ilójicas por varias otras disposiciones constitucionales 
que analizo en su lugar. Por lo demás, esta segunda parte del 
articulo es una consecuencia de la primera, pues que una vez que 
solo los tribunales establecidos esclusivamente pueden ejercer 
atribuciones judiciales, es claro que el Jefe del Ejecutivo, ni el 
Congreso, ni ninguna otra autoridad de cualquiera especie podrá 
arrogárselas. Sin embargo la Constitución ha querido demarcar 
(claramente la independencia de los Tribunales tocante a los Po- 
deres Lejislativo y Ejecutivo, para prevenir las arbitrariedades de 
que pudieran ser objeto de parte de Poderes, cuya tendencia es 
la concentración de la soberania nacional bajo todas sus fases. La 
facultad en los otrcs Poderes de avocarse causas pendientes, seria 
una usurpación patente de las atribuciones judiciales, un golpe 
de autoridad que solo tiene ejemplo en los anales de las monar- 
quías absolutas, abuso ya comprendido en la prohibición jeneral 
que se estableció antes. La prohibición que se impone a los mis- 
mos de hacer revivir procesos fenecidos es una consecuencia de 
la anterior, y una consagración del principio de \vl cosa juzgada y 
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^« la inviolabilidad de los derechos declarados por la autoridad 
compcteBte para^ todos los otros Poderes Soberanos. 

4 

Art. 109. Solo en virtud de una leí podrá hacerse inno- 
vación en las atribuciones de los tribunales, o en el mime- 
ro de sus individuos. 

Ya qu« la Ck>nstitucion no organiza el Poder Judicial, comete 
al Poder Lejislativo la atribución de innovar en las funciones de 
los Tribunales o en el número de sus individuos. Ademas, como 
la organización judicial debe irse adaptando a las necesidades, a 
)os intereses, a la ilustración de los ciudadanos, como su perfec- 
ción y reforma no es muchas veces sino cuestión de fondos, debe 
modificarse en consecuencia con mas rapidez a veces que los de- 
mas funcionarios. Ahora bien, nada mas natural que d<ejar a la 
lei, al Poder Lejislativo la facultad de hacer esas reformas que 
van a surtir su efecto sobre la Nación entera. 

Art. 110. Los majistrados de los tribunales superiores y 
los jueces letrados de primera instancia permanecerán du- 
rante su buena comportacion. Los jueces de comercio, loa 
alcaldes ordinarios y otros jueces inferiores desempeñarán 
su respectiva majistratura por el tiempo que determinen 
las leyes. Los jueces no podrán ser depuestos de sus desti- 
nos, sean temporales o perpetuos, sino por causa legalmen- 
te sentenciada. 

Este articulo establece la inamovilidad de los funcionarios su- 
periores del Poder Judicial, garantizando asi su independencia 
contra las arbitrariedades de los demás Poderes. Es en verdad 
una gran garantía la inamovilidad de los jueces, o la inviola1>ili- 
dad de la propiedad de su empleo. TJn funcionario que se consi- 
dera dueño vitalicio del destino que ocupa, que vé en él una pro- 
piedad adquirida con su trabajo y por sus méritos, que se siente 
fuertemente afianzado contra el embate de las pasiones populares, 
se halla en situación conveniente, si es íntegro, para conservar la 
imparcialidad, la severidad, la infiexibilidad de la justicia. Pero es- 
ta inamovilidad la establece la Constitución solo para jueces supe- 
riores, o de mayor cuantía: ¿no habria la misma razón en dar esa 



r- 184 — 

garantía a los jaoces de menor cuantía? Sí los miembros de las 
Cortes y los jueces letrados pueden ser influidos, amenazados por 
las altas ramas del Poder Ejecutivo o Lejislativo, ¿los jueces in- 
ieriores no quedarán sujetos a las mismas ilejltimas influencias, 
talvez a mayores amenazas ? ¿Y esas garantías qi;e se han consi- 
derado necesarias para los jueces de las clases ricas, no lo son 
mucho mas para los empleados de una posición subalterna, que 
tienen en sus manos los pequ^os intereses, el honor y la seguri- 
dad del pobre, y que naturalmente están mas espuestos a las ar- 
bitrariedades? No hai duda que según la actual organización de 
los juzgados de menor cuantía, cuyos empleos son una carga gra- 
tuita sin remuneración alguna, sería una injusticia agravar su 
peso haciéndolo perdurable; pero cuando esos juzgados sean des- 
empeñados por personas competentes retribuidas, seria muí cuer- 
do adoptar la misma medida. 

Respecto a los juicios de menor cuantía, rije todavía lo dis- 
puesto en el título primero del Reglamento de administración 
de justicia de junio 2 de 1824, según el cual los subdelegados e 
inspectores, ajentes del Poder Ejecutivo, desempeñan juntamente 
el cargo de jueces de menor cuantía, contrariándose asi la divi- 
«ion de los dos poderes establecida por el artículo 108 que hemos 
examinado. Aun mas; puede decirse que el reglamento citado ha 
sido revocado vírtualmente por la Constitución en el artículo ci- 
tado; pero como no se ha establecido de un modo preciso todavía 
la organización de los juzgados de menor cuantía, hai que resig- 
narse a esa confusión de poderes que aquella ha condenado. Por 
lo que toca a los alcaldes ordinarios, rije igualmente lo dispuesto 
en el art. 40 del reglamento citado, el cual les confiere el cargo 
de jueces de primera instancia en los departamentos en que no 
reside juez de letras. 

Art. 111. Los jueces son personalmente responsables 
por los crímenes de cohecho, falta de observancia de las 
leyes que arreglen el proceso, y en jeneral por toda preva- 
ricación o torcida administración de justicia. La lei deter- 
minará los casos y el modo de hacer efectiva esta respon- 
sabilidad. 

. La responsabilidad de los jueces de menor cuantía por vejacio- 
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nes, dilaciones y torcida administración de justicia ii otros crí- 
menes que cometieren en su carácter de jueces, se hace efectiva 
por acusación de parte ante los jueces de letras, o alcaldes ordina- 
rios en su caso, quienes conocen verbal y sumariamente según el 
decreto de 28 de setiembre de lS3l (Bol. t. 2, f. 647). La de los 
jueces de letras y alcaldes ordinarios por los delitos que cometie- 
ren en BU carácter de jueces, es llevada a efecto por el art. 64 del 
Reglamento de administración de justicia que atribuye a la Corte 
de Apelaciones el conocimiento de las causas de suspensión y se- 
paración de aquellos; como también por el decreto de 23 de se- 
tiembre de ISSl (Bol. 2, páj. 647), que castiga el crimen de de- 
negación de justicia. El decreto de 2 de febrero de 1838 (Bol t. 
8, páj.- 5) da el conocimiento de estos recursos al tribunal ante 
quien se ha de interponer la apelación, sumariamente y en única 
instancia. Respecto a los majistrados de los tribunales superiores 
do justicia, pueden ser acusados por la Cámara de Diputados an- 
te el Senado por notable abandono de sus deberes, según el pá- 
rrafo 2. ® art. 33 de esta Constitución. Respecto al cohecho y 
falta de observancia de las leyes que arreglan el proceso, el de- 
creto de marzo 1.9 de 1837 (Bol. t. 2, f. 501) hace efectiva la 
responsabilidad de los jueces de primera y segunda instancia que 
fallaren nula e ilegalmente. Tales son las disposiciones de nues- 
tras leyes sobre la responsabilidad de los jueces; pero hai tanta 
vaguedad y confusión a este respecto en nuestra lejislacion, que 
rara vez y difícilmente podría hacerse efectiva en todos los casosl 

Art. 112. La lei determinará las calidades que respecti- 
vamente deban tener los jueces, y los años que deban haber 
ejercido la profesión de abogado los que fueren nombrados 
majistrados de los tribunalesisuperiores o jueces letrados. 

La lei debe fijar las calidades, los antecedentes de capacidad y 
de aptitudes de que debe estar investido el funcionario nombrado,, 
para no dejar al capricho del Presidente la elección de esos altos 
empleados. Esta es una garantía preciosa para los ciudadanos, 
de cuyos intereses y honor va a decidir el juez. Por lo demás es 
una razonable limitación a la amplia facultad de elección que la 
Constitución dá al Jefe del Ejecutivo. 

Las calidades que deben tener los jueces son las prescritas por las 
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leyes españolas, porque no las bai patrias que las hayan reTocado. 
Asi la capacidad de persona, según la cual no pueden ser jueces 
el loco, pródigo, sordo, mudo, ciego, enfermo habitual, el relijio- 
so y la mujer (L. 4, tit. 4, part. 3. * y 4 tit. 1. ® lib. 11 N, R.); 
la edad competente, que es la de 26 años cuipplidos para ser juez 
leti-ado (L. 6, tit. 1.®, lib. 11 N. R.); instrucción necesaria en 
derecho civil y canónico, para lo cual se requiere haberse recibi- 
do de abogado ante una de las Cortes de Apelaciones (R. art. 54, 
55, 11 y auto acordado de 26 de marzo de 1778); moralidad y 
buena fama (L. 4, tit. 4, part, 8 y 4, tit. 1, *^ , tit. 11 N. R.) son 
las que se requieren para ser jueces de mayor cuantía. Se requie- 
re adentas aptitudes especiales para las distintas categorias de la \ 
majistratura. Para ser Ministro de la Suprema Corte, se requiere 
ciudadania natural o legal, edad de 50 años cumplidos, y ejerci- 
cio de la profesión de abogado por 6 años (art. 05, C. de 28). j 
Para ser miembro de las de Apelaciones se requiere ciudadanía 
natural legal, y cuatro años de ejercicio de la profesión de abo- 
gado (art. 99 id.) Para ser juez letrado se exije ciudadanía 
natural o legal y dos años de ejercicio de la misma profesión (art, 
102 id.) En las demás majistraturas se requieren calidades espe- 
ciales prescritas por sus respectivos reglamentos u ordenanzas, 
como los jueees militares, de comercio, eclesiásticos, etc. 

Art. 113. Habrá en la Bepública una majistratura a 
cuyo cargo esté la superintendencia directiva, correccional 
y económica sobre todos los tribunales y juzgados de la 
nación, con arreglo a la lei que determine su organización 
y atribuciones. 

Después de haber establecidé la existencia individual e inde- 
pendiente del Poder Judicial, la Constitución en este aiticulo 
establece la cabeza, el cuerpo jefe de ese Poder. Pero nótese bien 
la diferencia que establece entre el Poder Ejecutivo, el Lejíslati- 
vo y el Judicial. En los dos primeros, el Supremo Jefe, el Presi- 
dente o las Cámaras según los casos, representan por si solos los 
poderes respectivos, son los arbitros de nombrar sus ajentes y j 

auxiliares, con independencia de todo otro poder, y ejercen una 
dirección activa y absoluta sobre sus funcionarios. £1 Poder Judi- 
cial no es organizado asi por nuestra Constitución. Hemos visto 
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antes quo todos los empleados del orden judicial, cualquiera que 
sea su jerarqufa, traen su oríjen, su norabramiento del Ejecutivo, 
lo que desde luego consigna la dependencia e inferioridad del 
Poder Judicial. Este articulo confirma esa misma idea. «Habrá, 
se dice, una majistratura a cuyo cargo esté la Superintendencia 
directiva, correccional y económica sobre todos los tribunales y 
juzgados de la Nación, etc.» Habrá, pues, un Supremo Jefe en lo 
judicial; pero ese Jefe no será mas que Superintendente, no ejer- 
cerá sino atribuciones disciplinarias, correccionales sobre los de- 
mas representantes de ese Poder. Esa majistratura vijilará, corre- 
jirá, arreglará la economía de los demás tribunales; pero bai har- 
ta distancia de esa simple superintendencia a la potestad absoluta 
que el Jefe del Ejecutivo ejerce sobre sus ajentes, a esa facultad 
de nombrarlos, revocarlos, mandarlos a su arbitrio. Y bien, ¿esa 
diferencia tiene su fundamento? ¿Hai algún motivo poderoso en 
la naturaleza del Poder Judicial para que su organización se des- 
vie tanto de la del Ejecutivo? Es lo que vamos a examinar. 

Todo poder público, estando encargado del ejercicio de la so- 
beranía nacional en su esfera respectiva, debe constituir una in- 
dividualidad propia, una personalidad aparte, una organización 
independiente. El Poder Judicial es soberano en la aplicación de 
la leí, como el lejislativo en su formación, y en su ejecución el 
Ejecutivo. Ahora bien, el carácter de toda soberanía es la facul- 
tad de rejirse, de gobernarse por si misma, de^dirijir su adminia- 
tracion. De esas facultades emana la de nombrar sus funciona- 
rios y sus ajentes, la de formar los reglamentos, y espedir los 
decretos que se juzgare necesarios, y la de ejercer sobre esos mis- 
mos ajentes una dirección gubernativa y una superintendencia 
económica. 

Sentados estos principios, trataremos de aplicarlos a la organi- 
zación del Poder judicial. Y desde luego, nadie negará que tale» 
facultades deben competir al Poder Ejecutivo, pues que sin ella3 
se le trabaría su acción y se le despojaría de la libertad de sus mo- 
vimientos. Concebid un Ejecutivo débil, cuya marcha estuviera 
coartada en su esfera por el Poder Lejislativo, y comprendereis 
que la anarquía sería consiguiente, Figuraos, por otra psíTte, un 
Congreso raquítico, sujeto al veto absoluto del jefe del Ejecutivo, 
influenciado por los Ministros de éste, bajo la espada de una au- 
toridad que puede pronunciar su disolución, y cuyos miembros 
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TÍO gocen déla inviolabilidad y libertad necesarias para emitir 
sus opiniones: contemplad las Cámaras del Imperio en Francia, 
y comprendereis si pueden cumplir plenamente la comisión que 
la nación confia a ese alto Poder Lejislatiro Ahora bien, vol- 
ved la faz al Poder Judicial, ¿creeréis que éste puede desarrollar- 
se libremente, que puedo ejercer su soberanía, cuando se le priva 
de todas sus facultades administrativas y gubernativas? ¿Pensareis 
que ese soberano Poder Judicial coartado en su esfera de acción, 
esclavo, en el nombramiento de sus funcionarios, de un poder es- 
traño, a quien se despoja de sus mas vitales atribuciones, podrá 
representar dignamente a la nación en el ejercicio de su sobera- 
nía judicial y llenar cumplidamente el grave cargo que aquella 
le encomienda? 

Pero, volviendo al artículo en cuestión, la lei que determina la 
organización y atribuciones de esa suprema majistratura, no se 
ha dictado aun. Mientras tanto, la Corte Suprema de Justicia es 
la que, según el artículo 143 de la Constitución de 1823, es la 
que ejerce la Superintendencia directiva, correccional y económi- 
ca sobre los tribunales y juzgados; y se halla investida con las 
atribuciones especiales prescritas por la Constitución. 

Art. 114. Una lei especial determinará la organización 
y atribuciones de todos los tribunales y juzgados que fue- 
ren necesarios para la pronta y cumplida administración 
de justicia en todo el territorio de la Eepiíblica. 

Aquí la Constitución parece haberse desdeñado de descender a 
la organización del Poder Judicial y lo deja a la determinación 
de una lei especial, es decir, la incluye entre las atribuciones del 
Poder Lejislativo. Se pensó talvez que la Constitución política 
no debía contener disposiciones reglamentarias, que son solo de 
la competencia de la lei. Pero, ¿por qué se ha cuidado de deta- 
llar minuciosamente la organización del Poder Ejecutivo y Le- 
jislativo, y cada una de sus atribuciones? La razón es clara. Es 
que la organización de los poderes públicos forma parte de las 
bases Constitutivas de una nación; y por ^ eso debe contenerse en 
el código fundamental. "Es que siendo cada Poder nacional sobe- 
rano en su esfera e independiente de los otros, seria usurpar su 
í&oberania y atacar su independencia el reservar a uno de esos po- 
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deres la organización de loa otros. Es que la leí, síenda obra d^ 
solo el Poder Lejislativo, no puede establecer otros poderes, ni 
abolirlos, ni reformarlos, porque son anteriores y superioi*es a ella. 
¿No habría sido chocante que al hablar del Poder Ejecutivo, Ja 
Constitución estableciese solo su existencia, reservando su orga- 
nización y atribuciones a una lei especial? La Constitución debe- 
ría, pues, haber determinado la organización y principales atri- 
buciones del Poder judicial , reservando, si se quiere, la parte 
reglamentaria al Congreso Lejislativo. 



CAPITULO IX. 

DEL GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN INTERIOR. 

~ Art. 115. El territorio de la República se divide en pro- 
vincias, las provincias en departamentos, los departamen- 
tos en subdelegaciones y las subdelegaciones en distritos. 

Según la Constitución de 28, el gobierno y administración 
interior de las provincias se ejercia en cada una por una Asam- 
blea provincial y un Intendente. Los pueblos en que estaba divi- 
dida cada provincia eran gobernados por una Municipalidad y un 
Grobcrnador álgido por ésta. 

La Asamblea provincial se componía de miembros elejidos di- 
rectamente por el pueblo, y cuyo número no debía bajar de doce. 
Su dnracion era por dos años, y funcionaba en ]a capital de la 
provincia. Esa corporación tenia, entre otras atribuciones, la de 
nombrar Senadores y proponer en terna los nombramientos de 
Intend^tes y viee-Intendentes y Jueces letrados de primera ins- 
tancia, establecer Municipalidades en los lugares en que las cre- 
yeren convenientes, aprobar o reprobar las medidas que les pro- 
pusieren conducentes al bien de cada pueblo, autorizar sus 
presupuestos y aprobar o reprobar los gastos estraordinaríos quc' 
hicieren y los reglamentos que debian rej irlas; tener bajo su 
inspección los establecimientos piadosos de corrección, educa- 
ción, seguridad, policía, salubridad y ornato, y crear cualesquiera 
otros de utilidad pública; proponer al Gobierno las medidas y' 
planes conducentes al» hiende la provincia en cualquier ramo;' 
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<larle cuenta anual del estado agrícola , .industrial y comercial; 
distribuir las contribuciones entre los pueblos de la provincia; 
formal* el censo estadístico de ella, y velar sobre la observancia 
de la Constituci«n j de la lef electoral. Las Asambleas provincia- 
les proponían al Congreso arbitrios para ocunir a los gastos de la 
administración de las provincias. 

Había Intendentes y vice-Intendentes nombrados por el Poder 
Ejecutivo, en virtud de la propuesta de las Asambleas. Su dura- 
ción era por tres anos y no podían ser reelejídos sino pasando un 
término igual. Les incumbía hacer ejecutar la Constitución, las 
leyes, las órdenes del Poder ejecutivo y las resoluciones de la 
Asamblea provincial que no se opusieren a la Constitución y le- 
yes jenerales; ejercer la sub-inspeccíon jeneral de las milicias de 
la provincia, proponer los jefes de acuerdo con la Asamblea, y por 
sí solos los oñcíalcs subalternos. 

Esta organización, como se vé, uo era mas que el desarrollo 
del principio constitutivo de la República, la soberanía nacional, 
el gobierno del pueblo por sí mismo. El Gobierno de las provin- 
cias era el mismo sistema republicano establecido en el Gobierno 
jeneral. A la autonomía nacional para la dirección de los negocios 
comunes del país, correspondía la autonomía provincial para la 
jestion de los asuntos de ínteres provincial. Dentro de esa misma 
administración provincial, cada municipio, cada pueblo rejia él 
mismo sus propios negocios comunales. Esa organización, por 
consiguiente, era rigorosamente conforme con el principio demo- 
crático de Gobierno. 

La Constitución de 33 alteró completamente esa oi^anizaoion, 
suprimiendo las Asambleas provinciales y reasumiendo el Go- 
bierno de las provincias y. de los municipios en los Intendentes y 
Gobernadores, subdel^ados e inspectores, ajéntes inmediatos ^ 
dos del Jefe del Ejecutivo, el Presidente de la República. A la 
autonomía local, a la democracia provincial y coiaunal, susti^y6 
la autocracia del Ejecutivo naciotoal. Conservó la división de pro-, 
vincias solo como una división administrativa. Conservó las Ma- 
nícipalídades, solo como concejos de los aj.entes del £^ecutivo. 

La República establecida por la Constitución de 33 es en «ier^ 
to modo una República a medias. Establecióla democracia, «1 
sel/ ffovemment para los poderes nacionales, la monarquía, la au- 
tocracia para los poderes locales, IJn sistema inverso habría swio 
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talve25 mas natural. Solo sabiendo gobernar el municipio, pueden 
los ciudadanos aprender a gobernar la nación. Si ellos no son 
considerados capaces para dirijir sus negocios mas inmediatos^ 
mas palpables, el camino que trafican, el puente que . atraviesan, 
el rio que inunda sus propiedades, la escuela para sus hijos, el 
hospital para el pobre que implora su caridad, la Iglesia de su 
parroquia, no lo serán por cierto, para dirijir los negocios nacio- 
nales. 

Según la Constitución de 28, eran los representantes de las pro- 
vincias los que proponian los Intendentes al Ejecutivo nacional; 
eran los Cuerpos looales, las Municipalidades, los que nombraban 
a los Gobernadores. Por la Constitución de 33, es solo el Presi- 
dente de la República el que nombra a unos y otros, con absoluta 
prescindencia de la voluntad de las localidades. Según aquella, 
los Intendentes no podian ser reelejidos; por ésta lo son indefini- 
damente. 

Por lo demás, la organización dada por esfSi Constitución a la 
administración de las provincias está admirablemente concebida 
para establecer la facilidad de la acción, la vijilancia y la direc- 
ción que quiera darles el Presidente de la República. 

Por una graduación bien coordinada, los ajentes del Ejecntivc 
reciben y comunican de escala en escala la influencia de ese gran 
foco de la administración unitaria, que irradia sus rayos hasta los 
últimos rincones de la República, a todos los puntos de su circui- 
to. Primeramente el Presidente, el Jefe Supremo de la nación, se 
comunica directamente con cierto número de jefes subalternos de 
las limitadas divisiones que se llaman provincias, los cuales son 
\o& ajentes naturales e inmediatos del Ejecutivo. Esta primera es- 
cala ofrece la» ventajas de comprender en grandes círculos los fo- 
cos de recursos y de necesidades que, sin clasificarse entre las loca- 
les, no tienen tampoco la jeneralidad de las nacionales, y la de set 
bastante reducidos en número y en suficiente estension para que 
el jefe del Ejecutivo pueda comprender las necesidades de la na- 
ción entera, a quien abarca en sus resortes, por la comunicación 
con sus jefes respectivos. Trece Intendentes, jefes de otras tan- 
tas provincias, que son las que ahora existen, facilitan grande* 
mente por su corto número las mutuas relaciones con el Presi- 
denta, y éste, sin gran complicación de ajentes, puede administrar 
y gobernar todo el Estado y ejercer las altas atribuciones que la 
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Constitución ha depositado en sus manos. La primera división 
está, pues, bien calculada, y satisface los intereses y las necesida- 
des de la administración jeneral respecto a todos los grandes 
centros de movimiento y de población de todo el territorio. 

Pasemos al segundo orden de autoridades administrativas: és- 
te se compone de departamentos presididos poT Gobernadores^ que 
ejercen el Gobierno superior en todos los asuntos que pertenecen 
a su departamento respectivo. Esta nueva subdivisión de la admi'» 
nistracion, fraccionándola, bace mas inmediata, mas directa, la 
acción de los primeros ajantes del Ejecutivo, los Intendentes, y 
lleva consigo todas las ventajas de la primera» división. Repartidas 
las atribuciones de éstos entre tres, cuatro o cinco subalternos, 
encargados cada uno de cierta porción del territorio de la provin- 
cia, el Intendente conserva la facilidad de la acción y la rapidez 
de la ejecución de todas las órdenes del Jefe Supremo, sin tener 
que repartir grandemente su atención. El Gobernador ejerce, 
pues, respecto al Intendente las mismas funciones y ocupa la mis- 
ma dependencia que éstos con respecto al Presidente. 

Pero sobre esta escala es necesario descender otras gradas para 
que el Ejecutivo alcance inmediatamente a los pequeños grupos 
de familia y a cada ciudadano: todavia hai un grande espacio en- 
tre el Gobernador y los numerosos habitantes comprendidos en sn 
jurisdicción, cuyas acciones no puede velar, de cuyos menesteres 
puede pasar desapercibido. Ese vacio lo llenan los subdelegados y 
los inspectores, que forman la penúltima y última grada de la es- 
cala gubernativa: es inútil decir qiie aquellos en sus subdelega- 
cienes y éstos en sus distritos ejercen el Gobierno superior en sus 
respectivas jurisdicciones, ocupando los subdelegados relativ»* 
mente a los Gobernadores, y los inspectores, respecto a los prime- 
ros, la misma subordinación que los Gobernadores guardan con 
los Intendentes y éstos respecto al Presidente. Hé ahí la admir»* 
ble armonía y buen orden en la organización de ese Poder £j.ecu^ 
tivo, tan robustamente constituido por una centralización qne le 
dá la enerjía y la rapidez en sus movimientos, y que por sus nu" 
merosas subdivisiones es puesto al alcance de las necesidades loca- 
les del distrito mas oscuro y apartado de la República% Por este 
fácil mecanismo, el Presidente se halla en el centro y en todas 
partes; es el grande ojo del Estado que penetra en todos los pun- 
tos de oscuridad y de luz que comprende su vasto círculo. 
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Art. 116. El gobierno superior cte o^áa, provincia, en 
todos los ramos de la administracioft, residirá en un iklew- 
deíde^ quien lo q^íceiá oon arreglo a las leyes y las órde- 
nes e instrucíáoned Jel Presidente de la Eepública, de 
<|ttien es ájente natural e inmediato. Su duración es por 
tres años, pero puede repetirse su nombramiento indeíini- 
damente. 

Según este ártk^ulO) ei Int^dente ^roe las mismas atiibucío^ 
ties adioinistea^ivas respecto a la provincia que manda^ qae las 
<qae tiene el Presidente ea toda la República. A«i cotiio éste es 
<d Jefe Supremo de la nación, (art 59) y «le está confiada la ad^ 
isri&i&traeion y gobierno del Bstado, oon autoridad para todo 
jcmúito^ tiene por objeto la oonsen^cion del orden público, en el 
ielerior y la seguridad osteríor de la Eepública ^ guardando y 
faacieiido gitardar la Oonstititoion y hs kyes» (art 81), asi el 
Intendoaate es elJefe Supremo de -la Provincia, con sus mismas 
fMS9ltade& La ki que arregla las atribuciones 7 deberes de los 
Ibt^^ideates <es la éel B^imen interior. iSegun <é«le debe veiar so- 
bré la conservación del orden púbiioo, y practicar una visita jénc- 
ral 4e toda la provincia <|ue está a su cargoi^ es responsable de la 
oossérvacion del orden legal, tomando las medidas necesarias a 
«se objeto^ no haciendo uso de los sodios violentos sino cuando 
fo^e absolutainenibe necesario por haberse agotado sin ñnito las 
ine<^das paciücas y nK>derad«^ d^e hacer prbsénte la distribuí 
eion inadecuada de la fiierza armada y la que debiera dársele, al 
Ministerio ^ue oorrei^nda; puede poner en -prisión a los denun- 
ciados de oenspiracion, ponién<k>los a las 24^ horas a disposición 
del juez cómprente a quien pasará los antecedentes, y dando 
aviso al fiscal o quien hiciera sus veces, si 1$ causa se siguiere de* 
oficio* 

Los Intendentes en las provincias litorales y confinantes con 
el estranjero, deben avisar al Ministro del Interior cuanto con» 
cierne a la seguridad e independencia nacional, y al jefe mi- 
litar, si no k> fuera él mismo, para que tome las providencias ne- 
eosarias ^bre b» fortificaciones, armsunentos, etc. ^ dar las órde- 
nes convenientes a los Gobernadores de los Departamentos eil' 
qne se hallen bandidos, para su aprehensión, para lo cual sé fe 
dará el competente ausilio de fuerza armada, y poniéndose det 

COMENTABIOS. 13 
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acaerdo con el Tntondetiie de la provincia inmediata, 8Í faere pre^ 
eisa la cooperación de éste ; ansiliarse mutuamente sin invadirse 
suB atribuciones respectivas^ en cnjo caso lo pondrán en noticia 
del Supremo Gobierne; velar por la cumplida administración de 
justicia sin injerirse en las atribuciones esclosivas del Poder íxkr 
dicial, no teniéndose por contenciosos a(]^uello8 en que la lei les 
íaculta para conocer y decidir gubernativamente ; cuidar de tpr 
da administración de ramos fiscales, j correjir los desarreglos, 
dando aviso arGobiernc^ eh caso necedario^ como tanbíen de la 
recaudación de los impuestos^ evitar los contrabandosi coneiirnr 
: a la operación de eorte y tanteo y jmnta» de almoneda^ exijiv de 
los Gobernadores' cuentas mensuales del pri>dttcto e inversión de 
las rcntas^ pública» y un estado trimestral de las especies e8tanca^ 
das; disponer hasta <]^uÍBÍentos pesos de los caudí^ nacionales para 
gastos estraordinarios, dando aviso al Supremo Gobierno^ ejerees d 
cargo de inspectores del Resguardo de rentas para loe cuales de- 
beres sobre la hacienda pública deben rendir antes de empezar sa 
empleo una fianza de cuatro mil pesos; velar porque se obser»' 
ven Jas ordenanzas de los establecimientos públicos, cuidando 
de su conveniencia y moralidad ; inspeccionar la policía ; cela* 
la conducta ministerial y administrativa de los jueces, pndién^ 
dolos suspenderen caso de delito atroz ; remover a los Gober- 
nadores dando cuenta de los motivos al Presidente) de lo cual 
son responsables; reconvenir a los jueces culpables, poniéndolos 
en noticia del Gobierno; mandar formar causa a los escribanos, 
dando cuenta; reconvenir y suspenden a los empleados del fisco 
qne se hicieren reos de malversación; ejercer el cargo de vice- 
patronos de las iglesias y beneficios, haciendo que los párrocos 
cumplan con su deber, dando aviso a los prelados de sus finitas y 
en caso de neglijencia en éstos al Supremo Gobierno; suspenden 
y aprehender, remitiendo al juez competente los párrocos culpa- 
bles de delitos notoriamente graves; conceder licencias por un 
mes en caso uijenté'a los empleados públicos de la provincia; to-* 
mar razón y hacer ejecutar los despachos y títulos a favor de lo» 
empleados del Poder Ejecutivo que han de funcionar en su pro- 
vincia; cuidar de que las Municipalidades cumplan sus atribucio- 
nes, tomando medidas para evitar sus abusos, o si éstas fueren 
de gravedad, comunicarlas al Supremo Gobierno ; ponerse al car- 
go de la estadística para proponer al Gobierno los proyectos- y 
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ordenanza convenientes, y evacuar los informes que éste le pidie* 
re para formar las memorias que los Ministros deben presentar 
al Congreso; remitir un estado anuaíal gobierno del movimiento 
de la población conforme a ios particulares que le deben remitir 
los Gobernadores, dando igualmente do6 veces al año una cuenta 
de la escasez, abundancia y demás ocurreociss notables que ob- 
servaren, cumplir y hacer cumplir las órdenes^ instrucciones, re- 
glamentos y providencias del Presidente, de* cuya ejecución serán 
responsables; despacbar gratis todos los negocios gubernativos (1). 
Cada latendente tiene un Secretario y los oficiales precisos pa- 
ra, el despacho, nombrados por el Presidente a propuesta de 
aquel, sin término fijo, removibles a voluntad del Intendente y 
cuyas atribuciones se especifican en el apéndice al articulo 4. ^ 
de dicha lei. Para ser nombrado Intendente, se necesita ciudada- 
na nativa o m^ralixacion, como los Diputados, de seis años antes 
de la elección, y activa con derecho de suírajio, gozar de las apti- 
tudei^ necesarias y haber acreditado adhesión a la Constitución y 
-libertad política de la república; y debe practicar para tomar po^ 
sesión de su cargo, en manos del Ministro del Interior o del que 
éste designare, ¡memento de desempeñar belmente su cargo, ob- 
servar y protejer el catolicismo y guardar y ha'^r guardar la 
Constitución y las leyes. 

Art. 117. El gobierno de cada departamento reside en 
un Qohemoudor subordinado al Intendente de la provincia. 
Su duración es por tres años, 

£1 gobierno de cada departamento en todos los ramos déla 
administración corresponde al Gobernador, funcionario subordi*. 
nado al Intendente y su ájente inmediato, como éste lo es del 
Presidente. Su duración ed correlativa a la del Intendente: asi 
son nombrados solo por tres años, Este articulo no espresa como 
el anterior si su duración puede rei)etirse indefinidamente; pero, 
el articulo 8. ^ de lei del Réjímen Interior dii^ne que 3U líona- 
braiiiiento es por el mismo término que los Intendentes. I^os que 
hubieren servido en todo un período pueden escusai^e en los dos 

(1) Véase el título IV de U tti del Raimen Interior, Bol tom. 4.% Kd.» 
de Valparaíso. 
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tütaeimios, pero no en el tercero (Art. 14). Es de advertir también 
^«e el enípleo de G<Aoriiaáor, como el de Subdelegado e inspectory 

• • 'i ' * 

fion cairgo^eonsejileB, grsluitoii e irrecttsableé, bajo la fihilta de 300 
J>esofe el prinoEero, 160 el segundo j 50 "el tercero», y que quedan 
ejdmidofl por babér servido diez iíño» eontimios o interrumpidos^ 
a no'Ber que no hubiera otros vecinos Jiáfeile». Para "ser goberna* 
éúTy subdelegado e inspector es jEnenester ciudadanía activa co» 
defecbo de ráfra^io,' aun cuando» el eleeto' no es^é ca^iÉeádov 

i Los Golterftadores deps^tamentales so» los que éjeroea el g6^ 
ii^rm interior de los deparlamentos ob todos los ramos de la 
ádmlnistr^OB^ y les corresponda én eílos^ asi como a lofe Inte»*- 
<lénte« en las ]^oviiicias^ la ma» activa* vijilaiíciá so'&re la conse*^ 
vacion ddl orden público^ y seguridad individual y de las propie- 
dades; sobre la eíspeáita y recta administración de juéticiíí; sobre 
íá ptíra y légÁl recatidacion^ e inversión do los impuestos estable- 
cidos y do lá»íen tas. nacionales; sobre los 6stabied*iiento8 públí* 
í[oíí de eiueaicíott^. de beñefioeftci» y cualesquiera otros; sobré )é 
pi^idiá de todo jéneroj gobre Wconduóta funcionaría áe todos liy» 
etüpíeádos do los departamentos ; sobre la estriét^^ observancia do 
1« CoW^titnciori, de las leyes y de las órdenes del Pre&ideiito de 
la Bep^blicá y de los Intendentes; y por último, sobre el>delan- 
tamiento y prosperidad de la parte de proViiícia^ cón^^da a cad^ 
uno de dicbo» Gobernadores.* (Art.^102). 

«1GÍ$; Los Gobemadore» tienen por regia jofiérál la»' siguien- 
tes éumltadesc 1 .; > / 

«lA La" de aria&star no sedo JBifraganti síbo. en todo caso en 
que aparezcan indicios de culpabilidad en algún individuo y se» 
precio- M^uráp desde luej^ su pe^aonay dmido . |wtIó: fií «Inés 
edmpétonte, con espresion de camsi^; dén^die la» 4% lioiáa sL^ 
guieutea, y |K>'ni^s^Qr.& su disposición, al aryeajbibd^ . . 
. .Bsoeptuéndosé de lestft dispoéioiton los Sénadcóree y.]>ipQ.tadoi» 
al Congreso^- loe cuales podrán ser ^a«*pestado9 aolanaejaíé ouando 

feereí^ sorprendido» infi»ganti. . 

- . « 2. *^ La de dar orden, al j iiez' ; coi&peten.^ .para .qu$ proced» 
a la averiguación de cualquier hecho .criminal, y. forme la corres-? 
pondiente Qausa«< 

3. •* La de hacerse dar cuenta por los jueces- respectivos, una 
o varias veces, o en periodos determinados, del estado y progre- 
so de cualquiera causa que penda ante ellos. 
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^4. * La de imponer multas que no escedan de veinte y eme© 
gpesos, o en su defecto una prkion que no esceda de cuarenta y 
«ocho horas, a los que les desobedeciesen o ial tasen al respeto, o 
;a los qii€ turben ^l orden -o «1 sosiego público, no coinetiehdo 
^ontrarenciones o delitos, sobre los cuales se dieba formar causa, 
pipr tsner unii pena «determinada en las leyes. 

rEl Gobernador eai estos casos procederá gubernativamente^ 
«ia figura de contienda ni Juicio, y estando ;a:«olo la Verdad ,pr6<> 
bada por la constancia jootoria del hecho, o por cualquiera otra 
telase de prueba pronta y sumaria.» 

" Por lo denms sus funciones son oñorrelatívas^ las -de los Tníen- 
. lentes; oomo ellos, d(^cn practicar una visüa jenétal del de- 
partamento, la misma sub-inspeccion sobre la hacienda pública 
dcón respecto a los empleados judiciales, fiscales o municipales etc., 
íCstando sujetos a las instrucciones y ordénes de aquellos, a quie- 
üés deban pasar los estados é informes que les pidan, y por últi- 
mo, ejerciendo las atribuciones de la alta policio, sobre cuyo óbjé- 
íto deben prestar la mas escrupulosa atención. (Véase el tít. 6, ^ 
11.1.) 

Art 118. Los Gobernadores son nombrados porel Fpe- 
«idente de la Kepública, a propuesta del réspeetivo Inten- 
dente, y pueden sei-Temovidós por veste, <x)n apnAacion del 
Presidente de la Eepública. 

« 8. ^ líOs GíobernadoTes se propondrán ífl Ejecutivo por el 
Intendente de^Ia provincia, y serán nombrados por igual tiempo y 
por la misma .autcmdad que los Intendentes, pudiendo ser remo^ 
. vidos y reelectos del mismo modo que éstos. Tanibien se les pu,er 
de remover por el Ititendente .respectivo; pevo c#n e^preao con*- 
^sentimiento del Presidente 4e la !Bepública. 

«£n los casos en que la lei dispusiere* la soepensiofi de un Gor 
i^emador, o en 'que el mismo Intenden^ k> creyere neeesario y 
ademas urjente, puede éste decretarla y lleisarla « efecto desde 
luego, dando cuenta al supren^o Gobierno» (1)« 

Art. ll'S. El Intendente de la provincia es también. Go- 
bernador del departamento en cuya capital resida. 

(1) Lei sobre arreglo del Réjimen Interior: 
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DK LOS SUBDELEGADOS* 



Art. 120. Las subdelegaciones son rejidas por un subde- 
legado subordinado al Gobernador del departamento, y 
nombrado por él. Los subdelegados durarán en este cargo . 
por dos años; pero pueden ser removidos por el Goberna- 
dor, dando cuenta motivada al Intendente : pueden tam^ 
bien ser nombrados indefinidamente. 

El Subdelegado está subordinado al Gobernador como éste lo 
está al Intendente. Es nombrado por el Gobernador, a diferencia 
de los anteriores ajen tes del'Ejecutivo, cuyo nombramiento es pro- 
visto por el Presidente, diferencia que proviene de lo subalter- 
no de aquel cargo y de la imposibilidad o dificultad en que se 
hallaría el Presidente para conocer las aptitudes de los que hu- 
bieran de ser nombrados. Pueden ser removidos por el Goberna- 
dor, 4,ando cuenta al Intendente, lo cual no se les exije para su 
nombramiento, sin que aparezca razón poderosa que haya decidi- 
do a invertir el orden de consulta establecido para los otros nom- 
bramientos. Su término no es forzosamente indefinido, lo cual 
sería altamente injusto, desde que, como hemos dicho, aquel es 
un cargo consejil y gratuito. Deben dar avisos a los Gobernado- 
res sobre cuanto observaren exija alguna providencia de éstos so- 
bre los varíes objetos de la administración que a aquellos corres- 
ponde; vetar por la conservación del orden, facultándoseles par^ 
tomar las medidas mas uijéntes en caso de conspinM^ioB, como la 
aprehensión de los conjurados; cuidar de la segnrídad de las per- 
sonas y propiedades; ejercer el cargo de jefes de policía; aplicar 
las multas dispuestas por las ordenanzas de policía, de las cuales 
llevarán cuenta y que el Gobernador debe publicar en los perió- 
dicos; presidir la Municipalidad, si la hai, con los mismos deberes 
y atribuciones que los Gobernadores en su caso. Son responsables 
de todos sus procedimientos judiciales. (Bol. tom. 6. ® R. 2). 

DE LOS INSFSOTORES. 

Art. 121. Los distritos son rejLdos por un /mpec/or ba- 
jo las ordenes del Subdelegado, que éste nombra y remue- 
ve dando cuenta al Gobernador. 
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Las atribaciones y deberes de los inspectores son corre1sítiv»i 
a las qcLe desempefian los Subdelegados, a quienes deben itnpo^ 
ner de todo lo que interesa a los ramos de su administraeiou, so- 
bre seguridad de la propiedad, aprehensión de los criminales, so- 
bre la observancia de los reglamentos de policía, etc Son rei^n- 
sables de cuanto dispusieren por «i mismos como empleados pú- 
blicos ante el Subdelegado o Gkybernador Tespeotivo. 

JDE LAS MUKICIPAZ.IDADSS. 

Art 122. Hafcpá 4ina JítimapaZftáarf en todas las capita- 
les de departamento,'' y en las demás poblaciones en que 
el Presidente de la República, oyendo a stt Consejo de Es- 
tado, tuviere por conveniente establécela. 

La Constitución entra aquí a tratar del Poder municipal en ^1 
ciipltulo: Del gobierno y administración interior^ como, si fuera 
uno de los varios cuerpos o ajen tes con que el Poder Ejecutivo 
administra y gobierna el Estado. A primera vista parece, pues^ 
que no hubiera tal cosa en nuestna Carta como un poder munici- 
pal soberano e independiente; pero no bai duda que la institución 
existe con mas o menos dependencia, mas o menos subalterna. 

El Poder municipal tiene «u orijen en ia historia, en la cons^ 
titucion fundamental, natural de toda sociedad organizada. Re- 
jistrense los aisles de todo pueblo que nace, obsérvese su mar- 
cha gradual, pasando a la vida social, cpntemplemos a nuesti^ 
alrededor, en nuestro misnao continente, esas muestras vivientes 
de los primeros ensayos de la sociedad al desprenderse del esta- 
do salvaje; continuemos la serie de vicisitudes, de trastornos, de 
cambios en la vida de cada pueblo: en todas partes veremos ei 
Poder, municipal formando la;eséncia constutiva de toda nación 
en bosquejo, conservándose casi inalterable cuando esa. nación ^e 
constituye, cualquiera que sea su forma de gobierno, su organi- 
zación distinta. Se diría que el municipio, esa reunión de familia, 
se apoya sobre bases tan «ólidiasy naturales ? como la familia mis- 
ma a que debe su nacimiento. 

iQué es, pues, ese poder municipal? o mas bien, qué es un 
municipio? Un mtiniwpié no es orijinalmente otra cosa que la 
tribu, ola reunión de cierto numero de familias, descendiendo to* 
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¿S8 O ^ sa mayor psrte ^e un troboo isofaa^n. Rej^strád^ ese libro 
que refiere á loBorioliaBo&'la historia del ^«tero humano deüde 
el primer homtoo qne^ sd^é de k» manóla de Dios hásia aquel 
otro quedebia unir las naciofies, que «neoaitró ya constituidas^ <m 
la sociedad mas vasta de la humanidad. Alli encontrariÑs la tri- 
bu en isu forma pura, ordinal; alli hallareis esas doee tribus que 
se distinguían por el nombre de su projevitor común, la tribu dé 
Judá, de Benjamín, etCr Eemontad 4000 mil años y volved la 
vista a otro mundo ontonceB por nacer: mirad ahí junto a vos- 
otros ese pueJ)lo araucano, con sus reducciones de caciques, 
verdaderas tribus bajo un jefe vitalicio , ese pueblo que , imn- 
que bárbaro, puede darnbs mas de una leceí >b de buen gobier- 
no, o de self-gonemmeútj que es una Bdisnaa cosa ^para aque^ 
líos como para los nortenamericanos. Visitad con la historia loa 
orijenes del pueblo romano , esa red de municipios etruscos 
que envolvía la Italia; recorred la antigua Francia y la vieja In- 
glaterra, esa Qalia y esa Bretaña antes de la conquisa de los re* 
manos, y aun después, si queréis^ la Hii^nia, y también la Qt^ 
eia: en todas partes y siempre hallareis el municipio. Durante el 
imperio romano, en los ligios medios, ¿encontráis otra cosa que 
ese mismo municipio ya pacíficamente constituido, ya luchando 
contra el poder central de Roma o cotitra el poder despótico de 
los señores feudales? En la época moderna cuando, ya constitui- 
das las nacionalidades, los reyes han realizado la centralización 
administrativa, y la consolidación del despotismo ¿no son esos 
municipios los que han protestado a nombre de la libertad, los 
que han combatido por las garantías nacionales? Recordad los 
comuneros de España con su Juan de Padilla, en el siglo 16, ülti« 
mo esfuerzo de esa gn»i nación antes de caer en el despotismo de 
los Carlos y los Felipe. Pero sin salir de nuestro continente, fao 
hemos visto el poder municipal servir de base al mas perfecto de 
los gobiernos y a la mas grande de las naciones, los Estados XJni* 
dos de América? Aun mas, vosotros los americanos españoles, en- 
tre quienes ese poder fué siempre débil, fuo debemos recordar 
que es a los Cabildos a quienes somos deudores de nuestra inde* 
pendencia, que fueron ellos el foco del espíritu nacional, los que 
dieron una base a la patria, aleccionándonos on el Gobierno pro- 
pio^ pregonando la primera proclama, alzando la primera bande- 
ra de independencia, de libertad y de civilización! 
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¿Qtté 66 entonces un municipio? El municipio es el conjanto de 
asoeiados que tiene necesidades propias, un espíritu individual^ 
que hTmsi en fin una comunidad. Elpoder nfinnieipal eá la comu'' 
nidad misma gobernándoee por si sol|k, «n tddo lo que respecta a 
sus intereses puramente comunales. Y esto es cabalmente lo que 
constituye la diferencia del municipio orijinal^ la tribu, a la co« 
mui|iidad en el e^ado de - sociedad: el primero es una verdadera 
naoioii independiente; el segundo reservándose la dirección de los 
intereses esclusivamente conmunales^ deja al Poder nacional los 
que atañen a la nación entera. Por eso es que las tribus al cons** 
tituirse en Estado no han querido renunciara su existencia y 
organizackyn «inp en cuanto podfan chocar con el golnemo jene- 
ral 7 se -han r^ervado, siempre que la justicia y ia razón han pre- 
sidido a SU' formación, el Pod^ municipaL El Poder municipal^ 
dice un publicista chileno, es el que rije y administra los intere* 
i^efe locales de cada una de las oomunidades del Estiuio^ en todos 
aquellos casos en que tales interósea no se haHan relacionados con 
los jenertúes, entendiendo p<^ comumdnd o común la asociación 
por medio de la cual cierto número de individuos gozan en co- 
mún, bajo algunas condiciones, de ciertas propiedades o derechos 
dentro de les límites de una porción de teiritoriosometído á una 
sola administración municipal. 

Art. 123. Las Mxmicipalidades se compondráa del atí- 
mero de Alcaldes y Reidores que determine la lei con arre* 
j^lo a la población del departamento, o del temtorio 
fiefialado a cada xma. 

Según este artículo el Poder municipal, o la Municipalidad, 
solo debe establecerse en cada departamento; por manera que, 
como dijimos antes, se la considera como un cuerpo puramente 
administrativo que está subordinado y debe s^uir la división 
administrativa jeneral, despojándosela asi de su índole indepen« 
diente. Siendo el poder municipal la espresion de la comunidad, 
es evidente que aquel debe existir donde quiera que aquella so 
halle constituida. Por c<msiguiente, si se ha querido adaptar la 
división municipal o la división administrativa, se ha invertído 
el orden natural: habría sido tanto mas propio que esta, que no 
es mas que la representai^on del poder jeneral cerca délos pode- 
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res locales, hubiera seguido nn orden del todo inverso. Según es- 
to, las divisiones relativas a la organización del Poder municipal, 
ya que difíciles de determinar en una Constitución jeneral, de- 
berían ser siquiera fijadas por el Poder lejislativo, o por una de 
sus ramas ccmio la Cámara de dipotados cuyos miembros^ siendo 
elejidos por fracciones relativamente pequeñas de la nación^ se 
hallarían en mejor aptitud que ningún otro poder nacional para 
calificar y discernir ese conjunto de eircunstaneías de población^ 
espíritu e intereses que forman una comunidad. Ya hemos dicho 
antes que por la Constitución de 28, aquella era una atribución 
de las Asambleas provinciales. 

Según se deduce de estas observaciones, el presente artículo 
choca con la idea de independencia y príoridad del Poder masn^ 
cipal, al subordinarlo al Poder centoal ejecutivo. Choca igual* 
mente con la organización de ese poder, en cuanto deja al jefe 
del Ejecutivo, con audiencia de su Consejo, la calificacioQ de los 
municipios y el establecimiento de la municipalidad respectiva, 
£n efecto, de todos los- poderes nacionales, el Presidente es tal 
vez el menos a propdsito para ejercer tan alta atríbucion, ya sea 
que se considere su situación central que no le permite el conoci- 
miento cabal y acertado de todas las localidades, de todos los 
distritos de la República; ya se piense en que él se halla plena» 
mente representado en todas las subdivisiones gobernativas por 
sus ajentes. Por el contrarío, el Cong^reso nacional, compuesto de 
miembros elejidos por fracciones diminutas de| territorio, se ha- 
lla en situaeion tanto mas favorable, tanto mas lejitima, para or- 
ganizar ese Poder municipal, que no es mas que una f]:jaccion del 
poder nacional que aquel representa. 

Art. 124. La eleodion de los Bejidores se hará, por los 
ciudadanos en votaeion directa, y en la forma que preven- 
ga la lei de elecciones. La duración de estos destinos es 
por tres aQos. 

La Constitución ha conservado aquí a los miembros de los 
Cuerpos municipales las mismas denominaciones que tenian dii« 
rante e] sistema espaSol, con el cual guardan cierta oonsonancia. 
Por la lei de 6 de noviembre de 1854 . sobre la organización y 
atribuciones de las Municipalidades, (art. 2^ d, 4 y é) «edi/f^one 
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que las MunicipalidadeB que deban funcionar en las capitales de 
provincia se eom{)OBgan del Gobernador, tres Alcaldes y nueve 
Rejidores^ no escediendo la poblacicu del departamento de sesen- 
ta mil habitantes, j de dos Rejidores mas por cada veinte mil de 
esceso; y que las de cabeceras de departamento o territorio mu- 
nicipal, se compongan del Gobernador o subdelegado respectivo, 
tres Alcaldes y cinco Rejidores, nombrándose dos mas por cada 
veinte mil, si escediere la población de sesenta mil habitantes; 

Si la votación indirecta es admisible en algún caso, no lo pue- 
de ser en la elección del poder municipal. Las Municipalidades, 
Cuerpos encargados de los intereses locales que están al alcance 
de todos^ no pueden ser elejidas sino directamente por los vecinos 
mismos, que comprendiendo mejor que nadie sus propias necesi- 
dades comunales, son también los mas capaces para discernir loto 
ciudadanos de mas capacidad e integridad para Satisfacerlas. 

Aun mas: el snfrajio universal cuyo ejercicio puede tener 
para algunos sus obstáculos, aplicado a la elecion dfe los po- 
deres nacionales, y que hemos analizado teóricamente al prin- 
cipio de esta obra, no los tendría en la elección del Poder local 
cuyo fin es tan claro, cuyas atribuciones se ejercen tan inme- 
diatamente sobre cada ciudadano, que están al alcance del mas 
simple buen sentido. Ademas la estension del sufrajio ala univer- 
salidad de los ciudadanos en la elección de los poderes locales 
realizaria hasta cierto punto y de una manera inoltosiva el prin- 
cipio de la soberanía nacional, del gobierno de todos por todos; 
restrinjiria la influencia de los grandes hacendados a sus justos 
límites, llamando a la dignidad, a la ciudadanía, a la patria, a esos 
parias de nuestra sociedad que se llaman proletarios. El hu- 
milde campesino y el roto de nuestras ciudades son también ciu- 
dadanos y ¿qué mejor medio de rehabilitarlos, de hacerles compren- 
der su dignkiad de hombres reunidos en sociedad, de elevarles al 
rango de la ciudadanía que hasta aquí no comprenden, que ha- 
cerles sentir qne su voz, aunque débil, tiene también su eco en 
ese niundo que los rodea, en esa sociedad cuyas órdenes obedecen 
con la sujeción y la estupidea del esclavo. Por ignorante que se 
les considere, eou bien capaces de comprender sus intereses pri- 
vados y sus intereses comunales. No se crea que me arrastran 
utópicas abstracciones al sentar esta opinión. Rejistro la historia 
y Veo en esas provincias vascongadas espafiolaá una Reptibtica de 
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plebeyos tan perfecta como las mas adelatiiadas dB é9la.épooa, 
y en ellas el roto ha tenido taiobien su lugar: contemplo a los 
Estados Unidos en sa ép<K;aftdel coloniaje, ($omo despoes de su 
independencia, gobernados por ese pnclbla, esos aartesanos, esos 
industriales, realizando el nddelo mas «éabado d^ la BepüblicSy 
do la República padifica, ordenada, rei^daderameote libre: exa- 
mino el buen setatido del pu«íbk>, lo ot)aerf o en sus pláticas del 
descanso, a la orilla de la fogata, y me convenzo que, para honor 
de la humanidad, hai tanto juieioi^ tantasensatez, tanta honradez 
en la mayoHa de ese pueblo que despreciamos desde la altura 
de otra civiliasicion estragada, que «abrian ejercer dignamente sus 
/derechos de ciudadanos, eoanjto mas, de vecinocí. Aun pienso que 
la influencia de esos caracteres de una pieza, de esas almas can- 
dorosas, de esas intelijencias prácticas, seria la mas saludable pa- 
ra espantar nuestro horrible «««oo de las revoluciones. 

Respecto a las elecciones de municipales, se hacen en la mis- 
ma fotma>que la de los diputados y electores de Senadores. (Véase 
Reglaínento de Elecciones» BoL 3. f 449). £1 art. 3. ^ de la leí 
de Muíiicipalidades, dispone qtie la Municipalidad se formará 
elijiehdo en votación directa doce municipales para las municir 
.palidades de cabeceras de provincia y ocho para Iss poblaciones 
<Í6 orden inferior, aumentándose eu nümeto ep. la proporción estar 
.blecida por la misma lei. Se elijen también tres suplentes. 

La duración que designa este articulo a loe Regidores guarda 
xsoñsonancia con la de los Diputados. 

Art. 125. La léi determinará, k forma de la eleecioa de 
los Alcaldes y el tiempo de su duradon. 

La Constitución no establece la forma de la elección de los 
Alcaldes, ni determina el tiempo de su duración, dejándolo todo 
^ la determinación de una leiw — Acerca de estos puntes dispone 
«luestra leí especial (art 4. ^ ) que de entre los individuos electos, 
la Munficipalidad designa tres alcaldes en su primera reunión, 
^designación que también debe hacer en caso de muerte, imposi- 
^üdad o escusa de los nombrado». Los alcaldjes, fuera de las ívia- 
iciones que les corresponden como miembros de las MunicipaH- 
fdades, ejercen las de jueces de policía local en i» cabecera del 
departamento o territorio municipal, quedando exentos donde 
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líitt>ieéc juecea e&^eciales de policía y donde éstas atribuciones 
sean ejei«cidai? p<:>f los jiieccs letrados. Son reemplazados segan el 
otéff» de demgtiftieion, y a falta de propietarios y en calidad de 
B^j^illés, el rejidor nombrado por el gobernador o subdelegado.' 
íef el fifrt<' 46 déi Reglamento de administración de Justicia^ los 
Alcaldes orditiaírio» «Jctc*^ ^^ cargo de jueces de primera instan* 
eia en negocios de' mayor cuantía en los departamentos en que 
•ño residiere j«eáf de ktras. 

• Por lo que toca al» (iuraeíen áe lo» alcaldes^ nuestra lei pare- 
ce dejarla a la determinaícioTí de \« Municipalidad misma como 
materia de Reglamento. (Véase el art. 103)* 

Art. 126. Para ser Alcalde o Rejidor se requiere: 
l.o Ciudadanía en ejercicio. 

2.0 Cinco anos, a lo menos, de vecindad en el territorio 
jfnwicipal- 

r • ■ • , ■ 

^ , lia lei de municipalidades exije además la edad de 25 años pa- 
ra ser nombrado municipal, propietario o suplente. En cuanto a 
los requisitos. de. edad y vecindad. que se exije son muí razona- 
bles, porqué jpor una parte no es justó que el que no Éia llegadct 
a I» edad en que la lei le permite la libre administración de sus 
propios intereses vaya a administrar los ajenos^ cuanto menos los 
de. un gran numero de ciudadanos, y porque por otra parte 1» 
vecindad es lo que constituye la calidad esencial de todo naiem- 
bro de un muniqipio. Por lo que toca al requisito de la ciudada- 
nía nos referimos a nuestro comentario sobre el art* 6. ^ 

Art. 12ír. El Góberixador es j^fe superior de la^ Munici- 
palidades .^1 depajrtamento, y Presideiiite de la que e:^Í6te 
e» la Capital* El Subdelegado es Presidente de la Muoioi- 
palidad ée s« regpeoti va suMdegacion , 

La variáeíón de titolos que confiere este artículo a loe jefe» de* 
las Mumcipalídades de departatoento eabecera de provinoia y a> 
los de stibdelegacion, no enTuelve. ninguna diferencia en sa6 atri^ 
bucíones ni en su categoría. Según el art. 31 tít. IV* de la leí 
de Municipalidades corresponde al gobernador: ^ ' 
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cArt 31* Al Gobernador o Subdelegado comojefo delterrito* 
rio municipal y presidente de la Municipalidad^ corresponde; 

«1.*^ La promulgación de las ordenanzas y ri&glazneBtos mu- 
nicipales que establecen, reglas de jeneral aplicación. La promul- 
gación deberá hacerse siempre que sea posible en una publica- 
ción que haya, dentro de la provincia. Sin embargo de esta pro- 
mulgación, deberá hacerse por bandos en los lugares en que este 
medio sea el mas eficaz. En casos uijentes el Gobernadpr o Sub- 
delegado elejirá el medio de publicación que sea mas conveniente. 

c2. ^ La ejecución de todas las ordenanzas, reglamentos j 
acuerdos municipales. 

tS. ^ La representación de la Municipalidad paca la adminis^ 
tracion de las propiedades municipales, y la ejecución inmediata 
de los actos que su conservación y buena administración exijan. 

t4. *^ La superintendencia directiva y económica sobre el ma- 
. nejo de los empleados, especialmente de los encargados de la re- 
caudación e inversión de las entradas municipales, y la inspección 
Bobre todos los establecimientos dependientes de la municipalidad. 

tt5:^ La visita periódica o estráoi^dinaria; de la caja moniei'- 
pal, y la inspección de su contabilidad. 

«6.^ Formar el presupuesto anual y someterlo oportunamen- 
te a la Municipalidad para lo que discuta y resuelva acerca de. él. 

tt7. ^ La dirección e inspección de los trabajos municipales en 
la forma y condiciones acordadas. 

«8, ^. Intervenir y firmarlas escrituras do compra, arriendo u 
otros contratos que la Municipalidad, celebrare. 

t9. '^ Nombrar para todos los empleos municipales con aci^er- 
do de la Municipalidad. . , 

«Esceptúanse los empleados en el servicio de la secretaría: mu- 
nicipal, que se nombrarán por la misma Municipalidad. 

«Los jefes de la pólicia de seguridad serán nombrados y desti- 
nados por el <5oberüador o Subdelegado con aprobación del Pre-» 
sidénte de la KepLÚblica, y los subtÜtcrnos por los mismos a pro- 
puesta de los respectivos jej es. ' ' - ''^' 

«Si'dufante el deceso de la Municipalidad un empleo vacare o 
fuese suspendido el que lo desempeñe, el Gobernador o Subdele-' 
gado nombnu^á ínterínam^nte quien lo sirva, hasta <jue la Muni- 
cipalidad se reuná. : . - 

«10, Suspender a todos loé empleados munieipides, cuando por 
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6Ü mala eonducta o mal desempefio lo exijicre el buen servicio, y 
concederles lieencia tempoml por jasta cansa, dando en uno y 
otro caso eoenta a leí Muuieipalidad ei^ «n reunión inmediata. La 
^ destitución de estos empleados requiere el acuerdo municipal.» 

Art. 128* Corresponde a las Mvtnicipalidades en su te- 
iritorio- 

1. ^ Cmdar de la policía de salubridad, eomodidad, or- 
nato y recreo. 

2. ^ Promorer la educación, la agricultura, la industria, 
y el^jomercio. 

3. ^ Cuidar de las escuelas primarias y demás estableci- 
mientos de educación quí* se paguen con fondos municipales. 

4. ^ Cuidar de los hospitales, hospicios, casas de espósi- 
tos, cárceles, casas de corrección y demás establecimientos 
(de beneficencia, bajo las reglas que se prescriban. 

5. ^ Cuidar de la construcción y reparación de los ca- 
minos, calzadas, puentes y de todas las obras publicas de 
necesidad, utilidad y ornato que se costeen con fondos mu- 
nicipales. 

. 6.^ Administrare invertir los caudales de propios y 
arbitrios, conforme a las reglas que dictare la leí. 

7. ^ Hacer el repartimiento de las contribuciones, reclu- 
tas y reemplazos que hubiesen cabido al territorio de la 
Municipalidad, en los casos en que la lei no lo haya come- 
tido a otra autoridad, o personas. 

8. ^ ririjir al Congreso en en cada >afío, por el conducto 
del Intendente y del Presidente de la Eepública, las peti- 
ciones que tuvieren por convenientes, ya sea sobre objetos 
relativos aJ bien jeneral del Estado, o al particular del De* 
partamento; especialmente para establecer propios, y ocu- 
rrir a los gastos estraordinarios que exijiesen las obras nue- 
vas de utilidad común del Departamento, o la reparación 
délas antiguas. 

9. ^ Proponer al Gobierno Supremo, o al superior de la 
Provincia, o al del Departamento, las medidas adminisü^ati- 
vas conducentes al bien jeneral del mismo Departamento. 



10. Formar las Ordenanzas mumcípaleB sobre eaia& ob* 
jetos y presentsurlas por el conducto del Intendente al 
Presidente de la República para su aprobación con audien^ 
cia del Consejo de Estado. 

Lad atribueiotieB que este artículo confiere a lad Municipalida' 
des pueden clasificarse en tres órdenes distintos; es a saben 1»^ 
Velar sobre todos los asuntos de interés comunal, como la poli- 
cía, la instrucción pública y la beneficencia, los establecimientos, 
caminos y obras de interés jeneral: 2. ^ Las focultades adminis- 
trativas, como la inversión de los propios y arbitrios, (1) d re- 
partimiento de las contribuciones, reclutas y i^emplazos, y 3. ® 
Las que constituyen sus relaciones con el Ejecutivo, como la de 
dirijirles peticiones sobre asuntos de interés público o comunal, 
sobre propios y arbitrios, la de proponer $t aquel medidas admi- 
nistrativas y la formación de ordenanzas municipales para su 
aprobación. 

Por el art. 25 de la lei citada, las Municipalidades ejercerán 
las funciones de cuerpos administrativos de lo$ intereses locales 
en toda la estension del departamento ó territorio municipal; y 
les corresponde: 

«1.^ La proraocion del adelantamiento de la localidad, y la 
mejora del iservicio administrativo local, en todos sus ramos. 

2. ® Lá policía administrativa local del departamento o terri- 
torio níutticipaK 

3. ^ La dirección e inspección superior sobre la administración 
de las propiedades o rentas de la comunidad, y sobre la recauda* 
cion e inversión de ks contribuciones y demás entradas <|ue 
tengan.» 

Todos los establecimientos, trabajos^ obras públicas que tengan 
por objeto la ilustración, la mejora material^ el bienestar, el 
comercio, la industria, la moralidad; todas las necesidades ma- 
teriales, morales e i^itelectuales que se bagan sentir en un mu- 
nicipio: todo» los objetos que promuevan el desarrollo de la 

(i) Propiot BOQ las heredades» casas u otros bienes qiie tiene nna anni- 
cipalidad para los gastos públicos; y arbitrios son los derechos sol^e 
xiiertos jéneros o ramos destinados para fondos de aquella misma, como el 
dé carnes ranertas, de pei^e, de alambrado, y s€*enos^ de sisa, etc. 
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civiiizacionc todos h» intereses de cntilqtdeni especie qae conciel^ 
nan a esa reaniotí de vecinos que compone la comniíidad: todo, 
salvo lo que toqae a los intereses jenerales de la nación^ debe ser 
objeto de la atención, aun noas^ de la esclnsiva competencia de la 
Muntcipi^lidad. Las atribuciones del poder local o vecinal deben 
ser, pues^ tan vastas como el circulo de los negocios comunales^ 
De aquí se sigue también que esas atribuciones no deben ceñirse 
« la vi^ilaneicu, al cuidadtK No> el Podeír Municipal debe «er sobe- 
rano en su esfeía, como los demás poderes nacionales^ Aaí, según 
ol axioma de moral y de política que el medio debe ser propor^ 
eionado al fin^ j que todo poder debe ser comensunido con an. 
objeto^ el poder municipal ha menester todos los medios oonsi- 
guientes a su objeto, el gobierno y la administración de los inte^ 
reaes locales^ £n afecto, ^qné es tm poder, sino la habilidad o la 
ocultad de hacer una cosa! Qué es la capacidad para hacer una 
cosa, sino el poder de emplear los medioa necesarios a sú ejecur 
cionf I Un gobierno debe contener en si mismo todo el poder re^ 
querido para el cumplimiento de ios intereses locales, de los in- 
tereses confiados a su cuidado> y a la completa ejecución del car- 
go de que es responsable^ libre de toda otra censura o restriceiofi 
que la coiunderacion del bien público y el sentido del pueblo. 
Gomo la renta es la mezquina esencial que debe procurar los me^ 
dios de responder a ka exijencias nacionales^ el poder de procui- 
vBTñe ese articulo en su plena estension, deben necesariamente 
comprenderse en el de proveer esas exijencias.! (Alfljandro Ha^ 
milton« Federalist). 

Aplicando «sos mismos principios al Poder Municipal^ se sigue 
que éste debe tener la facultad de procurarse los fondos necesarios 
para satis&cer las necesidades comunales, y de crear propios y 
arbitrios* 

Otra consecuencia del mismo principio es que el Poder Muni^ 
cipal, como toda corporación y toda persona legal, debe gozar del 
derecho de administrar sus intereses, dictando las medidas, los re- 
glamentos y ordenanzas que juzgare necesarias para el mejor 
ejercicio de sus facultades. Por consiguiente debe invertir él mis- 
mo si:s caudales, darles la aplicación conveniente. 

Por último, el Poder Municipal debe ser el encargado de llevar 
a efecto las disposiciones del Poder Lejislativo concernientes a 
todos los ciudadanos^ como hacer el repartimiento dB las contri^ 

COMENTARIOS. 14 
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baciones, reclutas y reemplazos que cupiere al territorio de !« 
Municipalidad. 

La Constitución satisface solo en parte las prescripciones del 
derecho público sobré las atribuciones de aquel poder. ¿Qué clase 
de poder es aquel a quien solo se deja el pasivo papel de la viji- 
luncia, del cuidado, aunque esa vijilancia se estienda sobre todoB 
los objetos que abrazan los intereses de una comunidad? Bien: la 
Municipalidad debe cuidar de la policia, de la educación, de los 
establecimientos de educación j beneficencia, de la viabilidad, del 
comercio e industria, y de las obras públicas de necesidad^ utili- 
dad y ornato. ¿Pero qué es todo eso, sino la superintendencia, la 
mayordomia de intereses y de establecimientos que pertenecen a 
otro dueño estraño, el poder central, de quien recibe sus órdenes, 
quien corre con sus mejoras y solo puede proporcionarle su» fon- 
dos? Es verdad que la Municipalidad puede, con san fondas, crear 
establecimientos y emprender trabajos de interés comunal. Pero 
e&osfóndoa tiene que pedirlos al poder central, al Poder Lejisla- 
tivo, que no puede estar al alcance de las necesidades de aquella 
y que puede negárselos. Aun mas, la Municipalidad no puede to- 
mar por si misma las medidas administrativas conducentes al bien 
jeneral del departamento, sino cuando mas puede proponerlas al 
Gobierno Supremo, o al superior de la provincia o departamento; 
si bien es cierto que la lei especial le da aparentemente el rango 
y le atribuye las funciones de cuerpos administrativos de los in- 
tereses locales. Sobre el § 10 dispone: 

«Art. 103. Las resoluciones que las Municipalidades acuerdan 
ton u ordenanzas o reglamentos o simples acuerdos. 

«Son materia de ordenanza: 

«1 ^ Las resoluciones que establecen reglas respecto a la po- 
licia local de salubridad, buen orden, seguridad, etc., cuando 
impusieren a los ciudadanos deberes cuya infracción se sujetare a 
represión penal. 

«2. ^ Las que crean empleos municipales y determinan sus 
dotaciones o emolumentos. 

«3.^ Las que organizan el servicio de las oficinas o emplea- 
<i^6 encargados de la administración de los fondos o percepción 
de contribuciones u otros ramos o arbitrios municipales, o pres- 
criben la forma en que deben llevarse y rendirse las cuentas. 

t4. ® Las que fijan de un modo jeneral las condiciones y for- 



— 211 — 

^zMiliáades de los remates de bienes raices o ramos mnnicipales» 

c5. ^ Las que determinan las cuotas que deben cobrarse cm 
faVor de fondos municipales por el uso de los establecimientos o 
bienes destinados a un servicio público especial o por el uso qne 
no sea el ordinario y común, de los oü'os bienes de la Municipal- 
lidad que no estén bajo la tuición j cuidado de la corporación. 

t6. ^ Laft que reglamentan el servicio o uso de establecimien- 
tos de particulares destinados al uso público, o que por su natu- 
raleza debían destinarse a este uso, como aguas termales, etc., Q 
las que organizan y reglamentan el servicio interno de las caree* 
les o establecimientos penales do la localidad^ 

«7. ® Y en jeneral toda resolución que establezca reglas, res- 
trinjiendo el uso de la libertad personal o el libre ejercicio de una 
profesión o industria, o el libre uso de la propiedad. 

«Son materia de reglamento: las resoluciones que establecen 
reglas para el servicio interno y económico de los establecimien- 
tos municipales, para el desempeño de los empleados de la cor- 
poración, o los que teniendo un carácter mas jeneral no impongan 
las restricciones a que se refiere el núm. Y. ^ del párrafo anterior» 

tLas resoluciones en que no concurran las circunstancias que 
se acaban de enumerar, son objetos de simples acuerdos. 

«Las ordenanzas se dictarán en la forma prescrita en la parte 
19, art. 128 de la Constitución, y serán promulgadas por el Go- 
bernador o Subdelegado: los reglamentos serán acordados por la^ 
Municipalidad y promulgados por el Gobernador o Subdelegado. 

« Las ordenanzas municipales empezarán a rejir diez dias después 
de su promulgación , cuando en ellas no se disponga otra cosa.» 

Art. 129. Ningún acuerdo o resolución de la Municipa- 
lidad que no sea observancia de las reglas establecidas, 
podrá llevarse a efecto, sin ponerse en noticia del Gobez*- 
nador, o del Subdelegado en su caso, quien podrá suspen- 
der su ejecución, si encontrase que ella perjudica al orden 
público. 

El gobernador ó subdelegado» representante del poder cen- 
tral nacional cerca del poder local, que preside, ha menes^ 
ter una autoridad, siquiera suspensiva, para llenar sn objeto, sil 
misión. Bl debe velar por el fiel cumplimiento de las leyes jene<^ 
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tt¡ts y principalmente por la observancia de la Constitución m- 
tiional y pOr^ne se guardé la organización que ha designado al 
|>oder municipal: debo impedir que éste salga de su esfera 
^ invada las atribuciones de los demás poderes nacionales: dc'^ 
be evitar los cboques de autoridad entre las diversas autoridades 
locales. ¿Pero el veto que este articulo le íeoñfiere sobre los acuer- 
dos o lesoluciones contrarias al órdeñ público no importa Una 
ominosa lutela que arrebata su independencia y libertad de áécioñ 
a los poderes locales? La Constitución de 28, que ordenaba también 
que los gobernadores presidieran las municipalidades^ no les con- 
feria a aquellos por -cierto tan amplias facultades. 

Art. 130. Todos los empleos mumcipáles son cargos coh- 
sejileSy de que nadie podrá escusarse si» tener causa señala- 
da en la lei. 

Toda sociedad o corporación cualquiera, regularmente organi- 
zada, se constituye por medio de los mismos miembros que la com- 
ponen: de aqui nace la obligación de todos ellos de desempeñar 
las funciones que esa misma sociedad les imponga. Por eso e» 
qué en el municipio, o la sociedad de los vecinos de cierta por^ 
cion de territorio, las cargas consejiles o municipales son forzosa» 
para cada uno de ellos, sin que se puedan eximir sino por escusa 
legaT. — Respecto a las escusas voluntarias y forzosas que determi- 
B» nuestra lei para los cargos de municipales, alcaldes, rejidores» 
véase los artículos 7, 8, 9 y 10 tit. 1;^ de la lei de municipalida- 
des. Concluiré recordando la mala definición de los empleos mu- 
nicipales, que se dá en este artículo,^ diciendo que son cargos con- 
sejiles, lo qiie equivale a decir, cargos municipales. 

Art. 131. Una lei especial arreglará el gobierno interior^ 
señalando las atribuciones de todos los encargados de la ad^ 
ministración proviíicialy y el modo de ejercer sus funeionee» 

Esta lei especial se ha dado ya; o mas bien se han promulgado 
dos sobre las distintas organizaciones de lo que se llama el gobier- 
no inierior. De estas leyes, la una es la del réjiílaen interior, que 
trata dte la administración de los ájentela del !^eisutiv>o; la J^undá 
es la quiB trata del réjimen y atríbaciones de las municipalidades. 
A ambas nos hemos referido en el cwtm de e»te capítulo. 
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CAPITULO X. 

DE LAS garantías DE LA SEOCRIDAD Y PROPIEDAD, 

• 

Art. 132. En Chiie no hai esclavos y ei que pise su te- 
rritorio, queda libre. No puede hacerse este tráfico por 
chilenos. El estranjero que lo hiciere, no puede habitar en 
Chile, ni naturalizarse en la Eepublica. 

El principio d^ la abolición de la esclavatura consignado en este 
articulo, y en los términos en que está concebido, remonta a los ma^ 
bellos dias de la patria, y ha sido adicionado o reformado en distin- 
tas épocas hasta formar una de las bases de nuestro derecho público 
y civil. Fué hacia el año 23, cuando a la Junta Gubernativa, com- 
presta de los beneméritos Ei^guirre, Infante y Errázuriz, que 
habi^ enipupado el mandp supremo a la caida de O^Higgins, bar 
bia sucedido el Director don Ramón. Frejr^, que inaiígur^b^ ui^ 
réjimen de. libert^^s y garantias; fué ep esa época^ cuando se 
promulgó, la lei que declaré libres todos los esclavos existentes 
y por nacer, como asi mismo cuantos pisasen el territorio de Is^ 
República y fueren oondifcidos de fi^era de ella (Lú de 24 de 
julio de 18^3, Boletín 1. ''j f. 87.) A fin de que esta providenj 
cia benéfica no produjera males trascendentales, como los que 
prijinó, por ejemplo, el decreto de la Convención francesa qi^e d}^ 
libertad a los negros de Santo Pomingo, y con ella hubp tantas 
piatanzas, sublevaciones y efusio^ de sangre^ el Supremo decreto 
de 28 de julio del mismo año tomó varias medidas precautorias 
para la completa emancipación, como la de que cada esclavo ob- 
tuviera un boleto del Jefe de policia que garantiese su determi- 
nación de ocuparse en un oficio honesto. (Bol. id. id.) Es verdad, 
por otra parte, que la esclavitud en Chile nunca tuvo ese carácter 
de rigor y crueldad que en el Brasil o Estados Unidos, y que 
gracias al carácter dulce de nuestras costumbres y a la influencia 
de los sentimientos relijiosos, constituia una reciprocidad de de- 
rechos y deberes que la acercaban hasta cierto punto a nuestra 
mutual servidupabre. La transición no /ñié pues tan rápida: los 
abusos no fueron temibles. Además, los esclavos no eran mu} 



-r 214 — 

abundantes,, y se redacian a las j entes de color, siempre escasas 
entre nosotros. 

Por decreto de 1. ^ de mayo de 1824, se declaró que no de- 
bían considerarse libres los esclavos fugados de otros países; pera 
esta disposición fué derogada por las Constituciones posteriores, 
como la de 25 y la vijente. Aquel decreto, aunque prudente, vio- 
laba el derecbo de igualdad de que deben gozar los estranjeros 
respecto de los nacionales. 

Es en verdad digno de elojio el celo que las sucesivas adminis- 
traciones de Chile han manifestado por la completa abolición del 
tráfico de carne humana y de la institución anti-cristiana de la 
esclavitud. Por el presente artículo se ha dado un paso mas en 
ese sentido que en la Constitución de 28, al negar al estranjero 
que hiciese aquel tráfico hasta el derecho, no ya de naturalizarse, 
sino de habitar en el país; medida que, aunque loable en su obje- 
to, rara vez podrá llevarse a efecto. 

La gran nación que inició en el siglo XVllI la idea de la aboli- 
ción del tráfico de negros, sea por miras humanitarias o con aspira- 
ciones de predominio con su derecho de rejistro, celebró también 
un tratado especial con nuestra República el año de 1842 
(Bol. 3, fojas 400); por el cual ambas partes contratantes san- 
cionan ese derecho de rejistro, declaran el tráfico un acto de pi- 
ratería, y por consiguiente buena presa los buques negreros. Por 
él so establece, por ambas partes, la creación de tribunales 
mistos, compuestos de ciudadanos de ambos países, para la deci- 
sión de las cuestiones que el ejercicio abusivo de aquel dereclio 
puede oríjinar, y de los cuales uno debe residir en una de las po- 
siones de Chile y el otro en una de las de la Gran Bretaña en la 
costa de África. 

Se ha prohibido por último, por decreto de 9 de noviembre de 
1841 (Bol. 3, f. 275), a los Ajentes diplomáticos «el comprar ni 
tener ínteres alguno en esclavos, ni asalariarlos, aunque sea para 
servirse de ellos en países donde es permitida la esclavitud por 
las leyes civiles;» lo que ha sido estender las cargas de la estra- 
territorialidad a los que gozan de sus beneficios. 

Art. 188. Ninguno puede ser condenado, si no e»^ juz- 
gado legalmente y en virtud de una leí promulgada antes 
del hecho sobre que recae el juicio. 
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Art. 134. Ninguno puede ser juzgado por comisiones 
especiales, sino por el tribunal que le señala la leí, y que 
se halle establecido con anterioridad por ella. 

Es tan preciosa esta garantía, fundada en la independencia del 
poder judicial y en el eterno principio de la igualdad ante la leí, 
que nuestra Constitución nos la ha reservado espresamente, aun 
en esas circunstacias azarosas en que arma al Ejecutivo de un po- 
der dictatorial y en que declara suspenso el imperio de ella mis- 
ma, en los estados de sitio! (Véase art. 161). 

El principio sancionado por el presente articulo tiene bases tan 
sólidas en la razón universal y en la práctica jeneral de los paises 
libres, que su examen no nos ocasiona dudas ni nos llama la 
atención, como un bien querido que creemos pertenecemos a 
despecho de la naturaleza y de los hombres. Por lo demás, esa 
garantía ha quedado ilesa, que yo sepa, a pesar de los vaivenes do 
los partidos, de las revoluciones y de las facultades estraordinarias. 

Art. 135. Para que una orden de arresto pueda ejecu- 
tarse, se requiere que emane de una autoridad que tenga 
&cultad de arrestar, y que se intime al arrestado al tiempo 
de la aprehensión. 

Art. 136. Todo delincuente infraganii puede ser aiTes- 
tado sin decreto, y por cualquiera persona, para el único 
objeto de conducirle ante el juez competente. 

Art. 137. Ninguno puede ser preso o detenido, sino en 
su casa, o en los lugares- públicos destinados a este objeto. 

Las disposiciones contenidas en los precedentes artículos se 
hallan regularmente contenidas en todos los Códigos penales de 
los paises civilizados; pero como envuelven garantias a la seguri- 
dad y libertad personal, se ha juzgado conveniente insertarlas én 
el Código fundamental. La libertad y la seguridad, qué son los 
principales objetos de los hombres asociados, son derechos tan 
sagrados que debe premunirseles, no ya contra los ataques de los 
particulares, sino contra todo avance de la autoridad pública. En 
primer lugar, es menester para privar a un ciudadano de sus de- 
rechos por un arresto, que este emane de una autoridad que por 
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la leí tenga fitcultad de arrestar, para impedir que caalquieta que 
ae halle investido de un cargo público no se arrogue tamaño po- 
der, trastornando las bases de igualdad ante los ciudadanos, en 
que debe estar apoyada toda sociedad legalmente organizada. Es 
necesario^ por otra parte, que el aprehendido sea notificado de la 
orden de esa autoridad que le impone tal pena, sin que de otro> 
Biodo deba obedecerla: es solo ante el órgano reconocido de la 
lei, o de la voluntad jeneral, que el hombre, naturalmente librey 
debe doblegarse y obedecer. 

Empero, cuando un individuo es sorprendido en el acto de la 
perpetración de un delito, no tiene derecho de invocar una liber- 
tad de que abusa, ni la seguridad propia cuando atenta manifies- 
tamente contra la ajena. Ya de hecho las garantías perecen por 
nuestra propia culpa y sin escusa; la presunción de honradez que 
debe suponerse en todo hombre, cesa ante la presencia del acto 
criminoso: el ciudadano, el hombre desaparece, el criminal solo 
queda en pié» Ese criminal pertenece, no ya a si mismo, sino a la 
sociedad, que debe asegurarle para satisfacer la vindicta pública 
y aplicarle la pena en que ha incurrido: su aprehensión inmediata 
es necesaria para garantir la faga. Tales son las razones que jus- 
tifican el arresto sin necesidad de decreto previo, en caso de deli- 
to infraganti; sea por los ajentes de la policia pública, sea por 
cualquier individuo particular, debiendo la lei en esta última 
emcrjencia precaver las vejaciones del odio por la responsabilidad 
a la satisfacción de perjuicios. 

• Una vez aprehendido el delincuente, real o presunto, debe ser 
' retenido o en su mismo hogar doméstico, o trasladado a una prí* 
sion pública. De otro modo, o se comete un vejamen innecesario, 
o se suaviza o se aumenta la pena consistente en esa detención, 
eludiéndose en ambos casos la lei. Si el local a que es trasladado 
es mas duro e incómodo que la c&rcel pública, es una recrude- 
eencia de castigo que la lei no debe autorizar si es mas incómodo 
e inseguro, se burla igualmente el objeto que aquella se ha pro* 
puesto al prescribir cierto réjimen y cierto tratamiento en las ca* 
«as de detención. Estos parecen ser los fundamentos do la pres- 
eripeioB contenida en el art. 137. 

Art 188. liOS encargados de las prisiones no puedea xe« 
<6Íbir en ellas a nadie en calidad de pre@o, sin copiar &cl su 



rejifitro la orden de arresto, emanada de autoridad que 
tenga facultad de arrestar. Pueden sin embargo recibir en 
el recinto de la prisión, en clase de detenidos, a los que fue- 
ren conducidos con el objeto de ser presentados al juez 
coñapetente; pero con la obligación de dar cuenta a éste 
dentro de veinticuatro horas. 

Art. 139. Si en algunas circunstancias la autoridad pu- 
blica hiciere arrestar a algún habitante de la Eepública, el 
funcionario que hubiere dec^retado el arresto, deberá den- 
tro de las cuarenta y ocho horas siguientes dar aviso al 
juez competente, poniendo a su disposición al arrestado, 

Art. 140. Ninguna incomunicación puede impedir que 
el majistrado encargado de la casa de detención en que se 
halle el preso, le visite. 

Art. 141. Este majistrado es obligado, siempre que el 
preso lo requiera, a trasmitir al juez competente la copia 
del decreto de prisión que se hubiere dado al reo; o a re^ 
clamar para que se le dé dicha copia; ó a dar él mismo un 
certificado de hallarse preso aquel individuo, si al tiempo 
de su arresto se hubiese omitido este requisito. 

Art. 143. Todo individuo que se hallare preso o dete- 
nido ilegalmente por haberse faltado a lo dispuesto en los 
artículos 135, 187, 138 y 139, podrá ocurrir por sí, o cual- 
quiera a su nombre, a la majistratura que señale la leí, re- 
clamando que se guarden las formas legales. Esta majis- 
tratura decretará que el reo sea traido a su presencia, y su 
decreto será precisamente obedecido por todos Ic^ encar^ 
gados de las cárceles o lugares de detención. Instruido de 
los ajitecedentes, hará que se reparen loa defectos legales, 
y pondrá al reo a disposición del juez competente, proce^ 
diendo en todo, breve y sumariamente, corrijiendo pp? sí, 
o dando cuenta a quien corresponda correjir los abusos. 

Es bien loable la intención de los Convencionales que se ma- 
nifiesta en estos artículos: ellos se propusieron dar toda clase de 
garantiag al eiod^apo coptr^ las prisiones jnjm^tas. Pero tal vez 
descendieron de su puesto de Constituyentes, al detallar es6 serie 



— 218 — 

de disposiciones reglamentarías del orden económico de las cár- 
celes, que solo corresponden a los códigos penales y a las Orde- 
nanzas del caso. Una vez sentado el principio jeneral de la segu- 
ridad y libertad individual, tocaba a las leyes particulares hacer- 
las efectivas en los procedimientos para los encarcelamientos, sin 
que la Constitución política tuviese que .mezclarse en esos deta- 
lles. Tal es a lo menos la práctica común de los demás paises re- 
presentativos, cuyas constituciones son siempre el modelo de 
concisión, sin el recargo de disposiciones reglamentarías y a 
veces incongruentes que contiene la nuestra. Véase las Constitu- 
ciones de Estados Unidos, las de la Francia republicana, imperíal 
o monárquica, las de España, etc. Casi siempre se limitan a la 
organización fundamental de los poderes políticos y a la enuncia- 
ción de los principios mas jenerales del derecho público. 

Por lo demás nada tienen de notable los presentes artículos. 
Que los alcaides lleven un rejistro en que apunten la orden de 
arresto, y si no la hubiere, den el correspondiente aviso al juez 
competente; que el ñincionarío que arrestare, debe poner al reo 
a la disposición de este último; que no debe haber incomunicación 
con el alcaide; que éste es obligado a trasmitir al juez la copia 
de la orden de arresto librado, o a reclamar para que se dé, o dar 
él mismo un certiücado de hallarse preso, si esto se hubiera omi- 
tido; y por último que cuando se contraviniere a alguna de 
estas reglas, tanto el reo como cualquiera otro puede reclamar 
al Juez, quien conocerá del hecho: todas estas reglas, aunque ten- 
dentes a un buen fin, no son, lo repito, materia de una Constítu- 
cion política. , 

Art. 142. Afianzada suficientemente la persona o el sa- 
neamiento de la acción, en la forma que según la naturale- 
za de los casos determine la lei, no debe ser preso ni em- 
bargado, el que no es responsable a pena aflictiva o 
in%nante. 

Esta garantía la teníamos por las leyes comunes, (1) según las 
cuales no debe mantenerse al reo en prísion por delitos que no 
sean dignos de pena corporal o aflictiva, siempre que aquel dé 

(1) LL. 10, tít. 29, part Y. * , 16, tít 1. ® , part 7. * y 6, tíi 12, lib. 

á, A . R. 
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fiador lego y abonado que se obligue a presentarle, estar a juicio, 
y pagar lo que se determine en la sentencia. Por lo demás, no se 
ha dictado todavía la lei a que se refiere este artículo y que debe 
hacerlo efectivo. 

Empero si en nada ha aumentado las garantías individuales por 
lo que toca a la excarcelación, se ha innovado en un sentido har- 
to menos liberal que lo hacia el Código español. Según éste, no 
podían ser presos por deudas los doctores y abogados, los maes- 
tros de primeras letras, los que ejerciesen las artes llamadas libe- 
rales, como la arquitectura y pintura, los labradores, los artistas 
y artesanos de cualquiera clase, los nobles, etc. ; mientras que por 
nuestra lei de procedimientos ejecutivos, no se escepciona sino a 
las mujeres que no tuvieren almacén o tienda abierta, los Dipu- 
tados y Senadores, sin ser desaforados previamente, los Intenden- 
tes y Gobernadores, y los deudores ejecutados por parientes cer- 
canos. Las leyes españolas contemplaban, pues, tanto mas sagrada 
la libertad y la seguridad individual que nuestras mismas leyes 
republicanas: aquellas, aun respetando el principio de la necesi- 
dad de la prisión para garantir y conservar el crédito, (lo cual 
también es dudoso), tomaban en consideración las circunstancias 
de respetabilidad social, fomento de la instrucción y premiosas 
necesidades de ciertas profesiones. Un artesano, un labrador que 
se alimenta a sí y su familia c6n el trabajo del día, es sujeto a la 
miseria privándosele del trabajo de sus brazos por una acción pu- 
ramente civil. Un maestro de primeras letras, un profesor de cien- 
cias o un artista deben ser eximidos dé una pena que redunda en 
perjuicio de la instrucción, de las ciencias y de las artes. Un ciu- 
dadano cualquiera no puede ser vejado ni penado con una prisión 
por un atraso que puede ser inculpable, por una deesas mil even- 
tualidades de contrariedad en los negocios, de esos abares que 
son constitutivos del coniercio, sin que se le haya probado mala 
fé, defraudación ni ocultación de bienes, sin que haya cometido 
delito, y sobre todo cuando ese ciudadano, por su mismo estado 
de pobreza, no tiene un pan que dar a sus hijos. La prisión por 
deudas, el embargo de la persona, es un resto de la tiranía aris- 
tocrática, que llevó al pueblo romano al monte Avéntino, por esa 
misma severidad de una Lejislacion que autorizaba la esclavitud 
del deudor por el acreedor hasta el completo pago de la deadA. 
La civilización cristiana y democrática debe desterrar dé sus fe- 
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yes ese stentado jurídico contra la libertad civil, que la razón re- 
chaza y que no sirve al mismo objeto que pudiera escusarlo, como 
la conservación del crédito que no ha menester tale^ arbitrio^. 

Art 144. En las causas criminales no s^ podrá obligar 
al reo a que declara bajo de juramento sobr^ hecho propio, 
así como tampoco a sus descendientes, marido o mujer, y 
parientes hasta el tercer grado de consanguinidad, y segun- 
do de afinidad inclusive. 

Esta disposición altamente moral vino a derogar 1^ lei 25, tit. 
11 Part. 5.^, sogun la cual el reo debía prestar juramento de 
•decir verdad sobre todo cuanto se le preguntare. Ya ilustres co-^ 
mentadores españoles, como Villarroel y Antoni<> Gomea (citados 
por JEscriche y juramento de decir verdad), habían protestado 
ooptra una lei que ponia en conflicto el i^teres privado con la re- 
lijion y la moral, y arrastraba una evidente ocasión de perjurio^ 
propter evidentom occasionem peijurii (A. Gómez cit.) Ademas 
•el juramento, ese ^eoo moral, debe limitarle en lo posible, sp 
pen^ de s^r qonvertido en una n^era fonnajidád qve ae cree sal* 
var con una sin^ple restrieeion mental^ cuando se trata de nuestra 
vida y aun de nuestros intereises. 

Este principio, reconocido en la mayor parte de las lejislacior 
nes modernas y en nuestra Constitución de 28, ha recibido una 
mayor latitud en miestro códig<>, estendiéndolo a los parientes del 
aousado, Eepecto a eptos militan casi las mismas fuertes ra^oneii 
4e perjurio a ocultación de la verdad, tratándose de personas con 
quienes están ligadas por estrechos vínculos y que tienen la soli- 
daridad de la sangre, de los (sentimientos y los intereses. 
• Oonojuiré observando la ambigüedad proveniente del olvido de 
jias ealifleáciones jurídicas para la c<Hnputacion de los gFadosrque 
«e pota #n este articulo. Be dice que tampoco serán obligadois 
^ declarar los descendientes, marido o mujer, y parientes hasta el 
teiscear grado, etc. , sin espresar si son eomprendidofi los ascen- 
4ie])teA, y sin determifiar si e^os parientes hasta el tercer gradp 
sfm de a^oendeucia o dfí la linea trasversal. Sm eiubargo, la inter* 
pretac^oQ jenuiaa y común abarca los descendientes, ascendiente» 
y colaterales hasta el tercero de cousanguií^i^ad y segundo dQ 
aftuidad inclusive. 



— 221 — 

Art. 145. No podrá aplicarse tormento, ni imponerse 
en caso alguno la pena de confiscación de bienes. Ninguna 
pena infamante pasará jamás de la persona del acusado. 

Hé aquí consignados en nuestra Carta esos principios qué Bec- 
caria, Voltaire y los demás grandes filósofos y criminalistas del 
siglo XVIII habían proclamado a la faz de las naciones civiliza- 
das. Nuestras Constituciones de 23 y 28 contenian igual dispo- 
sición, y no hal, creo, Constitución alguna de las República» 
americanas ni de las monarquías Representativas europeas que no 
lláyan consagrado esos mismos principios. El tormento que las 
leyes romanas aplicaban solo a los esclavos^ y de que las leyete 
españolas eximian a los nobles e hidalgos^ era un último medid 
probatorio que la falibilidad de los juicios y la impotencia de las- 
pruebas humanas, burladas en la indagación de un delito, iba a 
nrgarse, según la espresion de la léi de partidti^ éh láé entraSáé> 
en lee jniembroB, en los horribles áeiot^ y 1^ delilrios del despe- 
cho o dé Ja enajenación mental de utia victijioa infataiada : éim 
la inquisición de la carne, a &ltá de conVeíioimientos éstei^mos^ 
Basada «)bre el sentimiento pagano de la desigualdad eivil^, lu- 
chando contra la naturaleza cilyds ftecretos pretendía arrancar^ 
apoyada en el error de la igualdad de sensibtiidad, éayó con lá 
idea cristiana de la igualdad ante la lei de todas las óondiciones 
sockles^ ante la piedad y ia moral de eóstumbree inaé dulces y 
ante los griiofide laraizon^ que clamaban por los inooéilteé ^ qHié-' 
Be¿ ei dolor arrastraba a falsas y fatales confesiones y bonira i^ 
ériminales aooetninbrádoB a qniex^s la leí daba |>o^ qüiiéé «i t-é^ 
sktían dos o Wes toirturaB s^n la gravedad del d^lü^ (1). 

La ^tmfisúcBti&n dé bieni66, o ki aájadieaéion td Sácé, ^ ito pt^- 
piedades de los reos de láta traioíon y 0tr^ gravea d^lilos, h&m» 
Tétmér sobre l^s hijos^ sel^re la la&MÜii itié^énte^ las filltas dis lifú 
pato ctdp^le^y creyendo oponnr la^vaHa de léis séiéitiJbkíntbÉ^ 
natnraleeí edntrá la perpetraban de delito lafe iñas véées pioÍ$fei-^ 
eos, sé estrellaba contra el heroismo dé Itó ^otivi&ei^iies, la éékiiiá.^ 
tatalizaeíon o ia irreflexión de la pd¡6^^ La Má^a ^dmb Ihí^oñ^ 
ñseácion y como toda pena, debe tí&t por m nainrideáta) peSs^lKal 
como el delito mieono, y no se podría trasmitir a la d«ífe<^ndénéi^ 

(1) Véase el tít. 80, part. '?. « 
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sin trastornar todos los principios de moral y de justicia, estable- 
ciendo la solidaridad de la pena sobre la sangre en la individua- 
lidad del crimen. Asi nuestras leyes de partida arrojaban el lodo 
de la infamia sobre la pura frente del fruto de un matrimonio 
ilejitimo (1). 

Art. 146. La casa de toda persona que habite el territo- 
rio chileno es un asilo inviolable, y solo puede ser allanada 
por un motivo especial determinado por la lei, y en virtud 
de orden de autoridad competente. 

Art. 147. La correspondencia epistolar es inviolable. No 
podrán abrirse, ni interceptarse, ni rejistrarse los papeles o 
efectos, sino en los casos espresamente señalados por la lei. 

Entre los romanos el hogar doméstico siempre fué sagrado. 
Tenian dioses que custodiaban la santidad de la casa, los peíiates^ 
los lares, que representaban los espíritus de las almas de los an- 
tepasados velando sobre la inviolabilidad del pedazo de tierra en 
que ellos hablan vivido y en que reposaban sus cenizas. Asi nadie 
podia ser extraído de ella, ni nadie podia introducirse por fuerza. 
JJex Cornelia dedit actionem quod quis domus ejus introittts «¿¿..... 
De domo sua nemo ese trahi dehiU (L. 5, D. injur. L. 21, D. de 
in jus vocando). 

En la anarquía organizada de los tiempos medios, el hogar 
dejó de ser respetado por los señores feudales, que caian en van- 
dalajes o malones sobre las poblaciones indefensas. Atrincherados 
en sus castülos, cuya fortaleza los resguardaba de los ataques de 
los enemigos, arrasaban impunemente las chozas de los siervos 
del terreno como las casas de los villanos. Solo la relijion era la 
única valla que no salvaban y el único baluarte de loa pobres • 
ind^nsos contra la justicia de esos señores de horca j cuchiUo 
que se arrogaban. la jurisdicción civil y criminal de sus tierras j- 
ciudades infeudadas. De ahí el derecho de asilo. El Catolicismo 
dio un refujio a los criminales perseguidos que se acojian a ciertas 
iglesias, a ciertos lugares consagrados: la jurisdicción laica cesaba 
a las puertas de la iglesia, y esta se arrogaba el protector priyi- 
lejio de la avocación de la causa. Se multiplicaron esos lugares 

(1) L.2*,tít. 6©.part, 7.* 
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de asilo pot todas partes, hasta que reconocida gradualmente la 
jurisdicción del Estado, del Eei, gradualmente se restrinjió tam- 
bién el número de aquellos, hasta que por bula del papa Clemente 
XIV se redujeron a uno o dos en los pueblos católicos (1). 

La civilización moderna ha estendido el privilejio y lo ha con- 
vertido en un derecho de cada ciudadano. El hogar doméstico 
no está protejido solo por la relijion como entre los romanos, ni 
ese asilo se circunscribe a los lugares relijiosos, como el privilejio 
con que los azares de los tiempos feudales invistieron a los sacer- 
dotes católicos. A la relijion ha sucedido la lei, al privilejio de 
ciertos lugares, el derecho de cada persona. También el derecho 
de asilo debe ser abolido, pues que han pasado las circunstancias 
que lo hicieron útil, y porque constituyen un privilejio a favor 
de cierta clase que contraria el principio de igualdad proclamado 
por esta Constitución. 

Por lo demás, aun no se ha dictado la lei que reglamente los 
allanamientos de casas. Tampoco lo ha sido la lei a que se refiere 
el art. 147; de modo que no están determinados los casos en que 
puedan abrirse o interceptarse las cartas, ni rejistrarse los pape- 
les. Respecto a los efectos, el art. 41, cap. 11 de la Ordenanza de 
Aduanas dispone: «El embarque, desembarque y entrega de los 
equipajes, se hará solo con el permiso de la Comandancia, pero 
tendrá la obligación (el comandante del Resguardo) de abrir ca- 
da bulto 2 reconocerlo con prolijidad, hasta asegurarse que solo 
contienen efectos de cabotaje.» Parece que fuera de esta medida, 
tomada con el fin de impedir la introducción de especies de con- 
trabando, la garantía que la inviolabilidad de cartas, papeles y 
efectos no tiene otra escepcion. 

Art. 148. Solo el Congreso puede imponer contribucio- 
nes directas o indirectas, y sin su especial autorización es 
prohibido a toda autoridad del Estado y a todo individuo 
imponerlas, aunque sea bajo pretesto precario, voluntario, 
o de cualquiera clase. 

Art. 149. No puede exijirse ninguna especie de servi- 
cio personal, o de contribución, sino en virtud de un de- 

(1) Bula de 12 de setiembre de 1772. 
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creto de autoridad competente, deducido de la lei que au- 
toriza aquella exacción, y manifestándose el decreto al 
contribuyente eñ eí acto de imponerle el gravamen. 

Ya por el art. 37 se liabia establecido que soto en virtud de una 
lei podian imponerse contribuciones de cualquiera clase o natura* 
loza, fijar anualmente los gastos de la administración pública, cu^^ 
yo presupuesto, presentado al Congreso por el ministerio corres- 
pendiente, debe ser aprobado por aquel también anualmente (art. 
89), sin que las contribuciones puedan decretarse por mas de 18 
meses. Y siendo una atribución espefcial del Presidente de la Re- 
püblita espedir los decretos para la ejecución de las leyes (art. 
82), es claro que ya estaba bien determinado que la contribución 
solo puede ser impuesta por el Congreso y exijirse solo en virtud 
de un decreto del Ejecutivo. Por manera que el presente artículo 
no es mas que un corolario o una confirmación de aquellas dis- 
posiciones en que se creyó necesario incubar por cuanto se trata- 
ba de las garantías de la seguridad y propiedad, de las cualeé 
constituye la mas sólida. 

A pesar de lo terminante de los presentes artículos, no han fal- 
tado ocasiones de infracción manifiesta, para cuyo castigo las per- 
JBonas ofendidas ban ocurrido al Presidente de la República, á 
quien corresponde de un modo jeneral guardar y hacer guardar 
la Constitución y las leyes (artículos 1 y 2). Falta p\>es un» lei 
especial que baga efectivas estas garantías por medio de la san^ 
cien penal correspondiente. Esa lei es tanto mas necesaria cuanto 
es mas filcil la infracción de la presente garantía en la organiza- 
ción cuasi feudal de nuestros campos, y cuanto que los donativos 
forzosos y las prorratas impuestas, es verdad, en los grandes con- 
flictos del Estado, han teñido repetidos ejemplos en nuestra his- 
toria nacional. Observaré finalmente que los aranceles de dere- 
chos parroquiales son una contribución como cualquiera otra, o 
imponen erogaciones que, &{inquQ precarias o voluntarias^ debe- 
rian ser como las demás contribuciones, autorizadas anualmente 
por el Congreso, sin que, en estricto derecho, debieran ser de otro 
modo obedecidos. Los artículos qué analizamos son bien esplícitos 
a este respecto: ninguna autoridad del Estado^ ni ningún indivi- 
duo puede imponer contribuciones ni exijir servicios personales, 
sino en virtud de una lei del Congreso y mediante un decreto de 



la autoridad competente, el cnal debd tBa&ifbstatse al contribu- 
yente al tiempo da imponerle el gravamen. 

Art. 150. Ningua cuerpo armado puede hacer requisi- 
ciones, ni exijir clase a,lguQa de au:xilio0^ aino .por sis^edio 
de las autoridades civiles, y con decreto de éstas. 

Este articulo prohibe esas eitaccioñes forzosas y gabelas perso^ 
nales, como el hospedaje y alimentación del ejército en tránsito^ 
que eran una calamidad para los paisanos y los hombres de los 
campos en oíros tiempos y paises como en Fíanoia antes de la 
revolución y en Inglaterra antiguamente* Tal vez entre nosotros 
no han escaseado semejantes abusos en la guerra de la indepen- 
dencia como en nuestras revoluciones civiles* De estos uno de los 
mas comunes han sido las proratas de animales, que el Ejecutivo 
ha decretado sin la especial autorización del Congreso* A est^ 
respecto se dispuso por lei de 23 de agosto de 1826 (BoL páj^ 413)^ 
que ningún funcionario público, sea cual fuere su rango^ pudiera 
exijir o mandar exijir proratas de ninguna especie^ quedando su* 
jeto tanto el qi^e dá una orden en infracción de la lei Qpmo el que 
la ejecuta, a la devolución de la especie con el cuatro tanto de su 
valor, destitución de jbxl empleo e inhabilidad para ejeroer otro 
por diez años. 

La Constitución de Estados Unidos dispone (Sobreesté punto; 
«Ningún soldado será acuartelado en tiempo de paz en ninguna 
casa, sin el consentimiento del dueño ni en tiempo de^uerra, sino 
del modo prescrito por la leL» (Art< 111 Amendments to the Cons- 
titution.) Ei objeto manifiesto de esta provisión es asegurar el goce 
perfecto de esa gran garantía del derecho común, que la casa de 
un hombre debe ser su propio castillo, privilejiado ^(mira. toda 
intrusión civil o militar. 

Art 161. iNinguTia clase de trabajo o industria puede 
Ber j^TOhibida, améfnojs que se opcmga á las buenas costum- 
bres, a la seguridad, o a la salubridad publica, o que lo 
exija él interés nacional, y una lei lo declare asi. . 

Por el presente articulo se asegura ese derecho sagrado de todo 
hombre a la libre aplicación de sus facultades ñsicas e intelectual 
les sobre las fuerzas naturales para su propio bienestar y comodi- 

COllíENTARTOS. 15 



— 226 — 

dad^qnc &e llama libertñdde industria. Ese derecho no debe tener 
mas límites en ]a sociedad civil qne la moral, la seguridad y e 
derecho o ínteres coman de los asociados. Hé ahí el principio en 
toda sn pureza y tal como está consignado en nuestra Constitu- 
ción; pero ese mismo principio tiene sus limitaciones, fundads» 
en la utilidad publica, y que deben ser declaradas por una leí. 

Conforme a estos principios es que el derecho común ha dr- 
cunscrito e! ejercicio de ciertas profesiones, ya a un numero de- 
terminado de individuos, ya a la justificación de ciertos requisitos 
de conocimientos^ de habilidad y aun de integridad, las cuales por 
su naturaleza misma no podrían entregarse a la libre competencia 
sin grave peligro para la sociedad, A esta última clase pertenecen 
las profesiones univcrsitarías de médico, de injeniero, de abogado, 
asi como corresponden a la primera los corredores o ajentes de 
cambios, los farmacéuticos, los escribanos, etc. Estos últimos no 
son simples productores sino también y principalmente ministro» 
de fé, en quienes debe descansar la confianza pública. Como ta- 
les, es menester que ofrezcan ciertas garantías de honradez y de 
capacidad, comprobadas suficientemente por los trámites que 
determinen las leyes del caso. Asi es de temer que la inseguridad 
y la confusión se introduzcan en las transacciones, sino hai corre- 
dores titulados y determinados, como lo dispone nuestra Orde- 
nanza de Bilbao; el crimen y la ignorancia impunes llevarían la 
desolación a las familias, si cualesquiera despacharan las recetas, 
poniendo una etiqueta equivocada a un frasco de remedios o 
dando sustancias venenosas o contrarias a la enfermedad a que se 
aplicaran; el fi^ude, la falsificación o el soborno dispondrían a 
mansalvo de nuestros intereses, si los escríbanos no fueran tam- 
poco titulados, ni hubieran sido examinados de su ciencia y de su 
moralidad (1). 

Respecto a las profesiones llamadas univcrsitarías, los consa- 
grados a ellas deben ofrecer también ciertas garantías al púlí4íco 
que los ocupa, al enfemao que. nos encalca su salud, al que nos 
encomienda sus pleitos, ^us mensuras,.8us edificios, etc. La socie- 
dad misma es la que gana con esas restrícciones a la libertad de 
industria, so pena de ser victima de los curanderos, de los tinte- 
rulos y rábulas de todas las profesiones. 



(1) R<mbL— >JS'c(momt« péliliptc. 
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La in&ncia de nuestras industrias nos lia ahorrado esos conflic- 
tos que en otras partes han reclamado la organización del trabajo, 
y que han hecho desear la resurrección de los gremios j corp<Mra- 
ciones que entre nosotros trababan j anulaban la libertad de la 
isduatría hasta la revolución de la Independencia. Todavia no se 
han hecho sentir entre nosotros loa desastrosos efectos del ésceso 
de la competencia e introducción de máquinas. 

Art 152. Todo autor o inventor tendrá la propiedad 
esclusiva de su descubrimiento, o producción, por el tiem- 
po que le concediere la lei; y si esta exijiere su publicación, 
«e dará al inventor la indemnización competente. 

£1 derecho del autor sobre la publicación de su obra y del in^ 
ventor sobre su descubrimiento ha sido reconocido siempre y en 
casi todos los paises como uno de los principios de derecho co- 
mún, y respetado como una propiedad. En efectO) si los frutos de 
la tierra que hemos sacado por los esfuerzos de nuestros brazos 
entran en nuestro dominio, con la misma razón los productos de 
nuestra intelijencia deben sernos asegurados; y asi como la socie^ 
dad, cuando concede ia apropiación de la tierra por el trabajo, no 
hace, ademas de reconocer un principio de derecho natural, sino 
consultar sus propios intereses por el aumento de la producción^ 
asi también el reconocimiento del derecho esclusivo del autor o 
inventor importa para ella el fomento y el progreso de las cien- 
cias y las artes útiles que a ella misma favorecen. Un autor ten- 
dría bien poco atractivo en consagrar su tiempo y sus vijilias a la 
elaboración de las obras concienzudas y útiles al público, si una 
vez que las hubiera dado a luz, cualquiera se creyere «on derecho 
a reimprimirla por su cuenta. En el mismo caso se halla el descu- 
bridor de cualquier invento útil, 

Pero al mismo tiempo que se ha reconocido esa propiedad, se 
la ha limitado a cierto tiempo determinado, concluido el cual el 
público es puesto en el pleno goce y posesión de la obra del des^ 
cubrimiento. Por manera que mas bien que la propiedad, es solo 
el usufructo el que se concede para que no dejenere en monopo- 
lio. A este respecto se ha establecido diferencia entre el derecho 
del autor y el del inventor, variando igualmente las lejislaciones 
en la duración de esos derechos. En cuanto a lo primero debe 
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tenerse eü consideración que el eselusivismo indefinido de la pro- 
piedad del sútoTj gnardando ctonsonancia con ia naturaleza d^s 
todo dominio^ puede ejercerse sin perjuicio del pübüco, pues qne 
está en el iiiterés del inismo propietario xtíultiplicar las ediciones 
y que janiás^e agoten; mientras que eideireclio deí mr&aior^ que 
consiste en lá ¡>ose»ioii del decreto dé sus descubrimientosy llega- 
ría a ser a la larga un monopolio intolerable y perjudieialisimo » 
la industria^ 

Biñ embargo lo» códigos de Inglaterra, Estados Unidos, Fran- 
cia, B^en^ etcy limitan tanto el derecho del autor como el del 
inventor, prolongando el tiempo del pirimero, a medida que han 
IU3ortado el del segundo (1). 

¿Debe estenderse la patente de invención al introductor de 
nuevas obras o descubritnientos estranjeros? Varia es también la 
lejislaeion de las diversas naciones «obre este punto. Al paso que 
en los Estados Unidos está confinado el privilegio a los ai^torés e 
inventores nacionales, en Francia se estiende a los introductores 
de descubrimientos estf aüjeros. La lei bhilena ha adoptado este 
último idstema, quo tiene Ift vebtaja, par^i pueblos atrasados en 
industria como lo» nuefetrosy de estimular la introdo^ecion de la» 
reformas hechas en las artes o en las ciencias on las densías na- 
ciones. 

Las leyes que reglamentan este articulo de I^ Constitución soo 
ks siguientes: 

iSéttiágOfjüUo 24 de 1&S4. 

(88.) !pór bnahtó el Congreso líacional Bá discutida y áCor'dá- 
do el siguié'nte projñectó de lei: 

« Art. i . '^ Los aurores áe todo jénetó *d'é escritos b dé cofopó- 
sici'ótíes de ítaü'si<^ dé piñtnrá, dibujos, escultura y én éñ de 
aquellos a quienes pertenece la prittiéfa idea en una obra dé lite- 
ratura o de letras, tendrán el derecho íescMlsivó, dútañte su vida^ 
de tcn'det, há6eir Véndtt o distribuir ett Chile stis oWas por hiédió 
de la imprenta,, litografía, fototóe, o cú'átqtiietá otfb triedio íe ré- 
j^rbdttcdr o multópiifeaf ító feopiafe. 

«2. ^ Sufe itéredefoís téstate entáríós y los lejítiítids gózai^ñ por 
eiftictt áfids del ihisñib derecho prorogablés hasta diez ál arbitrio 
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del gobijemo; pero si el fisco Aiere el hen^dera, pasará a fif« de 
propiedad común. 

«3. ^ Loe autores y sus beredevos pueden trc^itir aus.deFo- 
olios a cualquiera persosa. 

«4. ^ £1 propietario de un iuanuscrito de uoa obra postuma 
gozará de m propiedad eaelusifa por el término de diea años im- 
prqrogables, contados desde la primera edición, con tal que lo 
publique separadamente, y no en una nueva edición de los escri- 
tos publicados ya en vida del autor, porque entonces seguirá la ' 
suerte de éstoo. 

f 5. ^ £1 poseedor de um manuscrito postumo que contenga co- 
rrecciones de una obra del mismo autor publicada en vida, goza- 
rá por diez aíj[os improrogables de su propiedad, siempre qué prén- 
sente dicho manuscrito a la justicia ordinaria dentro del aiño isi* 
guíente al &llecimiento del autor y pruebe ser kjitimo* 

ftfí. ^- Los cstranjeros que publiquen sus obras en Chile goza-* 
rán de los mismos derechos que los chilenos^ y ^publicadas en 
otro pais hacen en Chile nueva edición, gozarán ae iguales dere- 
chos por el termino de diez años. 

«7. ^ Las piezas teatrales tendrán ademas el privilejio de no 
' poder representarse en ningún teatro de Chile sin permiso escrito 
de su .autor o de mñ herederos, durante la vida del primero, y los 
cinco años concedidos a los últimos. 

«8. *^ Cuando el autor de una obra ftese nrx cuerpo oolejiado 
conservará la propiedad de ella por el tértifiino d^ cuarenta a&os 
contados desde la fecha de la primera 4&di<siciB4 

f9. ^ Los trad^cjior^p de cuale^qiviera obrai* y sus henaderos 
tendrán los mismos derechos que los; «uitoresi y siis beredeíos, 

•10. Para eJatrar en el goce de lo&der«ehp$ conce¡dídos poí los 
artículos antei^res, no se necesita títnip alguno del Qobierno, y 
bastará que depositánde^e previamente tres ejemplares de la obra 
^ la biblioteca pública de Santiago, se anuncie en el frontispicio 
a quien pertenezca. 

«11. El Gobierno podrá conceller privilegios esclosivos que no 
escedan del término de cinco años a los reimpresores de dbraa 
interesante^ M^oafure que las ediciones sean oorrectas y her- 

«12. Si el Ru*pr o;editor de una no quisies^e goáar est^ ímtívíIó- 
jí® y QPPÍti^re I9& %malidwtef». F^scrita» cr el iwrtículo décimo^ 
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el impresor estará obligado a entregar los mismos tres ejemplares 
en la biblioteca pública de Santiago. 

«13. Todo impresor deberá también depositar en la misma bi- 
blioteca dos ejemplares de cada papel periódico o suelto que im- 
prima y pasar uno al Ministro del Interior y otro a cada ñscal. 

«14. Pasados los términos de que hablan los artículos prece- 
dentes, toda obra quedará en eL concepto de propiedad común, y 
todos tendrán espedita la acción de negociar con ello como les 
pareciere. 

«15. Si alguno reimprimiere, grabare, imitare una obra ajena, 
o de cualquiera manera contraviniere a las disposiciones de esta 
lei, podrá el interesado denunciarle ante el juez, quien le juzgará 
sumariamente con arreglo a las leyes vijentes sobre ysurpacion de 
la propiedad ajena.» 

«Y por cuanto con la facultad que me confieren los artículos 
43 y 82 de la Constitución he tenido a bien probarlo y sancio- 
narlo: por tanto dispongo se promulgue y lleve a efecto en todas 
sus partes como lei del Estado. 

Prieto. Joaquín TocomaLít 

Santiago^ setiembre 9 de 1840. 

(21.) Por cuanto con la facultad que me confieren los artícu- 
los 43 y 82 de la Constitución he tenido a bien aprobar y san- 
cionar el siguiente acuerdo: 

«Art. 1 ® El autor o inventor de un arte, manufactura, má- 
quina, instrumento, preparación de materias o cualquiera mejora 
en ellas, que pretenda gozar de la propiedad esclusiva que le ase- 
gura el art. 153 de la Constitución, se presentará al Ministro del 
Interior, haciendo una descripción fiel, clara y sucinta de la obra 
o invento, jurando que es descubrimiento propio, desconocido en 
el pais, acompañando muestras, dibujos o modelos, según lo per- 
mita la naturaleza de los casos, y solicitando una patente que 
acredite su propiedad. 

«2. ^ El Ministro del Interior nombrará una comisión de uno 
o mas peritos para que examine la obra o invención, y le informe 
sobre su orijinalidad; tomándoles en presencia del inventor soli- 
citante, juramento de su fiel desempeño y dé guardar rélgiosa- 



— 231 — 

Ynente el secreto qne se les va a comunicar, por todo el tieUQpo 
^e dispone esta lei. 

«S. ^ Averiguada esta, el Presidente de la República concede- 
rá el privilejio esclusivo por un término que no esceda de diez 
años, y mandará estender la respectiva patente, que será autori- 
aada con su firma y «ellada con el sello de la República. 

«4. ^ Esta patente será rejistrada íntegra en un libro que al 
efecto se llevará en la oficina del ministerio del interior.. 

«i5. ^ Antes de entregarse la patente al que la solicita, hará 
constar por los correspodientes recibos el haber entregado en la 
tesoreria jeneral la cantidad de cincuenta pesos, y haber deposi- 
tado en el Museo nacional las muestras, dibujos o modelos, y un 
pliego estendido a satisfacción de la comisión informante y auto- 
rizado con firma entera de cada yno de sus miembros, que con- 
tenga una descripción «completa tan minuciosa y especificada, que 
distinga la invención o descubrimiento de las otras cosas antes 
conocidas y usadas, y que señale el método y principios de que se 
vale en su aplicación, para que pueda habilitar a cualquiera otra 
persona entendida, para hacer construir o usar la misma invención, 
a fin de que el público se i^roveche de su beneficio a la espira- 
ción del término de la patente. Este pliego lo cerrará en presen- 
cia de la comisión, escribiendo sobre su cubierta el titulo u objeto 
del privilejio; afirmará el propietario que ha llenado fielmente la 
condición aquí impuesta, y lo certificará la comisión. El propie- 
tario, durante el término de su privilejio, podrá examinar el plie- 
go, cuantas veces quiera, para ver si se mantiene cerrado y lacra- 
do como lo entregó. 

«6. ^ En el Museo nacional se destinará una sala para colocar 
las muestras, modelos o dibujos, y una arca segura para custodiar 
los pliegos cerrados de que habla el articulo anterior, los que no 
podrán ser abiertos ni publicados, mientras no haya espirado el 
término del privilejio o patente, escepto en los casos de los artí- 
culos 11, 12 y 15. 

«Y. ^ Los cincuenta pesos que previene el articulo 5. ^ se des- 
tinarán para la conservación y foniento de la sala que se estable- 
ce en el Museo. 

8. ® La introducción de artes, industrias o máquinas inventa- 
das en otms naciones "y desconocidas enteramente, o no establecí^ 
das ni usadas en Chile, podrá obtener privilejios esclnsivos en los 



-r- 282 — 

mismoíi términos y eos, las mismas condioiones qac los naeyoa 
descubrimientos o invenciones; pero por nn tiempo mas corto que 
las últúzHis, que no pase de oclio años, según su utilidad y diiScul- 
tades de la empresa, a juicio del oainistro ^n vista del infórme de 
la comisión. No gozarán de privilejio las simples variaciones o 
mudanzas de solo formas o proporción^ 4^ las máquinas o cosas 
antes establecidas. 

«9. ® La propiedad del privilejio o patente es trasmisible como 
toda otra; pero cuando se enajena, se avisará previamente al mi- 
nistro del interior^ e^esando los motivos que causan la enajena- 
ción. Si los encontrase justos se anotará en el libro de trasferencia, 
y si no, procederá a hacer efectiva la disposición del articulo II. 

cío. Cualquiera persona qne construya artículos prívilejiados 
por el mismo método que conste^ del privilejio, pagará una multa 
que no baje de cien pesos ni suba de mil, perderá los efectos que 
se le encuentren construidos, y las máquinas, injenios, instrumen- 
tos o útiles de que se ba valido. El valor de todo será aplicado 
por mitad al fisco y al propietario de la patente o privilejio, salvo 
la acción de daños y peijuicios que a éste corresponda. 

«11. £1 privilejio que se baya conseguido subrepticiamente, es 
decir sobre &lsos testimonios o no siendo el inventor el que le 
ba solicitado, o sobre una industria ya establecida en el pais en 
la misma manera, será anulado inmediatamente, condenado en • 
las costas del proceso d^l esclarecimiento el que lo obtuvo, y caa- 
tigado con una multa pecuniaria que no esceda de mil pesos ni 
baje de ciento, o con una prisión que. no baje de tres meses ni 
esceda de doce. 

«12. Si se suscitaré pleitos entre individuos que bayan obtenido 
privilejios para la fabricación de unos mismos productos, será 
decidido por un arbitraje en única instancia, compuesto de un 
juez nombrado por cada parte y de un tercero que nombrará el 
Ministro del Interior. 

«13. Se concederán privilejios jenerales que tengan su efecto en 
todo el territorio de la República, o particulares que compren- 
dan ^ uno, dos o mas departamentos o provincias. 

«14. En todo privilejio que se conceda, se fijará un térnc^ino pro* 
pprcÍQuado para el estableciipiento 4^ las máqpinA9t iiijeniot o 
nnaxiiMftcturagj, y concluido ej <jual, coinenz<M*á $^ correr -^l conoe- 
dídoal privilejio. 
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«15. Si al venciíaiento del plazo concedido para él estableci- 
miento^ no se planteare, no tendrá lugar el prívilejio, y caducará 
8Í después á^ planteado se abandonare por mas de un afío, o si se 
adulteran 1<« productos, haeiéndose inferiores a las muestra^ o 
modelos presentados. 

«16. Solo podrá concederse la renovación de una patente, cuan- 
do casos fortuitos u oeurrencias estraordinarias liagan merecedor 
de ella al privilejiado, y sea solicitada por lo menos seis meses 
antes de le espiración del privilejio. 

«17. No se deroga por la presente lei lo establecido en la or- 
denanza de minería con respecto a los prívilejios que se conce- 
diesen en este ramo, ni lo establecido en Ja lei de 24 de julio de 
1834, relativo a la propiedad de obras literfuriasy de bellas artes.» 

Poír tanto dispongo se promulgue y lleve a efecto en todas sus 
partes como lei dej Estada 

Prieto. Manuel Montt 

. Por decreto de 1. ^ de diciembre de 1840 (BoL 3, páj. 163) 
se ha declarado .que no se concederá ninguna clase de patente 
para la esplotacion o beneficio del azogue^ ni por ningún otro 
ramo de industm conocida y ^stí^bleoida en el pais« 



CAPITULO XI. 

BISPOSICIONES JBNSRALEQ. 

Art. X53. La educación pública es una atención prefe- 
rente del gobierno. EJ Congrego formarsi un plan jeneral 
de educación nacional; y el Ministro del despacho respec- 
tÍT0 le dará cuenta anualmente del estado de ella en toda 
la Bepúbiioa. 

Art. 154* Habrá nna snpe^rin tendencia de ednoaeioa 
públitía, a oujo cargo estará la inspección de la enseñanza 
nacional, y sa dirección bajo l^ autoridad del gobiemoí. 

Los Convencionales comprendieron exactamente la verdadera 
idea de la Bepiíblipa y 1^ íictual situacipn de la civilización en ^1 
pais. Ellos vieron, como lo vemos hoi dia, que el gran obstáculo 
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a la realización de las instituciones republicanas, era la ignoran- 
cia. Ellos, como nosotros boi dia, le declararon la guerra, y es- 
chiyeron de la ciudadania al que no sabia leer y escribir. 

Nuestros convencionales quisieron preparar el adyenimiento de 
la democracia por la jeneralizacion de la instrucción. La oligar- 
quia primitiva que ellos constituyeron debia ensancharse gradual- 
mente, incorporando a su seno nuevos miembros, a medida que la 
civilización se difundiera. Para incorporarse en la iglesia de la 
ciudadania les exijieron un bautismo — la instrucción primaria. 

Por lo que toca al plan de educación nacional que se ordena, 
no ha sido formado todavia por el Congreso: los proyectos pre- 
sentados han sido rechazados porque estaban basados sobre la 
imposición de una contribución directa; y sin embargo las inte- 
resantes memorias que se han trabajado sobre ese objeto mani- 
fiestan que es el único medio de realizar la educación nacional, 
universal y completa (1). 

Se ha llevado a efecto lo dispuesto en el articulo 154 por la 
creación de la Universidad de Chile, y le corresponde la direc- 
ción de los establecimientos literarios y científicos nacionales y la 
inspección sobre todos los demás establecimientos de educación. 
Está dividida en cinco facultades: de filosoña y humanidades; de 
ciencias matemáticas y físicas; de medicina; de leyes y ciencias 
políticas y de teolojía; cada una de las cuales tiene un decano y 
un secretario. La Universidad es presidida por un Rector, a falta 
del Patrono y Vice-Patrono, que lo son el Presidente de la Re- 
pública y el Ministro del Interior; tiene también un secretario 
jeneraL El cuerpo de la Universidad regla los objetos pertenecien- 
tes al cuerpo en común, y lo hace ya en consejo, en claustro or- 
dinario o en claustro pleno. Este último se compone del Rector, 
tres decanos a lo menos y la tercera parte de todos los miembros: 
el claustro ordinario consta del Rector y dé la quinta parte, a lo 
menos, de todos los miembros; y el consejo, del Rector, dos miem- 
bros nombrados por el gobierno, los decanos y el secretario jene- 
ral. El claustro ordinario o pleno es convocado per el Rector, 
cuando hai alguna ocurrencia que lo exija: el consejo se reúne 

una vez al menos cada semana, y dispone las erogaciones de los 

* 

(1) Véase las Memorias sobre la Instrucción popular de los Sres. Amu- 
nátegni y Sarmiento. 
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fotiáoá de la Universidad, rinde las cuentas de sus gastos, toma 
las medidas de orden j economia ordinaria, confiere por medio 
del Rector los grados de bachiller y licenciado en cada una de 
las facultades, j ejerce, en una palabra, con el Rector la supe- 
rintendencia de la educación pública que establece este articulo. 
Por lo demás véase la lei de creación de la Universidad de no- 
viembre 9 de 1842 (Bol 2, f. 460). 

Art. 155. Ningún pago se admitirá en cuenta a los te- 
soreros del Estado, sino se hiciese a virtud de un decreto 
en que se esprese la lei, o la, parte del presupuesto aproba- 
do por las cámaraSi en que se autoriza aquel gasto. 

El objeto y utilidad de este artículo es la regularidad, puntúa 
lidad y la exactitud en el desembolso de la hacienda pública, ese 
fondo común de los ciudadanos. Es el mas propio freno al pre- 
lado y la dilapidación del Ejecutivo, como sucede en los estados 
despóticos, donde el soberano toma del erario fiscal los fondos que 
le placen sin dar cuenta a nadie. 

Art. 156. Todos los chilenos en estado de cargar armaa 
deben hallarse inscriptos en los rejistros de las milicias, si 
no están especialmente esceptuados por la Jei. 

La lei reglamentaria de este articulo, no se ha dictado todavia; 
asi es que por su vaguedad y jeneralidad ha dado lugar frecuen- 
temente a abusos y arbitrariedades, tanto mas insufribles cuanto 
se apoyan en la letra misma de esta disposición. Vejámenes que 
claman al cielo han puesto en evidencia el inmenso vacio que deja 
este artículo, ya sirviendo de escusa o de instrumento a mezqui- 
nas venganzas, ya ocasionando una desigualdad en la repartición 
•de la carga que impone, bien contraria por cierto al espíritu de 
esta disposición y al verdadero objeto y naturaleza de la guardia 
nacional. 

• Art. 157. La ftierza pública es esencialmente obediente. 
Ningún cuerpo armado puede deliberar. 

Art ' 158. Toda resolución ' que acordare el Presidente 
de la República, él Senado o la Cámara de Diputados a 
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presencia o requisición úe un ejército, dé un ¡enera! al 
frente de fuerza anjeada, o de alguna reunión de pueblo, 
que, ya sea con arrrias o sin ellas, desobedeciere a las auto- 
ridades, es nula de derecho, y no puede producir efecto 
alguno. 

Art. 159. Ninguna persona o reunión de personas pue- 
de tomar el título o representación del pueblo, arrogarse 
sus derechos, ni hacer peticiones a su liombre. La infrac- 
ción de este artículo es sedición. 

Art.. 160. Ninguna majistratura, ninguna persona, ni 
reunión de personas pueden atribuirse, ni aun á protesto 
de citcunstancias estraordinarias, otra autoridad o derechos 
que los que espresamente se les haya conferido por las 
leyes. Todo acto en contravención a éste artículo es nulo, 

Iplstos cuatro artículos se proponen ^1 piismo. objieto — la garan- 
tía del orden constjtacional, }a libre delib^raqion y acción de la^ 
autoridades que aquel establece y la anulación de todo acto que 
salga de aquella esfera, o se escedá de las atribuciones que las le* 
yes conceden a los funcionarios. As{ spn ui^a cpngj^cuen^ia n^e- 
saria, una condición indispensable de ese orden que la Constitu- 
ción asegura y de su existencia misma! Si la fuerza pública pu-' 
diera deliberar y obrar de propia autoridad, si se convirtiesen en 
guardias pretorionas que pretendiesen imponer su VQlunt^4 a }ob 
primeros mandatarios de la Nación, la Coustitucion seria un ñin- 
tasma, el orden político una farsa y las garantías individuales 
que aquella nos asegura, una mera sombra. Por desgracia cuándo 
lleg^ el caso de Inaplicación de estos artículos escu^i^do la auto- 
rí.dad pública es desconocida o ha perdido sq fuerza y cuando no 
se reconoce mas lei que el az^r del combate. Es al partido triun- 
fapte a quien toca s^plicario^ a su antojp. 

po mismo puede decirse de lo^ dos ]ili;imo8 articulps. 

Art. 161. Declarado algún punto de la República enes- 
tadp d^ sitio, se suspende el imperio de la CqnQtitmon 
en el territorio comprendido eii la declaración; pero du- 
rante esta suspensión, i en Qaso de que us^»e el Presidente 
de la Eepubiica de facultades ns^itraordinarias eqwcialésí 
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tíoncédidas pút el Congreso, no podrá la autoridad publica 
condenar por sí, tii aplicar penas. Las medidas que toma- 
re en estos casos contra las personas no pueden esceder de 
uú arresto o traslación a cualquiera punto de la República. 

Gftsi todas \h& Cónfitituciones de los plises representativos éon- 
tienen una disposición hasta cierto punto semejante a la estable- 
cida en este attrcufe» Lá Coñstitúéioñ de Estados Unidos misma 
(§ 2. ® Sectioii éy ÁTtt 1) disfxWib t^t^ el détecLo de habeas cot- 
pu8 puede susj^ttdefiáíé én iOs casdíj ée rebelión o íntaáioli en que 
la ^eg^ridád pÜblié^A to requiera. Eti efecto, puedeü ocurrir mil 
éínetj^enéiaB {y títosól^os los sud-ai^i4c^hos damos todos los dias 
ejemplos) eñ qué la sii^pélisioft de las garantías individuales, de 
iá Seguridad y libertiKi p^i^onal, sea una medida ][>mdei3te, a ve- 
ces necesaria para el restablecimiento del orden y de la tranqui- 
lidad páblrcá petturbadoé; Lá «egurídiid y la líbettad be eto ver- 
daá úB ^réteíioso dereékia dé «éada «iMa-daño; peto esfe priTÜéjió, 
^é déteého jp^'édfe suftiyfehdfertte fettaíiáb íss inconciliable üoíi fa 
salud pública y el iAtereis naíftiWial. ¡Feliccís, tíiil veces felices bs 
|>ai6eé, ctiyaá tost^cfObés libél^aies están bastante aktáigadc^ én t{ 
espí!^itti de IcfÁ i^Adadano^ ünfA constituéion política sé baila tñ 
bastante ftfíiíioliilt «doüi lo6 ilitereséÉí, con las t>pinioí!tés, cbti las 
(steétiéilks <dél ttííky<^ ftátiéro, ^c^ qué la autótídad publica )ta 
baya mérSétí^ un podé^ ái^tá^rijál a fíti dé consblidar él iórden, 
€[ue loi^ fi^éd^B ^olM9t/itocioña!'és ^'o akiémzan ^ sosteüéFÍ El Cot- 
gtéi^o dé Ibfi Bi^Mos Üiii4é« dé América, a t|uien Ib Cbü^titubiotí 
toii&eH 'él liferécb^ *4e síoi^^etidér ^ dérécbo de ^hé<fá cííiptt's, tíb 
ha tJéiMh ^üé baoélr ^o )ai uHá sola té'í de ese d^lfócbo en 16» 
tHss cúÁfUSti 4e ^gib "éo^iéoé déftdé^ %1 efitáblééftíitiéútb dé ésa 
Oóx^itttdk^. é •. i '^^Arátt dfa é^ que bfe sud-^netiéanb^ |»0-c 

©ínpeiro, ^e^ áMétdb, eYi l<te téWtóuo» en que>e faáilft eotoébi' 
do, é^ ^¿V3/É'«éh4a6 efh tbs H»^£teh ^tfe el á^isúib pübliéo y lü^ 
ptóctícü dfe ^ t)a%fefe détóobrátíebs designa 4b ésa :éttbtii!% y te- 
rrible fabtótiwR jEl óífá&k páMbo sbío pbdíia tfesteblécértié bott 
la suspensión del imperio de la Constitución fujidamental del 
Sstadd? No lo breemos.-— Esté artictdb establece liada mét)os 
qué la áhár^id te^tíl^ el ites^óbüerno i^c^titücimCal ^ si ésáfr 
jj^ab^ pueden conciliarsc. Uiía vez susjpendida la ConsítitticioDy 
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el orden político que ella establece cae pot tierra, o por lo meBos 
queda también en suspenso: Congreso, Poder Ejecutivo, Poder 
Judicial, Poder Municipal, todo queda anulado! Hé ahí, pues, la 
revolución,, y la revolución mas radical, iniciada, autorizada por 
la autoridad, por la Constitución misma. Podrá, pues, decirbC 
como se ha dicho: Una Constitución que se amda a si minina no 
es Constitución! 

Sigamos la lójica del razonamiento. ¿Qué es una Constítucdoa 
sino una regla que la nación se impone para gobernarse a ú miár 
ma? Ahora bien, una vez suspendida o paralizada esa Constitu- 
ción, el pacto social de que ella es espresion, queda roto: la sobe- 
ranía, cuyo ejercicio había delegado en sus poderes públicos, 
vuelve a ella en su integridad: la representación de aquellos cesa 
de derecho. Lo repito, ¿ese estado anormal no es la anarquía cru- 
da, la revolución? .... 

Sin embargo, en este desquiciamiento del orden social y polí- 
tico, la autoridad ptiblica, se dice, no podrá condenar por si ni 
aplicar penas, ni las medidas que tomare contra loa personasy esoe- 
derán de un arresto o traslación de un punto a otro de la Bepú* 
blíca. — 'Poro quién es esa autoridad publica que queda en pié? 
Las Cámaras, el Presidente, las Municipalidades son autoridades 
públicas: los Tribunales lo son también, ¿y rejiría con ^Uos esa 
limitación del Poder Judicial? Es evidente que. no es tal la mente 
de este artículo, porque seria el mayor de los absurdo» posibles. 
Lo que se ha querido llamar autoridad pública es el Presidente; 
pero de aquí nace una nueva dificultad. ¿Qué llegarán a ser ea 
tal estado los demás poderes púMicos, las demás autoridades! se 
pierden^ se disipan^ desaparecen ante el Presidente dictador.^ 

Mas, volviendo a las liuditaciones que se pone a la autoridad 
pública ¿quién, qué otro poder nacional las hará respetar? Si un. 
Presidente durante un estado de sitio condenara por sí y aplica- 
ra penas, si vejara en todo sentido las personas de los ciudada- 
nos, si diera un golpe de Estado, ¿designa la Constitución alguna 
barrera, alguna corporación, algún funcionario público que im- 
pidiera tales avances, -que hiciera efectivas esas garantías?. . . . 

Art. 162« Las vinculaciones, de cualquiera clase que 
sean, tanto las estableci^das hasta aquí como las -que en 
adelante se establecieren no impiden la libre enajenación 
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de las propiedades sobre que descausan, asegurándose a 
los sucesores llamados por la respectiva institución el va« 
lor de las que se enajenaren. Una leí particular arreglará 
el modo de hacer efectiva esta disposición. 

La lei a que se refíre este artkulo ha sido dictada con fecha 
}a)io 14 de 1852 (Bol.^ lib. 7, páj. 11,) Segan esta lei los bienes 
raices yincukdos podrán hacerse comerciables y enajenables, 
previos Ids requisitos siguientes: 1. ® Las fincas que se tratare de 
exvincular, se tasarán por tres peritos nombrados el uno por el 
actual poseedor, él otro por el inmediato sucesor, y el tercero 
por la Corte de apelaciones: 2. ^ La tasación se someterá a la 
aprobación de la Corte con audiencia del Fiscal y de los respecti- 
vos tutores o curadores, siempre que el actual poseedor o el in- 
mediato sucesor o ambos se hallen bajo tutela o curaduría: 3. ® 
El valor de tasación, deducidos los costos de ella y de las demás 
dilijencias conducentes a la exvinculación, ee impondrá a censo, 
al 4 por ciento, sea sobre la misma finca, o isóbrc otra u otras 
que puedan garantir suficientemente el pago del respectivo canon: 
4. ® La imposición censual de que tratan los dos incisos prece- 
dentes, se someterá a la aprobación de la Corte de Apelaciones 
en los términos del inciso 2. ^ 

Asi el presente articulo y la lei reglamentaría lian destruido 
el prímer defecto de los mayorazgos--la ínalienabilidad de la pro- 
piedad. Han vuelto a la circulación esos valores inamovibles que 
estaban secuestrados de la riqueza nacional. — >Hasido sin duda un 
gran bien; pero ¿la institución misma no ha sido abolida en casi 
todas las naciones modernas, como lo fué por nuestra Constitu- 
ción de 28? Un paso está ya dádot no falta islyéÉ^ mucho para 
que reciba el golpe de gracia. 

CAPÍTULO XIL 

Dfí LA áBSEftVAKCIA T REFORMA BE LA CoKSTITÜOIOK. 

Art. 168. Todo funcionario público debe, al tomar pose- 
sión de su destino, prestar juramento de guardar la Consti- 
tución. 



•t 
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Nada mas propio y jtwto que ésta prescripción. Si en rmestrañ 
relaciones privadas y relijiosas, ponemos por testigo a Dios del 
cumplimiento de las obligaciones que nos imponemos como cris" 
tianoS) como esposos, como padres; si en las declaraciones que 
damos ante ios jueces sobre los hechos que hemos presenciado o, 
oido, prestamos juramento como una salva^piardia de la verdad 
de nuo^ros dichos y contra la omisión, la ocultación o el embus^ 
te; si los votos mismos que contraemos con nosotros mismos los 
solemnizamos de esa manera,- es evidente que la nacicm debe 
imponer esa obligación y darse esa garantía con los funcionarios 
en quienes deposita su confianza. £1 juramento dB- los funcionarios 
públicos de respetar las leyeis y principalmente la primera de to* 
daS) como es la Constitución política del Estado, es pues necesario 
«orno un homenaje a Dios, el Supremo Jefe do las Reptiblícas, y 
como lina garantía a los ciudadanos. 

Art 164. Solo el Congreso, conforme a lo diapu^bsto en 
los artícnlos 10 y sigaieütes^ podrá resolver las dadas que 
ocurran sobre la iatelijencia de algunos de sus artículos. 

Por este artículo^ solo por medio de una lei la Constitución 
puede ser interpretada. En la República norte-americana el final 
intérprete de la Constitución es la Corte suprema de los Estados 
Unidos, tanto en relación a^^aquella y alas leyes nacionales, como 
en cuanrto a los actos^ leyes y constituciones de cada Estado, 
en lo que afectan la Constitución, los tratados y las leyes de los 
Estados Unidos. (1) ¿Cuál de las dos prácticas es mas cc^nforme a 
los principios teóricos de la ciencia? Las cuestiones sobre inter^ 
pretacion de las leyes, y su aplicación a los casos particulares, 
pertenecen por punto jeneral al Poder Judicial: la interpretación 
de la lei suprema debe entrar por consiguiente en las funciones 
de ese Poder. Asi en Estados Unidos «las decisiones judiciales 
son consideradas como que establecen la verdadera construcción 
de las leyes que se controvierten. El caso es considerado no solo 
como decidido y establecido^ sino que los prineipios son tenidos 
como precedentes y autoridad, para ligar los casos futuros de la 
misma naturaleza.» (2) La interpretación de un articulo de la Cóns* 

(1) Stopy, Obra citada. 
(2)Story. 



títucion por la Corte vSnprenia es alli por lo tanto una verdadera 
lei. Ahora bien, esa facultad lejislatíva no debe corresponder sino 
al Congreso: obrar de otra manera es usurpar sus atribuciones, su 
negociado esclusivo. Es verdad que la interpretación de las leyes 
comunes solo pertenece a los tribunales de justicia; pero no seria 
posible sino hasta cierto punto estendér el mismo principio a 
las leyes fándamentales del Estado, sin sujetarnos a las vacilacio- 
nes consiguientes a la vaguedad de la lei suprema. En definitiva, 
parece, pues, mas lójico conceder la atribución de interpretar la 
Constitución al Poder Lejislativo que al Judicial. 

Art. 165. Ninguna moción pata reforma de Tino o mas 
artículos de esta Constitución, podrá admitirse sin que sea 
apoyada, a lo menos, por la cuarta parte de los. miembros 
presentes de la Cámara en que se proponga, 

Art. 1$6. Admitida la moción a discusión,- deliberará 
la Cámara, si exijen, o no, reforma el artículo o artículos 
en cuestión. 

Art. 167. Si ambas Cámaras resolviesen por las dos 
tercias partes de sufrajios en cada una, que el artículo o 
artículos propuestos exijen reforma, pasará esta resolución 
al Presidente de la República p^m los efectos de los artí- 
culos 43,. 44, 45, 46 y 47. 

Art. 168. Establecida por la lei la necesidad de la re- 
forma, se aguardará la próxima renovación de la Cámara 
de Diputados; y en la primera sesión que tenga el Con- 
greso, después de esta renovación, se discutirá y delibera- 
rá sobre la reforma que haya de hacerse, debiendo tener 
oríjén la lei en el Senado, conforme a lo prevenido en el 
artículo 40, y precediéndose según lo dispone la Constitu- 
ción para la formación de las demás leyes. 

Toda Constitución política, como toda lei, debe estar sujeta a 
las variaciones, las enmiendas, las reformas que exijan las nuevas 
necesidades, el tiempo, la esperiencia, y la falibilidad que es ane- 
xa a toda obra de los hombres. El gobierno patriarcal de un pue- 
blo en su iníanci£í^ no puede adaptarse a las complicaciones de 
intereses, de relaciones, y de necesidades de ése^ mismo pueblo 
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llegado a ]a pubertad o a la edad madura. Las Jeyc^s fúndame rw 
tales debou ser la esprcsion del espirita y la base de las instituí- 
clones, costjambres y civilización de la nación a que se aplican; 
y si es indudable que el espíritu humano marcha en perpetua 
niovimiento como los astros, si es verdad que el mundo avanza, 
que las sociedades se rejuvenecen y cambian, que las costumbres, 
las rclij iones mismas varían; si es evidente que ese movimiento de 
ideas y de opiniones es tanto mas activo en el estado actual de 
civilización y sobre todo en ese sistema democrático de gobieriio, 
es evidente también que las leyes, obra de la voluntad jeneral, y 
la organización del cfobierno deben satisfacer y modelarse por las 
exijencias variables de la nación. La inmovilidad, el estaciona- 
miento político arrastran el despotismo como en China y demás 
comarcas asiáticas, o las revoluciones y la anarquía como en cier- 
tos Kstados de Europa y Sud- América. 

Empero, hai que evitar dos escollos en la reforma de las leyes 
fundamentales de un país, o una facilidad tal para esa reforma 
que produzca la instabilidad en el gobierno, o entorpecimientos 
que la hagan poco menos que imposible. El primer defecto lleva 
a la anarquía, el segundo participa de los inconvenientes de la 
inmovilidad absohita. Los presentes artículos, como se vé, esta- 
blecen la posibilidad de la reforma, y abren un camino a la correc- 
ción de los defectos de que la Constitución puede adolecer. Sin 
embargo, ¿satisfacen en lo posible la condición esencial de la faci- 
lidad para adaptarse a las sucesivas exijencias de la nación?.. . . . 



DISPOSICIONES TRANSITORL^S, 

Art. 1. ^ Xia calidad de saber leer y escribir que requie- 
re el art. 8. ^ solo tendrá efecto después de cumplido el 
año de 1840. 

Por la leí adicional de elecciones de 12 de noviembre de 1842, 
se dispuso que en lo sucesivo ningún chileno podría califícarse 
para entrar en el ejercicio de ciudadano elector con derecho de 
sufrajio, sino tuviere la calidad de saber leer y escribir; pero que 
los chilenos calificados hasta entonces continuarían gozando de 
ese derecho hasta su muerte (sino lo perdiesen o fuesen legal- 
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toientc siispoutlídos de su iiso), aanqae no tuviesen la calidad de 
saber ieer y escribir. 

Art. 2. ^ Para hacer efectiva la Constitución, se dicta- 
rán con preferencia las leyes siguientes: 

1.a La lei jeneral de elecciones. 

2.* La de arreglo del Rójimen interior. 

3.a La de organización de Tribunales y administración 
de justicia. 

4.* La del tiempo que los ciudadanos deben servir en 
las milicias y en el ejército, y la de reemplazos. 

5.a La del plan jeneral de instrucción piíblica. 

No se han dictado todavia las tres últimas leyes a que se re- 
fiere este artículo, sin embargo que los autores de esta Constitu- 
ción las creyeron indispensables y de atención preferente, a fin de 
que llegara a ser efectiva. 
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